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Preliminares 


l compendio se integra con todas las publicaciones realizadas por la unidad 
académica de investigaciones jurídicas dependiente de la escuela judicial de 


Guanajuato desde sus inicios, el aún no lejano año 2018 a la fecha. 


Contiene tres diferentes formas de localizar la información, acorde al autor, la 


publicación donde originalmente apareció y por ejes temáticos. 


Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus autores y no necesariamente 
representan el punto de vista del poder judicial del estado de Guanajuato, el que se 


desliga de cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 
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Notificaciones 


La legalidad de pactar notificaciones electrónicas por las partes en 
el procedimiento convencional en materia mercantil. 


Dr. Miguel Ángel Maricchi Carpio. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras J-L-M de este 


compendio 
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La prueba ilícita y su 
tratamiento en el procedimiento 
penal acusatorio, caso concreto: 

delitos fiscales 


Dr. Jorge Estrada 


Alvarez 


I. Contexto general de la prueba en el 


procedimiento penal 


a prueba es la actividad central 
de cualquier procedimiento 
Los 


solamente pueden ser dados a conocer al 


jurisdiccional. hechos 
juez, a través de las probanzas aportadas 
por las partes, a fin de que decida la 
controversia. La planeación probatoria, y 
su técnica de incorporación a juicio, es 
el elemento esencial de cualquier teoría 


del caso. 


Es verdad que existen cuestiones 
que no requieren de una probanza 
en un juicio, como en el caso de los 
hechos notorios. Es notorio lo que 
es público, de conocimiento general, 


como lo son decisiones políticas, las 


publicaciones jurídicas o no jurídicas, 
un hecho histórico, catástrofes naturales, 
pandemias, fechas memorables, días 
festivos, y otros similares. Para un sector 
de la doctrina, lo notorio es calificado por 
un juez, y en medida de ello, se tendrá 
por acreditado cuando es alegado por las 


partes, sin necesidad de prueba.' 


Igualmente, tampoco será objeto de 
probanza el derecho, la jurisprudencia 
o las opiniones doctrinales, ya que ello 
es materia de invocación por las partes, 
y el juez decidirá su interpretación y 
aplicación. 

En materia penal, conforme al 


procedimiento penal acusatorio, 
debemos distinguir que los hechos, son 
acreditados en dos momentos y con 


diversas acepciones jurídicas: 


David: 
Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la Universidad 


1 Cfr. Cienfuegos Salgado, Los 


denominados hechos notorios. 


Nacional Autónoma de México, en revista 


electrónica: —https://archivos.juridicas.unam. 
mx/www/bjv/libros/6/2991/15.pdf, página 166 
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1.- un primer momento es, cuando 
se solicita por el ministerio público la 
vinculación a proceso, que conforme 
al artículo 316, fracción II, del código 
nacional de procedimientos penales, 
se tendrá que demostrar que de los 
antecedentes de la investigación, 
se desprendan datos de prueba que 
establezcan que se ha cometido un 
hecho que la ley señala como delito, y la 
probabilidad de que el imputado lo haya 


cometido. 


En esta etapa no se desahoga prueba 
(salvo excepciones, cuando se trata de 
delitos que ameritan prisión preventiva 
oficiosa?), sólo se exponen al juez de 
control, por parte del fiscal, los datos 
de prueba que tiene recabados en su 
investigación preliminar, que permitan 
suponer razonablemente que se cometió 
un hecho que la ley penal considera 


como delito. 


2 H. Congreso de la Unión: Código Nacional de 
Procedimientos Penales. Artículo 314, tercer 
párrafo. Disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP_190221.pdf 
consultado el 19 de agosto de 2022. 
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2.- un segundo momento, y que resulta 
la etapa más importante del procedimiento 
penal acusatorio, es el juicio oral, que es 
donde realmente se ejerce la actividad 
probatoria de las partes, al incorporarse 
a la audiencia los medios de prueba que, 
una vez desahogados, se convierten en 
la prueba en sí misma, necesaria para 
acreditar los hechos que se consideran 
delictivos, así como la responsabilidad, 
o no responsabilidad, de una persona en 
su comisión, conforme al artículo 356 
del código nacional de procedimientos 


penales. 


Derivado de la importancia que tiene 
la prueba, la autoridad judicial y las 
partes deben vigilar que la misma sea 
obtenida de manera lícita, es decir, con 


observancia de las reglas procesales, 


3 H. Congreso de la Unión: Código Nacional 
de Procedimientos Penales. Artículo 356. 
Disponible en  https://www.diputados.gob. 
mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP_190221.pdf 
consultado el 19 de agosto de 2022. Artículo 
356. Libertad probatoria. Todos los hechos y 
circunstancias aportados para la adecuada 
solución del caso sometido a juicio, podrán 
ser probados por cualquier medio pertinente 
producido e incorporado de conformidad con 
este Código. 
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y sin la vulneración de derechos 
fundamentales de las personas, de lo 
contrario, la misma puede ser objeto 
de exclusión o nulidad, al considerarse 
ilícita. Esto es precisamente el objeto de 


estudio de este trabajo. 


Debe puntualizarse que, conforme al 
principio de presunción de inocencia, 
regulado por los artículos 20, apartado 
b, fracción 1, de la constitución política 
de los estados unidos mexicanos, y 13 
del código nacional de procedimientos 
penales, la suprema corte de justicia de la 
nación ha establecido, en jurisprudencia 
obligatoria, que será el órgano acusador 
quien tenga la carga de prueba, con un 
estándar o medida que permita establecer 
de forma clara y más allá de toda duda 
razonable, la responsabilidad penal 
de un acusado, de lo contrario, deberá 


absolverse.* 


4 Décima época. Tesis: la./J. 26/2014 (10a.), 
Registro digital: 2006091, Instancia: Primera 
Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 5, Abril de 2014, Tomo l, Materia(s): 


Constitucional, Penal, Página: 476. 
Rubro: Presunción de inocencia 
como estándar de prueba. 


Esta actividad probatoria, deberá ser 
pertinente, idónea, necesaria, y sobre 
todo, lícita; es decir, que al obtenerse o 
incorporarse la prueba, no se vulneren 


derechos fundamentales, de lo contrario 


La presunción de inocencia es un derecho que 
puede calificarse de “poliédrico”, en el sentido 
de que tiene múltiples manifestaciones 
o vertientes relacionadas con garantías 
encaminadas a regular distintos aspectos 
del proceso penal. Una de esas vertientes se 
manifiesta como “estándar de prueba” o “regla 
de juicio”, en la medida en que este derecho 
establece una norma que ordena a los jueces 
la absolución de los inculpados cuando 
durante el proceso no se hayan aportado 
pruebas de cargo suficientes para acreditar 
la existencia del delito y la responsabilidad 
de la persona; mandato que es aplicable 
al momento de la valoración de la prueba. 
Dicho de forma más precisa, la presunción 
de inocencia como estándar de prueba o 
regla de juicio comporta dos normas: la que 
establece las condiciones que tiene que 
satisfacer la prueba de cargo para considerar 
que es suficiente para condenar; y una regla 
de carga de la prueba, entendida como la 
norma que establece a cuál de las partes 
perjudica el hecho de que no se satisfaga el 
estándar de prueba, conforme a la cual se 
ordena absolver al imputado cuando no se 
satisfaga dicho estándar para condenar. 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


será objeto de exclusión total del | II. Las etapas del procedimiento penal 
procedimiento, con las consecuencias | en México 
jurídicas que se analizarán en este trabajo. 
| procedimiento penal acusatorio 
en México se encuentra regulado 
por en los artículos 14, 16, 17, 18, 
19,20, 21 y 22, de la constitución política 
delos estados unidos mexicanos, así como 
por el código nacional de procedimientos 
penales, en lo que corresponde a las 
etapas que lo conforman y los diversos 


tipos de procedimientos. 


El procedimiento penal ordinario se 


compone de tres etapas: 


1.- Investigación, que a su vez se 
divide en preliminar (comprende desde 
la noticia criminis, denuncia, querella 
e inicio oficioso de investigación, hasta 
la solicitud de audiencia para formular 
imputación, y solicitar vinculación a 
proceso del imputado), y complementaria 
o judicializada, (que comprende desde la 
vinculación a proceso, hasta el cierre de 
investigación que no podrá ser mayor a 


seis meses). 
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2.- Etapa intermedia, que se divide en 
dos fases: escrita (inicia con el escrito 
de acusación formal realizado por el 
ministerio público o por el acusador 
particular, en los casos que proceda; 
la actuación formal de la víctima y su 
asesor, así como la contestación de la 
acusación por parte de la defensa y el 
imputado); la fase oral comprende el 
desarrollo de la audiencia intermedia, que 
tiene por objeto la preparación del juicio 
oral, depuración de hechos, clasificación 
jurídica, ofrecimiento, admisión y 
exclusión de medios de prueba, y el 
dictado del auto de apertura a juicio oral. 

3.- Juicio oral, que es la etapa en 
la que se desahoga ante la presencia 
ininterrumpida del juez o tribunal, los 
alegatos iniciales, desahogo de prueba, 
alegatos finales, y la decisión, previa 
deliberación, del juzgador, valorando 
razonadamente la prueba que fue recibida 


en el juicio. 


De igual manera, el código procesal 
nacional comprende ajustes razonables 
para personas inimputables, así como 
como el 


procedimientos especiales, 


de pueblos y comunidades indígenas, 
responsabilidad penal de personas 
jurídico colectivas, acción penal privada, 
y de asistencia jurídica internacional en 


materia penal. 


Para el caso de delitos fiscales, además 
de las reglas especiales de carácter 
sustantivo y procesal establecidas los 
artículos 92 al 101 del código fiscal de 
la federación, son aplicables las normas 
del procedimiento ordinario previsto en 
el código nacional de procedimientos 
penales, que comprende la parte esencial 
de este trabajo, es decir, la obtención o 
recaudo de datos de prueba por la fiscalía, 
que le permitan formular imputación, 
pedir vinculación a proceso, acusar 
formalmente; y esos datos, convertirse en 
medios de prueba admitidos para juicio, 
y ya en la audiencia de juicio oral, al 
desahogarse y convertirse en prueba, le 
permitan a la fiscalía pedir la imposición 
de una sanción penal. Ante todo, el juez 
y las partes deberán analizar cuál de 
esa información probatoria, puede ser 


considerada como prueba ilícita. 
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MI. La prueba ilícita en el 
procedimiento penal Se considera prueba ilícita cualquier 
dato o prueba obtenidos con violación 
os artículos 97, 264 y 357, de los derechos fundamentales, lo que 
regulan la nulidad y exclusión de será motivo de exclusión o nulidad. 
actos, datos de prueba, medios 
de prueba y prueba, que hubiesen sido Las partes harán valer la nulidad del 
obtenidos con violación de derechos medio de prueba en cualquier etapa 
fundamentales: del proceso y el juez o tribunal deberá 
pronunciarse al respecto. 
Artículo 97. Principio general 
Artículo 357. Legalidad de la prueba 


Cualquier acto realizado con violación 


de derechos humanos será nulo y no La prueba no tendrá valor si ha sido 
podrá ser saneado, ni convalidado y obtenidapormediodeactos violatorios 
su nulidad deberá ser declarada de de derechos fundamentales, o si no 
oficio por el órgano jurisdiccional al fue incorporada al proceso conforme 
momento de advertirla o a petición de a las disposiciones de este código. 


parte en cualquier momento. 
La ley procesal, la doctrina, y la 


Los actos ejecutados en contravención jurisprudencia, coinciden en señalar que, 


de las formalidades previstas en este | * fin de excluir alguna prueba por ilicitud, 


código podrán ser declarados nulos, la autoridad judicial debe verificar las 


salvo que el defecto haya sido saneado siguientes tres condiciones: 


o convalidado, de acuerdo con lo 


señalado en el presente capítulo. 1.- Que la obtención de la prueba 


haya vulnerado derechos fundamentales, 


Artículo 264. Nulidad de la prueba contenidos en la constitución y tratados 
internacionales, como lo son: 
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- obtención de información probatoria 
del procesado por medio de detención 
ilegal; 

- obtención de información probatoria 
(documentos, objetos, productos e 
instrumento de delito) derivada de cateos 
y allanamientos sin orden judicial; 
del 


imputado por medio de tortura o tratos 


- Obtención de declaraciones 
crueles o degradantes, o sin la presencia 
de su defensor, previa asistencia y 
asesoría técnica; 

- obtención de información probatoria 
proveniente de testigos, relacionada con 
presión u hostigamiento a familiares por 
incomunicación del detenido o retención 
prolongada; 

- Obtención de muestras de fluidos, 
huellas y escritos, dados por el detenido, 
sin su consentimiento y sin orden judicial; 

- Obtención de información 
probatoria derivada de intervención de 
comunicaciones privadas, sin orden 
judicial; 

- Obtención y creación de evidencia 


falsa. 


- reconocimientos de personas con 
inducción a los testigos mediante la 
exhibición previa de imágenes del 
detenido. 

- los reconocimientos del acusado 
en audiencia de juicio, al exhibirlo con 
ropa o indumentaria propia de un centro 
de reclusión y con esposas o arillos de 
seguridad. 

- información probatoria que derive 
de prueba ilícita, por tanto es prueba 


prohibida 


2.- Que la prueba obtenida ilícitamente 
se incorpore al procedimiento penal 
dolosamente por el órgano de acusación, 


la asesoría victimal o la defensa, y 


3.- Que la prueba obtenida no esté 


dentro de los supuestos de excepciones 
a las reglas de exclusión. 


No 


prueba ilícita, aquella que tenga errores 


puede comprenderse como 
formales, como fechas erróneas, nombres 
incorrectos, información incompleta, 
debido a que es irregular o imperfecta, 


y en su momento puede sujetarse a un 
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saneamiento del acto, o convalidación 
de la 


procedimiento 


información, conforme al 


establecido por los 
artículos 99 y 100 del código nacional de 


procedimientos penales. 


Al respecto y para mayor claridad, 
existen diversos criterios emitidos por 
los tribunales de la federación, entre los 
que se encuentra la tesis con registro: 
2016747, publicada en el semanario 
judicial de la federación, libro 53, abril 
de 2018, tomo III, materia(s): penal, 
Tesis: 11.20.P.61 P (10a.), Página: 2272, 
cuyo rubro reza: “PRUEBA ILÍCITA Y 
PRUEBA CON DEFICIENCIA FORMAL 
O IRREGULAR. SUS DIFERENCIAS”, 
con el siguiente texto: La irregularidad 
en el desahogo de una prueba por no 
cumplir con las formalidades de la ley 
procesal, no determina necesariamente 
su carácter de inutilizable, al no impedir 
su potencial reiteración o corrección 
futura, siempre que dicha anomalía 
meramente formal no conlleve, a su vez, 
una vulneración sustancial de derechos o 
prerrogativas constitucionales (lo que la 


convertiría en prueba ilícita); por tanto, 


en este caso, se admite la posibilidad 


de convalidación,  perfeccionamiento 
o repetición (por ejemplo, ofrecer 
dicha prueba nuevamente durante 


el proceso, ratificada o justificada 
cumpliendo las formalidades de ley), 
salvo que, la irregularidad conlleve 
la violación de derechos o garantías 
del imputado. En cambio, en cuanto 
a la ilicitud de la prueba (que no es lo 
mismo que su simple deficiencia formal 
o irregularidad), existe como regla de 
exclusión, la prohibición de admisión y 
de valoración de las pruebas obtenidas, 
directa o indirectamente con vulneración 
de derechos fundamentales y libertades 
públicas (detención ilegal, tortura, 
violación a la intimidad del domicilio, 
etcétera). En este caso, a diferencia 
de los supuestos de pruebas obtenidas 
irregularmente, exclusivamente desde 
una perspectiva formal subsanable, la 
prueba ilícita no admite convalidación. 
Además, su exclusión alcanza no sólo 
a la prueba obtenida directamente con 
vulneración de un derecho fundamental, 
sino también a las posteriores pruebas 


cuya obtención deriva de la considerada 
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ilícita, salvo las excepciones legal y 
jurisprudencialmente previstas; esto 
es, lo que se conoce como la doctrina 
de “los frutos del árbol envenenado”, 
clasificación en la que no encuadran 
las pruebas señaladas como irregulares 
por haber sido inicialmente obtenidas 
e incorporadas a la causa penal sin 
ajustarse al procedimiento formal 
establecido en la ley, pero perfeccionadas 
oreiteradas por no haber sido calificadas 
de ilícitas (con violación de derechos 
fundamentales). 

Miguel Ángel Aguilar López, 
distingue con claridad lo que debemos 
entender por prueba ilícita, prueba 
prohibida y prueba irregular: la primera 
es la que se obtiene con violación de 
derechos fundamentales, es nula y 
de ninguna manera podrá valorarse 
en el proceso; la prueba prohibida es 
la derivada de la prueba ilícita, que 


conforme a la teoría del fruto del árbol 


5 Vid. Aguilar López, Miguel Ángel: Presunción 
de Inocencia: principio fundamental en el 
sistema acusatorio. Editorial Instituto Nacional 
de Estudios Superiores en Derecho Penal, 
México, 2009, página 190 y ss. 


envenenado, tampoco podrá subsanarse, 
y por lo tanto, será, en consecuencia, 
excluida; y la prueba irregular es la 
generada con vulneración de normas de 
rango inferior que regulan su obtención 
y práctica, como lo son formalidades, la 
que sí podrá ser objeto de saneamiento 
y convalidación, conforme a las reglas 


procesales. 


Por ejemplo, un contrato privado 
ratificado, aunque tenga un error en la 
fecha de su elaboración, la fecha que 
se tendrá por cierta, es cuando se haya 
ratificado, y si la ratificación también 
contiene un error en la fecha, la certeza 
de su realización se tendrá cuando se 
hubiese presentado ante la autoridad, 
o ante el registro público, y no por esa 
circunstancia, se va a tratar de una prueba 
ilícita, debido a que en su obtención, no 


se vulneró derecho fundamental alguno. 


Al respecto es aplicable la tesis de 
jurisprudencia emitida por la segunda sala 
de la suprema corte, que a continuación 


se invoca: 
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Época: Décima Época 
Registro: 2021218 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Gaceta del 
Judicial de la Federación 
Libro 73, Diciembre de 2019, Tomo I 
Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 161/2019 (10a.) 

Página: 466 


Fuente: Semanario 


DOCUMENTOS PRIVADOS. 
DEBEN CUMPLIR CON EL 
REQUISITO DE “FECHA 
CIERTA” TRATÁNDOSE DEL 
EJERCICIO DE LAS FACULTADES 
DE COMPROBACIÓN, PARA 
VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO 
DE OBLIGACIONES FISCALES 
DEL CONTRIBUYENTE. 


La connotación jurídica de la “fecha 
cierta” deriva del derecho civil, 
con la finalidad de otorgar eficacia 
probatoria a los documentos privados 
yevitaractos fraudulentos o dolosos en 
perjuicio de terceras personas. Así, la 


“fecha cierta” es un requisito exigible 
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respecto de los documentos privados 
que se presentan a la autoridad fiscal 
como consecuencia del ejercicio de 
sus facultades de comprobación, que 
los contribuyentes tienen el deber 
de conservar para demostrar la 
adquisición de un bien o la realización 
de un contrato u operación que 
incida en sus actividades fiscales. Lo 
anterior, en el entendido de que esos 
documentos adquieren fecha cierta 
cuando se inscriban en el Registro 
Público de la Propiedad, a partir 
de la fecha en que se presenten ante 
un fedatario público o a partir de la 
muerte de cualquiera de los firmantes; 
sin que obste que la legislación fiscal 
no lo exija expresamente, pues tal 
condición emana del valor probatorio 
que de dichos documentos se pretende 


lograr. 


Contradicción de tesis 203/2019, 
Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Séptimo del 
Tercer Circuito, Segundo del Cuarto 
Circuito y Tercero, Quinto y Sexto 


del Tercer Circuito, todos en Materia 
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Administrativa. 23 de octubre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel 


Mossa y Javier Laynez Potisek. 


Ponente: Yasmin Esquivel Mossa. 
Secretaria: Guadalupe Margarita 
Ortiz Blanco. 


Tesis de ¡jurisprudencia 161/2019 
(10a.). Aprobada por la Segunda 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del seis de noviembre de dos 


mil diecinueve. 


Cabe decir que de acuerdo a diversos 
autores, la prueba ilícita, en un sentido 
amplio, se entiende como aquella 
contraria a la ley, o que no es conforme a 
la norma jurídica. Desde esta perspectiva, 
se han pronunciado las opiniones 
que consideran que prueba ilícita es 
aquella que es contraria a una norma de 
derecho, ya sea que haya sido obtenida 
o practicada transgrediendo normas de 


un ordenamiento jurídico, o ya sea que 


contravengan una norma contenida en la 
constitución, una procesal, o incluso, un 


principio general del derecho. 


Calocca” expande el concepto de 
prueba ilícita, al establecer que es aquella 
obtenida o practicada con infracción 
de cualquier derecho fundamental del 
imputado o de terceros, reconocido a 
nivel constitucional en nuestro país, ya 
sea directamente, o por remisión a los 
tratados internacionales sobre derechos 
humanos. 

Otros criterios más  restrictivos, 
conciben la dignidad de la persona como 
pieza fundamental en el concepto de 
prueba ilícita, por lo que consideran que 
aquel material probatorio cuya obtención 
transgreda la dignidad del individuo 


es inadmisible en el proceso. Teniendo 


6 Cfr. Anaya Ríos, Miguel Ángel, y de la Rosa 
Rodríguez, Paola lliana: La prueba ilícita, 
sus premisas, regulación y excepciones en 
el sistema penal acusatorio, Editorial Flores 
Editor y Distribuidor, México 2018, p. 114 y ss. 


7 Vid. Calocca, Alex: Una primera aproximación 
al tema de la prueba ilícita en Chile. en revista 
lus et Pra-xis, 1998, año 4, número 2, Talca 
Chile, p. 308 
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en consideración que la dignidad del 
individuo está consagrada en el mandato 
constitucional, en la parte que tutela los 
derechos fundamentales, los partidarios 
de esta tesis señalan que el concepto 
de ilicitud probatorio se circunscribe 
a un material que vulnera la norma 
constitucional. A mayor abundamiento, 
los medios de prueba que no tengan 
relevancia constitucional por no haber 
violado un derecho fundamental, 
no pueden ser privados de eficacia 
probatoria. 

Son pruebas ilícitas aquellas 
que violan normas de rango legal 
especialmente constitucionales. Silva 
Melero, por su parte, afirma que para 
un sector doctrinal, la prueba ilícita es 
aquella que atenta contra la dignidad de 
las personas, es decir contra la dignidad 


humana?. 


8 Cfr. Anaya Ríos, Miguel Ángel, y de la Rosa 
Rodríguez, Paola lliana: La prueba ilícita... p. 
115 


9 Vid. Silva Melera, Valentín: La prueba 
procesal. En revista de Derecho Privado, 
Madrid, 1963, T. |., p. 69 
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De acuerdo con lo anterior, 


será material probatorio, 0 acto 
de investigación ilícito, lo que sea 
contradictorio con la ley fundamental, 
con la constitución y las leyes que derivan 
de aquella, además de que su obtención 
vulnere derechos humanos contenidos en 


tratados internacionales. 


Existen supuestos que consideran 
excepciones a las reglas de exclusión 
de la prueba ilícita, como lo es la teoría 
de la fuente o causa independiente, del 
descubrimiento inevitable, del vínculo 
atenuado, y también la teoría de la buena 
fe y conexión de antijuridicidad, que son 
ampliamente reconocidos por la doctrina 
y las tesis emitidas por los tribunales de 
la federación en México, tema que será 


abordado más adelante. 


Es importante precisar, que a fin de 
determinar la ilicitud, debe darse una 
conexión de antijuridicidad en el sentido 
de que se vulnere un dispositivo legal, con 
el hecho de obtener, recaudar o exhibir 
información probatoria que afecte a las 


partes procesales en particular. 
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Ahora bien, Eduardo Demetrio Crespo 
afirma que, para que sea excluida la 
prueba!', la ilegalidad del dato probatorio 
debe derivar: 1”) de su obtención irregular 
-llegalidad sustancial o sustantiva- (con 
afectación de derechos fundamentales 
o garantías constitucionales -este es el 
campo específico de actuación de la 
regla de exclusión y de la doctrina de 
los frutos del árbol venenoso-); o 2”) 
de su incorporación ilegal al proceso 
-Ilegalidad adjetiva- (con apartamiento de 
las prescripciones formales que limitan 
y condicionan su eficacia procesal -esta 
es la órbita operativa de las llamadas 
sanciones procesales en sentido estricto: 


inadmisibilidad y nulidad. 


Comenta el mismo autor que, en 
primer lugar, la adquisición puede ser 
ilegal porque la prueba es obtenida 


en violación de garantías individuales 


10 Vid. Demetrio Crespo, Eduardo: Las 
prohibiciones probatorias como límites al 
descubrimiento de la verdad en el proceso 
penal, XIIl edición de los cursos de postgrado 
en derecho de la Universidad de Castilla-La 
Mancha (Toledo), páginas 18 y ss. 


constitucionalmente reconocidas, tales 
como, por ejemplo, la prohibición de 
obligar a alguien a declarar contra sí 
mismo (nemo tenetur se ipsum accusare, 
que traduce el derecho fundamental de 
toda persona de no autoincriminarse y 
de negarse a cooperar activamente con la 
acusación en la destrucción de su “estado 
de inocencia”), la inviolabilidad del 
domicilio, etc. Éste es, según dijimos, 
el ámbito natural en el cual operan 
normalmente la regla de exclusión y 
su eficacia refleja. En segundo lugar, la 
prueba puede ser ilegal no en sí misma, 
sino por su modo de incorporación al 
proceso. Éste es, reiteramos, el ámbito 
natural de actuación de las sanciones 
procesales típicas (inadmisibilidad y 
nulidad). 
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IV. Excepciones a las reglas de 
exclusión de la prueba ilícita 
or obra de la doctrina y 


jurisprudencia, principalmente en 

los Estados Unidos de América, 
que ha sido adoptada en México, se fue 
creando un catálogo de excepciones a la 
regla de exclusión probatoria, derivado 
de una posible ilicitud, que al concurrir 
en un caso concreto, tornarían inaplicable 
la prohibición probatoria y determinarían 
la legitimidad constitucional de la prueba 


obtenida. 


De acuerdo con Anaya Ríos y De 
la Rosa Rodríguez, las principales 
“excepciones” a la regla de exclusión 
(que cuando concurren en un caso 
concreto hacen que la prueba dubitada 
o señalada como ilícita, valga como 
elemento legítimo de convicción) son las 


siguientes!!: 


11 Vid. Anaya Ríos, Miguel Ángel, y de la Rosa 
Rodríguez, Paola lliana: La prueba ilícita... p. 
136 
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l.- Fuente independiente: si a los 
elementos de cargo se puede llegar por 
medios probatorios obtenidos de manera 
lícita en la causa, que no tienen conexión 
con la violación constitucional. 

2.- Descubrimiento inevitable: si el 
elemento de prueba se habría adquirido 
indefectiblemente en el futuro por otros 
caminos. 

3.- Buena fe: cuando la prueba (o el 
dato) se obtuvo sin intención de infringir 
- ya Sea por error o ignorancia- principios 
constitucionales. 

4.- Proporcionalidad: la gravedad del 
acto ilegal es de menor envergadura que 
las consecuencias que traería aparejada 
la eventual ineficacia del elemento 
de prueba, lo que también se conoce 
como balancing test en el sistema 
norteamericano, se deja librado al arbitrio 
judicial la valoración de la conveniencia 
de excluir la prueba ilícita en cada caso 
concreto, teniendo en cuenta la intensidad 


de la infracción a la regla, la cantidad de 
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invasión y la conciencia de la violación, 
a fin de sopesar el daño que la exclusión 


podría ocasionar”. 


Al respecto, se han comenzado a 
emitir criterios por el poder judicial 
de la federación, que recogen esas 
interpretaciones doctrinales, conforme 
a la tesis emitida por la primera sala de 
la suprema corte de justicia de la nación, 


siguiente: 


Época: Décima Epoca 

Registro: 2010354 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación Libro 24, 
Noviembre de 2015, Tomo I 
Materia(s): Constitucional, Penal, 
Penal 

Tesis: la. CCCXXVI/2015 (10a.) 
Página: 993 


PRUEBA ILÍCITA. LÍMITES DE SU 
EXCLUSIÓN. 


12 Cfr. Demetrio Crespo, Eduardo: Las 
prohibiciones probatorias... p. 20. 
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La exclusión de la prueba ilícita 
aplica tanto a la prueba obtenida 
como resultado directo de una 
violación constitucional, como a la 
prueba indirectamente derivada de 
dicha violación; sin embargo, existen 
límites sobre hasta cuándo se sigue la 
ilicitud de las pruebas de conformidad 
con la cadena de eventos de la 
violación inicial que harían posible 
que no se excluyera la prueba. Dichos 
supuestos son, en principio, y de 
manera enunciativa y no limitativa, 
los siguientes: a) si la contaminación 
de la prueba se atenúa; b) si hay 
una fuente independiente para la 
prueba; y c) si la prueba hubiera 
sido descubierta inevitablemente. 
Sobre el primer supuesto, a saber, la 
atenuación de la contaminación de la 
prueba, se podrían tomar, entre otros, 
los siguientes factores para determinar 
si el vicio surgido de una violación 
constitucional ha sido difuminado: 
a) cuanto más deliberada y flagrante 
sea la violación constitucional, 
mayor razón para que el juzgador 


suprima toda evidencia que pueda ser 
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vinculada con la ilegalidad. Así, si la 
violación es no intencionada y menor, 
la necesidad de disuadir futuras faltas 
es menos irresistible; b) entre más 
vinculos (o peculiaridades) existan 
en la cadena entre la ilegalidad 
inicial y la prueba secundaria, más 
atenuada la conexión; y Cc) entre 
más distancia temporal exista entre 
la ilegalidad inicial y la adquisición 
de una prueba secundaria, es decir, 
que entre más tiempo pase, es más 
probable la atenuación de la prueba. 
En relación con el segundo supuesto 
es necesario determinar si hay una 
fuente independiente para la prueba. 
Finalmente, el tercer punto para 
no excluir la prueba consistiría 
en determinar si ésta hubiera sido 
descubierta ¡inevitablemente en el 
proceso. Dicho supuesto se refiere, en 
general, a elementos que constituyan 
prueba del delito que hubieran sido 
encontrados independientemente de 
la violación inicial. La aplicación del 
anterior estándar debe hacerse en 


cada caso concreto. 
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Amparo en revisión 335/2012. 28 de 
enero de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Diaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: Karla 1. Ouintana 


Osuna. 


Esta tesis se publicó el viernes 06 
de noviembre de 2015 a las 10:30 
horas en el Semanario Judicial de la 


Federación. 


Así, para Mir Puig'*, la vigencia 
amplia del principio in dubio pro reo, 
en materia probatoria, está limitado al 
principio de proporcionalidad en sentido 
amplio por la doctrina y la jurisprudencia 


constitucionales que incluye los tres 


13 Vid. MirPuig,Santiago:BasesConstitucionales 
del Derecho Penal, Colección Biblioteca 
Básica de Derecho Penal y Ciencias Penales, 
dirigida por Eduardo Demetrio Crespo y José 
Ramón Serrano-Piedecasas, n? 1, Ed. lustel, 
Madrid, 2011, pp. 96/97 
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subprincipios de idoneidad, necesidad | de la necesidad de su exclusión, sólo 


y proporcionalidad en sentido estricto. 
Los tres conceptos se afirman respecto 
a una finalidad beneficiosa para 
intereses públicos o particulares que ha 
de perseguir toda intervención estatal 
que limite derechos de los ciudadanos. 
La intervención estatal que persiga tal 
finalidad beneficiosa limitando derechos 
fundamentales sólo será constitucional 
si es proporcionada a dicha finalidad, 
cosa que requerirá que la limitación 
de derechos resulte: 1) idónea para 
alcanzar aquella finalidad, esto es, que 
sea capaz de conseguirla; 2) necesaria 
para el repetido fin, en el sentido de 
que éste no se pueda obtener mediante 
una intervención no lesiva o menos 
lesiva de derechos fundamentales; 3) 
proporcionada en sentido estricto, esto 
es, que no suponga más coste para los 


derechos que beneficio a obtener”. 


En caso de duda razonable sobre si 
una prueba de cargo debe ser excluida o 


mantenida, corresponde concluir a favor 


cuando se relaciona directamente con la 


inocencia del acusado. 
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V. licitud probatoria en delitos fiscales 


a jurisprudencia de la suprema 

corte de justicia de la nación, 

señala que un documento será 
considerado como prueba ilícita, cuando 
el mismo provenga de una actividad 
delictiva por sí misma, es decir, la 
obtención ilegítima de documentos en 
caso de los registros de domicilios sin 
autorización, intervención y apertura 
de comunicaciones privadas, sin orden 
judicial, además de la obtenida en actos 
que signifiquen aperturas de archivos 
físicos y electrónicos, registro de 
pertenencias y habitaciones. Al respecto 


es aplicable la tesis siguiente: 


Época: Décima Época 

Registro: 2002741 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta 

Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 1 
Materia(s): Constitucional 

Tesis: la./J. 115/2012 (10a.) 

Página: 431 
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DERECHOALAINVIOLABILIDAD 
DE LAS COMUNICACIONES 
PRIVADAS. SU ÁMBITO DE 
PROTECCIÓNSEEXTIENDEALOS 
DATOS ALMACENADOS EN EL 
TELÉFONO MÓVIL ASEGURADO 
A UNA PERSONA DETENIDA Y 
SUJETA A INVESTIGACIÓN POR 
LA POSIBLE COMISIÓN DE UN 
DELITO. 


En términos del artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para intervenir 
una comunicación privada se requiere 
autorización exclusiva de la autoridad 
judicial federal, a petición de la 
autoridad federal que faculte la ley o 
del titular del Ministerio Público de 
la entidad federativa correspondiente, 
por lo que todas las formas existentes 
de comunicación y las que son fruto 
de la evolución tecnológica deben 
protegerse por el derecho fundamental 
a su inviolabilidad, como sucede con 
el teléfono móvil en el que se guarda 


información clasificada como privada 
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por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación; de 
ahí que el ámbito de protección del 
derecho a la inviolabilidad de las 
comunicaciones privadas se extiende 
a los datos almacenados en tal 
dispositivo, ya sea en forma de texto, 
audio, imagen o video. Por lo anterior, 
no existe razón para restringir ese 
derecho a cualquier persona por 
la sola circunstancia de haber sido 
detenida y estar sujeta a investigación 
por la posible comisión de un 
delito, de manera que si la autoridad 
encargada de la investigación, al 
detenerla, advierte que trae consigo 
un teléfono móvil, está facultada 
para decretar su aseguramiento y 
solicitar a la autoridad judicial la 
intervención de las comunicaciones 
privadas conforme al citado artículo 
16 constitucional; sin embargo, si se 
realiza esa actividad sin autorización 
judicial, cualquier prueba que se 
extraiga, o bien, la que derive de ésta, 
será considerada como ilícita y no 


tendrá valor jurídico alguno. 


Contradicción de tesis 194/2012. 
Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito y el Cuarto 
Tribunal Colegiado del Décimo 
Octavo Circuito. 10 de octubre de 
2012. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por 
lo que se refiere a la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto 
al fondo. Ponente: Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia. Secretario: Jorge Antonio 


Medina Gaona. 


Tesis de jurisprudencia 115/2012 
(10a.). Aprobada por la Primera Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión de 
fecha diecisiete de octubre de dos mil 


doce. 


De acuerdo con lo analizado hasta 
este momento, una investigación penal, 
por posible delito fiscal, soportada en 
auditoría o procedimiento de verificación 
de actividades de carácter fiscal 


administrativo, puede quedar sujeto a la 
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aplicación de las normas que regulan la | y órdenes de cateo, si en el supuesto se 


licitud probatoria, del código nacional de 


procedimientos penales. 


La 


puede abarcar solamente el análisis 


revisión fiscal administrativa 


de documentos aportados por el 
contribuyente o aportados por terceros, 
sin que se autorice legalmente el acceso 
a un domicilio fiscal, sin autorización del 
contribuyente o sin autorización judicial, 
y mucho menos podrán revisarse y 
extraerse archivos electrónicos, archivos 
físicos o realizar la sustracción de 
pertenencias, sin que medie el mandato 
de la autoridad judicial, al no existir 
del 


visitado, ya que en caso de que la 


consentimiento contribuyente 
autoridad lo haga contraviniendo el 
artículo 16 constitucional, que contiene 
los derechos fundamentales de certeza y 
seguridad jurídica, toda la información 
así obtenida, podría considerarse prueba 


ilícita en un procedimiento penal. 


El ministerio público federal, tiene la 
posibilidad de solicitar a un juez federal la 


intervención de comunicaciones privadas 
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investiga por ejemplo un delito fiscal 
de operaciones simuladas (compraventa 
de comprobantes apócrifos previsto y 
sancionado por el artículo 113 bis del 
código fiscal de la federación!*), en los 
casos en que se considere delincuencia 


organizada, conforme al artículo 2, 


14 H. Congreso de la Unión: Código Fiscal de 
la Federación: Artículo 113 Bis. Disponible en 
https://www. — diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ 
pdf/CFF.paf consultado el 19 de agosto de 
2022 


Artículo 113 Bis.- Se impondrá sanción de dos 
a nueve años de prisión, al que por sí o por 
interpósita persona, expida, enajene, compre 
Oo adquiera comprobantes fiscales que 
amparen operaciones inexistentes, falsas o 
actos jurídicos simulados. 


Será sancionado con las mismas penas, al que 
a sabiendas permita o publique, a través de 
cualquier medio, anuncios para la adquisición 
o enajenación de comprobantes fiscales que 
amparen operaciones inexistentes, falsas o 
actos jurídicos simulados. 


Cuando el delito sea cometido por un servidor 
público en ejercicio de sus funciones, será 
destituido del empleo e inhabilitado de uno a 
diez años para desempeñar cargo o comisión 
públicos, en adición a la agravante señalada 
en el artículo 97 de este Código. 
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fracciones VII, VIII bis y VII ter, de 
la ley federal contra la delincuencia 


organizada.'* 


Se requerirá querella por parte de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, para proceder 
penalmente por este delito. 


El delito previsto en este artículo, así como 
el dispuesto en el artículo 400 Bis del 
Código Penal Federal, se podrán perseguir 
simultáneamente. 


15 H. Congreso de la Unión: Ley federal contra 
la delincuencia organizada: Artículo 2. 
Disponible en https://www.diputados.gob.mx/ 
LeyesBiblio/paf/101_200521.pdf consultado 
el 19 de agosto de 2022 

Artículo 20.- Cuando tres o más personas se 
organicen de hecho para realizar, en forma 
permanente o reiterada, conductas que por sí 
o unidas a otras, tienen como fin o resultado 
cometer alguno o algunos de los delitos 
siguientes, serán sancionadas por ese solo 
hecho, como miembros de la delincuencia 
organizada: 


VIII. Contrabando y su equiparable, previstos en 
los artículos 102 y 105 del Código Fiscal de la 
Federación; 

VIII Bis. Defraudación fiscal, previsto en el artículo 
108, y los supuestos de defraudación fiscal 
equiparada, previstos en los artículos 109, 
fracciones | y IV, ambos del Código Fiscal 
de la Federación, exclusivamente cuando el 
monto de lo defraudado supere 3 veces lo 
dispuesto en la fracción Il del artículo 108 del 
Código Fiscal de la Federación; 


Pongamos como ejemplo, que en una 
la auditoría practicada a una persona 
física o moral, por parte del sistema de 
administración tributaria, se hubiesen 
obtenido comunicaciones privadas, 
como correos electrónicos, apertura de 
correspondencia, mensajes electrónicos, 
apertura de archiveros y mensajería 
general, sin la orden de autoridad judicial, 
y con la negativa del contribuyente; 
por supuesto que esa información es 
prueba ilícita, y por ende será objeto de 


exclusión. 


Porel contrario, si el ministerio público 
o la autoridad fiscal administrativa, 
solicitaron a un juez federal, la recabación 
de información de cuentas bancarias, 
directamente a los bancos, o través de la 
comisión nacional bancaria y de valores, 


esa información, aunque no se tenga la 


VIII Ter. Las conductas previstas en el artículo 
113 Bis del Código Fiscal de la Federación, 
exclusivamente cuando las cifras, cantidad 
o valor de los comprobantes fiscales que 
amparan operaciones inexistentes, falsas o 
actos jurídicos simulados, superen 3 veces lo 
establecido en la fracción Ill del artículo 108 
del Código Fiscal de la Federación; 
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autorización del contribuyente, es lícita, y 
no podrá ser excluida del procedimiento. 
Al respecto es aplicable la tesis con 
registro 2017190, de la primera sala de 
la suprema corte de justicia de la nación, 
tesis: la. LXXI/2018 (10a.), cuyo rubro y 
texto señalan: “SECRETO BANCARIO. 
EL ARTÍCULO 117, FRACCIÓN ll, 
DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 
CRÉDITO, EN SU TEXTO ANTERIOR 
A LA REFORMA PUBLICADA EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 10 DE ENERO DE 2014, VIOLA EL 
DERECHO A LA VIDA PRIVADA.” La 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha sostenido que el secreto bancario o 
financiero es parte del derecho a la vida 
privada del cliente y, por tanto, está 
protegido por el principio de seguridad 
jurídica. En ese sentido, el artículo 117, 
fracción ll, de la Ley de Instituciones de 
Crédito, en su texto anterior a la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 10 de enero de 2014, que 
prevé como excepción a la protección del 
derecho a la privacidad de los clientes o 
usuarios de las instituciones de crédito, la 


obligación de dar noticia o información, 


cuando las autoridades que la soliciten 
sean los procuradores generales de 
justicia de los Estados de la Federación y 
del Distrito Federal o subprocuradores, 
para la comprobación del cuerpo del 
delito y de la probable responsabilidad 
del indiciado, viola el derecho a la vida 
privada, toda vez que la permisión que 
otorga dicho precepto a la autoridad 
ministerial no forma parte de la facultad 
de investigación de delitos contenida en 
el artículo 21 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ni de 
la extensión de facultades de irrupción 
en la vida privada expresamente 
protegidas por el artículo 16 de la 
propia Constitución; además, porque 
el acceso a dicha información implica 
que tenga la potencialidad de afectación 
del derecho a la autodeterminación de 
la persona, quien como titular de los 
datos personales es la única legitimada 
para autorizar su circulación; de ahí 
que la solicitud de información bancaria 
realizada por la autoridad ministerial 
debe estar precedida de autorización 
judicial. Lo anterior es así, en virtud de 


que el carácter previo del control judicial, 
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como regla, deriva del reforzamiento 
que en la etapa de investigación penal se 
imprimió al principio de reserva judicial 
de las 


derechos fundamentales, toda vez que el 


intervenciones que afectan 
lugar preferente que ocupan en el Estado 
se expresa a través de los controles 
que deben mediar para su afectación, 
como lo prevé en el artículo lo. de la 


Constitución Federal. 


Igual acontece, si la autoridad fiscal 
requisaoseintroduceaundomicilio fiscal, 
sin la autorización de un juez, y quebranta 
cerraduras, desde luego que existe una 
afectación de derechos fundamentales 
y toda la información obtenida, tendrá 
el mismo fin, es decir, será objeto de 
exclusión por considerarse prueba ilícita, 
será nula y de ninguna manera podrá ser 
subsanable o convalidable, aunque el 
fiscal investigador solicite la ratificación 
de los funcionarios que la practicaron, o 
se ponga a la vista del imputado para que 


la reconozca. 


En caso de que un procedimiento fiscal 
administrativo donde se finque un crédito 
fiscal al contribuyente, sea declarado 
nulo por un tribunal federal de justicia 
administrativa, y dicho procedimiento 
sea utilizado como dato de prueba en la 
investigación del delito, por supuesto que 
esa nulidad, sobre todo si fue declarada 
por afectar el derecho de audiencia, 
o no permitir la defensa adecuada del 
contribuyente, afectará la investigación 
penal, al resultar información probatoria 
obtenida con violación de derechos 
fundamentales, como lo son de audiencia 
y certeza jurídica, que desde luego afecta 


el derecho a un debido proceso. 


Al respecto es aplicable la tesis de 
jurisprudencia emitida por la primera 
sala de la suprema corte de justicia de la 


nación: 


Época: Novena Época 
Registro: 160509 
Instancia: Primera Sala 


Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
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Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta Libro Ill, 
Diciembre de 2011, Tomo 3 
Materia(s): Constitucional, Penal 
Tesis: 1a./J. 139/2011 (9a.) 

Página: 2057 


PRUEBA ILÍCITA. EL DERECHO 
A UN DEBIDO — PROCESO 
COMPRENDE EL DERECHO 
A NO SER JUZGADO A PARTIR 
DE PRUEBAS OBTENIDAS AL 
MARGEN DE LAS EXIGENCIAS 
CONSTITUCIONALES Y LEGALES. 


Exigir la nulidad de la prueba ilícita 
es una garantía que le asiste al 
inculpado durante todo el proceso y 
cuya protección puede hacer valer 
frente a los tribunales alegando 
como fundamento: (i) el artículo 14 
constitucional, al establecer como 
condición de validez de una sentencia 
penal, el respeto a las formalidades 
esenciales del procedimiento, (ii) el 
derecho de que los jueces se conduzcan 
con imparcialidad, en términos del 


artículo 17 constitucional y (iii) el 
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derecho a una defensa adecuada que 
asiste a todo inculpado de acuerdo 
con el artículo 20, fracción IX de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. En este sentido, si 
sepretende el respeto al derecho de ser 
juzgado por tribunales imparciales y 
el derecho a una defensa adecuada, es 
claro que una prueba cuya obtención 
ha sido 


contravenir el orden constitucional 


irregular (ya sea por 


o el legal), no puede sino ser 
considerada inválida. De otra forma, 
es claro que el inculpado estaría en 
condición de desventaja para hacer 
valer su defensa. Por ello, la regla 
de exclusión de la prueba ilícita se 
encuentra implicitamente prevista 
en nuestro orden constitucional. 
Asimismo, el artículo 206 del Código 
Federal de Procedimientos Penales 
establece, a contrario sensu, que 
ninguna prueba que vaya contra 
el derecho debe ser admitida. Esto 
deriva de la posición preferente 
de los derechos fundamentales en 
el ordenamiento y de su afirmada 


condición de inviolables. 
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Tesis de jurisprudencia 139/2011. 
Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de 


cuatro de noviembre de dos mil once. 


VI. Consecuencias jurídicas de la 


prueba ilícita: nulidad de la prueba 


os artículos 97 y 357 del código 
nacional de procedimientos 
penales, ordenan dejar 
inutilizable como evidencia el o los 
medios de prueba obtenidos con 
infracción a los derechos fundamentales, 
esto es, inservible para acusar o para 


ejercer defensa. 


La prueba declarada ilícita tiene como 
consecuencia jurídica su exclusión total 
del procedimiento, tanto de la prueba 
originaria obtenida ilícitamente, como la 
derivada de esa obtención, es decir, de la 


prueba prohibida. 


El juez tendrá prohibido hacer 
cualquier tipo de valoración sobre la 
prueba declarada como ilícita, es la 
nada procesal, y podría tener como 
consecuencia también, en efecto 
corruptor, afectar la verosimilitud 
de las hipótesis acusatorias dejando 
inconsistente el ejercicio de la acción 


penal. 
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La primera sala de la suprema corte 
de justicia de la nación, ha sostenido 
en la tesis con número de registro 
2003564, que cuando el juez advierta 
la actualización de los supuestos que 
actualizan el efecto corruptor del proceso 
penal, de acuerdo a lo establecido 
por la propia primera sala, no podrá 
pronunciarse sobre la responsabilidad 
penal del acusado, ya que el actuar de 
la autoridad ha provocado condiciones 
sugestivas en la evidencia incriminatoria 
que conllevan la falta de fiabilidad de todo 
el material probatorio, viciando tanto el 
procedimiento en sí mismo como sus 
resultados, por lo que se debe proceder a 
decretar la libertad del acusado, cuando 
la violación produce la afectación total 
del derecho de defensa, es decir, se 
afecta la totalidad del procedimiento, 
cuando el conjunto de pruebas aportadas 
por el órgano de acusación, se soportan 
en elementos obtenidos con violación de 


derechos fundamentales. '* 


16 Décima época. Tesis: la. CLXVI1/2013 (10a.), 
Registro digital: 2003564 Primera Sala. Tesis 
aislada. Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Materia 
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Para Gutiérrez Moya, y Aguilar 
Brevis, el objetivo de excluir la prueba 
obtenida con violación de derechos 
fundamentales, se traduce en respetar las 
reglas del debido proceso, la presunción 
de inocencia, y así evitar la contaminación 


del razonamiento judicial.'” 


Penal. T. 1, página 537 


17 Cfr. Gutiérrez Moya, Carlos, y Aguilar 
Brevis Alejandro: La prueba ilícita: reglas de 
exclusión de medios probatorios obtenidos 
vulnerando derechos fundamentales. En 
revista de Derecho, sociedad y Cultura, 2? 
época, año VIII, No. 3, Santiago, enero- 
diciembre, 2002. 
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Conclusiones 


esulta imperativa la revisión 
del 


e auditoría y determinación 


oficiosa procedimiento 
del crédito fiscal, verificando la no 


transgresión de derechos fundamentales 


En materia de delitos fiscales, las 
autoridades administrativas, tanto la 
recaudadora en revisiones de gabinete, 
como la fiscalía general de la república y 
la fiscalía de los estados, deberán vigilar 
que la obtención de información se sujete 
a los requisitos establecidos en la ley y 
sus reglamentos, vigilando que no se 
vulneren los derechos fundamentales de 
audiencia, certeza, seguridad jurídica y 
debido proceso, ya que de lo contrario, 


se podría generar ilicitud probatoria. 


Si un procedimiento administrativo 
de auditoría y determinación de crédito 
fiscal, donde a su vez se advierte la 
comisión de delitos, sirve de base a la 
investigación penal, con mayor razón 
deberá verificarse que en la obtención 


de información, no se vulneren derechos 


fundamentales, en virtud de que podrá ser 
excluido el sustento probatorio, conforme 
a las reglas del procedimiento penal 
ordinario, regulado en el código nacional 
de procedimientos penales, generando 
un efecto corruptor del procedimiento, 
que indefectiblemente terminará en un 


absolución del procesado. 
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Obligaciones 


Cláusula rebus sic stantibus. Aplicación en México por la pandemia 
generada por la covid-19. 


Juez Mtro. Francisco Jaramillo Mejía. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras B-C-D de este 


compendio 


30 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Funcionamiento y efectos 
del registro de deudores 
alimentarios morosos en el 
estado de Guanajuato 


Juez Mtra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


Introducción 


a incorporación del registro de 

deudores alimentarios morosos 

al código civil del estado de 
Guanajuato!, implica un considerable 
avance al derecho de recibir alimentos, 
al ser considerado, en el derecho 
comparado, como un eficaz mecanismo 
de presión para el cumplimiento de las 
obligaciones alimentarias, y de esta 
manera, garantizar este derecho humano 
premier en el orden público e interés 


social. 


El derecho derecibir alimentos muchas 
veces corresponde a las personas que, por 
su propia cuenta, no pueden proveerse 


por sí mismas de medios para satisfacer 


1 Iniciativa en materia de reformas al código 
civil para el estado de Guanajuato presentada 
por el GPPAN el día 2 de junio de 2020. 


sus necesidades de sobrevivencia; como 
son los casos de los nonatos, niños, 
niñas, adolescentes, algunos padres, 
cónyuges o concubinarios dedicados al 
hogar, así como los sujetos en estado de 


discapacidad y adultos mayores. 


La 


alimentos tiene relevancia constitucional, 


obligación de proporcionar 
dado que el artículo 4 de la Carta 
Magna contempla a la familia como 
núcleo fundamental en el desarrollo del 
acreedor de alimentos, en coherencia 
con el principio de solidaridad y 


responsabilidad. 


Por ello, el presente trabajo inicia con 
un análisis del concepto de alimentos, 
quiénes son los obligados a otorgarlos y 
quiénes tienen ese derecho, y la forma en 


que estos se garantizan. 


De esta manera, se aprecia que 
el registro de deudores alimentarios 
morosos constituye un eficiente sistema 
para asegurar el pago de alimentos con 


cimientos constitucionalmente legítimos. 
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Para entender este concepto y medir 
la fuerza de sus alcances, se realiza un 
estudio de derecho comparado en países 
americanos como Argentina, Colombia, 
Perú, Uruguay, México y Estados Unidos 
de Norte América, especialmente en 


California. 


Lugares donde se advierte el impacto 
que genera contar con un registro 
de deudores alimentarios y, para el 
especifico caso de los Estados Unidos, 
poseer un departamento especializado de 
búsqueda de deudores alimentarios, así 
como de sus fuentes de empleo, agiliza 


el cumplimiento. 


Finalmente, se analiza el 
funcionamiento del registro estatal 
de deudores alimentarios morosos 


en el estado, definiendo su concepto, 


sus características, sus limitaciones 


y realizando algunas propuestas de 


mejoras. 


1. Derecho a recibir alimentos 


Resulta necesario la construcción de 
un marco teórico que justifique la creación 
de un registro de deudores alimentarios 
morosos a fin de comprender el concepto 
de los alimentos para el mundo del 
derecho, quiénes son los obligados a 
proporcionarlos, así como quiénes tienen 


derecho a recibirlos. 


Para un mejor entendimiento, se 
analizará la incorporación de esta 
figura en otros países y en otros 
Estados. Finalmente, se estudiará su 
funcionamiento y se realizará una 


propuesta de mejora. 


Una de las problemáticas que se 
presentan día con día en los tribunales 
familiares, es el incumplimiento de las 
obligaciones alimentarias, ya sea que se 
hayan fijado como medida cautelar, en la 
sentencia, o en virtud de convenio, pero 
que son derivados de la desintegración de 
los cónyuges, por divorcio o en aquellas 


familias que viven separadas. 
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El máximo tribunal de la república 
mexicana ha considerado que el derecho 
familiar debe ser visto como un conjunto 
de principios y valores procedentes 
de la Constitución, de los tratados 
internacionales, así como de las leyes 
e interpretaciones  jurisprudenciales, 
dirigidos a proteger la estabilidad de la 
familia y a regular la conducta de los 


integrantes del grupo familiar entre sí. 


La finalidad también va enfocada a 
delimitar las relaciones conyugales y de 
parentesco, conformadas por un sistema 
especial de protección de derechos 
y obligaciones en lo que respectan a 
menores, incapacitados, mujeres, adultos 
mayores, así como en lo relacionado a 
bienes materiales e inmateriales, poderes, 
facultades; así como deberes entre: 
consortes, padres con hijos, parientes, 
etc., cuya observancia alcanza el rango 


de orden público e interés social.? 


2 Suprema corte de justicia de la nación: 
Jurisprudencia 1.50.C. J/11 Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XXXIII, marzo de 2011, página 2133. 


La familia es el pilar fundamental 
sociedad 
En 


consecuencia, no es posible concebir 


para la existencia de la 


y la conservación del Estado. 


una sociedad sin familia puesto que 
es considerado el grupo primario 
por excelencia, que surge debido a 
necesidades naturales: la reproducción 
por una parte y, por la otra, la sustitución 
de los integrantes de la sociedad. Esto 
forma parte de la estructura social, que es 
la única institución que tiene presencia en 
la vida humana a partir de las sociedades 
primitivas.* 

de los estados de la federación, 
es decir, estamos ante una esfera de 
competencia local. 
cada estado 


En otras palabras, 


posee sus respectivos códigos de 


procedimientos civiles y su propio código 
civil. Además, en algunos Estados del 


país se han expedido códigos de familia, 


3 Cfr. Nuñez Carpizo, Elsieé: La figura paterna 
en el proceso de socialización. En http://www. 
revistas. unam.mx/index.php/rfdm/article/ 
view/65320/57324. Consultada el 5 de agosto 
de 2022. 
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lo que debe entenderse como el inicio de 
una separación y especialización entre el 


derecho de familia y el derecho civil.* 


De igual forma, el poder judicial de 
la federación en México, ha considerado 
que los alimentos constituyen un derecho 
humano fundado en el principio de 
solidaridad familiar. Su fin es generar 
las mejores posibilidades para que el 
acreedor se desarrolle adecuadamente. 
Por tanto, este deber? corresponde a los 
padres, en relación con los hijos, en igual 


proporción. 


4 Cfr. Cantoral, Domínguez Karla: El derecho a 
recibir alimentos en México. Marco Normativo 
y Jurisprudencial. En actualidad Jurídica 
Iberoamericana ISSN 2386-4567, IBIDE, 
núm. 6, 2017; passim. 


5 Cfr. Gutiérrez y González, Ernesto: Derecho 
civil para la familia. Porrúa. México 2015; p. 
517. 


2. Definición de alimentos 


a palabra alimento proviene del 
latín alimentum, que se asocia 
a la figura de comida, sustento. 
Dícese también de la asistencia que se da 


para el sustento. 


En el derecho civil, los alimentos no 
solo comprenden lo necesario para nutrir 
al cuerpo humano, sino que abarcan una 
serie de elementos indispensables para el 
sano desarrollo y armónica convivencia, 
respecto del entorno social y económico 
al que pertenece cada individuo. 
Comúnmente se dan mediante el apoyo 
y sustento económico cuantificado en 


dinero.? 


Alimentar proviene del verbo latino 
alere, del cual deriva alimento, cuyo 
significado abarca la idea de nutrir, 


sustentar, proveer alimentos.” 


6 Cfr. Palomar de Miguel, Juan: Diccionario 
para juristas. Tomo |. A-l. Porrúa. México D.F 
2000; p.83. 


7 Cfr. Diccionario etimológico: Alimento. En 
http://etimologias.dechile.net/?alimento. 
Consultado el 5 de agosto de 2022. 
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Esta definición es más restringida 
que la voz latina victus, que tiene un 
significado similar a alimenta, aunque de 
modo más amplio: este último concepto 
comprende todo lo necesario para la 


vida, no solo la nutrición. 


La real academia de la lengua 
española define alimentos como el 
“conjunto de cosas que el hombre y los 
animales comen o beben para subsistir.” 
Luego, en plural y relativo al Derecho, el 
diccionario define la voz alimentos como 
la “prestación debida entre parientes 
próximos cuando quien la recibe no 
tiene la posibilidad de subvenir a sus 


necesidades. ””* 


Ernesto Gutiérrez y González, define 
a los alimentos como: “los elementos que 


una persona requiere para su subsistencia, 


8 Real academia española de la lengua 
española: Alimentos. Enhttp://dle.rae. 
es/?id=1rm36tt. Consultado el 5 de agosto de 
2022. 


desarrollo moral, físico y mental, y para 
su vida dentro de la comunidad en que 
habita.” 


Sin embargo, a nuestro parecer, la 
definición de alimentos, en un sentido 
general, es que son una institución 
jurídica, por la cual, determinadas 
personas tienen el derecho de exigir que 
otra les cubra sus necesidades básicas. 
En contrario sensu, refiere a algunas 
personas que tienen la obligación (frente 
a sus familiares) de cubrir las necesidades 
básicas de quienes lo requieren. 
sentido más 


En un estricto, y 


recogiendo nuestra realidad, los 
alimentos resultan ser una pensión 
dineraria que logre cubrir, en todo o en 


parte, las necesidades básicas de quien lo 


necesita. 

Estos alimentos comprenden la 
alimentación propiamente dicha, 
vestimenta, atenciones de salud, 


9 Gutiérrez y González Ernesto: Derecho civil 
para..., p. 517. 
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educación en todos sus niveles, 
recreación, e incluso los gastos que se 


irroguen en la etapa de embarazo. 


El legislador de Guanajuato no define 
el concepto de derecho de alimentos, 
únicamente nos dice que los alimentos 
comprenden: la comida, el vestido, la 
habitación, la asistencia en casos de 
enfermedad y las expensas necesarias 
del 


alimentista. Respecto de los hijos, los 


para la educación obligatoria 


alimentos comprenden, además, los 
gastos para proporcionarle algún oficio, 
arte o profesión lícita que esté adecuado 
a sus circunstancias personales. Los 
alimentos para el concebido comprenden, 
además, los gastos de atención médica 
tanto para la mujer embarazada como 


para el concebido junto con los del parto. 


La ley general de los derechos de 
las niñas, niños y adolescentes, en su 
artículo 103, fracción l, párrafo segundo, 
establece que los derechos alimentarios 
esencialmente, la 
de 


alimentación y nutrición, habitación, 


comprenden, 


satisfacción de las necesidades 


educación, vestido, atención médica y 
psicológica preventiva integrada a la 


salud, asistencia médica y recreación. 


En el caso del Estado de Guanajuato, 
ya se comprenden alimentos para el 
concebido, estableciendo también que 
las personas con discapacidad, los sujetos 
a estado de interdicción, los adultos 
mayores y el cónyuge o concubinario 
que se dedique al hogar gozan de la 


presunción de necesitar alimentos. 


La suprema corte de justicia de la 
nación, refirió en jurisprudencia los 
elementos específicos del contenido 
material que componen los alimentos: 
considera que este va más allá del 
ámbito meramente alimenticio, 
pues también comprende educación, 
vestido, habitación, atención médica 
y demás necesidades básicas que una 
persona necesita para su subsistencia y 


manutención. 


Lo anterior, pues si tenemos en 
cuenta que, el objeto de la obligación de 


alimentos, consiste en la efectivización 
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del derecho fundamental a acceder a un | 3. Fuentes 


nivel de vida adecuado, es indispensable 
que se encuentren cubiertas todas las 
necesidades básicas de los sujetos 
imposibilitados, y no solamente aquellas 
relativas en estricto sentido al ámbito 


alimenticio” 


10 Suprema corte de justicia de la nación: Tesis 
19./J. 35/2016. Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, tl, 
agosto de 2016, p. 601. 


del derecho de los 


alimentos 
onsideramos que la fuente 
inmediata del deber de otorgar 
alimentos, sin lugar a dudas, es 
la ley; pues de ella emana el deber de los 


deudores alimentistas a proveerlos. 


Esta nace con la concepción de un ser 
humano, dado que, desde ese momento, 
él ya tiene derecho a ser alimentado 
por sus progenitores. Se extiende con 
el parentesco una vez nacido y, a falta 
de padres, también puede decirse que 
queda a cargo del Estado; pues al 
ser considerado un derecho humano, 
compete a tal institución otorgar los 


alimentos. 


Dice Leonel Leal Salinas que “(...) 
para Schmidt, el derecho de alimentos 
encuentra su fuente mediata en la 
procreación, que la ley sólo recoge; 
pues en definitiva, es una fuente que se 
origina en la naturaleza humana. Dice 
la mencionada autora que: el derecho 


alimentario encuentra su fuente en un 


y 
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hecho, la cual es la filiación biológica 
integrante del derecho esencial a la 
identidad personal que la ley recoge, 
protege y debiera efectivizar, toda vez 
que se trata de un derecho que atañe a la 


dignidad del ser humano (...). 


La doctrina comparada ha dicho que 
(...) la obligación de alimentar surge de 
la moral, la naturaleza de lo socialmente 
aceptable. En términos sociales, todos 
sabemos que la obligación de alimentar 
a un niño es del padre y de la madre. La 
realidad legal no puede estar lejos de esta 
norma socialmente aceptada; de hecho, 
no lo está: las disposiciones legales 
reconocen que la obligación de alimentar 
a los niños es de sus padres, es decir, 


surge de la relación paterno filial (...)."" 


11 Leal Salinas, Leonel: Cumplimiento e 
incumplimiento de la obligación de alimentos. 
Expectativas de Reforma. Memoria para 
otorgar al grado de Licenciado en Ciencias 
Jurídicas y Sociales. Universidad de Chile. 
Santiago de Chile. 2015. pp. 22 y 23. 
En https://repositorio.uchile.cl/bitstream/ 
handle/2250/130270/Cumplimiento-e- 
Incumplimiento-de-la-Obligaci%C3%B3n- 
de%20Alimentos. pdf?sequence=1. 
Consultado el 30 de julio de 2022. 


La relación jurídica existente entre 
el deudor y el acreedor alimentistas 
del 


matrimonio, 


surge normalmente parentesco, 


concubinato, divorcio e 
inclusive, por la mera separación física 


de los cónyuges. '? 


Por lo tanto, son titulares del derecho a 
recibirlos los concebidos, hijos menores 
de edad, mayores de edad que estén 
estudiando o con alguna discapacidad, 
los sujetos a estado de interdicción, el 
cónyuge, la concubina o concubinario 
que se dedique al hogar, personas de 
la tercera edad, padres, y parientes 


colaterales dentro del cuarto grado. 


Respecto a los cónyuges, ambos 
están obligados a dar aportaciones 
para el sostenimiento del hogar y de la 
educación de los hijos, de conformidad 
con el artículo 357 de la ley civil del 


estado de Guanajuato. 


12 Cfr. De la Mata Pizaña, Felipe, y Garzón 
Jiménez, Roberto: Derecho Familiar. Porrúa. 
México. 7ma. edición. 2015; p. 68. 
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Las 


dinero, de acuerdo al artículo 363 de 


aportaciones pueden ser en 


la citada ley civil estatal, u otro bien 
que permita sufragar los gastos, tal 
como la incorporación a la familia, en 
armonía con el citado artículo de la ley 
civil. Asimismo, el otorgamiento de los 
alimentos también puede consistir en 
una actividad, o actividades tendientes al 
cuidado del hogar, tal como se desprende 
de la tesis de jurisprudencia la./J. 6/2013 


(10a.) cuyo rubro es: 


“Alimentos entre cónyuges. La mujer 
que demanda su pago con el argumento 
de que se dedicó preponderantemente 
al trabajo del hogar o al cuidado y 
educación de los hijos, tiene a su favor 
la presunción de necesitarlos (legislación 


del estado de Veracruz) (...).”* 


13 Suprema corte de justicia de la nación: 
Décima época. 2003217. Primera Sala. 
Jurisprudencia. Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Libro XIX, Abril de 
2013, Tomo 1. Civil. 1a./J. 6/2013 (10a.) p. 
619 


dicha 


cónyuge 
preponderantemente al 


En establece 


que la 


tesis, se 
que se dedique 
cuidado del 
hogar tiene la presunción de necesitar 
los alimentos, equiparando la aportación 
económica del cónyuge trabajador, a 
la labor de la cónyuge que se dedica 
al cuidado de los hijos, dándoles el 
mismo valor a un nivel de fijación de la 
aportación alimentaria en relación con 


los hijos. 


Ante la ausencia de los padres, y 
de conformidad con los artículos 359 
y 360 del código civil para el estado 
de Guanajuato, la obligación de dar 
alimentos recaerá en los abuelos, 
tíos y parientes hasta el cuarto grado. 
Asimismo, la obligación es recíproca, es 
decir, quien da alimentos, tiene derecho 
a su vez de pedirlos, de conformidad con 
el artículo 355 de la misma ley sustantiva 


civil. 
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4. Forma de garantizar el derecho a | de imposibilidades para hacer cumplir 


recibir alimentos 


n Guanajuato, llanamente dicho, 

no es general la cultura de 

pagar alimentos. Al contrario, 
si se les embarga el sueldo, muchos de 
ellos renuncian a sus empleos, cambian 
sus empresas a nombre de personas 
distintas, se declaran en quiebra y hacen 
hasta lo imposible para incumplir con 
este deber. Lo anterior, sin importarles 
cómo van a sobrevivir sus dependientes 
económicos, especialmente sus hijos, 
pues la gran mayoría de juicios de 
pensiones alimenticias que se tramitan 
en la entidad, son para cubrir alimentos 
de menores de edad. 

El estado mexicano se esfuerza 
en proteger y garantizar jurídica y 
operativamente el derecho de recibir 
alimentos en sus legislaciones, 
estableciendo un esquema de quiénes 
están obligados a proporcionar 
alimentos. Sin embargo, en diversos 
casos resulta insuficiente, dado que, en la 


práctica, nos encontramos con una serie 


este deber por la falta de un mecanismo 


eficiente. 


Para el caso de incumplimiento de la 
obligación alimentaria, el aseguramiento 
es la figura jurídica que busca se cumpla 
con el pago de estos, que para el caso de 
no otorgarlos o dejar de hacerlo, se hagan 
efectivas las garantías o los medios 
contemplados en la ley para exigir su pago 
de manera coactiva, siendo las personas 
facultadas para exigirlo, las siguientes: 
el acreedor alimentista, quien ejerce la 
patria potestad o el que tenga la guarda 
y custodia del menor, tutor, hermanos y 
demás parientes colaterales dentro del 
cuarto grado, personas que tenga bajo su 
cuidado al acreedor alimentista, así como 
el ministerio público.'* 

14 Cfr. Camarena Valdez Jorge, Arenas, Valdés 
Raúl Horacio y Santacruz Lima Rafael: Análi- 
sis socio- jurídico de los efectos del certifica- 
do de deudor alimentario ante el Instituto de 
la Función Registral del Estado de México. En 
revista dilemas contemporáneos: educación, 
política y valores. En http://www.dilemascon- 
temporaneoseducacionpoliticayvalores.com/ 
Año: VI Número: 2 Artículo no.:57 Período: 


1ro de enero al 30 de abril del 2019. Consul- 
tada el 5 de agosto de 2022. 
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Las legislaciones de las diversas 
entidades federativas son similares en 
sus normas jurídicas en relación a hacer 


cumplir el derecho de recibir alimentos. 


Guanajuato establece para tal efecto: 
el descuento del salario en un porcentaje, 
cuando el obligado cuenta con un trabajo 
formal por estar incorporado al mercado 
laboral, así como para garantizarlos en 
caso de incumplimiento con embargo 
de bienes de su propiedad, los cuales 
se pueden gravar, para posteriormente 
rematarlos, en el supuesto de que el 
obligado a proporcionar alimentos 
incumpla, con la medida decretada o con 
la sentencia, cubriendo así los adeudos, y 
de esta manera, hacer efectivo el derecho 


a recibir alimentos. 


También la ley prevé que, en caso 
de que el deudor alimentario no cuente 
con un salario en el comercio formal, 
sea porque tenga su propio negocio o 
bien porque por cualquier otra causa no 


puedan demostrarse ingresos fijos, la 


pensión alimenticia será fijada, tomando 
en cuenta el equivalente a por lo menos 


un salario mínimo. 


Para el supuesto de incumplimiento, 
se aplican los medios de apremio, 
consistentes en multa de uno a treinta 
días, a razón de una unidad de medida 
de actualización diaria vigente; y en caso 
de desacato, se dará vista al ministerio 
público para que inicie una carpeta de 
investigación por el delito a un desacato 


de mandato de autoridad. 


El código penal para el estado de 
Guanajuato, en su artículo 215, establece 
el delito de incumplimiento de las 
obligaciones de asistencia familiar, el 
cual define como el dejar de cumplir 
las obligaciones alimentarias de manera 
injustificada, de manera total o parcial. 
Asimismo, menciona que (...) El perdón 
procederá sólo cuando se hayan cubierto 
las obligaciones omitidas y se otorgue 
garantía para su futuro cumplimiento 


hasta cuando menos por un año (...). 
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Esta es una forma de presión que, 
sin lugar a duda, es efectiva, dado que 
en la mayoría de los casos se obliga al 
progenitor deudor a pagar hasta la última 
cuota adeudada, con la finalidad de que el 
deudor alimentario continúe cumpliendo 
con sus deberes alimentarios de manera 


puntual. 


La ley de migración, publicada en el 
diario oficial de la federación el 21 de 
abril de 2016, establece en su artículo 48 


que: 


“(...) La salida de mexicanos y 
extranjeros del territorio nacional 
libremente, 


podrá realizarse 


excepto en los siguientes casos: 


VI. Las personas que, en su carácter 
de deudoras alimentarias, dejen 
de cumplir con las obligaciones 
que impone la legislación civil 
en materia de alimentos por un 
período mayor de sesenta días, 


previa solicitud de la autoridad 


judicial competente, sin perjuicio 
de las excepciones previstas por 
la legislación civil aplicable, 
así como de aquellas conductas 
consideradas como delitos por las 


leyes penales correspondientes. 


Para efectos de esta fracción 
y tratándose de extranjeros, el 
Instituto definirá su situación 
migratoria y resolverá con base 
en lo que se establezca en otros 
ordenamientos y en el reglamento 


de esta Ley (...).”* 


Esta porción normativa ha sido 


avalada por un criterio federal.'* 


En tanto, la Constitución, por su 
parte, en el artículo primero, es clara al 


establecer que: 


15 Diario Oficial de la Federación, Tomo DCCLI, 
No. 16, Ciudad de México, 21 de abril de 2016, 
Decreto por el que se adiciona una fracción VI 
al artículo 48 de la Ley de Migración. 


16 Tesis 1?. J.51 (11?.) Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, libro 7, noviembre 
2021, tomo Il, página 84. 
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“(...) En los Estados Unidos 
Mexicanos todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos 
en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las 
garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá  restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo 
las condiciones que esta Constitución 


establece. 


Todas las autoridades, en el ámbito de 
sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, 
interdependencia,  indivisibilidad y 


progresividad. 


En consecuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancionar y reparar 
las violaciones a los derechos humanos, 


en los términos que establezca la ley 


(ye 


El artículo cuarto de la constitución 
federal establece que en todas las 
decisiones y actuaciones del Estado se 
velará y cumplirá con el principio del 
interés superior de la niñez, garantizando 


de manera plena sus derechos. 


Dicha porción normativa establece 
que “(...) Los niños tienen derecho a 
la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación y sano 
esparcimiento para su desarrollo integral. 
Este principio deberá guiar el diseño, 
ejecución, seguimiento y evaluación de 
las políticas públicas dirigidas a la niñez. 
Los ascendientes, tutores y custodios 
tienen la obligación de preservar y exigir 
el cumplimiento de estos derechos y 


principios (...).” 


Hasta aquí, es evidente que los niños 
y demás deudores alimentarios deben 
gozar plenamente de su derecho de recibir 
alimentos, ya que dicha prerrogativa 
humana viene incorporada y garantizada 
tanto por la constitución federal como 
por los tratados internacionales, tales 


como la convención interamericana de 
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obligaciones alimentarias, la convención 
sobre la obtención de alimentos en 
el extranjero, así como en el pacto 
internacional de derechos económicos, 
sociales y culturales; por lo que el registro 
de deudores alimentarios morosos, viene 
a ser un medio más para garantizar 
el cumplimiento de las obligaciones 
alimentarias en el territorio de nuestro 


estado. 


5. Registro de deudores alimentarios 
morosos en el derecho comparado 
ndagar sobre la experiencia y 
efectividad de dicha figura jurídica, 
en el derecho comparado, hará 

entender con más claridad lo benéfico 

que resulta la incorporación de un 
registro de deudores alimentarios 
morosos en esta entidad federativa. Para 
ello, analizaremos el funcionamiento 
que tiene en los países de Perú, Chile, 
Argentina, Colombia, Uruguay, Estados 


Unidos y México. 


Perú 


Mediante la Ley N.” 28970, el 27 
de enero del 2007 se creó el registro 
de deudores alimentarios morosos 
(REDAM) en la república de Perú (Ley 
n.” 28970. 27 de enero de 2007) y el 2 
de febrero de 2019, en virtud del derecho 
supremo N* 008-2019-JUS, se aprueba el 
reglamento de la ley que crea el registro 
de deudores alimentarios morosos, 
siendo el órgano de gobierno del poder 


judicial quien tiene la administración 
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de este sistema, el cual está dirigido 
para aquellas personas que adeudan tres 
cuotas sucesivas de sus obligaciones 


alimentarias. 


Para ello, según el artículo 5.5 de 
dicho reglamento, el registro de cada 
deudor alimentario moroso deberá 
contar con la siguiente información: 
nombre y apellidos completos, domicilio 
real, número del documento nacional 
de identidad u otro que haga sus veces, 
fotografía, cantidad de cuotas en mora 
parcial o total, monto de la obligación 
pendiente e intereses hasta la fecha de 
la comunicación, así como los datos de 
identificación de la causa y del juzgado 


que ordena la inscripción.'” 


Previo a la inscripción en dicho 
registro, se le da vista a la parte deudora, 


por el término de tres días, para que 


17 Cfr. Bayona Goicoechea, Martha Paola: el 
redam y su relación con el derecho alimentario 
beneficio de todos, privilegio de pocos. En Lex 
revista de la Facultad de Derecho y Ciencia 
Política de la Universidad Alas Peruanas, Vol. 
9, N*. 8, 201; p. 251. 


acredite que ha pagado lo que se le 
demanda; es decir, se le otorga el derecho 


de audiencia. 


La inscripción o cancelación de la 
inscripción en el registro de deudores 
alimentarios morosos sólo se produce por 
mandato judicial. El deudor alimentario 
moroso podrá solicitar la cancelación 
de la inscripción, según el artículo 6 
del citado reglamento, en cualquier 
momento, con el evidente requisito de 
haber cumplimentado sus obligaciones 


alimentarias. 


En estos casos, el juez resolverá 
la solicitud de levantamiento de la 
inscripción en un término de tres días 
hábiles. 


La norma, en su artículo 6.4, agrega 
que, dentro de los cinco días hábiles de 
realizada la cancelación de la inscripción, 
el órgano de gobierno del poder judicial 
deberá comunicar a la superintendencia 
de banca, seguros y administradoras 
privadas de fondos de pensiones y a las 


centrales de riesgo privadas con las que 
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tenga convenios, para que se excluya 
del listado de deudores alimentarios 
morosos, de donde se colige que los 
deudores morosos estarán inscritos 
también en las listas de las instituciones 


anteriormente dichas. 


El ministerio de trabajo y promoción 
del empleo, en virtud de requerimiento 
por parte del órgano de gobierno 
del 


de remitir información de la planilla 


poder judicial, está encargado 
electrónica que resulte pertinente de 
los contratos laborales vigentes, de las 
personas inscritas en el REDAM, con 
la finalidad de comunicar a los juzgados 
correspondientes, para que procedan 
conforme a sus atribuciones, todo ello 
con fundamento en el artículo 9 del 


reglamento antecitado. 


Esto tiene como finalidad más que 
evidente, el que el juzgado esté al tanto 
de la situación laboral del deudor, y sobre 


todo, de sus percepciones reales. 


La superintendencia nacional de los 
registros públicos, tiene la obligación 
de informar al órgano de gobierno del 
poder judicial, así como remitir las listas 
de transferencias de bienes muebles o 
inmuebles registrables, realizados por 
las personas inscritas en el REDAM, 
esto según el artículo 10, con el fin de 
advertir una posible situación de fraude 
de acreedores, y de ahí, actuar en 


consecuencia. 


Asimismo, el banco central de reserva 
del Perú, en los casos que las pensiones 
alimenticias sean abonadas en cuentas 
administradas por dicha entidad, y en 
virtud de pedido del órgano de gobierno 
del poder judicial, deberá remitir el 
reporte de abonos realizados a las 
personas inscritas en el REDAM, según 


el artículo 11 del reglamento. 


El órgano de gobierno del poder 
judicial, al término de cada mes, según el 
artículo 3.4, debe remitir a las entidades 


antedichas, el listado de personas 
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inscritas en el REDAM, con el fin de 
que estas estén enteradas de quién está 
inscrito, y actuar en consecuencia. 

otra mismo 


Por parte, en el 


reglamento, se prevén mecanismos 
que, a nivel de recursos humanos y de 
administración empresarial, tratan de que 
el deudor moroso alimentario se ponga 
al corriente con sus obligaciones, tales 
como el hecho de que quien pretenda 
acceder a un puesto público, o contratar 
con el Estado, deberá decir si es deudor 
moroso, y si es el caso, decir cómo desea 
ponerse al corriente de sus obligaciones. 
No obstante, la oficina gubernamental 
deberá hacer la consulta respectiva en el 
REDAM, a efecto de tener certeza sobre 


lo dicho por el aspirante. 


A nivel privado, se le informará 


al trabajador sobre la importancia 


de cumplir con sus obligaciones 
alimentarias, pudiendo escoger cómo se 
va a realizar el descuento salarial para 


cumplir con su adeudo alimentario. 


Argentina (Provincia de Buenos 
Aires) 


El registro de deudores alimentarios 
en Buenos Aires fue creado por primera 
vez por la Ley 269 de fecha once de 
noviembre de 1999,'% y esta ley de 
registro de deudores alimentarios 
morosos, se puede considerar un punto 
de partida para generar una herramienta 
hacia una efectiva obtención del derecho 


del pago de alimentos. 


Así como en la legislación peruana, 
se emprenden mecanismos legales para 
forzar al progenitor obligado a que 


cumpla con el pago de la cuota. 


No obstante, dicha ley fue derogada 
por la ley 13074, que es la vigente 
en esta materia, reformándose en dos 


ocasiones, en virtud de las leyes 14652 


18 Vid in extenso https://www.buenosaires. 
gob.ar/justiciayseguridad/registro-deudores- 
alimentarios. Consultada el 5 de agosto de 
2022. 
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y 15078.' Complementario a esta ley, 
surge el decreto 340/04, que delimita los 
alcances de la propia ley, llevando a cabo 


funciones reglamentarias. 


El entramado legal argentino pretende 
no sólo coaccionar al individuo desde un 
punto de vista puramente jurisdiccional, 
sino que intenta trascender hasta un punto 
tal, en donde la sociedad se torne en una 
colaboradora del acreedor alimentario, 
para obtener del deudor, los alimentos 
necesarios. Es decir, prácticamente se 
pone en estado de sitio al deudor para 


que pague. 


Sus funciones, según el artículo 2 de 
la ley 13074, son: 


“(...) a) Inscribirse en su Registro, 

dentro de las veinticuatro horas 

de recibido el oficio judicial 
que así lo ordene, los deudores 
alimentarios declarados tales en 
los Departamentos Judiciales de la 
Provincia. 

19 Vid in extenso https://normas.gba.gob.ar/ 


ar-b/ley/2003/13074/3780,. Consultada el 5 
de agosto de 2022. 


b) Proceder a la inscripción 
cuando por rogatoria llegare la 
misma solicitud de cualquier otra 
Provincia o Ciudad Autónoma de 
Buenos Alires. 
(0) Anotar  marginalmente 
en inscripción anterior, el oficio 
judicial por el cual se ordena 
levantamiento de la anotación. 

d) Responder los pedidos 
de informes según la base de 
datos registrados dentro del plazo 
de cinco (5) días de recibida la 
solicitud. 

e) Promover la 
incorporación de las instituciones 
privadas al cumplimiento del 
requisito previo que esta Ley 


establece (...)” 


Ahora bien, los efectos de estar en 
dicho registro, según la ley bonaerense, 


en su artículo 5, son: 
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1. Negar solicitudes de apertura de 
cuentas corrientes y de otorgamiento 
o renovación de tarjetas de crédito, 
como también cualquier otro tipo de 
operaciones bancarias o bursátiles, 

2. Negar las habilitaciones para la 
apertura de comercios y/o industrias; 

3. Negar concesiones, permisos y/o 
licitaciones, y 

4. Conceder la solicitud de la 
licencia de conductor o su renovación por 
cuarenta y cinco días, con la obligación 
de regularizar la situación del deudor 
dentro de dicho plazo para obtener la 
definitiva. 

Las instituciones deberán solicitar 
el respectivo informe de libre deuda 


registrada. 


De la misma forma que en Perú, el 
registro sólo se puede dar en virtud de 
orden judicial, según el artículo 15 del 
decreto 340/04 que reglamenta el registro 
de deudores alimentarios morosos. El 


registro deberá contener: 


a) Apellido y Nombre completos, 
no admitiéndose iniciales. 

b) Domicilio. Si fuere desconocido 
se hará constar esa circunstancia. 
Libreta de 


Cívica O 


c) Número de 
libreta 


Documento Nacional de Identidad para 


Enrolamiento, 


los argentinos. Para los extranjeros 
residentes en el país, el Número de 
Documento Nacional de Identidad, o en 
su defecto el Número de la Cédula de 
Identidad, o en su caso el del Pasaporte. 
Para los extranjeros no residentes en 
el país, el Número de Documento 
que corresponda, según el país de su 
residencia y/o de origen. 

d) Nombre y Apellido de la Madre, 
si fuere desconocido se hará constar esa 
circunstancia. 

e) Nombre y Apellido del Padre, si 
fuere desconocido se hará constar esa 
circunstancia. 

f) Estado civil, y en caso de ser 
casado, nupcias, nombre y apellido del 
cónyuge, si fuere desconocido se hará 


constar esa circunstancia. 
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g) Nacionalidad y profesión, si 
fuere desconocido se hará constar esa 
circunstancia. 

h) Fecha de nacimiento, si fuere 
desconocido se hará constar esa 
circunstancia. Diferente a lo establecido 
en la legislación peruana, no existe un 
mecanismo, en estas normas, que digan 
cómo es que el deudor puede salir de 
ese registro, previendo únicamente la 
prescripción del registro, después de 5 


años de realizado este. 


Uruguay 


El registro de deudores alimentarios 
morosos es una herramienta jurídica 
eficaz para ser utilizada en casos de 
atrasos o incumplimientos en el pago de 
la pensión alimenticia con consecuencias 
graves y pensadas en aras de tutelar el 
bienestar de los beneficiarios esto es de 
los menores e incapaces (Ley 17.957). 
Se encuentra regulado en la Ley 17.957, 
para ello se requiere que la madre o el 
padre deudor este obligado a dar una 


pensión alimenticia a un menor de 21 


años o mayor de 21 años si se trató de 
una persona incapaz que así haya sido 


designado por resolución Judicial. 


También se requiere que el deudor 
alimentario tenga un atraso de 3 meses 
en el pago de la pensión alimenticia 
por parte del padre o madre obligada 
al pago. Las consecuencias cuando una 
persona está en el registro de deudores 
alimentarios morosos es que los bancos, 
para otorgar una tarjeta de crédito antes 
de autorizarla o cuando quieren sacar 
un préstamo renovación se tiene que 
consultar si la persona está inscrita en el 
registro de deudores alimentarios, y en 
caso de que este se le niega el préstamo o 


la tarjeta de crédito. 


De igual forma para contratar a un 
proveedor, primero se revisa que no esté 
en el registro de deudores alimentarios 
morosos y esto deben hacerlo los 
organismos estatales, entendiéndose 
por tales como el estado, los gobiernos 
departamentales, los entes autónomos, 
los servicios descentralizados y las 


personas públicas no estatales. 
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El registro dura cinco años salvo si 
el deudor paga la deuda y lo acredita 
al juzgado. El registro de deudores 


alimentarios es gratuito. 


Colombia 


El registro de deudores alimentarios 
fue creado en virtud de la ley 2097 de 
2021, identificado con la sigla REDAM, 
que viene ser como una especie de buró 
de crédito (datacrédito, en la legislación 
colombiana) para reportar a quienes 
no han cumplido con sus obligaciones 


alimentarias. 


Oscar Osuma, Leonardo Perdomo 
y Sandra Marcela Rojas, refieren en su 


artículo que: 


“(...) La madre o el padre que posea 
la custodia y el cuidado del menor 
y que ostente que por sentencia 
ejecutoriada o conciliación la 
fijación de la cuota alimentaria 
y esta haya sido incumplida por 


3 veces consecutivas, se puede 


dirigir al Juez de conocimiento 
o a la Comisaría de Familia para 
solicitar el ingreso del deudor 
moroso de la obligación al 
REDAM, y este deberá notificar 
dicha solicitud al titular de la 
obligación y en la medida de 
que no haya pronunciamiento 
se procede a hacer el registro y 
posterior publicación ante las 
Centrales de Riesgos; este registro 
tiene varias consecuencias de tipo 
civil y comercial que generan 
coerción para que el deudor cumpla 
con dicha obligación y pueda ser 


eliminado del Registro (...).”20 


Quien puede ordenar la inscripción 
de un deudor en el registro, no sólo es el 
juez, sino también el “ (...) funcionario 
que conoce o conoció del proceso [..] de 
alimentos (...).”2 
20 Vid in extenso  https://hdl.handle. 


net/10901/20594. Consultado el 3 de agosto 
de 2022. 


N 
pe 


Congreso de la República de Colombia: Ley 
Estatutaria 2097 de 2021. En http://www. 
secretariasenado.  gov.co/senado/basedoc/ 
ley_2097_2021.html.. Consultado el 3 de 
agosto de 2022. 


51 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Es decir, desde el punto de vista legal, 
la obligación puede constar “(...) en título 
ejecutivo diferente a sentencia judicial 
(...)” en específico, en “(...) acuerdos de 


conciliación de alimentos (...).” 


Por lo que se advierte que, el 
funcionario conciliador puede ordenar 
también, aparte del juez, la inscripción de 
un deudor moroso en el registro. Quien 
puede solicitarle al juez o al conciliador 
la orden de inscripción son los acreedores 
alimentarios, los cuales son, según el 


código civil, en su artículo 411:2 


a) El cónyuge. 

b) Los descendientes. 

c) Los ascendientes. 

d) El cónyuge inocente, en caso de 
divorcio o separación de cuerpos. 

e) Los hijos naturales, su posteridad y 
a los nietos naturales. 

f) Los Ascendientes Naturales. 


g) Los hijos adoptivos. 


22 Congreso de la República de Colombia: Ley 
84 de 1873. En http://www.secretariasenado. 
gov.co/senado/basedoc/codigo_civil.htmIH1. 
Consultado el 3 de agosto de 2022. 


h) Los padres adoptantes. 
1) Los hermanos legítimos. 
3) El que hizo una donación cuantiosa 


si no hubiere sido rescindida o revocada. 


Las consecuencias de estar el registro 
de Deudores Alimentarios Morosos en 
Colombia son, según el artículo 6 de la 


citada ley, que: 


1. El deudor alimentario moroso solo 
podrá contratar con el Estado una vez se 
ponga a paz y salvo con sus obligaciones 
alimentarias. Esta inhabilidad también se 
predica del deudor alimentario moroso 
que actúe como representante legal de 
la persona jurídica que aspira a contratar 


con el Estado. 


2. No se podrá nombrar ni posesionar 
en cargos públicos ni de elección popular 
a las personas reportadas en el Registro 
de Deudores Alimentarios Morosos, 
hasta tanto no se pongan a paz y salvo 


con las obligaciones alimentarias. 
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Si el deudor alimentario es servidor 
público al momento de su inscripción en 
el Redam, estará sujeto a la suspensión 
del ejercicio de sus funciones, hasta 
tanto no se ponga a paz y salvo con las 
obligaciones alimentarias. En todo caso, 
se garantizará al deudor alimentario los 


derechos de defensa y debido proceso. 


3. Cuando el deudor alimentario 
pretenda perfeccionar la enajenación de 
bienes muebles o inmuebles sujetos a 
registro, la notaría exigirá el certificado 
del Registro de Deudores Alimentarios 
Morosos. 

4. Cuando el deudor alimentario 
solicite un crédito o la renovación de un 
crédito ante una entidad bancaria o de 
financiamiento, se exigirá el certificado 
del Registro de Deudores Alimentarios 
Morosos. 

5. Impedimento para salir del país 
y efectuar trámites migratorios ante 
Migración Colombia o la entidad que 
haga sus veces. 

6. No se requerirá la autorización del 
padre o madre inscrito en el Redam para 


salir del país. 


Asimismo, igual que en la provincia 
de Buenos Aires, Argentina, no existe 
una forma en concreto de cancelar la 


deuda, como en el Perú. 


El encargado de operar el registro 
será el ministerio de tecnologías de la 
información y las comunicaciones”, 
según el artículo 2.2.23.5. del decreto 
1310 de 26 de julio de 2022. 


Estados Unidos (California) 


Serevisó su sistema de cobro y la forma 
de asegurarlos, así como el tratamiento 
que le dan a su incumplimiento y las 
formas que tienen de localizar a los 
deudores morosos y las penas que les 


imponen. 


23 Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones: Decreto 1310 de 26 
de julio de 2022. En https://mintic.gov.co/ 
portal/715/articles-238270_recurso_1.pdf. 
Consultado el 3 de agosto de 2022. 
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Cuenta con oficinas de manutención 
de menores child support?” para gestionar 
las pensiones alimenticias en materia 
de niños, niñas y adolescentes, que son 
las oficinas auxiliares en el cobro de 
pensiones alimenticias ya sea por qué 
exista una orden de carácter judicial o por 
qué se desea iniciar el trámite para obtener 
una pensión y lograr el aseguramiento de 
una pensión alimenticia para los hijos o 


bien si se desea obtener asesoría legal. 


Los trámites pueden hacerse en forma 
personal acudiendo a las oficinas que se 
encuentren más cercanas al domicilio del 
acreedor alimenticio o bien también se 
pueden realizar vía internet, pues estas 
dependencias cuentan con sitios web 
que proporcionan información general 
sobre cuál es el proceso, los pasos, 
documentación y requisitos necesarios 
para realizar el trámite para la obtención 
de una pensión y en caso de que se 
desconozca el paradero del deudor se 
pueden proporcionar los datos tales 
como nombre completo, descripción y 
24 Vid in extenso https://www.cdss.ca.gov/ 


lettersnotices/entres/getinfo/acl/2014/14-75. 
pdf. Consultado el 5 de agosto de 2022. 


de ser posible una fotografía, para que 
esta información sea alimentada a las 
agencias de child support para lograr la 
localización del deudor. 

denominado 


Existe el programa 


California parent  locator service 
(CPLS) que autoriza a agencias para 
buscar y localizar a los deudores así 
como investigar los ingresos de los 
deudores para que se puedan ejercitar 
las acciones siguientes: Localización 
de padres, investigación de paternidad, 
modificación o ejecución de pensiones 
alimenticias modificación o ejecución 
para coberturas para aseguranzas en 
materia de salud, quienes se encargan 
de dar seguimiento a cada uno de los 
casos que le son asignados, dando 
atención a ambos padres para asegurar el 


cumplimiento de la pensión. 


Se cuenta con portales de internet con 
un enlace para que los patrones puedan 
dar de alta y proporcionar los nombres 
de nuevos trabajadores, proporcionar 
sus ingresos y cualquier ingreso extra 


como bonos, comisiones, vacaciones, 
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ahorros o liquidaciones entre otras, esta 
información puede ser proporcionada a 
través del portal, por correo electrónico 


o vía telefónica. 


Por este medio el patrón también 
podrá dar de baja e informar de aquellos 
trabajadores que han dejado de laborar 
en su empresa. Los Patrones juegan un 
papel muy importante en el tema de 
captación de las pensiones alimenticias 
pues el 70% de la recaudación de 
pensiones alimenticias se hacen a través 


de descuentos vía nómina. 


Sanciones para deudores alimentarios 
morosos. además, el hecho de dejar de 
pagar la pensión alimenticia puede traer 
consecuencias del orden civil y penal que 
pueden variar de Estado a Estado y que 
se dan a través de un juicio y mediante 
una orden judicial entre los cuales se 
encuentran los siguientes: Embargo 
(garnirshment) de parte de la nómina 
(payroll) y dicha cantidad se le entregara 
al padre o madre que convive con el 
menor. Embargo de parte de lo que cobra 


por desempleo, Embargo de las cuentas 


bancarias. Embargo de la cantidad de 
devolución que se obtiene del gobierno 
federal o del estado por concepto de 
devolución de impuestos (tax returns); 
multas que pueden ser fijadas por la 
agencia Estatal que se ocupa de pensión 
de alimentos y que convierte la deuda en 
una cantidad mucho mayor a la adeudada 
originalmente por concepto de pensión. 
pena corporal, esto es cárcel, decretada 
por un tribunal por desacato a las 
órdenes de la corte (contempt), expulsión 
del ejército en el caso de militares, 
notificación al buró de crédito, expulsión 
del ejército, en el caso de militares, 
suspensión de la licencia de manejo, 
anulación del pasaporte estadounidense 
o no entrega del mismo cuando sea 
solicitado (cuando la deuda sea superior 
a $2,500 dólares). En casos migratorios 
la no obtención de beneficios, pena de 
cárcel los padres que se mudan a otro 


Estado para evadir su obligación.” 


25 Cfr. Rodriguez María: Castigos civiles, 
penales y migratorios por no pagar. En https:// 
www.thoughtco. com/cuando-no-pagar-la- 
pension-de-alimentos1965504. Consultado 9 
de mayo de 2019. 
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México (Estado de México) 


Eduardo Gómez Oliva establece en 
su artículo “El registro de deudores 
alimentarios morosos: Sus efectos y 
eficacia en el sistema jurídico mexicano” 
que “(... ) En 2011 apareció por primera 
vez en el sistema jurídico mexicano 
el Registro de Deudores Alimentarios 
Morosos, por efectos del decreto de 
reforma que se hizo al Código Civil 
para el Distrito Federal, hoy Ciudad de 
México. Su implementación constituye 
un nuevo mecanismo jurídico para el 
aseguramiento en el cumplimiento del 


pago de la obligación alimentaria (...).”2 


Refiere Jorge Valdés Camarena,” 
en cuyo análisis se basa este examen, 
que el artículo 5.43 del código de 


procedimientos civiles para el estado de 


26 Gómez Oliva, Eduardo: El registro de 
deudores alimentarios morosos. Sus efectos 
y eficacia en el sistema jurídico mexicano. 
En Diké revista de investigación en derecho, 
criminología y consultoría jurídica. N*. 26, 
2019; p. 87. 


27 Cfr. Valdés Camarena, Jorge: Análisis socio- 
jurídico de los efectos de certificado de deudor 
alimentario ante el Instituto de la Función 


México, señala que el Juez que conozca 
de un juicio en materia alimentaria, 
se determinará en el auto que admita 
la demanda -si es que se acredita la 
prestación  reclamada-, de manera 
provisional, el monto de la pensión 
alimenticia que se reclama, mandando se 
lleven a cabo los descuentos a que haya 
lugar, girando oficios al lugar donde 
trabaje el deudor, así como al instituto de 
la función registral del Estado de México 
(IFREM); a los institutos de seguridad 
social o a la SHCP a efecto de que 
informen al juzgado sobre percepciones 
y/o bienes con que pueda contar el 


deudor alimentario. 


La orden de descuento, así como 


cualquier informe, de conformidad 
con el artículo citado de la legislación 
foral civil, se deben acatar de manera 
inmediata, por parte del centro de trabajo 
donde labore el deudor; y para el caso de 
no hacerlo, se le tendrá como responsable 
del 


Además de lo anterior, al patrón que 


solidario deudor alimentario. 


Registral del Estado de México. Universidad 
Autónoma del Estado de México. 2019; pp. 
14 y 15. 
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incumpla con esa obligación legal, se le 
impondrá como sanción su inscripción 
en el registro de deudores alimentarios 
morosos; independientemente de la 
multa correspondiente por no acatar el 


mandamiento jurisdiccional. 


Todo ello, con la finalidad de forzar 
a los centros de trabajo a que colaboren, 
desde un punto de vista social, con el 
pago de los alimentos. 
cuando no 


Además, se puedan 


corroborar los ingresos del deudor 
alimentario, y atendiendo a la 
particularidad del caso, la obligación 
de dar alimentos deberá ser fijada en 
unidades de medida y actualización, sin 


que esta pueda ser inferior a una unidad. 


El propio artículo 5.43 establece, 
como última medida de cobro del adeudo 


SN 


requerir al deudor alimentario sobre 


alimentario, que se ordenará 
el pago inmediato de dicha pensión 
provisional, embargando, en su caso, 
bienes de su propiedad que garanticen su 


cumplimiento (...).” 


Por su parte, el artículo 5.64 del código 
de procedimientos civiles mexiquense, 
dictamina que cuando se dicte sentencia 
en la que se condene al pago de la 
obligación alimentaria; de manera 
simultánea, se ordene la inscripción en el 
registro, haciéndole saber al deudor los 
alcances y efectos de dicha inscripción 
para el caso en que incumpla con sus 


obligaciones. 
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6. Registro de deudores alimentarios 


morosos en el estado de Guanajuato 


na vez que se ha definido el 
concepto de alimentos, quienes 
son los obligados y a quienes 
corresponde este derecho, así como lo 
que ha definido el derecho comparado 
respecto al registro de deudores 
alimentarios morosos, se procederá al 
análisis de esta figura jurídica con la 
finalidad de conocer su funcionamiento 


y sus efectos. 


Análisis del registro de deudores 


alimentarios morosos 


El obligado a dar alimentos cumple 
con su deber de la forma establecida en 
el artículo 357 del código civil para el 


estado de Guanajuato. 


Los alimentos los fija el juez desde la 
presentación de la demanda de medida 
cautelar (art. 402 y 847-A del código 
civil del estado) o en sentencia (art. 849 


del código civil del estado); también las 


partes pueden convenirlos ante el Juez o 
en el centro estatal de justicia alternativa 
(art. 831 del código civil del estado). 


Mediante reforma al código civil, se 
adicionaron al artículo 363 los párrafos 
segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto y 
artículo 363-A, publicada el 19 de julio de 
2021 en el periódico oficial de gobierno 
del estado, en virtud de la cual, se creó 
el registro de deudores alimentarios 
morosos, cuyo objeto es garantizar 
el cumplimiento de las obligaciones 
alimentarias, como mecanismo de 
control al incumplimiento; ya que una 
problemática real que rebasa la normativa 
vigente, es el relativo al incumplimiento 
de las pensiones alimenticias, bien las 
que tienen un origen de cumplimiento 
voluntario, bien las que son decretadas 
en los juicios de naturaleza familiar, en 
donde la obligación se pretende hacer 
exigible al deudor, con la concebida 
ineficacia de los medios de apremio, o 
lo inviable de las medidas de embargos 
provisionales y/o definitivos sobre bienes 


propiedad de los deudores alimentistas. 
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Es decir, que, en muchas de las 
ocasiones, como lo señaló la diputada 
Martha Delgado Zárate, al presentar la 
iniciativa de reforma, “(...) la efectividad 
del derecho fundamental de un acreedor 
alimentario a recibir sus “alimentos” 
depende enteramente de la actitud que 
asuma el deudor fuera o dentro de un 
proceso familiar, lo cual, hace depender 
la exigencia y efectividad del derecho a 
recibir alimentos a que el deudor quiera 
o no cumplir con él, situación simple y 


sencillamente inaceptable (...).”2 


En la iniciativa de ley, se establece 
que “(...) hoy, cuando en un juicio se 
demanda el cumplimiento del pago de 
una pensión alimentaria, dicha prestación 
puede tener cierto grado de efectividad 
cuando el deudor alimentista es un 
asalariado, es decir, que por su trabajo, 
percibe un ingreso fijo determinado el 
cual permite se establezca la medida de 
aseguramiento de un porcentaje de los 


prestaciones salariales; sin embargo, eso 


28 Vid in extenso https: //www.claroscuronoticias. 
com/articulo/presenta-pan-iniciativa-para- 
proteger-derecho-a-recibir-alimentos-11542/. 
Consultado el 4 de agosto de 2022. 


no ocurre cuando el deudor alimentario 
no tiene ingresos comprobables, o bien, 
los que dice tener, siempre son menores 
a la realidad percibida desde el nivel de 
vida de los deudores alimentarios, por lo 
que se dificulta la fijación del quantum 


de la pensión alimentaria. 


Por otra parte, es una constante en la 
vida real y diaria de las mujeres, amas de 
casa, cuya dependencia económica del 
esposo, concubino o pareja es absoluta o 


un gran porcentaje. 


Estos roles asignados (desde una 
perspectiva de género) coloca a las 
mujeres en un plano de desigualdad 
económica frente a su pareja, y es causa 
de relaciones asimétricas de poder que 
sitúan a la mujer y a los hijos e hijas en 
relaciones subordinadas, lo que conlleva 
la perpetuación de la violencia familiar 


en su modalidad económica. 


Por ello, proponemos la creación 
de un registro estatal de deudores 
alimentarios, mismo que tendría por 


objeto ser una herramienta más con la 
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que se pretende hacer efectivo el derecho 
de los acreedores alimentarios. Así lo 
refirió la exposición de motivos y que 


sirvió de fundamento a la iniciativa de 
AAA 


Sentado lo anterior, es necesario 


analizar esta novedosa figura jurídica, 
ello con la finalidad de conocer su 


funcionamiento y sus efectos: 


El registro de deudores alimentarios 
morosos es una institución de carácter 
administrativo, que se encuentra a 


cargo de la dirección general de registros 


29 Exposición de motivos del Registro de 
Deudores Alimentarios Morosos, presentada 
por el GPPAN. En  https://congresogto. 
s3.amazonaws.com/uploads/orden_archivo/ 
archivo/18028/04_ Iniciativa_  registro_de_ 
deudores_alimentistas_del_GPPAN.padf. 
Consultado el 4 de agosto de 2022. 


30 Camarena, Jorge Valdés; Valdés, Arenas; 
Lima, Rafael Santacruz: Socio-legal analysis of 
the effects of the food debtor certificate before 
the Institute of the Registry Function of the 
State of Mexico. Dilemas Contemporáneos: 
Educación, Política y Valore. vol. 6, no 2. 
2019; passim. 


públicos de la propiedad y notarías, 
teniendo adscritas las oficinas del registro 


público de la propiedad. 


definido 


en el considerando que estatuye su 


El registro público es 


reglamento como “(...) una institución 
de la Secretaría de Gobierno, que tiene 
como fin dar publicidad a los actos que 
conforme a la ley lo requieran para surtir 
efectos contra terceros, en los términos 
que establezca este reglamento y sus 
lineamientos (...).” 

Asimismo, en el artículo 2 del 
reglamento del registro público de la 
propiedad se establece que “(...) en 
cada cabecera de partido judicial habrá 
una oficina de registro público de la 
Propiedad (...).” 


La dirección general de registros 
públicos de la propiedad y notarías no 
cuenta con un registro de inmuebles a 
nivel estatal, pues no obstante que las 
oficinas registrales están adscritas a ella, 
cada uno inscribe los inmuebles que 


corresponden a su circunscripción. 


60 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Por lo tanto, para conocer los 
inmuebles con que cuente un deudor 
alimentario, será necesario acudir a cada 
cabecera de partido judicial para obtener 


la información solicitada por el juez. 


Declaratoria de deudor alimentario 


moroso 


Es importante definir a quiénes se les 
considera deudor alimentario moroso, 
con la finalidad de poder entender 
tal 


el procedimiento para realizar 


declaración. 


Concepto de deudor alimentario 


moroso 


Se puede definir como el obligado, 
en virtud de medidas provisionales, 
sentencia o convenios judiciales, que 
incumple con la pensión o la ministración 
de alimentos sin causa justificada por un 
período de noventa días y que haya sido 


declarado así por el juez. 


De lo anterior se colige que, para 


realizar la declaratoria de deudor 
alimentario moroso, es necesario que se 
haya decretado una medida cautelar, o 
que exista una sentencia o un convenio 
elevado a la categoría de cosa juzgada, 
en el que se establezca el monto 
determinado de la pensión alimenticia, 
y que estas estén incumplidas sin causa 
justificada por un período de noventa 
días, razón por la cual, y garantizando el 
derecho de audiencia de la contraparte, 
será necesario que, una vez presentada la 
solicitud o bien, si el juzgador o juzgadora 
lo determina de oficio en algunos casos, 
se dará vista al deudor alimentario por el 
término de tres días para que alegue lo 


que a su derecho convenga. 


Hecho lo anterior, el operador jurídico 


debe analizar: 


1. Si el incumplimiento se dio por 
causa justificada. 

2. Que el incumplimiento no abarca 
la temporalidad de 90 días que prevé la 


norma. 
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3. Queno se ha dado el incumplimiento 
que se imputa, acreditándolo en virtud de 


prueba documental. 


Bajo ese prisma, no procederá fijar la 


declaratoria. 


Ahora bien, para el caso de no 
actualizarse ninguno de los escenarios 
anteriores, el juez dictará resolución 
fundada 


haciendo declaración formal de deudor 


debidamente y motivada, 


alimentario moroso, ordenando su 
inscripción a la dirección general de 
registros 


públicos de la propiedad 


y notarías. La declaratoria deberá 
especificar el nombre completo del deudor 
y su clave única de registro de población, 
con el fin de evitar homonimias. 

En nuestra legislación, el único 
facultado para ordenar la inscripción o 
la cancelación en el registro de deudores 
alimentarios es el órgano jurisdiccional 
que haya decretado la medida, emitido 
la sentencia, sancionado el convenio, o 


bien, el competente para conocer sobre 


la ejecución de un convenio elevado a la 
categoría de cosa juzgada por el centro 


estatal de justicia alternativa. 


Esta inscripción se materializará a 
través de una plataforma, que sólo será 
utilizada por los jueces del poder judicial 
y por la dirección general de registros 


públicos de la propiedad y notarías. 


Es de resaltar que, en las legislaciones 
de los Estados de Oaxaca, Jalisco, Estado 
de México, Sinaloa y Ciudad de México, 
el encargado de llevar el registro de los 
deudores alimentarios morosos es el 
registro civil, quien además en el caso de 
la legislación de Oaxaca, cuenta con una 
plataforma digital o portal electrónico. 

Inscripción en el registro de 


deudores alimentarios morosos 


La dirección general de registros 
públicos de la propiedad y notarías hará 
la inscripción en el registro de deudores 


alimentarios, previa orden jurisdiccional. 
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Como ya se hizo referencia la 
dirección general de registros públicos de 
la propiedad y notarías y las oficinas del 
registro civil solo cuentan con registro de 


inmuebles, mas no de personas. 


En 


de deudores morosos es de bienes 


consecuencia, este registro 
inmuebles a diferencia de las demás 
entidades federativas que su registro es 


de personas. 


El registro público de la propiedad 
deberá verificar el sistema de folios 
reales a efecto de constatar en los casos 
en que el deudor alimentario pretenda 
transmitir, modificar, gravar, limitar o 
extinguir la propiedad de bienes raíces 
o cualquier derecho real, para informar 
al juez con el objeto de que resuelva 
lo que a su derecho corresponda y, en 
tanto no se decida, no podrá realizarse la 


inscripción. 


La inscripción se hará en el inmueble 
propiedad del deudor, para lo cual la 
dirección general de registros públicos 


de la propiedad y notarías, tendrá que 


solicitar a las oficinas registrales, le 
informen la situación del inmueble, 
ello con la finalidad de que estos se 
inmovilicen, pues esa institución no 


cuenta con registro estatal de inmuebles. 


Lo mismo debe acontecer si el 
operador jurídico, le solicita informe si 
el padre o madre deudor moroso cuenta 


con algún inmueble registrado. 


Resaltando que la norma no menciona 
la palabra inmovilización, sin embargo, 
se deduce que se trata de esta figura 
jurídica, pues al realizar la inscripción 
en los inmuebles, es motivo para impedir 
que se transmitan, modifiquen, graven, 
limiten o extingan la propiedad de bienes 
raíces o cualquier derecho real, hasta 
en tanto el o la juzgadora autoricen o lo 


nieguen. 


La problemática que se puede suscitar 
es que el inmueble esté gravado, o se 
haya enajenado antes de que se realice 
la declaratoria de deudor alimentario 
moroso, entonces que pasara con los 


terceros de buena fe que adquieren 
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el inmueble, cuando aún no se había 
realizado la declaratoria de deudor 
moroso o bien ignoraban que estaba 
inmovilizado por deuda alimentaria. 
Tomando en consideración que el registro 
de deudores alimentarios morosos, no 
cuenta con efectos publicitarios. 

las 


Otra serán 


homonimias, pues los únicos requisitos 


problemática 


para inscribir el inmueble son: nombre, 
CURP y opcional RFC, por lo que 
consideramos que será difícil saber, 
si efectivamente los inmuebles son 
propiedad del deudor de la cuota de 
alimentos, tomando en consideración 
que en las escrituras públicas no siempre 
obran estos datos aunados a que algunos 
notarios públicos en muchas ocasiones 
omiten asentar generales, haciendo 
referencia que son de su conocimiento 


personal. 


La norma señala que los deudores 
alimentarios podrán solicitar constancias 
sobre la situación de los inmuebles en 
cuanto a que no existen inscripciones o 


anotaciones relativas a la inscripción del 


deudor alimentario en el sistema de folios 
reales y el registro deberá entregarlas al 
interesado. De lo anterior se colige que 


esta información es privada. 


Tal parece que esta información no 
podrá ser comunicada al notario público 
o a cualquier persona que solicite un 
certificado de gravamen, en atención a 
que la propia porción normativa refiere 
que estos datos se darán a conocer sólo en 
el supuesto de que el progenitor deudor 
moroso pretenda transmitir, modificar, 
gravar, limitar, extinguir la propiedad 
de bienes inmuebles o cualquier derecho 
real y de lo cual solicitara al juzgador 
para que determine si se autoriza o no la 


transmisión de la propiedad. 


Otra de las interrogantes a resolver 
es, si un deudor alimentario moroso 
tiene diversos inmuebles, deberán 
inmovilizarse todos o solo algunos, al 
respecto el legislador deja una laguna al 


no prever específicamente esta situación. 
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En primer lugar, debe decirse que los 
supuestos que se presenten expondrán al 
tribunal la cantidad adeudada tomando 
como base el adeudo, lo convenido, lo 
sentenciado o lo decretado en medida 
y podría ser que se inscriba únicamente 


uno o algunos que garanticen el adeudo. 


Pero, si partimos de que la finalidad 
de registrar a un deudor alimentario 
moroso es una forma de coaccionar el 
cumplimiento de su obligación, tomando 
como base que los alimentos son de orden 
público e interés social y además que es 
un derecho humano, lo correcto será que 
se analice cada caso concreto, en atención 
a que no se trata de un gravamen, sino 
de una forma de hacer presión para que 
se cumpla con la obligación de ministrar 
alimentos, mismos que son vitales para 
la sobrevivencia de un ser humano que 


no puede hacerlo por sí mismos.”' 


Procedimiento para inscripción en 


el registro 


31 Cfr. De la Mata, Pizaña Roberto Felipe y 
Garzón, Jiménez Roberto: Derecho Familiar. 
Porrúa. México 2020; p. 64. 


El Juez, sea civil —pues aún existen 
asuntos de alimentos que se ventilan en 
estos tribunales— oo bien, el especializado 
en materia familiar son los facultados 
para ordenar al registro público de la 
propiedad a efecto de que se anote, en 
el sistema de folios reales sobre aquellos 
bienes de los cuales sea titular el deudor 


moroso. 


Al respecto debe decirse que el 
procedimiento para realizar el registro de 
deudores alimentarios morosos se realiza 
a través de una plataforma que será 
utilizada por el poder judicial del estado 
y la dirección del registro público de la 
propiedad, mediante esta plataforma se 
realizará la gestión de inscripción de las 
órdenes judiciales relativas al deudor 


alimentario moroso. 


Existen 24 oficinas del registro público 
dela propiedad en donde sepuede inscribir 
cualquier solicitud que gire la autoridad 
competente, pero, esto se realizará por 
conducto de la dirección del registro 
público de la propiedad y notarias, en esta 


plataforma podrá inscribir la declaratoria 
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judicial del deudor alimentario moroso, 
las rectificaciones que eventualmente 
se requieran sobre la inscripción; y la 
cancelación de la inscripción de deudor 
alimentario moroso. 

Este sistema informático está 
operando desde el pasado 23 de abril de 
la anualidad que transcurre,*? existiendo 
3 inscripciones en el registro de deudores 
alimentarios morosos a la fecha de la 


elaboración del presente artículo. 


El registro público de la propiedad 
deberá verificar los folios a fin de revisar 
y confirmar, en los casos en que un 
deudor de alimentos pretenda transmitir, 
modificar, gravar, limitar, extinguir 
la propiedad de bienes inmuebles o 
cualquier derecho real, con el objeto de 
informar al juez para que resuelva lo que 


corresponda a su derecho y, mientras 


32 Cfr. Periódico el bajío: Formalizan el registro 
de deudores alimentarios. En https://elbajio. 
mx/formalizan-el-registro-de-deudores- 
alimentarios/. Consultado el 1 de julio de 
2022. 


no se resuelva, no se podrá realizar 
ninguna acción que afecte el inmueble o 


inmuebles. 


El juzgador, desde luego no podrá 
permitir que un inmueble se transmita, 
modifique, grave o extinga el dominio 
del bien o de cualquier derecho real 
sobre el mismo hasta en tanto no se haya 


cubierto el adeudo de los alimentos. 


Cancelación del registro 


El deudor alimentario declarado 
judicialmente como moroso, que 
acredite con posterioridad ante la 


misma autoridad que realizó la citada 
declaratoria, que han sido pagados en 
su totalidad los adeudos, podrá solicitar 
a dicha autoridad la cancelación de la 
inscripción, para decretar la cancelación 
será necesario que se de vista al acreedor 
alimentario, garantizando así su derecho 


de audiencia. 


El juez, en los casos que proceda, 
cancelará las inscripciones a que se 


refiere este artículo. No establece si la 
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cancelación generara costo alguno, pues 
en el caso del Estado de Oaxaca donde su 
legislación establece que la inscripción, 


no genera costo, pero la cancelación sí. 


Otras legislaciones de la república 
mexicana prevén que, para cancelar el 
registro, no solo deben acreditar el pago 
adeudado sino también garantizar que 


continuara cumpliendo. 


Los deudores alimentarios podrán 
solicitar constancias sobre la situación de 
los inmuebles en cuanto a que no existen 
inscripciones o anotaciones relativas a 
la inscripción del deudor alimentario en 
el sistema de folios reales, y el Registro 


deberá entregarlas al interesado. 


Efectos del REDAM 


La dirección general de registros 
públicos de la propiedad y notarías para 
efectos del artículo anterior, deberá 
inscribir la declaratoria de deudor 
alimentario en los inmuebles, en que éste 


sea propietario. 


El registro público de la propiedad 
deberá verificar los folios a fin de revisar 
y confirmar, en los casos en que un 
deudor de alimentos pretenda transmitir, 
modificar, gravar, limitar, extinguir 
la propiedad de bienes inmuebles o 
cualquier derecho real, con el objeto de 
informar al juez para que resuelva lo que 
corresponda a su derecho y, mientras 
no se resuelva, no se podrá realizar 
ninguna acción que afecte el inmueble o 


inmuebles. 


El juzgador, desde luego no podrá 
permitir que un inmueble se transmita, 
modifique, grave o extinga el dominio 
del bien o de cualquier derecho real 
sobre el mismo hasta en tanto no se haya 
cubierto el adeudo de los alimentos. 

Se inscribirá en dicho registro, 
a petición de la autoridad judicial 
pago 
la medida 


competente, la demanda de 
de pensión alimenticia, 
provisional del pago de pensión o la 
sentencia dictada especificando el monto 


adeudado. 
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Por supuesto el derecho de recibir 
alimentos no debe pervertirse dejando en 
la ruina económica al obligado al pago 
de alimentos; por lo que el registro de 
inmuebles siempre deberá ser el necesario 
para cubrir el monto de lo adeudado. No 


más, pero tampoco menos. 


Piénsese hipotéticamente en el caso 
de un deudor alimentario que tiene varias 
propiedades y basta una para satisfacer 
su obligación. Entonces el registro de 
bienes no debe ser de todo lo que posee 
y, una postura en contrario, implicaría 
torcer la finalidad para lo que se creó esta 


institución. 


Conclusión 


l registro de los deudores 


alimentarios. Concepto. 
Obligados. Funcionamiento y 


efectos. 


El registro de deudores alimentarios 
morosos es el listado de personas que 
han incumplido con sus obligaciones 
alimentarias y jurisdiccionalmente así se 


les ha calificado. 


Queda entendido entonces que el 
deudor alimentario moroso tiene en su 
contra decretada una medida provisional 
o una sentencia o un convenio incumplido 


y además hayan trascurrido noventa días. 


Las anotaciones en el registro de 
deudores alimentarios moroso, así como 
la cancelación, sólo podrán hacerse por 
orden judicial que aluda a la existencia 
previa de un juicio alimentario y que 


haya realizado la formal declaratoria. 
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La anotación de deudor alimentario 
sólo se hace en el inmueble, dado que 
el registro público de la propiedad no 
cuenta con registro de personas. Sin 
que el citado registro tenga efectos 


publicitarios. 


Los efectos del registro de deudores 


alimentarios morosos materialmente 


implican la inmovilización de los 
inmuebles y en caso de que sean varios 
se atenderá al monto de lo adeudado y las 


circunstancias del caso. 


Ciertamente el registro de deudores 
alimentarios morosos es un avance en el 
derecho de familia al ser una herramienta 
suficiente y eficiente para legalmente 
coaccionar al cumplimiento de la ley, de 


la concreta obligación alimentaria. 


Propuesta de mejora 


Atento a lo analizado es pertinente 
que el registro de deudores alimentarios 
morosos sea un mecanismo de control 
del incumplimiento de las obligaciones 


alimentarias para que de esta manera 


responda a la preocupación social, 
generada en las familias guanajuatenses, 
esto es, se tome como antecedente el 
derecho comparado y que el mismo 
tenga otras atribuciones, como que se le 
dote de publicidad para que diferentes 
instituciones, colaboren a garantizar de 
una forma coactiva el derecho humano a 


recibir alimentos de la siguiente manera: 


1.- Que el registro de deudores 
alimentarios morosos, quede a cargo 
del registro civil, quien lleve un listado 
de los padres deudores morosos y de 
los empleadores que incumplan con la 
orden del juez de retener los descuentos 
salariales y pueda celebrar convenios 
con instituciones públicas y privadas. 

2.- Que el registro de deudores 
dote 


de publicidad. 3.- Se les inscriban 


alimentarios morosos se le 
automáticamente al buró de crédito. 
4.- No se les otorguen créditos, o 
bien, si se otorgan se retenga el adeudo 
de pensión alimenticia y se entregue 
directamente al acreedor alimentario. 


5.- Se prohíba la salida del país. 
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6.- En la devolución de impuestos, 
estos se destinen al pago de alimentos 
devengados. 

7.- No se otorguen permisos, licencias 
para apertura de un negocio. 

8.- Los patrones se conviertan en 
terceros solidarios para la exigencia de la 
obligación alimentaria, para lo cual, cada 
mes se enviará una lista de los deudores 
morosos, de forma que sí uno de sus 
trabajadores se localiza en la misma, de 
manera inmediata proceda a retener el 
salario. 
contraer 


9.-  Impedimento para 


matrimonio y para adoptar. 


10.- Que la inmovilización de 
inmuebles sea un gravamen con 
preferencia, para hacer efectivo el 


derecho de recibir alimentos. 
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Conociendo la coordinación de 
correspondencia y archivos de 
trámite 


LSIA Sandra Lorena Guevara López 
Introducción 


l artículo 21 de la Ley General 
de Archivos! y al artículo 23 de 
la Ley de Archivos del Estado de 


Guanajuato? señalan que: 


[...] El Sistema Institucional de cada 


sujeto obligado deberá integrarse por: 


1 Web bibliografía: Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión. México: Ley General 
de Archivos. Publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 15 de junio de 2018). En 
https://www.poderjudicial-gto.gob.  mx/pdfs/ 
Ley%20General%20de%20Archivos%20 
15%20junio%202018.paf consultado el 14 de 
marzo de 2022 


2 Web bibliografía: H. Congreso del Estado de 
Guanajuato: Ley de Archivos del Estado de 
Guanajuato, publicada en el Periódico Oficial 
del Estado de Guanajuato el 13 de julio de 
202. En  https://www.poderjudicial-gto.gob. 
mx/pafs/Ley%20de%20Archivos%20del%20 
Estado%20de%20Guanajua-to%20%2013- 
07-2020.pdf consultado el 14 de marzo de 
2022 


I.  Unaáreacoordinadora de archivos, 


II. Las áreas operativas siguientes: 

a) De correspondencia; 

b) Archivo de trámite, por área o 
unidad; 

c) Archivo de concentración, y 

d) Archivo histórico, en su caso, 
sujeto a la capacidad presupuestal y 


técnica del sujeto obligado... 


A principios de enero de 2021, la 
entonces Dirección del Archivo General 
inició las gestiones para la conformación 
de una nueva estructura de Archivos, que 
coadyuvará en la integración del Sistema 
Institucional de Archivos del Poder 
Judicial. En este contexto, en sesión del 
H. Consejo del Poder Judicial de 14 de 
enero de 2021, se acordó que a partir del 
16 de enero del mismo año, la Dirección 
de Archivo General se denominara en lo 
subsecuente Dirección de Archivos del 
Poder Judicial del Estado, estando a cargo 


la licenciada Beatriz Ortega Sandoval, 
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quien encabeza el Área Coordinadora 
de Archivos prevista en las leyes citadas 


anteriormente. 


Esta nueva estructura se integra por 
las áreas de Dirección, la Subdirección de 
Archivos de Concentración e Histórico, 
la Coordinación de Correspondencia 
y Archivos de Trámite y la Jefatura de 
Archivo Histórico. Así entonces, la parte 
normativa del Sistema Institucional 
corresponde a la Dirección de Archivos, 
que representa al Área Coordinadora de 
Archivos, y la parte operativa se conforma 
por las Unidades de Correspondencia 
y los Archivos de Trámite de cada una 
de las áreas administrativas y órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial, así 
como del Archivo de Concentración de 
Guanajuato y sus Unidades de Resguardo 
de las Sedes de León y Villagrán, 
además del Archivo Histórico que se 
ubica en las instalaciones del Archivo de 


Concentración de Guanajuato. 


En el caso de las Unidades de 
Correspondencia y los Archivos de 


Trámite, están vinculados entre sí y con el 
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Área Coordinadora de Archivos mediante 
la Coordinación de Correspondencia 
y Archivos de Trámite, dependiente 
orgánicamente de la Dirección de 


Archivos. 


Por lo que el presente artículo aspira 
a dar a conocer, cuáles son sus funciones 
y actividades, así como presentar al 


personal de la misma. 
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IL Presentación del área 


a Coordinación de 
Correspondencia y Archivos 

de Trámite se creó como un 
área de vinculación entre las Unidades 
de Correspondencia y los Archivos 
de Trámite, y el Área Coordinadora 
de Archivos, debido a la cantidad de 
estas unidades, que tan solo en la parte 
jurisdiccional, son más de 200 órganos 
jurisdiccionales, además de las áreas 


administrativas. 


Esta Coordinación toca dos partes 
integrantes del Sistema Institucional 
de Archivos: la Correspondencia y los 
Archivos de Trámite. Las funciones de 
estas dos áreas están señaladas en la Ley 
de General de Archivos y en la Ley de 
Archivos del Estado de Guanajuato. 
En el caso de la Correspondencia, es 
responsable de la recepción, registro y 
turno de la documentación que ingresa a 
la institución pública para la integración 
de los expedientes de los archivos de 


trámite.? 


3 Vid. Nota 2 


=>? 


Las funciones de los Archivos de 


Trámite son: 


a. 


nd 


Integrar y organizar los 
expedientes que cada área oO 
unidad produzca, use y reciba; 

Asegurar la localización y 


consulta de los expedientes 
mediante la elaboración de los 
inventarios documentales; 
Resguardar los archivos y 
la información que haya sido 
clasificada de acuerdo con 
la legislación en materia de 
transparencia y acceso a la 
información pública, en tanto 
conserve tal carácter; 

Colaborar con el área 
coordinadora de archivos en la 
elaboración de los instrumentos 
de control archivístico previstos 
en esta Ley y su reglamento; 
acuerdo 


Trabajar de con 


los criterios específicos y 
recomendaciones dictados por el 


área coordinadora de archivos; 
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f Realizar las transferencias a. Supervisar que los Archivos de 
primarias al archivo de Trámite integren y organicen 
concentración; los expedientes que cada área o 

g. Utilizar sistemas tecnológicos unidad produzca, use y reciba, 
que sistematicen el ciclo vital del conforme a las políticas, criterios 
documento; y y recomendaciones que emita el 

h. Capacitarse en materia de Área Coordinadora de Archivos, 
administración de documentos.* propuestas por la Coordinación de 

Correspondencia y Archivos de 

1.- En el área de correspondencia: Trámite. 

b. Verificar que la documentación 

a. Observar los procesos de que sea enviada por los 
recepción, registro y control de archivos de trámite al archivo 
la correspondencia de entrada de concentración (transferencia 
y salida que llevan a cabo las primaria) se encuentre en óptimas 
Oficialías de Partes Común, las condiciones de organización. 
áreas administrativas y los órganos c. Coadyuvar con los Archivos de 
jurisdiccionales para proponer, al Trámite en la elaboración de los 
Área Coordinadora de Archivos, inventarios documentales, para 
lineamientos que  homologuen asegurar la localización y consulta 
dichos procesos. de sus expedientes. 

b. Asesorar sobre los procesos d. Identificar, en conjunto con los 
técnicos que deben llevar a cabo Responsables de Archivo de 
las Unidades de Correspondencia. Trámite, las series documentales 

de su área para la conformación del 

2.- En el área de Archivos de Trámite: Cuadro General de Clasificación 

Archivística. 
4 Vid. Nota 2 


18 


e. 
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Capacitar en materia de 
administración de documentos a 
los Responsables de Archivo de 
Trámite; y en materia de registro 
y control de la correspondencia, a 
las Unidades de Correspondencia 
de las áreas administrativas y 
órganos jurisdiccionales del Poder 


Judicial. 


TI. Actividades 


as actividades que realiza 
la Coordinación de 
Correspondencia y Archivos de 
Trámite derivan de las funciones descritas 
en la sección anterior del presente trabajo 


y son: 


l1.- En la sección de área de 


correspondencia: 


a. Realizar visitas a las oficialías de 
partes común, las áreas administrativas 
y los órganos jurisdiccionales del 
Poder Judicial del Estado para recabar 
información sobre sus procesos de 
recepción, registro y control de la 
correspondencia de entrada y salida, y 
elaborar el diagnóstico correspondiente. 

b. Analizar la información recabada 
para homologar los procesos en las 
unidades de correspondencia, y proponer 
al Área Coordinadora de Archivos los 
lineamientos respectivos. 

c. Realizar capacitaciones 0 
asesorías sobre los procesos técnicos 


que deben llevar a cabo las Unidades 


o 
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de Correspondencia, de acuerdo a los 
lineamientos y criterios establecidos por 
el Área Coordinadora de Archivos. 

d. Supervisar el control de la 
correspondencia de la Dirección de 


Archivos. 


2.- En el área de archivos de trámite: 


a. Realizar visitas periódicas a los 
archivos de trámite y asesorarles en la 
transferencia primaria, para asegurar 
que la documentación se encuentre en 
óptimas condiciones de organización. 

b. Difundir al 


Institución los formatos requeridos por 


interior de la 


los responsables de archivo de trámite, 
para realizar los procesos de archivo, 
además de asesorarlos en su llenado. 

c. Realizar el dictamen para 
determinar la utilidad de la información, 
a efecto de elaborar los Instrumentos de 


Control y Consulta Archivística. 
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3. Integrantes 


En la Unidad de Correspondencia 
de la Dirección de Archivos, la persona 
asignada para atender el registro de la 
correspondencia de entrada y salida es 
Josefina Sauceda Gómez, secretaria 
mecanógrafa, quien cuenta con una 
antigiiedad de 26 años laborando para el 
Poder Judicial. Inició su vida laboral como 
oficial judicial en el Juzgado Primero 
Civil de Partido de Silao; posteriormente 
se integró a la plantilla de la Octava Sala 
Penal, continuando en el Juzgado de 
Oralidad Penal de Guanajuato, y desde 
enero de 2015 colabora en el Archivo 
General del Poder Judicial. Su función 
principal es la de canalizar a las otras 
áreas dependientes de la Dirección de 
Archivos, tanto la correspondencia que 
ingresa a esta oficina como las solicitudes 
recibidas vía telefónica o por medio de 


los sistemas de gestión documental. 


Como apoyo alos Archivos de Trámite 
se asignó a Rafael Baltierra Chávez, 
especialista en archivística, quien desde 


noviembre del año 2002 forma parte del 
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Archivo General. Su función principal es 
apoyar a los responsables de archivo de 
trámite en la ordenación y organización 
de sus archivos, además de supervisar 
que las trasferencias primarias se lleven 


a cabo de una manera ágil y controlada. 


Esta Coordinación la encabeza Sandra 
Lorena Guevara López, licenciada en 
sistemas de información administrativa 
por la Universidad de Guanajuato, quien 
cuenta con una experiencia laboral en el 
PoderJudicialde25 años. Inició funciones 
como oficial judicial en la Biblioteca del 
Poder Judicial, integrándose en febrero 
de 2012 a la plantilla del Archivo General 
como Jefa del Archivo de Concentración 
de Guanajuato, y a partir de enero del 
año 2021, se integra a la Coordinación 
de Correspondencia y Archivos de 
Trámite de la actual Dirección de 
Archivos, donde una de las funciones 
principales es trabajar, en conjunto con 
los Responsables de las Unidades de 
Correspondencia y con los Responsables 
de los Archivos de Trámite, en la 
operación de sus atribuciones en materia 


archivistica. 


Los datos de contacto de la 


Coordinación de Correspondencia y 


Archivos de Trámite son los siguientes: 


Unidad de Correspondencia y Unidad 
de Apoyo aArchivos de Trámite: Teléfono 
directo 473 733 08 40, Conmutador 
473 735 22 00, extensión 1134. E-mail: 
archivo.guanajuato(Apoderjudicial-gto. 
gob.mx 


Coordinación: Teléfono directo 473 
733 08 40, Celular 442 394 9572. E-mail: 
sandra.guevara(Wpoderjudicial-gto.gob. 


mx 


La Dirección de Archivos cuenta con 
un área específica para coadyuvar con 
los Responsables de Correspondencia, 
y con los Responsables de Archivo de 
Trámite de las Áreas Administrativas 
y de los Órganos Jurisdiccionales 
del Poder Judicial en las funciones 
y responsabilidades archivísticas 
señaladas en la Ley General de Archivos, 
y en la Ley de Archivos del Estado de 


Guanajuato. Con la finalidad de vincular 
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a estas áreas con la Coordinación de Bibliografía 

Archivos del Poder Judicial y aportar a la 

consolidación del Sistema Institucional | Cámara de Diputados del H. Congreso 

de Archivos de este sujeto obligado. de la Unión. Ley General de 
Archivos. En  https://www. 
poderjudicial-gto.gob. mx/pdfs/ 
Ley%20General%20de%20 
Archivos%20 15%20junio0%20 
2018.pdf consultado el 14 de 
marzo de 2022 


H. Congreso del Estado de Guanajuato: 
Ley de Archivos del Estado de 
Guanajuato. En https://www. 
poderjudicial-gto. gob.mx/pdfs/ 
Ley%20de%20Archivos%20 
del%20 Estado%20de%20 
Guanajuato%20%2013-07- 
2020. pdf consultado el 14 de 
marzo de 2022 
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Oficiosa 


La actuación oficiosa del juzgador en materia familiar. Una 
opinión. 


Jueza Mtra. Martha Georgina Robledo Ascencio 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras B-C-D de este 


compendio 
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Charlando con los 
investigadores: 
Doctora Rocío Corona Azanza 
Entrevista 


Por MJA Carlos Sosa Pinzón 


n Archivo que no es consultado, 

tarde o temprano termina por 

ser un archivo muerto, en el 
más amplio sentido de la expresión. 
En este orden de ideas, la Dirección de 
Archivos del Poder Judicial del Estado 
de Guanajuato ha preparado una serie de 
entrevistas con investigadores que han 
utilizado los expedientes y documentos 
que se tienen bajo resguardo del Archivo 
Histórico, para que, en voz de estos 
usuarios, se extienda una invitación para 
acudir al repositorio y hagan uso de la 
materia prima que encontrarán en los 
papeles que contienen la vida, procesos 
judiciales y parte de la historia de nuestra 
entidad. 


La primera entrega de esta sección 
corresponde a la entrevista que realizó el 


Subdirector de Archivo de Concentración 


e Histórico del Poder Judicial, maestro 
Carlos Sosa Pinzón, a la investigadora 
doctora Rocío Corona Azanza, quien 
ha sido usuaria de los expedientes 
resguardados en el Archivo Histórico del 
Poder Judicial para la hechura de algunas 
de sus investigaciones. 
Corona Azanza, es Historiadora, 
habiendo cursado la licenciatura en 
la Universidad de Guanajuato; cuenta 
con una maestría en Historia por la 
Universidad de Guanajuato y doctorado 
en Historia en la UNAM, y actualmente 
forma parte del departamento de historia 
de la Universidad de Guanajuato. 
entonces, 


pues sí soy historiadora 


de corazón... nos comenta. Y así, 


empezamos con la entrevista. 


Carlos Sosa (En lo subsecuente CS).- 
¿Cómo se da ese acercamiento de Corona 
Azanza al Archivo del Poder Judicial? 


Rocío Corona (En lo subsecuente 
RO).- 


justamente cuando estaba trabajando mi 


Mi primer acercamiento fue 


tesis de maestría. El tema que trabajé 


84 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


fue violencia en entornos domésticos 


y rurales. Específicamente, empecé 
en Dolores Hidalgo, y mi materia de 
estudio fueron los expedientes judiciales; 
es decir, las demandas que hacían 
generalmente las mujeres por cuestiones 
de violencia, de golpes, generalmente 
de sus parejas, pero podría ser también 
de cualquier miembro de sus familias, 
y así es como yo me acerco al Archivo 
del Poder Judicial. Tuve oportunidad de 
revisar, primero, el archivo municipal de 
Dolores y me di cuenta, por los mismos 
procesos que en el Archivo del Poder 
Judicial podría tener una veta mucha 
más amplia de investigación, siguiendo 
la pista de todos estos procesos, y fue así 
como me acerqué al Archivo del Poder 


Judicial. 


CS.- Y esa investigación ¿se puede 


consultar? 


RC.- Sí, está en Valenciana', que es la 
tesis de maestría; creo que está en digital, 
y recientemente tuve la fortuna de que 
1 Sede del Departamento de Historia de 


la Universidad de Guanajuato, Campus 
Guanajuato 


la publicara el Instituto de Cultura del 
Estado de Guanajuato bajo el nombre: 
“Los Gritos de Dolores. Violencia y 


Género en Dolores durante el Porfiriato”. 


También el Archivo del Poder Judicial 
para mí fue muy importante en la tesis 
de doctorado, porque seguí con esa línea 
de violencia contra las mujeres. Pero 
también estuve analizando sobre mujeres 
que cometían delitos, no “criminalidad 
femenina”. El archivo ha sido para mí 


como una veta de oro. 


El Archivo Histórico Municipal de 
Dolores Hidalgo es un archivo al que le 
tengo especial aprecio, porque yo soy de 
ahí. Y cuando entré el Archivo estaba en 
una situación “dantesca”; entras y están 
ahí las palomas, las cucarachas muertas, 
y ese olor, así como del papel acumulado, 
que tiene un aroma muy, muy especial... 
me tocó estar viendo expediente por 
expediente a ver qué encontraba... y 
te encuentras que es como una caja de 
pandora. Esto fue en el año 2009, 2010, 
pero, lo que es la vida... justo ahora 


recibí la oportunidad de estar trabajando 
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en ese archivo, ya como en un proyecto 
más amplio para el rescate; entonces para 
mí ha sido maravilloso, porque ver esos 
avances que ha tenido ese archivo y la 
oportunidad que he tenido ahora en la 
labor de rescate, entonces ha sido muy 


especial. 


CS.- toda la 


vida, ¿Qué es lo que la llevó a ser 


Investigadora de 


investigadora, y cuál consideraría que es 
su investigación hecha con documentos 


de archivo que sea la más relevante? 


RC.- Como historiadora, justo esa 
es una de nuestras características, la 
curiosidad, el siempre estar preguntando 
“¿qué pasó?”. Y a mí el tema de las 
mujeres, que es finalmente lo que yo ya 
llevo trabajando varios años, me llamó 
desde muy joven. En la licenciatura yo 
trabajó sobre educación femenina en 
Guanajuato, y ahí trabajé otro archivo 
que es el Archivo que resguarda la 
Universidad. Pero es otro tipo de 
expedientes, otro material. Cuando yo 
me acerco a la maestría, creo que el tema 


de la violencia finalmente es un tema que 


lo tenemos todos los días, y considero 
que nuestro propio contexto nos jala 
hacía ciertos temas, y yo ya traía por ahí 
esa espinita de las mujeres y el tema de la 
violencia; que cuando yo estaba por ahí 
del 2009-2010, ya estaba ahí, pero que 
ahora está exacerbado; entonces fue algo 
que se fue dando de manera muy natural. 
Además, cuando yo entro a los archivos 
a ver los expedientes Judiciales dije: “Es 
que esto viene de siglos, este tema es 
algo que no es de ahorita ni de hace diez 
años”. Y es como yo empiezo rascarle, y 
entonces de un archivo local, municipal, 
me doy cuenta de la importancia que tiene 
ya un archivo como el del Poder Judicial, 
que es finalmente donde se concentraban 
todos estos expedientes que iban con 
los jueces, y fue como que yo quise ir 
rastreando estos hilos de cómo funciona 
una institución y como podría explicar la 
violencia hacia las mujeres. Pero después 
también, cuando voy avanzando con la 
investigación, me pude dar cuenta que 
no es que siempre las mujeres hayan 
estado sumisas y sometidas sino que 
también había un montón de mujeres 


violentas, o sea, delitos de heridas, de 
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pleitos, de injurias, que son maravillosos 
y me dije: “Tengo que ampliar como 
este panorama para no quedarnos; 
efectivamente, la violencia hacia las 
mujeres es exponencialmente mayor, 
pero también tratar de explicar cómo 
la sociedad en sí era violenta, y que las 
mujeres también ejercían violencia.” Fue 
así como me fui acercando, y yo creo que 
el repositorio natural pues es el archivo 
judicial, finalmente es a donde llegan 
todos estos tipos de documentaciones, 


que son riquísimos. 


CS.- Temas sumamente vigentes a 
pesar de que tu investigación es del siglo 
XIX a la fecha, mujer y violencia sigue 


siendo tema diario y cotidiano. 


RC.- Claro, y yo pienso que eso es 
uno de los aportes que podemos hacer 
las historiadoras y los historiadores, el 
ver cómo es un problema estructural, un 
problema que hay que ir al pasado para 
tratar de entender por qué lo estamos 
viviendo como lo vivimos ahora, qué 
se ha hecho, de dónde viene, porqué 


sigue avalado; entonces, como todas 


estas preguntas que le podemos hacer al 
pasado, creo yo que las investigaciones 
históricas sirven para eso, para estar 
tomando decisiones en el momento que 
estamos viviendo y ver estos cambios. Yo 
me centré más en el siglo XIX, ya en mi 
investigación de doctorado si llego hasta 
1933, y que tiene que ver mucho con la 
ley, por eso para mí la cuestión de la ley, 
de la justicia y los archivos judiciales 
pues son vitales. Te das cuenta del siglo 
XIX al 33 (1933) al 2021 que estamos, 
cómo hay cosas que permanecen, y claro 
que ha habido cosas que han cambiado, y 
claro que ha habido momentos de ruptura 
y han habido avances, pero también la 


violencia ahí sigue. 


CS.- Nos 


historiadora, investigadora de toda la 


platicabas que eres 
vida, pero en términos más cronológicos, 
el tiempo que lleva una investigación de 
archivo, una jornada típica, el tiempo de 
investigación para hacer un artículo, para 


hacer un libro. 
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RC.- Yo creo que es una cuestión 
ingrata porque en las instituciones, 
y mucho más estas instituciones que 
son las que nos evalúan, las que están 
que tienes que cumplir y cumplir, y 
cubrir estas expectativas no toman en 
cuenta todo este trabajo hormiga que 
necesitamos hacer. Y nos ponen a la par 
de otras disciplinas que, con todo respeto 
a esas disciplinas, que podríamos decir 
disciplinas de ciencias duras, tienen 
otra metodología, y al ponernos a la par 
quedamos en franca desventaja; porque 
para mí, una jornada de archivo, a veces 
puedes estar ocho horas en el archivo y 
no encuentras nada, es decir no tienes un 
resultado porque ese día los expedientes 
no te dan lo que buscabas. Y entonces es 
estar buscando. Además te encuentras a 
veces con situaciones de que no puedes 
tomar fotografías, tienes que transcribir. 
De manera personal, yo trabajo a lo mejor 
muy a la antigua, yo prefiero transcribir 
siempre, a mí no me gusta tomar 
fotografía porque cuando yo ya estoy en 
el proceso de transcripción, mi cabeza 
ya está trabajando sobre resultados, 


sobre posibles preguntas, entonces eso, 


si tú tienes un expediente judicial de 
cien fojas y quieres transcribirlo, pues 
ocho horas no son suficientes, entonces 
es un trabajo difícil, son muchas horas 
sentada, muchas horas de invertirle al 
archivo, pero para mí es fascinante. Yo 
no considero otra manera de poder hacer 
investigación en historia si no es estar 
sentada frente a los documentos, pero esa 
es una visión mía, a lo mejor del siglo 
XIX, muy positivista; pero a mí es la 
que me resulta, porque yo sí encuentro; 
más allá de que, después de que uno 
como investigador se nutre de todo lo 
que han escrito otros investigadores 
desde otras posturas, desde sociólogos, 
desde filósofos, el hecho de acceder a tus 
fuentes primarias como es un expediente, 
en mi caso un expediente judicial, no te 
lo dan más que el hecho de ir al archivo, 
sentarte, transcribir, leer o tomar fotos si 
quieres, y eso claro que implica muchas 
horas, en tiempo. Yo tardé ocho años, el 
doble de tiempo de lo que debería haber 
sido, lo cual no está bien para hacer 
una tesis de doctorado, porque pues 
yo tengo en mis archivos personales 


alrededor de seiscientos expedientes, y 
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cuando traduces seiscientos expedientes, 
tecleados, además el proceso de pensar 
qué voy hacer con todos esos, es mucho 
tiempo. No me quejo porque para mí 
es fascinante, pero pues es tiempo. Yo 
siempre diré que cuando uno entra al 
archivo es entrarle a un mundo fantástico; 
entonces a mí me pueden dejar ahí y 


viviría feliz. 


CS.- 


mucho tiempo, tal vez toda la vida al 


Efectivamente, es invertirle 
trabajo en archivo, y en ese sentido ¿Qué 
recomendaciones podrías darles a los 
estudiantes investigadores para realizar 
una investigación así con documentos de 


archivo? 


RC.- Yo les diría que debemos 
aprender de los viejos y de la vieja escuela 
de historia, que era detenerte y hacer 
las cosas con calma. Ante esta invasión 
que tenemos del tiempo y de rendir 
y de rendir y de correr todo el tiempo, 
yo sí sigo pensando que el trabajo del 
historiador implica paciencia, muchísima 
paciencia, y esa paciencia también 


implica que tengas toda la capacidad de 


sentarte durante horas en un archivo, y de 
confiar que algo bueno saldrá ahí, porque 
uno no siempre tiene éxito. Yo lo veo 
mucho con mis alumnos. Quizá en otra 
generación todavía nos enseñaron tener 
tolerancia al fracaso, pero la generación 
de chicos que vienen ahora es como que 
quieren todo rápido y hacer historia. Un 
trabajo de historia no se puede hacer 
rápido, si se hace rápido va a salir mal. 
Entonces, yo eso recomendaría; ver en el 
archivo el momento de estar casi como 
monje, y oliendo todo eso, y viendo 
esos papeles y dejar que te hablen; a 
mí eso me gusta mucho, esa relación 
que uno como historiador establece 
después con los documentos, de dejar 
que te digan cosas, de aprender de esos 
que ya no están, de quien escribió eso, 
palabras que ya no utilizamos, maneras 
de relacionarse que ya nosotros nos 
suenan totalmente ilegibles. Entonces, 
para traducir todo eso, y hacerlo legible, 
se necesita paciencia, invertirle tiempo y 
claro, yo no estoy diciendo a todos que 
quieran transcribir, y casi que a pluma o 
a lápiz, no. Claro que ahora hay muchas 


herramientas, y si te dejan tomar fotos en 
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un archivo de expedientes, eso es bueno, 
que aprovechen esas herramientas; pero 
que tengan en cuenta que las herramientas 
tecnológicas, no te dan la habilidad para 
paleografiar un documento, que eso sólo 
te lo da las horas que tienen sentado ahí, 
el traducir esas palabras que a veces están 
escritas de manera ilegible, entonces, 
paciencia, y claro que es entrega y 


vocación por lo que uno hace. 


CS.- No en balde “El Mediterráneo” se 
escribió durante toda la Guerra Mundial 


y luego se fue a confrontar a archivos. 


RC.- ¡Claro! Imagínate a Braudel 
escribiendo el mediterráneo en seis 
meses, es imposible, entonces, escribir 
un artículo, aunque uno diga son veinte 
cuartillas, treinta cuartillas, te puede 
implicar un trabajo detrás de años. 
Escribir un libro, y más como nosotros, 
que trabajamos con tanta documentación, 
con tanta información, no podemos 


escribirlo así a lo de pronto. 


CS.- Tal pareciera que los historiadores 
locales estamos muy acostumbrados a la 
historia social, a lo mejor hay algunos 
devaneos con la historia cultural y la 
vida cotidiana, pero la historia jurídica, 
llamémosle así, como que ha quedado 
un poco a la zaga. Bajo esta perspectiva, 
¿qué consideraciones se deberían tener 
para hacer una investigación histórica- 


jurídica con documentos de archivo? 


RC.- A mí, la experiencia, porque 
cuando uno entra también habrá que 
decirlo a los expedientes judiciales, 
la verdad es que entras siendo un 
ignorante. No tenemos las herramientas 
que tienen los abogados que entienden 
perfectamente todo ese universo, el argot, 
el proceso, de si va un juez, qué significa 
un defensor... entonces, tenemos que 
conocer la institución de manera muy 
clara, para entonces poder traducir todo 
lo que estamos viendo. Yo admiro eso 
de los abogados, que tienen como muy 
claros, no se andan por las ramas; para 
ellos es A, B y C y así tiene que empezar 
un documento, un expediente judicial y 


seguimos hasta una sentencia. 


90 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Yo pienso que los historiadores 
tenemos que acercarnos a la historia del 
derecho, acercarnos a los abogados y 
ellos también a nosotros, porque también 
nosotros aportamos mucho a la historia 
del derecho. Entonces, yo diría primero, 
conocer cómo funcionan las Instituciones, 
porque si no conocemos cómo funcionan 
las instituciones, nos vamos a tardar el 
doble del tiempo, en entender un sólo 
expediente judicial, en entender por qué 
un expediente que está en un Juzgado en 
Dolores aparece también en Guanajuato, 
por qué aparece en el Tribunal del Poder 
Judicial de Guanajuato; si no entendemos 
eso, pues no lo sabremos; entonces sí 
hay que leer mucho sobre los Códigos de 
Procedimientos, si hablamos de Penal o 
Civil, la organización de los tribunales, 
eso lo he aprendido a trompicones, o sea, 
ahí va uno medio ciegas y luego dice 
““¡Ay, si esto lo hubiera visto hace años, 
este expediente lo hubiera entendido 
muchísimo mejor y ahora ya no puedo 


p»> 


regresar a ver ese expediente!”. Entonces 
es ir a la par de leer mucho sobre esta 


cultura jurídica, entender ese argot para 


poder trabajar, porque si no, también 


luego los historiadores cometemos 


muchas descontextualizaciones. Hay 
que, a veces, leer cosas que se nos 
pueden hacer áridas. Un Código Penal, 
que del artículo del 1 al 500, y tienes 
que entenderle. Claro que después uno 
se da sus mañas, porque tampoco es 
que los abogados se sepan el Código de 
memoria, pero conocer la Institución, 
cómo funciona; porque además eso te da 
ciertas herramientas. Por ejemplo, para 
cerrar esta idea, a mí me pasó que estaba 
siguiendo un caso que ocurrió en 1889 
en Guanajuato, y que fue muy sonado 
porque se trata de un asesinato, un crimen 
que se da a un minero administrador de la 
Mina del Nopal y fue muy sonado, fue un 
escándalo; y solo encontraba referencias 
de que estaba el expediente judicial, de 
que existía, por ahí había una foto en 
alguna publicación de los años 80"”s; 
pero yo jamás encontré el expediente y 
decía “¿cómo le sigo el hilo a esto?”, y 
buscando en hemerografía, estando en 
los periódicos, me encontré una nota que 
decía “le negaron el amparo al asesino” 


y dije, “si le niegan amparo, eso significa 
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que debe de estar en la Suprema Corte de 
Justicia; entonces tengo que ir al Archivo 
de la Casa de Cultura Jurídica; si se 
ampararon, ahí debe de haber algo”, ¡y 
que lo encuentro!, entonces encontré el 
proceso abreviado, pero eso me sirvió a 
mí para jalar todo eso que yo no entendía 
y que no hubiera comprendido cómo 
funciona eso, qué significa un amparo, 
quien da un amparo, como todos esos 
mecanismos de la administración de 
justicia, yo no podría haber respondido 
a eso, ni podría haber escrito ese artículo 
que además disfruté muchísimo. Por eso 
digo, tenemos que conocer la Institución 


a la que nos estamos enfrentando. 


CS.-Esas son las consideraciones para 
abordar una investigación de ese tipo 
pero, ¿para qué nos sirve la investigación 


histórica-jurídica? 


RC.- Obviamente, cuando uno se 
acerca como investigador a cualquier 
tema es porque tienes una preocupación 
personal, una preocupación de tu 
momento; o sea, somos sujetos de 


nuestro momento. A mí me preocupa 


mucho esta cuestión de la violencia, 
sobre todo de la violencia hacia las 
mujeres; entonces yo pienso que eso es 
lo que nos otorga el acceder a este tipo 
de acervos, porque entonces yo ya les 
puedo encontrar sentido a este presente, 
pero no solo encontrarle sentido y decir 
“Ah, ya entendí, ya sé, por ahí va la 
violencia”, sino hacer cosas prácticas o 
sea, el incidir en este presente y decir 
“es que tendríamos que hacer esto, ya 
se ha legislado sobre tal asunto, no ha 
funcionado, tendríamos que ir sobre 
esta línea”, es decir, que a partir de estos 
documentos o este acceso que tengo yo 
al pasado, puedo incidir en el presente y 
no a manera de “voy a salvar al mundo” 
no, sino desde la trinchera y entonces 
decir “claro, sigue habiendo violencia en 
las mujeres porque no se ha hecho desde 
el siglo XIX y desde antes el ABC que yo 
veo aquí”, y para mí eso es el aporte. Y 
finalmente la Historia es una disciplina, 
es una ciencia de las humanidades, y tiene 
que incidir en hacer un mundo mejor, y 
los expedientes judiciales son duros; 
uno encuentra historias muy fuertes, 


encuentras dramas humanos que a veces 
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te cimbran, entonces también yo siempre 
acudo ello con mucho respeto, y tratando 
de que la vida de esos que ya no están ahí, 
de esas mujeres que fueron golpeadas o 
de esos que se murieron por los golpes 
no haya sido en vano, es un poco darles 
ahí un tributo; ese es uno de los contras 
de los expedientes judiciales que, al tener 
relatos tan íntimos, tan personales, uno 
se pueda perder en las anécdotas y a mí 
me daría mucho miedo que yo pudiera 
caer en eso, porque estaría tratando sin 


respeto a esos que ya no están. 


Claro 


uno siempre encuentra, yo siempre 


que hay anécdotas que 


utilizo cuando me pongo grosera, 
utilizo groserías que he encontrado 
en los expedientes judiciales que son 
maravillosas, pero yo pienso que ya en 
el terreno de la investigación, no hay que 
caer solamente en la anécdota, hay que 
tratar con respeto a todos esos, porque 
a veces hay casos terribles que hasta la 


lágrima te sacan. 


CS.- Como lo has planteado, y para 
redondear, ¿cuál consideras que sería el 
impacto que tienen las investigaciones 
históricas hechas 


con expedientes 


judiciales en la sociedad? 


RC.- Uno es entender lo complejo 
que somos los seres humanos. Los 
seres humanos, parece ser que vivimos 
en el conflicto; a mí eso me fascina, 
el ver que los seres humanos tenemos 
tantos matices, es decir, no somos ni 
ángeles ni demonios; sino estamos 
llenos como de estos matices, de estos 
grises, y que finalmente el acercarte a 
estos expedientes, pues nos habla de la 
necesidad que tenemos de regular, de 
normas, de leyes que nos hacen vivir 
en una sociedad, si no democrática, al 
menos civilizada. Eso es algo que yo 
aprendo mucho de estos expedientes, 
y cuando uno entra los expedientes 
judiciales, civiles o penales, como estás 
hablando de tantos conflictos, yo creo 
que nos sirven para ver cómo podemos 
mejorar como sociedad, cómo le hemos 
hecho desde el siglo XVIIEXIX, qué ha 


resultado de eso, y qué podemos hacer 
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ahora. El tema de la justicia es un tema es 
un tema crucial para los seres humanos; 
el obtener justicia, el ser tratado con 
derechos civiles, con derechos humanos. 
Yo pienso que ese es el impacto que 
pueden tener en la sociedad estos acervos, 
y más allá de entender que somos seres 
humanos con múltiples conflictos, la 
capacidad que tenemos también para 
vivir de una manera democrática, una 
manera solidaria con derechos y con 


leyes finalmente. 


CS.- El eterno anhelo de justicia y el 
eterno conflicto que hay en los diversos 
intereses del ser humano... En términos 
amplios ¿Sobre qué se investiga en 
el ámbito de la historia judicial, qué 
recomendaciones dar 


nos podrías 


a curiosos investigadores en este 
ámbito, como para realizar una buena 


investigación? 


RC.- Yo tengo pendiente, por ejemplo, 
justo hablando de que hablamos de la 
justicia y los derechos humanos, que para 
eso también me ha servido este Archivo 
del Poder 


Judicial, he encontrado 


expedientes maravillosos; por ejemplo 
el tema de las cárceles. La historia de 
la justicia de las cárceles también es 
algo que me llama mucho la atención; 
estoy también trabajando un poco en 
eso, eso es una veta importantísima. La 
organización de tribunales, a Guanajuato 
yo creo que le falta una historia sobre 
esto, la organización de tribunales de 
Guanajuato no contemporáneos sino 
desde la historia, desde el siglo XIX, que 
generalmente hay como una lucha porque 
esto esté. También a mí me llama mucho 
la atención el papel de los abogados desde 
el Colegio del Estado, o sea la formación, 
la importancia que tuvo en la formación, 
de verdad una camada de abogados 
brillantes desde el siglo XIX, y luego te 
los encuentras como jueces, luego te los 
encuentras en la Ciudad de México, y te 
los encuentras escribiendo periódicos, y 
después te los encuentras en un proceso 
como jueces de un proceso de homicidio. 
Esa es otra veta, también como la historia 
de estos personajes que han estado en 
administración de justicia; los jueces, los 
abogados defensores, que también es otro 


tema fascinante que también están ahí, y 
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es como irles jalando a ser una historia 
de estos personajes que, finalmente 
han contribuido a la organización de 
la Justicia en este Estado, y quizá me 
gana el amor al terruño, porque yo 
creo que la Universidad de Guanajuato 
sigue siendo la cantera de los abogados, 
que tenemos ya ahora diseminados en 
distintos puntos del Poder Judicial o 
en distintos órdenes de la judicatura. 
Entonces temas hay muchísimos, desde 
la justicia le puedes rascar, en algún 
momento yo estuve dirigiendo una tesis 
de menores infractores. Ahí el Archivo 
del Poder Judicial también fue vital, si 
bien no hay tanto información finalmente 
te encuentras luego estos expedientes 
que son como garbanzos de a libra que 
son los que te dan pistas. Yo creo que 
el tema de la historia de la justicia en 
Guanajuato es todavía un tema que tiene 
muchísimas vetas de investigación, y 
ojalá historiadores y siempre yo pugnaré 
porque entablemos una relación más 
cercana con los abogados porque de 
verdad podemos aprender mutuamente 
de estos temas; ellos nutrirse de nosotros 
de ellos, también 


y nosotros eso 


sería muy interesante. El tema de los 
Notarios también da por ahí algunas 
investigaciones, pero tampoco se ha 
trabajado tanto; entonces que hay 
pendiente este tema de la justicia, de 
la administración de la justicia, de los 
tribunales, está ahí pendiente y ojalá 


muchos investigadores se acerquen. 


CS.- Ya sabemos que hay algunas 


temáticas que están prácticamente 
intocadas del tema de la historia y la 
justicia, ya sabemos que tal vez es un poco 
largo y sinuoso el camino para llegar a 
una investigación hecha con documentos 
de archivo, pero ¿cómo podríamos 
invitar a investigadores interesados en el 
tema para que se acerquen al archivo del 


poder judicial a hacer investigación? 


RC.- Ir ahí y pasar una mañana en el 
Archivo del Poder Judicial siempre sale 
uno ganando, es un tema impresionante, 
y además pensaba que he dado mi visión 
como historiadora. Finalmente es lo que 
llevo haciendo, pero cada que estoy en 
el Archivo del Poder Judicial o viendo 


un expediente judicial digo, si los 
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literatos se acercaran aquí sacarían unos 
novelones tremendos, interesantísimos, 
y esto también es una veta que desde la 
literatura los expedientes judiciales, o 
este tipo de expedientes te da muchísima 
tela para cortar ya desde la ficción, 
desde la sociología puede ser. Si bien 
estos expedientes están hablando ya de 
gente que ya no está, el ir al pasado para 
entender qué está sucediendo, también 
nos da una visión muchísimo más 
amplia; los abogados, siempre que veo 
estos expedientes y los alegatos de los 
abogados del siglo XIX que de verdad 
parecían poesías y libros de literatura y 
demás, yo digo ahora que ha cambiado 
esto de los juicios orales y que tienen que 
utilizar tanto la palabra de los abogados, 
si la utilizaran y si supieran, y si leyeran 
estos expedientes o se nutrieran de esto 
que se nutrían éstos abogados, tendríamos 
unos tremendos juicios, que hasta serían 
dignos de ir a ver, los juicios famosos de 
algunos defensores cuando estaba este 
jurado popular en la Ciudad de México, 
podía durar la defensa de los abogados 
cinco horas y el abogado no paraba de 


hablar y citaba de todo y decía “¡son una 


y» 


maravilla!”, pero sí pueden nutrirse de 
eso, y entonces no es nada más para los 
historiadores; y además como ciudadanos, 
todos los archivos históricos, todos los 
repositorios documentales, tenemos 
obligación sobre ellos, y finalmente ahí 
está nuestro pasado, ahí está mucho de 
lo que somos; y si no conocemos eso, 
es como andar a ciegas por el mundo; 
entonces es también una responsabilidad 
civil el conservar y el ver la importancia 


de estos acervos. 


FIN 
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Comentarios a los estereotipos 
sobre archivos y archivos en el 
cine 


LSIA Sandra Lorena Guevara López 
Introducción 


El artículo Historias inquietantes: 
Archivos y archiveros en el cine, es 
una exposición oral que presentó la 
Doctora Esther Cruces Blanco en el año 
2017, como requisito para ingresar a la 
Academia Malagueña de Ciencias y que 
posteriormente se publicó en https:// 
dialnet.unirioja. es. En su disertación, la 
doctora habla de cómo el cine estereotipa 
los conceptos de archivos, y los papeles 
(funciones) que tiene el archivero 
dentro de la trama de diversas cintas 
cinematográficas de origen español, 
italiano y estadounidense, entre otros; 
así también, menciona los valores que el 


mismo cine le da a los documentos. 


Estructura del artículo 


El discurso comienza con palabras de 
agradecimiento que la Doctora Esther 
Cruces dirige a los académicos don 
Alfonso Asensi Marfil, doña María Pepa 
Lara García y a doña Mercedes Vico 
Monteoliva, y a los miembros de aquella 
Junta de Gobierno de la academia. 

Posteriormente, trata cinco temas 
donde el asunto principal es cómo el cine 
describe a los archivos, y cómo define al 
personal que trabaja en estos recintos, 
los cuales son: Archivos, archiveros y el 
cine, Los archivos en el cine: el arcano, 
el misterio y el poder, El papel de los 
archiveros en el cine, Qué son, para 
qué sirven y qué se hace en los archivos 
en las películas, y Los valores de los 


documentos. 


Al final 


bibliográficas y recursos web consultados. 


indica las referencias 
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Contenido 


En el 


archiveros y el cine, la autora del 


primer tema Archivos, 
artículo comenta que en las películas, los 
archivos son como lugares misteriosos, 
porque son relacionados con el arcano!, 
y que los archiveros son “seres algo 
extravagantes”, por ser los custodios de 
la información y de todos los secretos 
que guardan los documentos de los 
archivos. También habla de que en la 
mayoría de las cintas cinematográficas, 
el papel de archivero es masculino y el 
de las bibliotecas es femenino, por lo 
que denota una clara falta de equidad de 
género, ya que, por medio de las películas, 
las personas se dan idea de cómo es tal o 
cual papel, y se puede pensar que en los 
archivos sólo trabajan personas del sexo 


1 1. Adj. Dicho especialmente de una cosa: 
Secreta, recóndita, reservada. 2. Mm. 
Secreto muy reservado y de importancia. 
3. m. Misterio, cosa oculta y muy difícil 

Web bibliografía: Real 

Academia de la Lengua: https://dle.rae.es/ 

arcanoHf:-:text=Dicho%20especialmente%20 

de%20 una%20cosa,muy%20reservado%20 
y%20de%20importancia%20. Con-sultado el 

28 de septiembre de 2021) 


de conocer. 


masculino, cuando en la realidad, tanto 
en los archivos como en las bibliotecas, 
trabajan personas de ambos sexos. En este 
tema también es importante destacar la 
definición que se hace de archivo: *“...los 
archivos registran decisiones, acciones 
y memoria. Constituyen un patrimonio 
único e irremplazable que se trasmite 
de generación en generación...?” y 
resguardan los documentos que son parte 
de la memoria individual y colectiva. Así 
pues, los archivos de las instituciones 
públicas son los responsables de la 
conservación del patrimonio documental 


de éstas. 


En Los archivos en el cine: el arcano, 
el misterio y el poder, la doctora Esther 
hace referencia a que la ubicación de 
los archivos son lugares oscuros, fríos y 
muchas veces instalados en los sótanos 
de los edificios. También dice que los 
archivos más representados en los filmes, 


son los archivos de la Administración 


2 Declaración Universal sobre los Archivos 
Web bibliografía: Consejo 
de los archivos: https://www.ica.org/sites/ 
default/files/UDA_  June2012_press_SP.paf. 
Consultada el 28 de septiembre de 2021. 


Internacional 
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Pública, pues son considerados las 


instituciones esenciales para buscar 


documentos de los organismos 
vinculados a ella, como los archivos 
de la policía, los archivos judiciales y 
los archivos nacionales, entre otros. 
Otro asunto de importancia que trata la 
autora es la seguridad que el séptimo arte 
representa en los archivos, haciéndolos 
ver como lugares a la vez inaccesibles, 
pero también donde el protagonista o 
héroe de la trama puede localizar lo 
que busca en un abrir y cerrar de ojos. 
Dos cosas que resultan incoherentes 
porque, en primer lugar, siendo los 
archivos responsables de salvaguardar 
el patrimonio documental de las 
instituciones y de los individuos, debe 
haber ciertos protocolos de seguridad y 
de conservación de la documentación; y, 
en segundo lugar, sin los instrumentos 
de control y consulta adecuados, sería 
muy difícil, para las personas que no 
trabajan en un archivo, localizar algún 


documento. 


El papel de los archiveros en el 
cine, aquí la doctora Cruces denota las 
características que tienen los archiveros 
en las películas cinematográficas: 
son “...personajes un tanto chiflados, 
rodeados de montañas de documento...” 
desempeñando esta función “...como 
castigo y para expiar sus pecados, 
que suelen estar relacionados con ser 


6 


alguien díscolo...” por lo que 
su lugar de trabajo no puede ser otro 
que un sótano...”. Y aunque no son 
personajes importantes, suelen ser los 
que facilitan el documento vital para el 
desenlace de la trama; ya que son las 
personas conocedoras del asunto o de la 
información que requiere el héroe para 
solucionar la trama de la película. Son 
mostrados como hábiles conocedores de 
su trabajo, inteligentes y bien informados. 
Lo que en la actualidad se traduce a que 
una persona responsable de un archivo, 
y sobre todo, de un archivo institucional, 
debe ser multidisciplinario, es decir, que 
además de conocer de archivos, debe 
tener conocimientos en el ámbito legal, 


tecnológico y administrativo. 
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En el penúltimo tema, Qué son, para 
qué sirven y qué se hace en los archivos 
en las películas, se hace referencia 
al ciclo vital de la documentación, 
donde la autora menciona que existen 
archivos de oficina (de trámite), archivos 
centrales (de concentración) y archivos 
históricos de muy diversos tipos. Y que 
en el cine los que más se mencionan 
son los de oficina. También identifica 
otro estereotipo que el cine hace de 


3 


los archivos: “...la eliminación de los 
documentos para ocultar, borrar, eliminar 
pruebas, acciones, conductas e, incluso, 
pensamientos.” Aquí también se hace 
referencia a los principios y técnicas 
clasificación, 


para la organización, 


descripción, servicio, custodia y 
conservación de los documentos, y que 
los archiveros debemos implementar 
en nuestros archivos. Pero en los 
filmes se observa que los protagonistas 
también “...saben cómo se organiza la 
documentación que buscan, cómo está 
colocada y dónde, aparentar dominar 
las técnicas de la identificación y de la 
descripción,... que parece indicar que 


esto de los archivos es algo fácil...” Otro 


aspecto a recalcar en este tema, es que 
la doctora Cruces habla sobre la custodia 
y la conservación como pilares básicos 
de la gestión de archivos, que tiene que 
ver con el acceso, la confidencialidad, la 
protección de datos y la salvaguarda de 
los secretos oficiales; en el séptimo arte, 
describen a los archivos como lugares 
misteriosos cuidados por un guardián 
severo, incorruptible o de bruscos 
modales; pero a la vez, el protagonista 
es capaz de acceder al archivo sin 
ningún problema. En la actualidad, con 
las leyes de transparencia y acceso a 
la información, esto último es posible, 
siempre procurando la protección de los 


datos personales. 


Y, por último, los valores de los 


documentos. 
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Pandemia 


Reflexiones en torno a convivencias de los menores con su 
progenitor no custodio en tiempo de pandemia COVID-109. 


Juez Ma. Isabel Gómez Hernández. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras F-G-H-I de este 


compendio 
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Pandemia 


Cláusula rebus sic stantibus. Aplicación en México por la pandemia 
generada por la covid-19. 


Juez Mtro. Francisco Jaramillo Mejía. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras B-C-D de este 


compendio 
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Pandemia 


Sobre el virus pandémico de nuestros días y un intento de 
homicidio. 


Mtro. Israel González Ramírez. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras F-G-H-I de este 


compendio 
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Patria potestad, pérdida de 
Consecuencias del incumplimiento de la responsabilidad parental. 
Propuesta de modificación de los artículos 497 y 500 del código civil 
del Estado de Guanajuato. 


Magistrado Eloy Zavala Arredondo. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras F-G-H-I de este 


compendio 
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Los estándares de prueba en 
los supuestos de pérdida de la 
patria potestad 
Dos paradigmas probatorios 


Juez Mtro. Daniel Delgado Ávila! 
Introducción 


n el marco del debate filosófico 
en torno a la posibilidad de que 
la verdad de los hechos pueda 
o deba ser buscada en el proceso, suele 
distinguirse entre procesos que facilitan 
la búsqueda de la verdad y los que la 


dificultan. 


Últimos en los que es especialmente 
difícil localizar la verdad de las aserciones 
de las partes por variadas razones que 
la complican: existencia de múltiples 
normas que establecen la exclusión de 
pruebas, las actividades probatorias de 


las partes, los poderes probatorios del 


1 Juez de oralidad familiar en Dolores Hidalgo, 
Guanajuato, México. Licenciado en derecho 
por la Universidad de Guanajuato y maestro 
en derecho constitucional y amparo por la 
Universidad Iberoamericana. 


juez; todo ello debe ser valorado por 
el juez acorde a su discrecionalidad 


racional.? 


La Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (en adelante “la Corte”), 
determinó que en el ámbito probatorio* el 
principio de interés superior de la niñez 
impone a los órganos jurisdiccionales el 
deber de recabar de oficio las pruebas 
que consideren necesarias, analizar todo 
el material probatorio que se encuentre 
en autos y no dejar de valorar algún 
elemento que pudiere resultar perjudicial 


para la infancia. 


Con ello, la Corte tomó la postura 
consistente en que los juicios en los 
cuales se determinen los derechos de 
niñas, niños y adolescentes (en adelante 
NNA), alcanzar la verdad es un valor 
fundamental del proceso. 

2 Vid. in extenso Taruffo, M.: Páginas sobre 


justicia civil. 1ra. Ed. . Madrid, 2009; pp. 416 y 
417. 


3 Décima Época, 2003069, Primera Sala, 
Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Libro XVIIl, Marzo de 2013, 
Constitucional, 1a./J. 30/2013 (10a.), página 
401. 
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El problema se presenta cuando, 


una vez desahogadas las pruebas 
ofrecidas por las partes y las recabadas 
oficiosamente por el Juez, es necesario 
elegir cuál de las descripciones de los 
hechos narrados por las partes recibe 
de las pruebas un grado adecuado de 
confirmación lógica; es decir, las pruebas 
atribuyen a cada hipótesis posible un 
grado diferente de confirmación, y la 
elección racional conduce a privilegiar la 
hipótesis que adquiere un mayor grado 


de confirmación. 


Aquí es donde aparece la principal 
función de los estándares de prueba, 
como un elemento que auxilia al juzgador 
a determinar la adecuación del grado 
de confirmación que se debe tomar en 
cuenta al resolver un litigio, mismos que 
en ocasiones se encuentran establecidos 
por los sistemas procesales mediante 
norma expresa, o bien en precedentes 


judiciales. 


En el 


usualmente no existen reglas que exijan 


proceso civil mexicano 
un determinado umbral de confirmación 
probatoria de los enunciados sobre 
los hechos; sin embargo, la fijación de 
un estándar probatorio en materia de 
causales de pérdida de la patria potestad 
es una de esas excepciones que han 
ocupado especial atención de la Corte. 
Es por ello, que el presente trabajo 
tiene como finalidad describir la línea 
jurisprudencial que se ha seguido de 
la quinta a la décima época en el tema 


anotado y realizar un análisis crítico. 
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I. El concepto de estándar de prueba 
en la epistemología jurídica 
Laudan,* la 


ara Larry 


epistemología jurídica como 

área de estudio está comprendida 
medularmente por dos partes. Por un 
lado, el núcleo duro en el que el interés 
se centra en aminorar la probabilidad de 
un juicio erróneo, entendido este último 
como falso, y cómo hacer para que esos 
errores sean tan improbables como lo 


permita la evidencia. 


Por otro lado, existe un núcleo débil 
que, aunque también se centra en el 
control del error, sus motivos no derivan 
de su relación con la verdad ni con la 
reducción de éste, sino de una decisión 
política según la cual cierto tipo de errores 
son peores o menos aceptables que otros. 
Es en este último escenario donde entra 
la idea de un estándar de prueba, mismo 


66 


que tiene como finalidad: “...indicar 


al investigador o a aquel que se está 


4 Cfr. Laudan, L..: Por qué un estándar de 
prueba subjetivo y ambiguo no es un estándar. 
En revista Doxa. Cuadernos de filosofía del 
derecho. No. 28. Alicante. 2006; p. 102. 


cuestionando, cuándo está autorizado 
a considerar algo como probado, esto 
es, cuando la relación entre la prueba o 
las premisas justifica la aceptación de 
la conclusión como probada para los 


propósitos pretendidos...”.* 


Para Marina Gascón: “ (...) los 
estándares de prueba son los criterios 
que indican cuando se ha conseguido la 
prueba de un hecho; o sea, los criterios 
que indican cuando está justificado 
aceptar como verdadera la hipótesis que 
lo describe (...)”.* 

Es importante destacar que la 
determinación del grado de probabilidad o 
de certeza que se requiere para que pueda 
darse por probado un hecho, dependerá 
de consideraciones epistemológicas, pero 


sobre todo de criterios de tipo político. 


5 Cfr. Laudan, L..: Por qué un..., p.104. 


6 Gascón, M.: Sobre la posibilidad de formular 
estándares de prueba objetivos. En revista 
Doxa. cuadernos de filosofía del derecho. No. 
28. Alicante. 2006; p.108. 
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Así, desde el punto de vista epistémico, 
se requiere un grado de probabilidad 
mínimo, y desde el enfoque político, 
el estándar de prueba: “(...) establece 
una determinada distribución del error, 
y una distribución del error que supone 
una determinada elección (político — 
valorativa) sobre la intensidad con que 
deben ser garantizados los derechos o 
intereses afectados por cada uno de los 


errores posibles(...)”.” 


7 Gascón, M.: Sobre la posibilidad ..., p.130. 


II. El concepto tradicional de pérdida 
de patria potestad y su estándar de 


prueba en la jurisprudencia 


n la contradicción de tesis 
21/2006, 


entre la Primera y la Segunda 


número suscitada 
Sala de la Corte, fue fijado el principal 
precedente judicial en relación a la 
naturaleza jurídica de la patria potestad. 

En el citado 


constitucional se definió a la patria 


procedimiento 


potestad como una garantía institucional, 
que en su dimensión individual, es 
del 


pater familias frente a intromisiones 


un derecho subjetivo público 
injustificadas en la custodia, educación, 
formación y administración de los bienes 


de su descendencia. 


De ahí que la Corte sostuvo que la 
pérdida de la patria potestad tiene la 
naturaleza de una sanción o “pena de 


carácter civil”,* pues constituye un acto 


8 Vid. la tesis jurisprudencial identificada 
bajo el rubro: “Patria potestad. El supuesto 
normativo que impone su pérdida por 
abandono injustificado del hogar conyugal 
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coercitivo que priva al destinatario de 
la norma de un bien, dado que no se 
le permitirá en lo sucesivo ejercer sus 
derechos derivados de ella, como el 
custodiar y educar a sus hijos, además 
de ser una consecuencia directa de 
una conducta de incumplimiento de 
obligaciones derivadas de la relación 


paterno filial. 


Por lo que toca al estándar de 
prueba, para decidir los casos en que se 
solicita la pérdida de la patria potestad, 
actualmente solo existe una tesis 
obligatoria integrada por reiteración 
de criterios que, según su genealogía, 
fue publicada como jurisprudencia en 
el apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación del año de 1985, aunque su 
primer precedente data de 1970. Por su 
importancia, a continuación, se transcribe 


el texto: 


por más de 6 meses, es una sanción civil que 
transgrede el artículo 22 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicano”, 
correspondiente a la Época novena. Registro: 
1011785. Instancia: Pleno. Tipo de tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Apéndice 2011. 
Materia Constitucional - Civil. Número 493. 
Página 1573. 


“Patria potestad, pruebas para la 
pérdida de la. Como la condena a la 
pérdida de la patria potestad acarrea 
graves consecuencias, perjudiciales tanto 
paralos hijos como para el progenitor, para 
decretarla, en los casos excepcionales 
previstos en la ley, se requiere de pruebas 
plenas e indiscutibles, que sin lugar a 
dudas hagan manifiesta la justificación 


de la privación.” 


Del anterior precedente judicial se 
advierten varios elementos que deben 
tomarse en consideración al momento 
de decidir un caso en que se solicita la 
pérdida de la patria potestad. 


El primero consiste en que las pruebas 
que sostienen la hipótesis del actor deben 
ser plenas e indiscutibles. La primera 
de estas propiedades obliga a descartar 
todas aquellas pruebas indirectas que 
por sí solas resultaran insuficientes para 


acreditar las causales”, tales como los 


9 En este sentido, existen diversas tesis 
sostenidas por la Tercera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación que señalan 
la imposibilidad de decretar la pérdida de la 
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indicios o las presunciones. La segunda 
cualidad, indica que los medios de 
prueba no pueden ser discrepantes o 
contradictorios entre sí para demostrar 
el hecho que se invoca como causa de 
pérdida de patria potestad, de tal suerte 
que si algunos de ellos apuntan hacia 
una versión diferente de la forma en que 
ocurrió el hecho, la conclusión obtenida 
sería discutible, con lo que no se colmaría 


el umbral probatorio requerido. 


En segundo lugar, la expresión: que 
sin lugar a dudas hagan manifiesta, 
denota que para la Corte las pruebas 
desahogadas deben generar un grado 
de confirmación absoluto, equivalente 


inclusive, a la certeza. 


En efecto, si este estándar de prueba 
se compara con otros existentes en 
el sistema jurídico mexicano desde 
el punto de vista de la probabilidad, 
tomando como referencia el binomio 


conocimiento/ignorancia de los hechos 


patria potestad únicamente con la confesión 
ficta o presunciones, inclusive en algunos 
casos se determinó insuficiente la prueba 
testimonial para tal efecto. 


en un juicio, el más allá de toda duda 
razonable del derecho penal, equivaldría 
a 0,9 ; la prueba clara y convincente, que 
usualmente se utiliza en áreas como el 
derecho administrativo sancionador o 
ciertos supuestos del derecho laboral, al 
0,75; y la probabilidad prevaleciente, que 
es el común al derecho civil patrimonial 


y mercantil, al 0,5. 


En 


representáramos 


este orden de ideas si 
numéricamente el 
grado de confirmación que requiere la 
hipótesis de quien demanda la pérdida 
de la patria potestad bajo el criterio 
actualmente obligatorio, este equivaldría 
a un 1.00, es decir, un estándar de prueba 
de certeza absoluta que inclusive supera 
el establecido en materia penal, pues no 
se exige únicamente que la versión de los 
hechos del actor se sostenga más allá de 
toda duda razonable, sino que inclusive, 
no exista duda alguna en el juzgador en 


relación a su ocurrencia. 


Un tercer elemento a considerar, es 
que el estándar probatorio de certeza 


absoluta resulta aplicable a cualquier 
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juicio en que se demanda la pérdida de la 
patria potestad, sin importar el tipo o la 
naturaleza de los hechos que se pretenden 
probar, pues la Corte no realizó distinción 
alguna en la tesis. De tal suerte que los 
hechos de un juicio en el que se ventilan 
abusos sexuales o violencia contra la 
infancia, serán valorados bajo el mismo 
umbral que otro en el que los enunciados 
a probar ser refirieran; por ejemplo, al 
incumplimiento en el pago de la pensión 


alimenticia. 


Finalmente, es importante destacar 
que en la propia jurisprudencia la Corte 
determinó que el estándar probatorio 
encontraba su justificación en las graves 
consecuencias perjudiciales que la 
pérdida de la patria potestad acarreaba 
no solo para los hijos, sino también a 
los padres, lo que hace patente que el 
elevar a certeza absoluta el grado de 
confirmación de la hipótesis de quien 
demanda la pérdida de la patria potestad, 
tuvo por objetivo proteger tanto los 
derechos del infante como los del 
progenitor demandado. Esto es acorde 


con la ideología imperante en aquella 


época en torno a la naturaleza y funciones 
de las causales de pérdida de la patria 
potestad, que la configuraban como una 
sanción o pena de carácter civil, cuya 
procedencia requería del más exigente 
de los estándares de prueba en el sistema 
jurídico mexicano, dado que traería 
como consecuencia graves afectaciones 
y pérdidas de derechos tanto a quien la 


ejerce como al NNA en cuestión. 


De lo expuesto se advierte que la 
protección y defensa de los derechos de la 
infancia nunca tuvo un papel central para 
la Corte al momento de fijar el concepto, 
funciones y causas de pérdida de patria 
potestad, pues las interpretaciones 
tradicionales se orientaban a la protección 
de los derechos de las NNA en forma 
equivalente a los derechos de los padres, 
o bien conjuntamente otro tipo de valores 
como la familia entendida en un sentido 


tradicional o el orden público.'% 


10 En este sentido véase, Cossio, J. Los 
tiempos de la familia. En periódico el país. 
18 de noviembre de 2015. Consultable en: 
https: //elpais.com/internacional/2015/11/18/ 
mexico/1447876591_103189.html. Ultima 
consulta el 25 de febrero de 2019. 
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TIT. El nuevo concepto de pérdida de 
patria potestad y la permanencia 
del estándar de prueba tradicional. 
El amparo directo en revisión 
348/2012 


a aplicación obligatoria del 

principio de interés superior de 

la niñez, así como la protección 
dentro del seno familiar a otros grupos 
en condiciones de vulnerabilidad en 
virtud de la reforma constitucional en 
materia de derechos humanos de junio 
de 2011; además del control difuso de 
convencionalidad y constitucionalidad, 
obligaron a la Corte a revisar la 
doctrina jurisprudencial del derecho de 
familia sostenida hasta esa fecha, para 
incorporar nuevas instituciones y adaptar 
las tradicionales al novedoso paradigma 


constitucional. 


El punto de quiebre de la línea 
jurisprudencial que configuraba a la patria 
potestad como una sanción, lo constituye 


la sentencia pronunciada en el amparo 


11 


directo en revisión 348/2012 radicado en 
la Primera Sala de la Suprema Corte de 


Justicia de la Nación.'' 


En la ejecutoria referida, la Corte 
determinó que con la introducción en el 
texto constitucional del interés superior 
del menor de edad, los tribunales debían 
abandonar la vieja concepción de la patria 
potestad como un poder omnímodo sobre 
los hijos, para configurarla no como un 
derecho del padre: “(...) sino como una 
función que se les encomienda a los 
padres en beneficio de los hijos y que 
está dirigida a la protección, educación 
y formación integral de los hijos, cuyo 
interés es siempre prevalente en la 


relación paterno filial (...)”.” 


11 Este precedente judicial finalmente integraría 
la jurisprudencia por reiteración de criterios 
1a./J. 50/2016 (10a.), que apareció publicada 
en la página 398 del Semanario judicial de 
la Federación correspondiente al mes de 
octubre de 2016 bajo el rubro: Privación de 
la patria potestad. su función como medida 
protectora del interés superior del menor. 


12 Vid. la página 59 de la ejecutoria dictada 
dentro del amparo directo en revisión 
348/2012, consultable en: http://www2.scjn. 
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De esto último, la Corte obtuvo como 
conclusión que, ala luz del interés superior 
de la infancia, la privación de la patria 
potestad ya había perdido el carácter 
sancionador que tradicionalmente se le 
había atribuido, para configurarse en la 
actualidad como una medida protectora 
de los intereses de las NNA que opera 
cuando los padres realizan conductas que 
puedan poner en peligro su integridad o 


formación. 


De igual manera, estableció que para 
determinar la privación de la patria 
potestad, los tribunales debían atender 
en forma preferente al interés superior 
del menor de edad, al que se encontraban 
subordinados los derechos que pudieran 
corresponder a sus padres, los que en 


ningún caso serían preponderantes. 


Si bien la Corte en el precedente 
en cita modificó sustancialmente el 
concepto y funciones de la privación de 
la patria potestad para ajustarlo al nuevo 
paradigma constitucional de protección 

gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/ 


DetallePub.aspx?AsuntolD=136071. Última 
consulta el 25 de febrero de 2019. 


de derechos de NNA, mantuvo el 
estándar de prueba tradicional de certeza 
absoluta, tal como se desprende de la 
siguiente cita de la ejecutoria en análisis: 
“(...) Asimismo, y ante una medida de 
tal gravedad, los órganos jurisdiccionales 
deben probar_ en forma plena y 
convincente que ha ocurrido un efectivo 
y voluntario incumplimiento por parte de 
los padres, así como establecer el alcance 
y gravedad de los incumplimientos 
imputados y las circunstancias 
concurrentes como decisivas para poder 
atribuir las consecuencias negativas de 


las acciones y omisiones denunciadas 


(ya 


De lo expuesto hasta aquí se concluye 
que en relación a la naturaleza y 
funciones de las causas de pérdida de la 
patria potestad, se produjo un quiebre 
sustancial en la línea jurisprudencial, 
pues se dejó de conceptualizarla como 
un poder o derecho subjetivo de padre 
y madre sobre su descendencia, para 


concebirla ahora como una función 


13 Lo subrayado es propio. 
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dirigida a la protección prevalente de los 
intereses del NNA y no de sus padres, sin 


carácter sancionador. 


A partir de su emisión, este criterio 
ha orientado todas las decisiones de la 
primera sala, a grado tal que en octubre 
de 2016 logró el número de precedentes 


necesarios para integrar jurisprudencia. 


Pese a este cambio radical en el 
entendimiento de las causales de pérdida 
de patria potestad, en ese momento la 
Corte no examinó el impacto que esto 
traería en el estándar probatorio necesario 
para dar por probadas las hipótesis de 
quien las invocaba, pues como ya se ha 
expuesto, básicamente reiteró el umbral 
de suficiencia probatoria que exigía la 
existencia de prueba plena, y con ello, de 
certeza absoluta. 

El amparo directo en revisión 
390/2013 es un precedente judicial en 
que la Corte expresamente se ocupó 
de fijar un estándar probatorio para las 


causas de privación de patria potestad. 


Fue fijado en la sentencia emitida por 
la Primera Sala en el amparo directo en 
revisión 390/2013. 


En esta sentencia, entre otras cosas, la 
Corte examinó el artículo 373 fracción 
VI del Código Civil del Estado de 
Veracruz, para determinar si era contrario 
a los principios de proporcionalidad, 
interés superior del menor, y protección 
a la familia, al establecer que la patria 
potestad se pierde cuando quien la ejerce 
sea condenado por la comisión de un 
delito doloso en el que la víctima sea el 


infante. 


Al respecto, la primera sala determinó 
que no era correcto interpretar la norma 
en el sentido de considerarla aplicable 
automáticamente ante la comisión 
de cualquier ilícito sin distinguir su 
naturaleza, por lo que se debía realizar 
una interpretación conforme al interés 
superior de la infancia: “(...) si de las 
circunstancias en las que se comete el 
ilícito en cuestión al juzgador le surge 
una duda razonable respecto a si con la 


comisión de dicho ilícito se comprueba 
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que el progenitor ha sido falto a su 
obligación de cuidado y búsqueda del 
bienestar del menor, entonces la sanción 
de pérdida de patria potestad no debe 


aplicarse (...)”.'* 


En nota a pie de página de la sentencia 
que se comenta, la propia Corte determinó 
que en este caso la duda razonable debe 
entenderse como un principio orientador 
para la valoración de pruebas en juicio, 
las cuales deben demostrar las mayores 
probabilidades a ser ciertas del hecho 
que imputan, por lo que, de no ser así, no 
demuestran la realización del hecho más 
allá de toda duda razonable. 
Corte invocando 


la sentencia que contiene el criterio 


Finalmente, la 


tradicional de estándar probatorio 


equivalente a certeza absoluta, señaló 
que para decretar la pérdida de la patria 


potestad: “(...) deben demostrarse 


14 Véase la página 23 de la ejecutoria dictada 
dentro del amparo directo en revisión 
390/2013, consultable en: http://www2.scjn. 
gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/ 
DetallePub.aspx?AsuntolD=148198. Última 
consulta el 25 de febrero de 2019. 


pruebas plenas e indiscutibles para 
sancionar sólo enlos casos excepcionales, 
por lo que si no existe esa prueba plena e 
indiscutible o de existir se tenga la duda 
razonable de que la misma en realidad 
no muestra de forma contundente el 
incumplimiento del progenitor, entonces 
no es procedente decretarla pues se 
pueden ocasionar mayores perjuicios que 
beneficios a los intereses y derechos de 


los menores involucrados (...)”.'* 


15 Vid. Página 23 de la ejecutoria..., p. 26. 
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IV. El nuevo estándar probatorio en 
las causales de pérdida de patria 
potestad por violencia sexual. 

Importancia y trascendencia del 


caso 


a línea jurisprudencial 
fijaba el 


para decretar la pérdida de la 


que 
umbral probatorio 
patria potestad en “certeza absoluta” 
fue interrumpida expresamente por la 
Corte en el amparo directo en revisión 
3797/2014,'* para los casos en que se 
alegan abusos contra NNA. 


del 


constitucional se originó en un juicio 


El trámite citado proceso 


familiar en el que se demandó la pérdida 
de la patria potestad con motivo de 
agresiones sexuales cometidas por 
el padre en agravio de su hija menor 
de edad, por lo que al calificar si se 
cumplían los requisitos de importancia y 


trascendencia para admisión del recurso, 


16 Vid. ejecutoria del amparo directo en revisión 
3797/2014  consultable en: — http://www2. 
scin.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/ 
DetallePub.aspx?AsuntolD=169559. 
consulta el 25 de febrero de 2019. 


Última 


la Corte estableció que el análisis 
del caso permitiría fijar criterios de 
relevancia para el orden jurídico nacional 
relacionados con la incidencia del interés 
superior del niño en el estándar de prueba, 
para declarar probada la existencia de 
conductas que involucran alguna clase 
de abusos sexuales en juicios por pérdida 


de patria potestad. 


La importancia del caso fue tal, que 
a pesar de que ordinariamente el amparo 
directo en revisión es improcedente en 
contra de la apreciación de las pruebas en 
juicios donde se involucren derechos de 
menores de edad por tratarse de un tema 
de mera legalidad, la Corte determinó 
que en el caso, se estaba en uno de los 
supuestos de excepción a esta directiva, 
pues las cuestiones probatorias que se 
ventilaban en el juicio si revestían un 


cariz constitucional. 


En la ejecutoria que se comenta, 
la Corte precisó que si la pérdida de la 
patria potestad es una medida protectora 
de la infancia en situaciones extremas, 


el deber de protección de la niñez contra 
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toda forma de perjuicio o abuso físico 
o mental o sexual mientras el niño se 
encuentre bajo la custodia de sus padres, 
contenido en los artículos 12.2 y 19.1 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, 
también estará a cargo de las autoridades 
jurisdiccionales, con independencia de 
que el legislador hubiere cumplido con 
esas obligaciones en sus respectivos 


ámbitos de competencia. 


Por tanto, la ausencia de medidas 


legislativas que establezcan reglas 
específicas sobre el estándar para tomar 
decisiones probatorias en casos de niños 
que afirman haber sido víctimas de 
abusos sexuales: “(...) no debe ser un 
obstáculo para que los jueces protejan 
en la mayor medida posible los derechos 
fundamentales de los menores con apoyo 
en los poderes normativos y estrategias 


interpretativas que tengan a su alcance 


as 


17 Ejecutoria del amparo directo en revisión 
3797/2014..., p. 51. 


Sí el lineamiento previamente anotado 
se lee en términos de las obligaciones 
dirigidas a los congresos locales, se 
concluye que la fijación en los códigos de 
uno o varios umbrales probatorios para 
decidir sobre la privación de la patria 
potestad en los casos que involucran 
abusos contra la infancia, es una medida 
que se alinea en la mejor protección de 
los derechos de este grupo, en especial, 
del contenido en los artículos 12.2 y 19.1 
de la Convención sobre los Derechos del 


Niño. 


Silamismadirectivaseinterpretaahora 
a la luz de los deberes correspondientes 
a las autoridades jurisdiccionales, se 
sigue que al momento de decidir sobre 
la privación de la patria potestad, quien 
juzga deberá precisar el origen del 
estándar de prueba utilizado, ya sea 
que se encuentre establecido en ley, 
jurisprudencia o hubiere sido construido 
con base en las estrategias interpretativas 


a su alcance. 
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Por otra parte, para el caso de que el 
legislador hubiere decidido establecer un 
determinado estándar probatorio para la 
procedencia de las causales de pérdida de 
patria potestad, en ejercicio del control 
difuso de constitucionalidad sobre los 
códigos locales, el tribunal se encuentra 
obligado a examinar y modular en el 
ámbito de sus respectivas competencias, 
la compatibilidad de tal parámetro con el 
interés superior de la niñez y de resultar 
contrario al mismo, inaplicar el estándar 
probatorio legalmente establecido y 
sustituirlo por uno que sea compatible 
con la protección y defensa de los 


derechos de la infancia. 


En el amparo directo en revisión 
3797/2014, la Corte retoma la doctrina 
especializada en materia de razonamiento 
probatorio para establecer que en las 
decisiones probatorias existen dos tipos 
de errores: declarar como probada una 
hipótesis falsa (falsos positivos), O 
bien, declarar no probada una hipótesis 


verdadera (falsos negativos). 


Así, la Corte señaló que la función de 
los estándares de prueba en un sistema 
jurídico consiste en distribuir el error en 
las decisiones probatorias para: “(...) 
incidir sobre la intensidad con la que 
se protegen los intereses o los derechos 
potencialmente afectados por esos errores 
al elevar por encima del mínimo exigido 
por la racionalidad epistemológica el 
nivel de confirmación que se requiere 
para dar por probado un hecho en función 
precisamente de los intereses o derechos 


en juego en cada tipo de proceso (...)”.!* 


Al trasladar este esquema a un proceso 
civil que tiene por objeto determinar 
si el padre de un NNA ha dado lugar a 
una causal de pérdida de patria potestad, 
la Corte estimó que bajo la visión 
tradicional de la privación de la patria 
potestad que se concebía como una pena 
civil, era congruente exigir un estándar 
de prueba clara y convincente conforme 
al cuál se decretaría solo cuando 
estuviere sólidamente confirmado que 


el padre realizó la conducta, pues con 


18 Ejecutoria del amparo directo en revisión 
3797/2014..., p. 57. 
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ello se disminuiría el riesgo de declarar 
probada la causal cuando en realidad el 
padre no hubiere realizado la conducta 
alegada (condenar a padres inocentes). 
No obstante, también aumentaría la 
probabilidad de cometer el error de 
no declarar probada la causal a pesar 
de que el padre haya realizado los 
comportamientos que le son imputados 
(absolver a culpables). En este sentido, 
la Corte concluyó que en lo que se 
refiere a la distribución del riesgo de 
cometer errores, este estándar probatorio 
considera que los intereses de los padres 
merecen mayor protección que los de 
NNA. 


Corte 


nuevo 


Precisado lo anterior, la 


determinó que bajo el 
entendimiento de la privación de la patria 
potestad como una medida protectora del 
interés superior de los NNA, se impone 
la exigencia de que: “...en los procesos 
civiles cuando se demanda la pérdida 
de la patria potestad que ejerce uno de 
los padres a partir de ciertos hechos que 
comportan algún tipo de abuso hacia el 


menor, se adopte el estándar de prueba 


de la probabilidad prevaleciente...”*”. A 
decir de la Corte, bajo este último estándar 
de prueba que no es particularmente 
exigente, basta que se establezca el 
nivel mínimo de confirmación racional 
para dar por probado un hecho, con lo 
que se ofrece igual grado de protección 
tanto a los derechos o intereses tanto 
de padres como de hijos, minimizando 
la probabilidad de absolver a padres 


culpables de abusos contra sus hijos. 


Con el criterio reseñado previamente, 
la Corte alteró sustancialmente la línea 
jurisprudencial que había sostenido hasta 
esa fecha en lo que respecta al estándar 
probatorio aplicable a las causales de 


pérdida de patria potestad. 


La primera modificación surge de 
la necesidad que tuvo la Corte de dar 
un tratamiento especial a las causas de 
privación de patria potestad que implican 
abuso físico o mental contra NNA, pues 
bajo el estándar de prueba tradicional, 
sumamente 


ciertamente resulta 


19 Ejecutoria del amparo directo en revisión 
3797/2014..., p. 93. 
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complicado probar conductas que 
usualmente se realizan en el ámbito de 
lo privado y que por tanto, no existen a la 
mano pruebas más allá del testimonio de 


las víctimas. 


Así, la línea jurisprudencial después 
de la resolución en cita, establece que la 
hipótesis expuesta por quien demanda 
la pérdida de la patria potestad, debe 
obtener de las pruebas un alto grado de 
confirmación, salvo que se trate de hechos 
constitutivos de abusos contra la infancia, 
en los que únicamente se requerirá un 
mínimo de confirmación racional bajo el 


estándar de la probabilidad prevaleciente. 


Un segundo punto parte de la 
distinción respecto al grado de protección 
que merecen los derechos o intereses en 
juego tanto de los padres, como de los 
NNA. En este sentido, la Corte invita 
a examinar los estándares de prueba 
exigidos para decretar la pérdida de la 
patria potestad, atendiendo a la conducta 
imputada y al tipo de interés o derecho 
que será afectado y no solo utilizar un 


mismo estándar probatorio, pues las 


conductas señaladas taxativamente por 
los códigos civiles o familiares de las 
entidades federativas como constitutivas 
de la pérdida de la patria potestad, 
pueden traer afectaciones diversas a los 
derechos e intereses de padres o hijos 
dependiendo de su gravedad. Tal es el 
caso del incumplimiento de pago de la 
obligación alimentaria que por sí misma 
no tiene como consecuencia la privación 
del contacto entre padres e hijos. 
Finalmente, cabe mencionar que 
en México los jueces y tribunales 
actualmente siguen utilizando el estándar 
de prueba clara y convincente, más 
allá de toda duda razonable y certeza 
absoluta, para examinar la procedencia 
de la pérdida de la patria potestad para 
todo tipo de causales. Por lo que se 
hace necesaria no solo la difusión del 
precedente judicial examinado, sino 
también el análisis de los diversos 
estándares probatorios que actualmente 
existen, a fin de proporcionar elementos 
críticos a los jueces para determinar 
el estándar probatorio a utilizar para 


cada tipología de conducta, atendiendo 
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a los derechos e intereses que serán 
afectados o desprotegidos con condenas 
o absoluciones, pues tradicionalmente 
nuestra cultura jurídica en el derecho 


privado ha sido ajena a tales discusiones. 


Conclusiones 


rimera.- En el sistema jurídico 
mexicano actualmente coexisten 
dos estándares de prueba de 
decretar la 


creación judicial para 


privación de la patria potestad. 


El primero de ellos se fundamenta en 
la idea de que al ser la patria potestad un 
poder que se ejerce por el pater familias 
sobre los NNA, su pérdida constituye 
una sanción civil, y por tanto es necesario 
que los hechos se prueben plenamente 
y el estándar de prueba será de certeza 


absoluta. 


Mientras, el segundo estándar de 
prueba se basa en la nueva concepción de 
las causales de pérdida de patria potestad 
como función protectora de los derechos 
e intereses de la infancia, para tutelarlos 
es menos exigente, y se identifica como 


el de la probabilidad prevaleciente. 


Segunda.- Toda vez que la fijación 
de un estándar de prueba en materia de 


causas de privación de la patria potestad 
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es un tema que puede ser analizado desde 
una perspectiva constitucional, todos los 
jueces y tribunales del país en los casos 
sometidos a su consideración, tienen 
la obligación de exponer el estándar 
de prueba que se utiliza al momento 
de absolver o condenar a la privación 
de la patria potestad, y en caso de que 
esté fijado legalmente, analizar su 
constitucionalidad a la luz del interés 


superior de NNA. 
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Perspectiva de genero 


Algunas reflexiones en torno a los casos de “la manada y los 
porkis”. 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras B-C-D de este 


compendio 
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Perspectiva de género 
Juzgar con perspectiva de género. 
Juez Mauricio Wilfrido Cruz Navarrete. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras F-G-H-I de este 


compendio 
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Prevención. 


Lic. Floscello Granados Martínez 


a prevención en materia laboral 

es una figura que pretende 

salvaguardar los derechos de los 
trabajadores dentro del juicio laboral, en 
atención al principio de tutela procesal; sin 
que tal situación rompa la imparcialidad 
jurisdiccional, pues aquella se debe 
acotar a señalar los puntos respecto 
de los cuales no existe claridad en la 
demanda, ya sea por contradicciones o 
por omisiones, para que sea el propio 


trabajador quien regularice su demanda. 


Cabe señalar que la tarea de prevenir 
al trabajador se confiere al secretario 
instructor, al ser éste el encargado de 


tramitar la fase escrita del procedimiento. 


Esta figura se encuentra contemplada 
en el artículo 873 de la ley federal del 
trabajo, la cual concede un plazo de tres 
días al trabajador para que subsane las 


irregularidades advertidas por el tribunal, 


siempre que se trate de las prestaciones 
o hechos en los cuales el trabajador 
pretende sustentar su demanda. 

El citado artículo 


trabajador de que, en caso de no subsanar 


apercibe al 


su demanda, esta se subsanará de oficio 
por el tribunal, con base en el material 
probatorio que hubiere acompañado 
a su demanda y de conformidad con 
las normas del trabajo. No obstante, 
existen cuestiones que son material o 
jurídicamente imposibles de subsanarse, 
siendo el caso de la documentación 
indispensable para la tramitación de un 
juicio, como lo es la constancia de no 
conciliación, la cual, a raíz de la reforma 
en materia laboral del año 2019, es un 
requisito indispensable para acudir a 
juicio (salvedad de los casos exentos 
que establece el artículo 685 ter de la ley 
federal del trabajo). 


Es entonces que la prevención en 
materia laboral reviste una importancia 
preponderante, al grado que su omisión 
puede constituir una violación procesal 


que afecte las defensas del quejoso y 
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trascienda al resultado del fallo. Un 
ejemplo de ello se da cuando se reclama 
un riesgo de trabajo, pues en caso de que 
no se establezcan con precisión, en el 
escrito de demanda, los hechos en que 
el trabajador sostiene su acción, o bien 
lo hace de forma deficiente, el tribunal 
se encuentra obligado a prevenirlo, de 
lo contrario, se actualiza una violación 
procesal que puede trascender al 


resultado del fallo.! 


1 Jurisprudencia 2Za./J. 59/2007, emitida 
por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, visible en la 
Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 
2007, página 894, con registro digital 172526, 
de rubro “ENFERMEDAD PROFESIONAL. 
LA OMISIÓN DE LA AUTORI-DAD DE 
REQUERIR AL TRABAJADOR — PARA 
QUE PRECISE EN SU DEMANDA LAS 
ACTIVIDADES DESEMPEÑADAS, LA 
EMPRESA O ESTABLECIMIENTO Y EL 
TIEMPO EN QUE LAS DESARROLLÓ, 
CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN PRO- 
CESAL QUE DA LUGAR A LA REPOSICIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO” 
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Plazos del sistema penal 
acusatorio mexicano 
Los márgenes temporales de 
la actividad procesal penal. El 
principio dies quo 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 
A manera de introducción 


n plazo, en términos legales 

es un lapso de tiempo dentro 

del que se debe realizar una 
actividad y, en materia procesal penal, 
su regulación inicia con el artículo 94 
del código nacional de procedimientos 
penales. 


Para computar los plazos legales se 
cuentan días naturales si se trata de actos 
relativos a providencias precautorias, 
puesta del imputado a disposición 
del órgano jurisdiccional, resolver la 
legalidad de la detención, formulación 
de la imputación, resolver sobre la 
procedencia de las medidas cautelares en 
su caso y decidir sobre la procedencia de 


la vinculación a proceso. 


El resto de los actos se cuentan por 
días hábiles excluyendo los sábados, 
los domingos y los días que sean 
determinados como no laborables por 
diversos ordenamientos 


los legales 


aplicables. 


Los plazos señalados en días se 
contarán completos a partir del día en 
que surte efectos la notificación, en tanto 
los que se señalen por horas correrán de 


momento a momento. 


129 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Plazos del código nacional de procedimientos penales! 


Procedencia de 


la declinatoria 


Procedencia de 


la inhibitoria 


Se podrá promover por escrito o de forma oral, hasta 


antes del auto de apertura a juicio. 


Si la incompetencia es del Órgano jurisdiccional 


deberá promoverse dentro del plazo de tres días 
siguientes a que surta sus efectos la notificación de la 
resolución que fije la fecha para la realización de la 
audiencia de juicio. Ante el juez de control que fijo la 
competencia. 

Se podrá promover por escrito o de forma oral, ante 
el juez que se considere competente hasta antes del 
auto de apertura a juicio. Si la incompetencia es del 
Tribunal de enjuiciamiento deberá promoverse dentro 
del plazo de tres días siguientes a que surta sus efectos 
la notificación de la resolución que fije la fecha para la 
realización de la audiencia de juicio. Ante el Tribunal 


de enjuiciamiento que se considera competente. 


1  Losplazos sujetos al arbitrio judicial serán determinados conforme a la naturaleza del procedimiento 
y a la importancia de la actividad que se deba Hle desarrollar, teniendo en cuenta los derechos de 


las partes. 


No se computarán los días sábados, los domingop ni los días que sean determinados inhábiles por 
los ordenamientos legales aplicables, salvo que se trate de los actos relativos a providencias 
precautorias, puesta del imputado a disposicipn del Órgano jurisdiccional, resolver la legalidad 
de la detención, formulación de la imputación, resolver sobre la procedencia de las medidas 
cautelares en su caso y decidir sobre la procedencia de su vinculación a proceso, para tal efecto 
todos los días se computarán como hábiles. Los demás plazos que venzan en día inhábil, se 
tendrán por prorrogados hasta el día hábil siguignte y los plazos establecidos en horas correrán de 
momento a momento y los establecidos en díad a partir del día en que surte efectos la notificación. 
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Sustanciación de 


la acumulación 


Separación de 


los procesos 


Tiempo y forma 


de recusar 


Trámite 


de recusación 


Temporalidad de 


actos procesales 


El juez cita a las partes a las partes a una audiencia 
dentro de los tres días siguientes, y resolverá en la 
misma audiencia. Podrá decretarse hasta antes de que 
se dicte el auto de apertura a juicio. 

Se podrá promover hasta antes de la audiencia de 
juicio. El juez cita a las partes a las partes a una 
audiencia dentro de los tres días siguientes, y resolverá 
en la misma audiencia. 

Interposición ante el propio Juez o Magistrado 
recusado, por escrito y dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes a que se tuvo conocimiento del 
impedimento. Se interpondrá oralmente si se conoce 
en el curso de una audiencia y en ella se indicará, bajo 
pena de inadmisibilidad, la causa en que se justifica y 
los medios de prueba pertinentes. 

El recusado remitirá el registro de lo actuado y los 


medios de prueba ofrecidos al Órgano jurisdiccional 


competente. Recibido el escrito, se pedirá informe al 
juzgador recusado, quien lo rendirá dentro del plazo 
de veinticuatro horas, señalándosele fecha y hora para 
realizar la audiencia dentro de los tres días siguientes 
a que se recibió el informe. 

Los actos procesales podrán ser realizados en 


cualquier día y a cualquier hora, sin necesidad de 


previa habilitación. 
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Ausencia de las 


Aclaración 


Plazo para 
cumplimiento 
de exhortos y 


requisitorias 


Incompetencia 


en exhortos 


El Ministerio Público sustituto o el nuevo Defensor 
podrán solicitar al Órgano jurisdiccional que aplace 
el inicio de la audiencia o suspenda la misma por 
un plazo que no podrá exceder de diez días para la 


adecuada preparación de su intervención en el juicio. 
En la misma audiencia, después de dictada la 


resolución y hasta dentro de los tres días posteriores 
a la notificación, las partes podrán solicitar su 
aclaración, la cual, si procede, deberá efectuarse 


dentro de las veinticuatro horas siguientes. 
Se proveerán dentro de las veinticuatro horas 


siguientes a su recepción y se despacharán dentro de 
los tres días siguientes, a no ser que las actuaciones 
que se hayan de practicar exijan necesariamente 
mayor tiempo, en cuyo caso, el Juez de control fijará 


el que crea conveniente y lo notificará al requirente. 
Si el asunto no resulta ser de su competencia o si tuviere 


dudas sobre su procedencia, podrá comunicarse con 


el Organo jurisdiccional exhortante o requirente, oirá 


al Ministerio Público y resolverá dentro de los tres 


días siguientes. 
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Remisión de 
exhorto para 


audiencia inicial 


Formas de 


notificación 


R e g l a 
general sobre 


notificaciones 


Cuando se cumpla una orden de aprehensión, el 


exhortado o requerido pondrá al detenido, sin dilación 


alguna, a disposición del Órgano jurisdiccional. Si 


no fuere posible poner al detenido inmediatamente a 
disposición del exhortante o requirente, el requerido 
dará vista al Ministerio Público para que formule la 
imputación; se decidirá sobre las medidas cautelares 
que se le soliciten y resolverá su vinculación a 
proceso, remitirá las actuaciones y, en su caso, al 
detenido, al Órgano jurisdiccional que haya librado el 
exhorto dentro de las veinticuatro horas siguientes a 
la determinación de fondo que adopte. 

Si por hallarse en otra jurisdicción la persona o las 
cosas que sean objeto de la diligencia, lo remitirá al 
Juez de control del lugar en que aquélla o éstas se 
encuentren, y lo hará saber al exhortante o requirente 


dentro de las veinticuatro horas siguientes. 
De no encontrarse el interesado o su representante 


legal en la primera notificación, el notificador dejará 
citatorio con cualquier persona que se encuentre en 
el domicilio, para que el interesado espere a una hora 
fija del día hábil siguiente. 

Las resoluciones deberán notificarse personalmente a 


quien corresponda, dentro de las veinticuatro horas 


siguientes a que se hayan dictado. 
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Plazo para ser 
convocadas 
las partes para 


audiencia 


Cuando menos con cuarenta y ocho horas de 


anticipación a la celebración del acto. 


En caso de que las partes, estando obligadas a 
presentar a sus testigos o peritos, no cumplan con 
dicha comparecencia, se les tendrá por desistidos de la 
prueba, a menos que justifiquen la imposibilidad que 
se tuvo para presentarlos, dentro de las veinticuatro 


horas siguientes a la fecha fijada. 
Dentro de las veinticuatro horas siguientes a aquel en 


que el perjudicado tenga conocimiento fehaciente del 


acto cuya reposición del plazo se pretenda. El Órgano 


jurisdiccional podrá ordenar la reposición una vez 
que haya escuchado a las partes. 
Por escrito dentro de los dos días siguientes a aquel en 


que el perjudicado tenga conocimiento fehaciente del 
acto. Si el vicio se produjo en audiencia y el afectado 


estuvo presente, deberá presentarse verbalmente antes 
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Convalidación 


3 | Derechos del 


fracción | imputado a 


Xx 


ser juzgado en 


audiencia por 


un Tribunal de 
enjuiciamiento 
Garantía de la 


defensa técnica 


Dentro de las veinticuatro horas siguientes de haberse 
realizado el acto, la parte que no hubiere estado 
presente o participado en él no solicita. En caso 
de que no hubiera sido posible advertir en forma 
oportuna el defecto, el interesado deberá solicitar en 
forma justificada el saneamiento del acto, dentro de 
las veinticuatro horas siguientes a que haya tenido 
conocimiento del mismo. 

Quedarán convalidados los defectos de carácter 
procesal que no afecten derechos fundamentales 
del imputado, cuando éste o su Defensor no hayan 
solicitado su saneamiento dentro de las veinticuatro 


horas después de advertirlo. 
Antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya 


pena máxima no exceda de dos años de prisión. 
Antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, 


salvo que solicite mayor plazo para su defensa. 


Inasistencia o incompetencia del defensor, si se trata 
de un defensor privado, el imputado contará con tres 
días para designar un nuevo Defensor. 

Se otorgará un término que no excederá de diez días 


para que se desarrolle una defensa adecuada a partir 


del acto que suscitó el cambio. 
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Solicitud 


investigación por parte del imputado, defensor, 


a Ministerio público de actos de 


víctima u ofendido, el ministerio público dentro del 
plazo de tres días resolverá. 
A partir de que se advierta la omisión del acto 


procesal, la queja podrá interponerse ante el Consejo. 
Éste deberá tramitarla y resolverla en un plazo no 


mayor a tres días. 


A partir de que se recibió la queja por el Órgano 


jurisdiccional, éste tiene un plazo de veinticuatro 
horas para subsanar dicha omisión, o bien, realizar 
un informe y remitir el recurso y dicho informe al 
Consejo. 

El Consejo tendrá cuarenta y ocho horas para resolver 
si dicha omisión se ha verificado. 

De sesenta días naturales, prorrogables hasta por 


treinta días. 


Plazo máximo de veinticuatro horas siguientes a que 


se haya recibido la solicitud. 


Desistimiento 
de 
penal 
de 
público 
Resolución 


acción 
Solicitud 


ministerio 


la 


de 
desistimiento de 
la acción penal 
Detención 
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que 
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(Ministerio 


público) 


Procedencia 
de 


cautelares 


medidas 


de 
de 
medidas 


Audiencia 
revisión 
las 
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de 
medida cautelar 
de 


Plazo 


prisión 


preventiva 
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En cualquier etapa del procedimiento, hasta antes de 


dictada la resolución de segunda instancia. 


La autoridad judicial resolverá de manera inmediata. 


Plazo para interponer querella, ningún supuesto podrá 
ser mayor de doce horas, contadas a partir de que la 
víctima u ofendido fue notificado o de veinticuatro 
horas a partir de su detención en caso de que no fuera 
posible su localización. 

En caso de que la víctima u ofendido tenga 
imposibilidad física de presentar su querella, se 
agotará el plazo legal de detención del imputado. 

Las partes podrán ofrecer medios de prueba para 
analizar la procedencia de la medida solicitada, 
siempre y cuando la misma sea susceptible de ser 


desahogada en las siguientes veinticuatro horas. 
Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes 


contadas a partir de la presentación de la solicitud. 


No podrá exceder de dos años, salvo que su 
prolongación se deba al ejercicio del derecho de 


defensa del imputado. 
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El supervisor de la medida cautelar detecte un 
incumplimiento deberá informar a las partes de forma 
inmediata. 

El Ministerio Público que reciba el reporte, deberá 
solicitar audiencia para revisión de la medida cautelar 
en el plazo más breve posible. 

En el caso de que al imputado se le haya impuesto 
como medida cautelar una garantía económica y, 
exhibida ésta sea citado para comparecer ante el juez 
e incumpla la cita, se requerirá al garante para que 
presente al imputado en un plazo no mayor a ocho 
días, advertidos, el garante y el imputado, de que si 
no lo hicieren o no justificaren la incomparecencia, se 


hará efectiva la garantía a favor del Fondo de Ayuda, 


Asistencia y Reparación Integral. 


Los acuerdos reparatorios procederán desde la 
presentación de la denuncia o querella hasta antes de 
decretarse el auto de apertura de juicio. 

A petición de las partes, podrá suspender el proceso 
penal hasta por treinta días para que las partes puedan 


concretar el acuerdo. 


En caso de señalar que el cumplimiento debe ser 
diferido y no señalar plazo específico, se entenderá 


que el plazo será por un año. 
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Inconformidad 
de 


reparatorios 


acuerdos 


de 


investigación 


en etapa 


inicial 


Suspensión 
condicional 
del proceso en 
caso de haberse 
decretado una 
suspensión con 


antelación 


Oportunidad de 
la suspensión 
condicional 

Periodo 
para cumplir 
suspensión 
condicional del 


proceso 
Audiencia 


para peticionar 


suspensión 
condicional del 


proceso 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


En la etapa de investigación inicial, las partes tendrán 
derecho a acudir ante el Juez de control, dentro de 
los cinco días siguientes a que se haya aprobado 
el acuerdo reparatorio, cuando estimen que el 
mecanismo alternativo de solución de controversias 
no se desarrolló conforme a las disposiciones previstas 


en la ley de la materia. 
Quedan exceptuados de suspensión condicional 


del proceso los casos en que el imputado en forma 
previa haya incumplido una suspensión condicional 
del proceso, salvo que hayan transcurrido cinco años 
desde el cumplimiento de la resolución a la primera 


suspensión condicional del proceso. 


Dictado el auto de vinculación a proceso, y hasta 


antes de acordarse la apertura de juicio. 


No podrá ser inferior a seis meses ni superior a tres 


años. 


La audiencia tendrá verificativo en la fecha que señale 


el Juez de control. 
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Audiencia para 
la revocación 
de la suspensión 
condicional 

Oportunidad 
procedimiento 


abreviado 


Sentencia en el 
procedimiento 


abreviado 


Solicitud 


de actos de 


investigación. 
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El Juez de control, previa petición del agente del 
Ministerio Público o de la víctima u ofendido, 
convocará a las partes a una audiencia. Libre arbitrio 
del Juez. 

El Ministerio Público podrá solicitar la apertura del 
procedimiento abreviado después de que se dicte 
el auto de vinculación a proceso y hasta antes de la 
emisión del auto de apertura a juicio oral. 

A la audiencia se deberá citar a todas las partes. Libre 


arbitrio del Juez. 

Concluido el debate, el Juez de control emitirá su fallo 
en la misma audiencia, para lo cual deberá dar lectura 
y explicación pública a la sentencia, dentro del plazo 
de cuarenta y ocho horas. 

La solicitud deberá resolverse en un plazo máximo 
de tres días siguientes a la fecha en que se haya 


formulado la petición al Ministerio Público. 
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Notificación del | El MP deberá notificar al interesado o a su 


aseguramiento | representante legal el aseguramiento del objeto, 


abandono. 


instrumento o producto del delito, dentro de los 


(plazo ministerio | sesenta días naturales siguientes a su ejecución. 


público) 


Cuando se desconozca la identidad o domicilio 
del interesado, la notificación se hará por dos 
edictos que se publicarán en el Diario Oficial de la 
Federación o su equivalente, en el medio de difusión 
oficial en la Entidad federativa que corresponda y 
en un periódico de circulación nacional o estatal, 
según corresponda, con un intervalo de diez días 
hábiles entre cada publicación. En la notificación 


se apercibirá al interesado o a su representante legal 


para que se abstenga de ejercer actos de dominio 


sobre los bienes asegurados y se le apercibirá que de 
no manifestar lo que a su derecho convenga, en un 
término de noventa días naturales siguientes al de la 
notificación, los bienes causarán abandono a favor 
del Gobierno Federal o de la Entidad federativa de 
que se trate, según corresponda. Transcurrido dicho 
plazo sin que ninguna persona se haya presentado a 
deducir derechos, el Ministerio Público solicitará al 
Juez de control que declare el abandono de los bienes 
y éste citará al interesado, a la víctima u ofendido y al 
Ministerio Público a una audiencia dentro de los diez 
días siguientes a la solicitud a que se refiere el párrafo 


anterior. 
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Entrega de 


bienes 


Casos en que 
operan los 
criterios de 
oportunidad 

Notificaciones y 


control judicial 


Inmediatamente después de realizar las diligencias 
conducentes. Dentro de los treinta días siguientes 
a la notificación del acuerdo de devolución, la 
autoridad judicial o el Ministerio Público notificarán 
su resolución al interesado o al representante 
legal, para que dentro de los diez días siguientes a 
dicha notificación se presente a recogerlos, bajo el 
apercibimiento que de no hacerlo, los bienes causarán 
abandono a favor del Gobierno Federal o de la Entidad 
federativa de que se trate, según corresponda y se 
procederá en los términos previstos en este Código. 

Podrán ordenarse en cualquier momento y hasta antes 


de que se dicte el auto de apertura a juicio. 


Las determinaciones del Ministerio Público sobre 
la abstención de investigar, el archivo temporal, 
la aplicación de un criterio de oportunidad y el no 


ejercicio de la acción penal deberán ser notificadas a la 


víctima u ofendido quienes las podrán impugnar ante 


el Juez de control dentro de los diez días posteriores a 


que sean notificadas de dicha resolución. 
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requerida] investigación, justificando la necesidad de la medida 
se niegue  a|yexpresando la persona o personas en quienes haya 
proporcionarlas | de practicarse, el tipo y extensión de muestra o imagen 
a obtener. 
El Órgano jurisdiccional deberá autorizar 
inmediatamente la práctica del acto de investigación, 
siempre que se cumpla con las condiciones. 
Petición de cateo | La petición de orden de cateo deberá ser resuelta por la 


autoridad judicial de manera inmediata por cualquier 
medio que garantice su autenticidad, o en audiencia 
privada, en un plazo que no exceda de las seis horas 
siguientes a que se haya recibido. 

orden de cateo | de doce horas a partir de que se interponga. 

Ingreso de una|La autoridad que practique el ingreso deberá 


autoridad a lugar | informarlo dentro de los cinco días siguientes, ante el 


sin autorización | Organo jurisdiccional. 


Audiencia para | A dicha audiencia deberá asistir la persona que otorgó 
ratificación|su consentimiento a efectos de ratificarla. Libre 
de ingreso  a|arbitrio del Juez. 


domicilio 
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La solicitud deberá ser resuelta por la autoridad 
judicial de manera inmediata, por cualquier medio 
que garantice su autenticidad, o en audiencia privada 
con la sola comparecencia del Ministerio Público, en 
un plazo que no exceda de las seis horas siguientes a 
que la haya recibido. 

El plazo de la intervención, incluyendo sus prórrogas, 


no podrá exceder de seis meses. 


La solicitud de desahogo de prueba anticipada, desde 
que se presenta la denuncia, querella o equivalente y 
hasta antes de que dé inicio la audiencia de juicio oral. 
Inmediatamente después de que el imputado detenido 
en flagrancia o caso urgente sea puesto a disposición 
del Juez de control, se citará a la audiencia inicial. 

En caso de que al inicio de la audiencia el Ministerio 
Público no esté presente, el Juez de control 
declarará en receso hasta por una hora y ordenará 
a la administración del Poder Judicial para que se 
comunique con el superior jerárquico de aquél, 
con el propósito de que lo haga comparecer o lo 
sustituya. Concluido el receso sin obtener respuesta, 


se procederá a la inmediata liberación del detenido. 


Audiencia 
para formular 
la imputación 
a personas en 
libertad 

Celebración de 
la audiencia en 
caso de personas 


detenidas 


Plazo para que el 
CERESO reciba 


resolutivos 


Continuación 
de la audiencia 
inicial 

Plazo para la 
investigación 


complementaria 
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La audiencia se llevará a cabo dentro de los quince 


días siguientes a la presentación de la solicitud. 


La audiencia de vinculación a proceso deberá 
celebrarse, según sea el caso, dentro de las setenta 
y dos o ciento cuarenta y cuatro horas siguientes a 
que el imputado detenido fue puesto a su disposición 
o que el imputado compareció a la audiencia de 
formulación de la imputación. 

Si transcurrido el plazo constitucional el Juez de 
control no informa a la autoridad responsable, se 
deberá llamar su atención sobre dicho particular en 
el acto mismo de concluir el plazo y, si no recibe 
la constancia mencionada dentro de las tres horas 
siguientes, deberá poner al imputado en libertad. 

En casos de extrema complejidad, el Juez de control 


podrá decretar un receso que no podrá exceder de dos 


horas, antes de resolver sobre la situación jurídica del 
imputado. 

No podrá ser mayor a dos meses si se tratare de 
delitos cuya pena máxima no exceda los dos años de 
prisión, ni de seis meses si la pena máxima excediera 


ese tiempo o podrá agotar dicha investigación antes 


de su vencimiento. 
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Consecuencias | Plazo para formular acusación quince días. 

de la conclusión 

del plazo de la 

investigación 

complementaria 

Requerimiento | Cuando el Ministerio Público no cumpla con la 
e | obligación de presentar la acusación dentro del plazo 

incumplimiento | de quince días, el Juez de control pondrá el hecho en 

del plazo para |conocimiento del Procurador, para que se pronuncie 

presentarjen el plazo de quince días. Incumple se ordena 


acusación. sobreseimiento. 


Audiencia El Órgano jurisdiccional la notificará a las partes y 


solicitar | citará, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a 


sobreseimiento | una audiencia donde se resolverá lo conducente. 


333 Reapertura de la | Audiencia libre arbitrio del Juez. 
investigación 


Notificación|Una vez presentada la acusación, el Juez de control 
a la víctima u|ordenará su notificación a las partes al día siguiente. 
ofendido de la 


acusación 


337 Descubrimiento | El Ministerio Público deberá efectuar en favor de la 
probatorio defensa su descubrimiento en un plazo de cinco días. 
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Coadyuvancia |El MP, a más tardar dentro del plazo de veinticuatro 


en la acusación 


horas a partir de que haya recibido el ofrecimiento de 
medios de prueba de la víctima, deberá comunicarlo 
al imputado o a su Defensor para que comparezcan 
ante su presencia en un plazo que no deberá exceder 
de cuarenta y ocho horas contadas a partir del día 
siguiente de haberse efectuado la notificación, a 
tomar conocimiento de ello y, en su caso, para que de 
así convenir a sus intereses, soliciten la expedición 
de copia de los mismos y/o su acceso según lo que 
proceda. La entrega de las copias respectivas y del 
acceso en su caso a las evidencias materiales, deberá 
hacerse inmediatamente así sea solicitado por la 
defensa. Una vez que el Ministerio Público entregue 
copia al imputado o a su defensa de dichos registros 
y/o les dé acceso a ellos y, siempre y cuando la defensa 
no haya solicitado dentro de los tres días siguientes a 


que ello aconteciere que se dé acceso a sus peritos 


para la toma de fotografías, videos o práctica de 


alguna pericial y notificará a la defensa el cierre del 
descubrimiento probatorio. En caso que la defensa 
haya solicitado el acceso con peritos a los medios 


probatorios ofrecidos por la víctima u ofendido 
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dentro del plazo señalado, contará con un nuevo plazo 
de tres días contados a partir del día siguiente de su 
solicitud para presentarlos ante el Ministerio Público, 
a fin de que en presencia del mismo lleven a cabo la 
toma de fotografías o videos o muestras en su caso, 
o la práctica de pericia respectiva, hecho lo cual, el 
Ministerio Público hará constar en la carpeta de 
investigación el cierre del descubrimiento probatorio 


a su cargo notificándolo a la defensa. 


Actuación  del|Plazo para actuar del inculpado y su defensor 
imputado en la|en relación a la solicitud de coadyuvancia 10 
fase escrita de la | días siguientes a la solicitud de coadyuvancia. 


etapa intermedia | (Descubrimiento probatorio etc). 


Notificación|Se notificará al Ministerio Público y al coadyuvante 


del escrito | dentro de las veinticuatro horas siguientes a su 
del acusado o|presentación. 

su Defensor 

contestando 


acusación 
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Citación a | No podrá ser menor a diez ni exceder de veinte días a 
la audiencia | partir de que fenezca el plazo para el descubrimiento 
intermedia probatorio de la defensa. 

Diferimiento | Previa celebración de la audiencia intermedia, el Juez 
de audiencia | de control podrá, por una sola ocasión y a solicitud de 
intermedia la defensa, diferir, hasta por diez días, la celebración 


de la audiencia intermedia. 


347 Auto de apertura | Antes de finalizar la audiencia, el Juez de control 
a juicio dictará el auto de apertura de juicio. 


Remisión del |El Juez de control hará llegar el mismo al Tribunal de 
auto de apertura | enjuiciamiento competente dentro de los cinco días 
a juicio siguientes de haberse dictado. 

Citación a | La audiencia de debate, deberá tener lugar no antes de 


audiencia de | veinte ni después de sesenta días naturales contados a 


de testigo  a|días de anticipación al comienzo de la audiencia. 


audiencia de 


Suspensión de|La audiencia de juicio podrá suspenderse en forma 


audiencia de | excepcional por un plazo máximo de diez días. 


de |Si la audiencia de debate de juicio no se reanuda a 
más tardar al undécimo día después de ordenada la 
suspensión, se considerará interrumpido y deberá ser 


reiniciado ante un Tribunal de enjuiciamiento distinto 


y lo actuado será nulo. 
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400 


Deliberación 


Suspensión de 
la deliberación 
por enfermedad 
grave del juez 
o miembro del 
tribunal 

Audiencia de 


emisión de fallo 


Audiencia 
para explicar 
sentencia 
absolutoria 
Remisión de 
la sentencia 
condenatoria 
a juez de 
ejecución. 
Audiencia 
para verificar 
requisitos para 
admisión de 


acusación por 


particulares 


Nopodrá exceder de veinticuatro horas ni suspenderse, 
salvo en caso de enfermedad grave del Juez o miembro 


del Tribunal. 
La suspensión de la deliberación no podrá ampliarse 


por más de diez días hábiles. 


Se señalará la fecha en que se celebrará la audiencia 
de individualización de las sanciones y reparación 
del daño, dentro de un plazo que no podrá exceder de 
cinco días. 

En caso de absolución, el Tribunal de enjuiciamiento 
podrá aplazar la redacción de la sentencia hasta por 
un plazo de cinco días, la que será comunicada a las 


partes. 
Dentro de los tres días siguientes a aquél en que la 


sentencia condenatoria quede firme, deberá remitir 
copia autorizada de la misma al Juez de ejecución que 


le corresponda. 


De no cumplirse con alguno de los requisitos formales 
exigidos, el Juez de control prevendrá al particular 
para su cumplimiento dentro de la misma audiencia 


y de no ser posible, dentro de los tres días siguientes. 


Citación a 
inculpado para 
audiencia inicial 
por acusación de 


particulares. 


Audiencia 
inicial para 
acusación por 


particulares 


Recurso de 


revocación 


Trámite de la 


apelación 
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El imputado deberá ser citado a la audiencia inicial 
a más tardar dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes a aquella en la que se fije la fecha de 


celebración de la misma. 


La audiencia inicial deberá celebrarse dentro de los 
cinco a diez días siguientes a aquel en que se tenga 


admitida la acción penal. 


Si el recurso contra las resoluciones pronunciadas 
durante audiencia, deberá promoverse antes de que 
termine la misma verbalmente, de inmediato y de la 


misma manera se pronunciará el fallo. 


Resoluciones dictadas fuera de audiencia, deberá 
interponerse por escrito en un plazo de dos días 


siguientes ala notificación de laresolución impugnada. 


El Organo jurisdiccional se pronunciará de plano, 


pero podrá oír previamente a las demás partes dentro 
del plazo de dos días de interpuesto el recurso, si se 


tratara de un asunto cuya complejidad así lo amerite. 
Interposición por escrito ante el mismo Juez que dictó 


la resolución, dentro de los tres días contados a partir 
de aquel en el que surta efectos la notificación si se 
tratare de auto o cualquier otra providencia y de cinco 


días si se tratare de sentencia definitiva. 


151 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Apelación sobre | Se interpondrá ante el Tribunal de enjuiciamiento que 
desistimiento de | dictó la resolución dentro de los tres días contados a 
la acción penal | partir de que surte efectos la notificación. 

por ministerio 

público 

El recurso de | Se interpondrá ante el Tribunal que conoció del juicio, 
apelación en | dentro de los diez días siguientes a la notificación de 
contra de  las|la resolución impugnada. 

sentencias 

definitivas 

dictadas por 

el Tribunal de 


enjuiciamiento. 


471 Plazo para | Requerimiento para exhibir copias veinticuatro horas. 
presentar copias 


Traslado a las | En un plazo de tres días. 

partes para que 

se  pronuncien 

respecto de 

los agravios 

expuestos. 

Derecho a  la|Dentro del término de tres días contados a partir de 
adhesión recibido el traslado, Sobre la adhesión se correrá 


traslado a las demás partes en un término de tres días. 


Audiencia  de|El Tribunal de alzada lo estime pertinente, decretará 


apelación lugar y fecha para la celebración de la audiencia, la que 
deberá tener lugar dentro de los cinco y quince días 


después de que fenezca el término para la adhesión. 


de 
de 


Citación 
audiencia 


alegatos 


Resolución 
de 


apelación 


recurso de 


del 


reconocimiento 


Trámite 


de inocencia 
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En caso de considerarlo pertinente, citará a audiencia 
de alegatos para la celebración de la audiencia para 
que las partes expongan oralmente sus alegatos 
aclaratorios sobre agravios, la que deberá tener 
lugar dentro de los cinco días después de admitido el 
recurso. 

La sentencia que resuelva el recurso al que se refiere 
esta sección, podrá ser dictada de plano, en audiencia 
o por escrito dentro de los tres días siguientes a la 
celebración de la misma. 

Recepción de pruebas diez días, celebración de 


audiencia de formulación de alegatos dentro de los 


cinco días siguientes a la recepción de los registros y 


de las pruebas. 


Dentro de los cinco días siguientes a la formulación 
de los alegatos y a la conclusión de la audiencia, el 


Tribunal de alzada dictará sentencia. 
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Plazo cumplido! 
Lic. Eugenio Trueba Olivares 
Il” cumplirse el periodo 
constitucional en el desempeño 
de las funciones a cargo de los 
integrantes del Supremo Tribunal de 
Justicia, en los términos del artículo 87 
de la Constitución Política del Estado, 
podemos apreciar que el principal 
problema que se tuvo que afrontar, 
consistió en el gran incremento de la 


demanda de servicios judiciales. 


Tomando en cuenta los tres niveles de 
Juzgados Menores, Primera Instancia y 
Segunda Instancia, durante los seis años 
que hoy culminan hubo un ingreso de 
280,782 asuntos más la carga de trabajo 
recibida en 1979, que fue de 14,496 


negocios. 


Al inicio del periodo 1979-1980, ocho 
salas del Supremo Tribunal de Justicia 
tuvieron un ingreso de 2097 asuntos; 
1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal 


de Justicia del Estado de Guanajuato. No. 35. 
Agosto— Septiembre 1985; pp. 319-323. 


mientras que en el periodo 1984-1985 
ingresaron 4,441, 2,344 negocios más. 
Lo anterior significa que la demanda 
100%, 


correspondiendo el mayor porcentaje a 


se Incrementó en más de 


las Salas Civiles. 


No obstante solamente se 


aumentaron 2 Salas durante el periodo, 


que 


pudo evitase el rezago y así vemos que las 
salidas correspondientes al último año de 
ejercicio suman 4,531 negocios. Quedan 
en trámite solamente 291 expedientes, 
menos de 30 por Sala. Consideramos que 
estos datos permiten estimar el esfuerzo 
desarrollado para la mejor atención de 


los intereses de los litigantes. 


Hubo necesidad de resolver 21.07 
asuntos por día laborable, poco más 
de 2 diarios por Sala la mayor parte de 
los negocios se resolvieron dentro del 


término legal. 


En los Juzgados de Primera Instancia 
al inicio del periodo 1979-1980 el 
ingreso fue de 22,445 negocios. Al final 


del periodo ese ingreso se elevó a 31,801 
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casos, O sea una diferencia de 9,356 | habido de no 


asuntos, 41 % más. Las salidas en el 
actual periodo superaron a las entradas 


pues ascendieron a 32,035 casos. 


Por lo que ve a los Juzgados Menores, 
al inicio del periodo las entradas sumaron 
10,261 casos; mientras que al final del 
mismo ascendieron a 16,811, por lo que 
el incremento fue de 6,550 asuntos, 64% 
más. Las salidas en el actual periodo 
superaron a las entradas pues ascendieron 
a 17,367 casos. 


Oportunamente se previó la necesidad 
de mayor número de tribunales en el 
Estado. Las cifras anteriores demuestran 
que la medida fue acertada. Se crearon 
13 Juzgados de Primera Instancia y 4 
Menores. Como puede verse, el aumento 
de personal fue proporcionalmente muy 
inferior al incremento en el volumen 
de asuntos. Sin embargo se pudo 
hacer frente a este exceso de trabajo y, 
proporcionalmente, quedan en trámite 


menos expedientes de los que hubiese 


intensificarse labores. 
(Solamente 13,528 negocios en todo el 
Estado). 


Se publican en este número del boletín 
estadísticas detalladas para una mejor 


información. 


El aspecto cuantitativo nos parece 
muy importante, pero no tanto como 
el aspecto cualitativo.  Procuramos 
inculcar en jueces y personal el mayor 
interés por sus tareas, tomando en 
cuenta que administrar justicia requiere 
mantener viva la conciencia sobre la 
alta jerarquía social de dicha función. 
Tradicionalmente el Poder Judicial del 
Estado de Guanajuato ha disfrutado de 
un merecido prestigio, sobre todo por 
la actuación honesta de los juzgadores. 
Nos parece que fue posible mantener 
los motivos de este prestigio y que, en 
términos generales, la probidad ha sido 
y sigue siendo una característica de 
nuestros tribunales. La supervisión de 
actividades se llevó a cabo con todo 
celo y cuidado, habiéndose creado, 


incluso, plazas de visitadores para una 
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mejor inspección e información. En los 
últimos años las visitas de supervisión 
a los juzgados alcanzaron un promedio 
de 3.8 por semana. Con todo empeño se 
combatió también el burocratismo y las 


formalidades innecesarias. 


El Supremo Tribunal de Justicia pudo 
intervenir en el estudio y producción 
de muchas reformas legales que en la 
práctica han dado buen resultado y que 


ahorran tramites. 


Se puede decir que se tuvieron 
resultados positivos en todas aquellas 
gestiones encaminadas a mejorar el 
presupuesto del Poder Judicial. El 
vigente al principio de sexenio aumento 
en 21 tantos y si bien es cierto que 
la inflación redujo la importancia de 
este mejoramiento sustancial, de todas 
maneras las prestaciones actuales de 
juzgadores y empleados superan la tasa 
inflacionaria. Presupuestalmente los 
Juzgados Menores que antes dependían 
de los Ayuntamientos, se incorporaron al 


Estado, con notorio beneficio económico 


y administrativo para todos los 
empleados, incluyendo las prestaciones 


y servicios de la Seguridad Social. 


Se puso la mayor atención en los 
aspectos materiales e instalaciones de 
oficinas. En este renglón había y sigue 
habiendo muchas necesidades. Se doto a 
todos los juzgados de los elementos de 
trabajo necesarios tanto en mobiliario 
como en equipo. Por lo que ve a los 
locales, no fue posible avanzar en la 
medida que las circunstancias ameritaban. 
Sin embargo debe hacerse constar que 
en las ciudades de León e Irapuato se 
construyeron edificios adecuados para la 
concentración de los tribunales en locales 
modernos. Para el Supremo Tribunal de 
Justicia el señor Gobernador Agustín 
Téllez Cruces autorizó la construcción 
de un palacio amplio, digno y funcional, 
que viene a satisfacer un viejo anhelo en 
este orden de necesidades, para el mayor 


decoro y buena imagen de la justicia. 


Durante el periodo se mantuvo con 
toda regularidad la publicación del boletín 


de información, en el que se publican las 
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principales resoluciones de Sala y Tesis 
de Pleno, así como también reformas 
legales y colaboración de juristas. Vimos 
que en la práctica este Boletín ha sido de 


una gran utilidad. 


Se mantuvieron relaciones internas 


armoniosas tanto en el Supremo 
Tribunal de Justicia como en los partidos 
judiciales. Igualmente se mantuvieron 
buenas relaciones con los otros poderes y 
con los Colegios de Abogados del Estado. 
Procuramos siempre atender aquellas 
sugerencias tendentes al mejoramiento 
de los servicios y ninguna queja se quedó 


sin investigar o resolver. 


La dificultad y notoriedad de ciertos 
asuntos dio lugar, durante el periodo que 
se analiza; a especulaciones y opiniones 
de diversa índole, inclusive” algunas cuya 
ligereza o poca buena fe eran manifiestas. 
Consideramos que la administración no 
debe tomar en cuenta estos riesgos y 
que la única preocupación valida debe 
motivarse por el afán de pronunciar 


resoluciones justas y oportunas. La 


concesión de amparo contra resoluciones 
de segunda instancia fue siempre algo 
excepcional. 
Protestamos públicamente que 
siempre se actuó con independencia 
y autoforma, al margen de cualquier 
otro factor y sin temor ninguno a las 


especulaciones infundadas. 


El Pleno del Supremo Tribunal de 
Justicia expresa su reconocimiento a 
todas aquellas personas, autoridades, 
jueces, empleados y litigantes que 
durante el sexenio y en un clima de orden 
y legalidad permitieron el buen desarrollo 
y mejoramiento de la administración de 


justicia. 
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El irredento centralismo 
judicial! 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 
SUMARIO 


1.- Federalismo Balbuceante. 2.- Las 
Siete Leyes. 3.- La Aportación de Otero. 
4.- La Constitución de 1857. 5.- El 
Artículo 14, La Interpretación Extensiva 
y el Criterio Juarista. 6.- La Fuerza 
de la Tradición. 7.- El Amparo como 
Remedio contra el Federalismo. 8.- La 
Constitución de 1917. 9.- El Abuso, el 
Rezago y la Denegación de Justicia. 
10.- La Purificación de la Corte. 11.- El 
Fariseísmo Centralista. 12.- Buenos 


Jueces, Buena Justicia. 


l accidentado proceso formativo 
de nuestro juicio de amparo es 
bien conocido y abundan los 
textos que lo exponen. Sin embargo, 


trataremos de señalar algunos de los 


1 Publicado en revista del Poder Judicial de 
Guanajuato. No. 14. Agosto 1998; pp. 77-112. 


puntos esenciales de ese proceso como 
algo necesario a la valuación que nos 


proponemos hacer sobre su estado actual. 
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1.- Federalismo Balbuceante. 


l federalismo impuso límites 

de la más diversa naturaleza al 

centralismo colonial, congruente 
con sus propios principios. Los Poderes 
Judiciales de los Estados sujetos al pacto 
fueron respetados en sus comienzos, 
Así, la 
Constitución de 1824 decía en su artículo 
160: 


según aquellos principios. 


“El Poder Judicial de cada Estado 
se ejercerá por los tribunales que 
establezca o designe la Constitución; y 
todas las causas civiles o criminales que 
pertenezcan al conocimiento de estos 
tribunales serán fenecidas en ellos hasta 
su última instancia y ejecución de la 


última sentencia.” 


Muchos años habrían de transcurrir 
después de 1824 para que se sentaran las 
bases del juicio de amparo. Nuestro país 
vivió a raíz de la independencia largas 
y azarosas etapas de luchas internas. La 
pugna entre conservadores y liberales 


fue enconada y trascendió más de una 


vez a enfrentamientos armados. Ambos 
bandos, al ocuparse del cuadro jurídico 
adoptable, buscaban una fórmula 
adecuada para preservar la prevalencia 
de las normas básicas, así como su 


incolumidad. 


El artículo 137 del Código de 24 
atribuía a la Suprema Corte facultades 
para “conocer de las infracciones a la 
Constitución y leyes generales.” El 165 
autorizaba al Congreso a “resolver las 
dudas que ocurran sobre la inteligencia de 


esta Constitución y del acta constitutiva.” 


Las facultades de la Corte no operaron 
en la práctica porque carecieron de 
reglamentación y porque los gobiernos 
que se sucedieron se hallaban siempre 
comprometidos en la solución de 
problemas más urgentes, tanto de tipo 
político como económico y armado. 
No había coyuntura para el estudio 
sereno de las nueve vertientes jurídicas 
que las diversas tendencias, abrían. 
Los separatismos que indirectamente 
estimulaban, amenazaban con una severa 


disgregación. Texas empezaba a ser 
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dominada por los colonos extranjeros, 
se separaba de Coahuila y emitía sus 
propias leyes y Yucatán quería revocar el 


pacto. 


2.- Las Siete Leyes. 


obrevino el régimen centralista 
con su Constitución de las Siete 


y el 
consecuente de los Estados, reducidos a 


Leyes, desconocimiento 
departamentos. Se creó el Supremo Poder 
Conservador, como árbitro máximo 
encargado de vigilar que ninguno de los 
otros poderes rebasara el límite de sus 
atribuciones. El artículo 12 de la Ley 
Segunda lo facultaba para declarar la 
nulidad de toda ley o decreto que fuese 
contrario a la Constitución. Igualmente 
podía decretar la nulidad de los actos del 
Ejecutivo y de la Corte bajo el mismo 
supuesto. Según el artículo 12 de la Ley 
Quinta, la Corte Suprema de Justicia 
podía conocer los recursos de nulidad 
que se interpusiesen contra las sentencias 
de última instancia de los tribunales 
superiores de los departamentos. (Felipe 
Tena Ramírez, “Leyes fundamentales de 
México”. Ed. Porrúa. Mex., 1967. El 
resto de las citas de estas leyes se basan 


en la misma edición.) 
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Opina Alfonso Noriega Cantú, contra 
el juicio desdeñoso de Rabasa, que la 
Constitución centralista tiene el mérito 
de contener la primera institución que 
en la historia de nuestro derecho tiende 
a garantizar la constitucionalidad de las 


leyes secundarias. 


La Constitución de 1936 no fue 
bien recibida por los federalistas y su 
hostilidad no tardó en aparecer. Los 
constantes pronunciamientos militares, 
la guerra de Texas, los conflictos con 
Francia y otras muchas vicisitudes 
estorbaban igualmente su vigencia. Se 


hacía indispensable reformarla. 


Durante los trabajos de la comisión 
revisora el diputado José Fernando 
Ramírez propuso en voto particular, que 
fuera la Suprema Corte la que conociera 
y fallara sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de las leyes, sin 
incluir las resoluciones judiciales. 

Igual criterio sostiene Manuel 
Crescencio Rejón, quien además estaba 


familiarizado con las ideas de Tocqueville 


sobre la democracia norteamericana. 
En su proyecto para la Constitución de 
Yucatán quiere que sea la Suprema Corte 
la que ampare en el goce de sus derechos 
a cualquier persona que lo pida cuando 
se trate de leyes, decretos o providencias 
del Poder Ejecutivo contrarios al código 
fundamental, limitándose a reparar el 
agravio. El ilustre precursor del juicio 
de amparo no hablaba de providencias 


emanadas de la actividad jurisdiccional. 
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3.- La Aportación de Otero. 


as reformas propuestas por 

una minoría de la comisión 

revisora, de la cual formaba 
parte muy destacada Don Mariano 
Otero, autorizaban igualmente a la Corte 
para conocer de aquellos actos de los 
Poderes Legislativos y Ejecutivos de los 
estados que privasen a una persona del 
goce de las garantías otorgadas por la 
Constitución, mismas que se enumeraban 
en la sección segunda del título primero 
como derechos del hombre. Las Leyes 
del 


inconstitucionales podrían ser objeto de 


Congreso Federal tachadas de 


revisión por el propio Congreso (artículo 
81). No se preveía la posibilidad de 


conocer de resoluciones judiciales. 


La paternidad del acta de reforma 
de 1847 se atribuye a Otero. Este 
documento se produce en circunstancias 
muy dolorosas para el país, debido a la 


invasión norteamericana. 


Santa Ana había vuelto a México 
y se había declarado partidario del 


federalismo. 


Se trató entonces de restablecer la 
vigencia de la Constitución de 1824, pero 
con las modificaciones que proponía el 
grupo de Otero. El texto del artículo 25 


del acta, decía: 


“Los tribunales de la Federación 
ampararán a cualquier habitante de la 
república en el ejercicio y conservación 
de los derechos que le conceda contra 
todo ataque de los poderes Legislativo 
y Ejecutivo, ya de la Federación, ya 
de los Estados, 


tribunales a impartir su protección en 


limitándose dichos 


el caso particular sobre el que verse el 
proceso, sin hacer ninguna declaración 
general respecto de la ley o del acto que 


lo motivare.” 


Comenta Don Alfonso Noriega Cantú 


que: 
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“Si fuere 


metafórico, 


posible, en sentido 


extender el acta de 
nacimiento de nuestro juicio de amparo, 
podríamos decir que ésta institución 
nació el día 21 de abril de 1847 en el acta 
de Reformas que se aprobó en esa fecha 
y que fue su padre el insigne Mariano 
Otero.” (Alfonso Noriega Cantú, “El 
juicio de amparo”, trabajo incluido en 
“Obra Mexicana”, Procuraduría General 
de la República, Méx., 1985, Tomo 
Segundo, P. 1642.) 


De acuerdo con la fórmula magistral 
del artículo 25 (19 en el texto del voto 
particular de Otero), nunca se pensó en 
extender el amparo contra sentencias 


judiciales. 


Don Antonio Carrillo Flores, después 
de un concienzudo estudio sobre los 
diversos capítulos relativos al nacimiento 
de la institución, dice: 

“Afirmo, con 
convicción, que el amparo, al nacer, 
fue 


como un mecanismo definitivo frente 


pues, profunda 


concebido fundamentalmente 


al Poder Legislativo y, apenas en 
forma subordinada, frente al Ejecutivo, 
pero no, definitivamente no, frente al 
Judicial.” (Antonio Carrillo Flores, “La 
Constitución, la Suprema Corte y los 
Derechos Humanos”. Ed. Porrúa, Méx., 


1941..2.115.) 
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4.- La Constitución de 1857. 


del 


distinguido maestro, se concluye 


iguiendo el criterio 

igualmente que la Constitución 
de 1857 no ensanchó el alcance del 
amparo y que Ponciano Arriaga, alma y 
motor del constituyente, tuvo la misma 
concepción de Otero y se basó también 
en el sistema norteamericano difundido 
por Tocqueville, al cual citaba en sus 


intervenciones. 


El artículo 101 prescribía que los 
tribunales de la federación resolverían 
toda controversia que se suscitare “por 
leyes o actos de cualquiera autoridad 
que violen las garantías individuales” 


(fracción l). 


Dado el contenido de este artículo 
101 y considerando el texto del artículo 
14 al que después nos referimos, podría 
pensarse que se había abierto la puerta a 
la acción controladora de los tribunales 
federales en todas las áreas, incluida la 
judicial. Sin embargo, los antecedentes 


doctrinales de la Constitución de 57 y las 


ideas sustentadas por Arriaga, llevan a la 
conclusión de que en ningún momento 
se tuvo el propósito de someter las 
sentencias de los tribunales judiciales 
al procedimiento restaurador de las 


garantías individuales. 


Carrillo Flores nos llama la atención 
sobre el artículo 102 del mismo Código 
fundamental, el cual señalaba que en los 
procedimientos a que se refiere el 101 
no se haría ninguna declaración general 
respecto de la ley o acto que los motivare, 
supuesto innecesario tratándose de 
sentencias judiciales, las cuales, de suyo, 
jamás admiten aplicación general, lo que 
indica que no se pensaba en este tipo de 


pronunciamientos. 


No se pretende sostener que al 
constituyente no le importaba que los 
jueces violaran o no la Constitución. Lo 
que aseguran los tratadistas es que no los 
sujetaban a lo establecido en el artículo 
101, sino a otras formas originarias de 
recursos. Tan es así, que el artículo 100 


establecía que la Corte podía ser tribunal 
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de apelación en ciertos casos (varios de 
los comprendidos en el artículo 97), no 
tribunal de amparo. (Ibid, pp. 116 y 117). 


El artículo 97 fracción l, confiaba a los 
tribunales federales conocer de “todas 
las controversias que susciten sobre 
el cumplimiento y aplicación de leyes 
federales, no sobre leyes locales, lo cual 
según Carrillo Flores, significaba que la 
interpretación y tutela de estas últimas 
se consideraba privilegio exclusivo 
de la soberanía local, y que “nada, 
absolutamente nada, autorizaba a pensar 
que en 1857 se hubiesen derogado”. 
(Ibid., p. 127). 


5.- El artículo 14, la interpretación 


extensiva y el criterio Juarista. 


l artículo 14 quedó incluido 
en la Sección I del Título I 
denominado “Los derechos del 


hombre.” Su texto, bien conocido, decía: 


“No se podrá expedir ninguna ley 
retroactiva... Nadie puede ser juzgado 
ni sentenciado, sino por leyes dadas con 
anterioridad al hecho y exactamente 
aplicables a él, por el tribunal que 


previamente haya establecido la ley.” 


Fue objeto de numerosas críticas por 
su mala redacción y por aquello de las 
leyes “exactamente aplicables” al caso. 
Destaca el estudio famoso de Don Emilio 
Rabasa. 


El precepto fue invocado durante 
la vigencia de la Constitución de 1857 
por los litigantes, considerándolo como 
garantía individual cuya observancia 
obligaba a todo tribunal y cuya violación 


hacía posible el juicio de amparo. 
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Las circunstancias históricas 


no estimularon avances dignos de 
consideración en cuanto a aquellos 
puntos constitucionales que demandaban 


adecuada reglamentación. 


Concluida la cruenta guerra de tres 
años, Juárez pudo entrar a la ciudad de 
México en 1860 y trató de consolidar su 
gobierno, pero tuvo que afrontar de nuevo 
la lucha contra las fuerzas francesas y 
contra el segundo imperio, que termina 
con los fusilamientos de Querétaro hasta 
1867. Expide entonces varias leyes y 
entre ellas la que, según su mensaje de 
21 de enero de 1869, podía ser la más 
importante de todas las leyes orgánicas, 
porque “serviría de garantía a todas las 
garantías de la Constitución”. En el punto 
que nos interesa cabe señalar el contenido 
del artículo 8, el cual categóricamente 
establecía: “No es admisible el recurso 
de amparo en negocios judiciales”. 
Juarista 


Esta clara 


encajaba perfectamente bien en la 


disposición 


tradición que arrancaba desde 1824. 


Poco después de emitida la ley de 
1869, la Corte declaró implícitamente la 
inconstitucionalidad del artículo 8 en una 
resolución que Carrillo Flores califica de 


ligera, pero que tuvo gran trascendencia. 


Sucedió que el Tribunal Superior de 
Sinaloa al revisar una sentencia del Juez 
Miguel Vega, la revocó por estimar que se 
había dictado contra texto expreso de ley, 
suspendiendo al funcionario, además, en 
su ejercicio. Vega recurrió al amparo y el 
Juez de Distrito se negó a tramitarlo con 
fundamento en el artículo 8 de la Ley de 


Juárez. 


Pasó el asunto a la Corte y ésta amparó 
a Vega por considerar que dicho artículo 


era contrario al 101 de la Constitución. 


Comenta Don Antonio Carrillo Flores 
que con ello la Suprema Corte cambió 
para siempre el curso de su propia 
historia. (Ibid., p 120). 


Esta vez sí que se habían abierto 
las puertas del aluvión de casos por 


inobservancia a la legalidad, incluidos 
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los actos de los Poderes Judiciales. 
La sensatez de algunos funcionarios 
y juristas trataron de cerrarlas o de 
entrecerrarlas, como lo intentaron, por 
ejemplo José María Lozano e Ignacio 
Vallarta. 


Este último, uno de los más doctos 
Presidentes que ha tenido la corte, 
distinguía entre la violación de los 
derechos del hombre y la violación a los 
derechos secundarios y se unió al criterio 
de Lozano en la interpretación del 
artículo 14, considerando que la “exacta 
aplicación de la Ley” regía, si mucho, en 
materia penal. La tesis, no muy sólida, 


motivó refutaciones y largos debates. 


6.- La fuerza de la Tradición. 
as Causas que hicieron del 
amparo un verdadero recurso 
y que dieron a los litigantes la 

oportunidad de agotar una instancia más 

en materia judicial, no se encuentran sólo 
en la interpretación que se dio al artículo 

14. Son mucho más complejas y enraízan 

en la tradición centralista de tres siglos 

de Colonia. Estimamos de sumo interés 
las argumentaciones en este sentido de 

Don Alfonso Noriega Cantú. 


Sostiene el conocido maestro que 
el sistema federal sobrevino como 
algo exótico para varios aspectos de 
nuestra realidad. La Colonia mantuvo 
en lo judicial y en lo administrativo 
una organización centralista desde la 
instauración de la primera audiencia. Se 
mantuvo uniforme hasta el siglo XVII 
en que empiezan a regir las Ordenanzas 
de Intendentes. La justicia ordinaria 
o de fuero común era dispensada por 
alcaldes, jueces legos, alcaldes mayores 
y regidores, casi siempre sin suficiente 


preparación. Por arriba de ellos se 
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encontraba la audiencia de la ciudad 
de México y la de Guadalajara, que 
conocían de las apelaciones en toda clase 
de negocios, aunque también ventilaban 
en primera instancia asuntos de interés 
mayor. El Consejo de Indias era la 
autoridad máxima y conocía de causas 
graves en toda clase de conflictos y en 


última instancia. 


Se han investigado los antecedentes 
coloniales de nuestro juicio de amparo. 
El sistema de fueros, tan interesante 
desde varios puntos de vista, permitían 
formular reclamaciones contra atentados 
a los derechos fundamentales. La Figura 
de Justicia en Aragón como moderador 
del poder tuvo incuestionable influencia 
en el resto del mundo hispano y pasó a las 
audiencias como una especie de recurso 
de apelación contra actos de los virreyes, 
los cuales incluso, podían ser suspendidos 
mientras se resolvía el fondo del 
problema. El llamado recurso de fuerza 
podía ser ejercitado por una persona 
contra actos de juez eclesiástico ante un 
juez secular, a fin de que “alzar la fuerza” 


o violencia que se hacía al agraviado. 


Hay una acuciosa investigación de Don 
Andrés Lira González sobre lo que llama 
el amparo colonial mexicano, a la cual 
Noriega Cantú le concede pleno crédito. 

Ciertas las 


algunos procedimientos protectores de 


o no analogías de 
Nueva España con nuestro amparo, de 
todas maneras eran generalmente del 
conocimiento de la audiencia, como 


tribunal central. 


En la mayoría de las poblaciones se 
carecía de experiencia para el manejo 
de asuntos jurídicos de importancia. No 
había cultura foral y si exceptuamos 
los casos de México y de Guadalajara, 
se daba el fenómeno de la carencia de 
abogados o peritos a quienes confiar el 
tratamiento competente de un negocio 
(recordemos aquí que, por lo que ve al 
Estado de Guanajuato, los estudios de 
abogacía se implementan en nuestra casa 


de estudios hasta por el año de 1828). 
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Concluye Noriega Cantú: 


“El sistema federalista, de acuerdo 
con la lógica de sus principios, creó 
los estados autónomos, provistos de 
Poderes independientes y soberanos. La 
suprema autoridad administrativa fue 
el Gobernador del Estado y la judicial, 
el Tribunal Superior de Justicia. ¿Qué 
sucedió entonces?. Que por una parte, 
nuestra tradición era una poderosa causa 
psicológica que impelía a repudiar el 
sistema federal y aconsejaba tratar de 
burlarlo; y, por otra, como he indicado, 
carecíamos de foro, no existían abogados 
y surgió el problema de quienes serían 
los que fueran a constituir los flamantes 
Tribunales Superiores. Y ahí debieron 
ir los antiguos tinterillos que litigaban 
ante los viejos alcaldes y corregidores, 
ya que ellos eran las únicas personas 
que conocían los trámites judiciales. Se 
improvisaron abogados y se echó mano 
de sacerdotes que conocían por lo menos 
el derecho canónico. La incultura de 
esos tribunales superiores fue manifiesta. 
Agregándose a todo esto que las 


arbitrariedades y el abuso constante de 


los caciques locales, verdadero cáncer 
de nuestra vida política que ha lacerado 
a nuestra nación, quedaron impunes 
en absoluto. La institución exótica del 
federalismo viene a crear ese gravísimo 
problema de verdadera trascendencia 
social y política.” (Alfonso Noriega 
Cantú, obra citada, pp. 1619 y 1620) 
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7.- El Amparo como Remedio Contra 
el Federalismo. 


Cuál era el remedio? Lo fue el 

amparo. Se vio en este juicio un 

medio eficaz para dejar en manos 

s tribunales federales los problemas. 
La Corte vino a ser el sucedáneo de la 
audiencia. Esto explica que el amparo 
se haya desarrollado con tanto vigor. 
Se constituyó en instrumento de 
nuestra costumbre jurídico-política, en 
arma utilísima de nuestro centralismo 
tradicional. En este juego, la deformación 
del juicio como medio de control de la 
legalidad tuvo un papel de importancia. 
Los abogados lo esgrimieron alegando 
que la exacta aplicación de la ley era 
una garantía, la Corte lo adoptó como 
jurisprudencia y finalmente lo adoptó 
nuestra legislación constitucional. (Ibid., 
p. 1620.) 


El federalismo suponía como algo 
sustancial la soberanía de los estados y, 
consecuentemente, la independencia de 
los Poderes Judiciales. Los Tribunales 


Superiores de Justicia deberían decir 


la última palabra en asuntos de su 
competencia. Pero dada la tradición 
secular, la incultura jurídica y el 
caciquismo, se buscó la manera de 
escamotear sus atribuciones, es decir, 
de burlar al federalismo mismo como se 
burló y se sigue burlando en otros muchos 
aspectos. Los errores de la Constitución 
de 57 y particularmente del artículo 14 
facilitaron la maniobra y echaron sobre 
los tribunales federales y especialmente 
sobre la Suprema Corte, una carga 
enorme de trabajo que con justa razón 
alarmó a todo el mundo, pero que no por 


eso se dio marcha atrás. 


Don Emilio Rabasa nunca perdonó la 
maniobra y reprobó con energía la falta 
de congruencia entre la práctica y la 


teoría: 


“St un artículo constitucional establece 
subordinacionesorestricciones contrarias 
a estos principios esenciales, por sabio 
que el artículo sea, y aun suponiendo que 
baste para fundar la felicidad del pueblo; 
será sin embargo destructor del sistema 


federal y significará la implantación de 
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un sistema de gobierno distinto. “(Emilio | 8. - La Constitución de 1917. 


Rabasa, “El artículo 14”, Porrúa, Mex., 
1953..P. 81.) 


Proclamado el federalismo, después 
de tantas luchas y derramamiento de 
sangre, debió haberse respetado. Así 
como las leyes de un estado no están 
sujetas a censura ni revisión del Congreso 
Federal. 


“*... Toda causa del conocimiento de 
los tribunales de los Estados debe fenecer 
en ellos, sin intervención, sin tutela del 
Poder Judicial del centro o tendremos la 
integridad del estado rota, puesto que uno 
de los tres elementos que la constituyen 
está bajo el dominio del poder central”. 
(Tbid., p. 83.) 


n la exposición de los motivos 

del proyecto de Don Venustiano 

Carranza para la Constitución 
de 1917 se reconoce que el amparo se 
desnaturalizó y que se convirtió “en 
un medio apropiado para acabar con la 
soberanía de los Estados”. Sin embargo, 
no se adoptó la reforma consecuente a 
tal reconocimiento y el amparo judicial, 
sin discriminación de ningún género, 
quedó confirmado. No quiso tomarse en 
cuenta que las circunstancias históricas, 
sociales y culturales ya habían cambiado. 
Ciertamente se reglamentó mejor el 
procedimiento, pero la reforma que 


hubiese erradicado el vicio no surgió. 


Cuando se discutía el texto del 
artículo 107, Don Hilario Medina y 
Heriberto Jara pugnaron por la abolición 
del centralismo judicial, pero no fueron 
oídos. En la sesión del día 22 de enero de 
1917, Medina decía: 
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“El dictamen de la comisión que está 
de acuerdo con el proyecto del primer 
jefe concede el amparo contra sentencias 
definitivas que pronuncien los tribunales, 
esto es, se conserva la pésima tradición 
que nulifica la justicia local ( ...) Lajusticia 
común de los estados, de esta manera, 
nunca ha existido ni nunca existirá si van 
a seguir las cosas como están en materia 
de litigios. (“Los derechos del pueblo 
mexicano”, compilación y análisis del 
Congreso de la Unión, Ed. Porrúa, Tomo 
VIIL, p.34.) 


Combate el prejuicio de que en los 
Estados no se puede impartir buena 
justicia y censura el monopolio del foro 
de la ciudad de México, donde reside la 
Corte. Asegura que en los estados hay 
personalidades conspicuas y bastantes 
conocedoras del derecho y de buena fe, 
capaces de fallar los asuntos.(Ibid., p. 
34.) Alude a la excesiva concentración 
de negocios en la Corte, la cual sólo 
debe conocer de cuestiones meramente 


constitucionales: 


“Defendemos la justicia local, el 


prestigio de los tribunales locales; 
queremos que haya perfecta división 
entre las materias civiles y penales y las 
materias constitucionales de que debe 


conocer la Corte.”(Ibid., p. 35) 


Jara respaldó el criterio de Medina e 
igualmente defendió el prestigio de los 
Estados: 


“¿Porque hemos de tener nosotros el 
prejuicio constante de que en los Estados 
de la Federación, en los tribunales de 
los Estados se va a proceder con menos 
honradez que en la Suprema Corte de 
Justicia? Y si esto llegare a suceder, si 
realmente los tribunales de los Estados se 
prestan a mayor corrupción, los estados 
serán los responsables de los perjuicios 
que reciban por haber hecho una mala 
selección de magistrados. Pero por otra 
parte ¿Qué garantía tendrá un tribunal 
compuesto de personas honorables si 
después de haber pronunciado un fallo 


concienzudo, ese fallo, a fuerza de 
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maquinaciones, a fuerza de dinero es 


9.- El Abuso, el Rezago y la Denegación 


destruido allá en la Corte?(Ibid., pp. 55 | de Justicia. 


y 56). 


omo se había previsto, el 


ensanchamiento del amparo, 

aparte de invadir la soberanía 
de los Estados, originó el gravísimo 
problema del rezago en la Corte. Ya 
a principios del siglo en 1904, había 
una acumulación de 4567 juicios. 
Veinticinco años después el rezago 
adquiriría proporciones gigantescas, de 
10,000 asuntos pendientes de resolución. 
Quince años más tarde se había duplicado 
esta última cantidad, correspondiendo 
a la Sala Civil el mayor número de 
expedientes. El centralismo patentizó 
el alcance del error y la denegación 
de justicia fue una de sus más penosas 
consecuencias. Los afectados directos 
en los negocios desesperaban y aún los 
casos más claros y más bien resueltos 
por la justicia local, tenían que soportar 
demoras de años. El amparo se convirtió 
no en un medio de defensa y salvaguarda 


de la Constitución, sino en recurso más 
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del que se echaba mano sin ningún 
escrúpulo. Fue también el arma preferida 


de chicaneros y leguleyos. 


Era urgente poner remedio a esa 
situación y se pensó entonces en aliviar 
el trabajo de la Corte. Consigna Don 
Antonio Carrillo Flores que durante el 
gobierno de Manuel Ávila Camacho 
y conforme a un planteamiento del 
licenciado José Aguilar y Maya, 
Procurador General de Justicia, se quiso 
modificar la competencia de tan alto 
tribunal definiendo aquellos casos en 
que los asuntos deberían tener su término 
en tribunales federales inferiores. 

La oposición de Don Salvador 
Urbina, Presidente de la Corte, evitó 
que prosperara el proyecto de Aguilar y 
Maya. La idea de este era dejar a la Corte 
el conocimiento exclusivo de problemas 
constitucionales en estricto sentido. 
(Antonio Carrillo Flores., Opus Cit. 


Supra Nota 4., pp. 166 y 167). 


Como puede verse, el jurista 
guanajuatense se adelantó en más de 
cuarenta años a la solución que se ha 
adoptado en las más recientes reformas, 
pero sin desconocer que, de todas 


maneras, mantenía el centralismo. 


El problema continuó y el rezago 
siguió creciendo, hasta que en febrero 
de 1951 
Colegiados de 


se crearon los Tribunales 


Circuito, los cuales 
vinieron a auxiliar a la Corte mediante una 
adecuada distribución de competencias. 
Fue un alivio, pero no un remedio. Una 
nueva reforma se promulgó en 1968, 
ampliándose la competencia de los 
Colegidos, en cuyos detalles no nos 
detendremos por ser bien conocidos. 
Vamos a considerar, finalmente, 
la etapa actual. Nos ocupamos de las 
reformas a la Constitución y a la Ley de 
Amparo que entraron en vigor el 15 de 


enero de 1988. 


174 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


10.- La Purificación de la Corte. 


espués de más de un siglo de 
vivir en error y después de más 
de cuarenta y cinco años del 
proyecto Aguilar y Maya, se ha venido 
a caer en la cuenta que la Corte no debe 
ocuparse del control de la legalidad y que 
debe sujetarse a ventilar cuestiones de 


estricta constitucionalidad. 


En la exposición de motivos de la 
iniciativa de 6 de abril de 1987 se dice 


entre otras cosas: 


“Ha llegado el momento histórico, que 
constituye una permanente aspiración 
jurídica, de perfeccionar para la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación la función 
de supremo intérprete de la Constitución 
y de asignar a los Tribunales Colegiados 
de Circuito el control total de la 
legalidad, pues con ello se avanza en el 
fortalecimiento y vigencia del principio 
de división de poderes, se consagra 
nuestro más alto tribunal a la salvaguarda 
de las libertades de los individuos y 


de la norma fundamental, se culmina 


el proceso de descentralización de la 
función jurisdiccional y se acaba en 
definitiva con el problema de rezago en 
asuntos de la competencia de la Suprema 


Corte de Justicia.” 


En nuestra opinión el “momento 
histórico” no llegó en fecha tan reciente. 
La verdad es que se había dejado pasar y 
que se le dio esquinazo desde que se tuvo 
por inconstitucional el artículo 8 de la ley 
juarista, error confirmado por la Ley de 
Amparo de diciembre de 1882. 


Tampoco vemos por qué la reforma 
representa un avance en la división de 
poderes, pues el conocimiento del amparo 
siempre ha estado en manos de los 
tribunales federales, independientemente 
de los criterios seguidos respecto de sus 


competencias. 


No es exacto, por otra parte, que con 
estas modificaciones culmine el proceso 
de descentralización de la función 
jurisdiccional, puesto que los Tribunales 
Colegiados siguen siendo federales, es 
decir, 


centrales, independientemente 
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de su ubicación. Cuando mucho podría 
hablarse de desconcentración en beneficio 
de las labores de la Corte y, en cierta 
forma, en beneficio de los litigantes por 
la cercanía de los Colegiados al lugar en 
que se produzca el conflicto. El rezago 
en la Corte, problema que ha subsistido, 
disminuirá ciertamente, pero no es difícil 
que aumente en los Colegiados, los cuales 


tendrán que multiplicar su número. 


Se dice también que “la presente 
iniciativa respeta y ratifica todos los 
principios que rigen nuestro juicio 


> 


de amparo.” No es posible aceptar 
esta consideración puesto que, según 
hemos visto, los principios originales y 
auténticos tendían claramente a respetar 
la soberanía de los Estados. Fueron 


las circunstancias extrajurídicas, la 
condescendencia y los vicios lo que 
motivaron el centralismo prevaleciente. 
Lejos de corregirse esta situación, la 
reforma la consolida con más desventajas 


que ventajas, como adelante se verá. 


En la exposición de motivos para 
las modificaciones a la Ley de Amparo 
de 10 de noviembre de 1987, a fin de 
ajustarla a los cambios introducidos a la 
Constitución, se abunda en los mismos 
razonamientos. Se reserva a la Corte 
todo lo que se ve a las leyes federales 
y locales, tratados internacionales y 
reglamentos federales y locales. A los 
Colegiados se dejan los reglamentos 
autónomos y municipales y el control, en 
general, de la legalidad. 

Debemos tomar en cuenta que 
hay muchos actos de autoridad que 
sin constituir leyes ni reglamentos, 
pueden significar un serio problema 
de constitucionalidad y no de mera 
legalidad, en cuyo caso no conocerá la 
Corte, sino los Colegiados, lo que no está 
de acuerdo con la exposición de motivos. 
Recordemos aquí que Don Salvador 
Urbina, siendo Presidente de la Corte, 
al oponerse al proyecto Aguilar y Maya, 
decía que era “distinción absurda en el 


Derecho Mexicano entre el control de la 


176 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Constitución y control de la legalidad”. 
(sic) (Ibid; p. 166). Agregó, que la Corte 
se quedaría sin trabajo. 


11.- El fariseísmo Centralista. 


I problema de fondo no se ha 
resuelto ni la solución depende 
solo de una mejor distribución 
de competencias ni de un mayor número 


de Tribunales Colegiados. 


Nadie podrá negar que un aspecto 
esencial lo represente el factor humano, 
es decir, la capacidad y honorabilidad, 
por encima del término medio, de los 
juzgadores. En este punto en que los 
Estados integrantes de la Federación han 
sido tratados con menosprecio, pues al 
negarles soberanía, como se les niega, se 
sigue actuando como si las circunstancias 
del siglo pasado no hubiesen cambiado. 
Se sigue pensando que en “provincia” no 
hay profesionistas con suficientes méritos 
para que nuestros tribunales conozcan 
de los juicios hasta ser fenecidos, como 
decía la Constitución de 24. Se trata de 
un prejuicio grave, como lo señalaba 
Don Hilario Medina. Por su parte, más 
recientemente, Don Antonio Carrillo 


Flores decía: 
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“Me 


abogados honorables y competentes para 


resisto a creer que falten 


decidir las controversias penales, civiles, 
laborales o administrativas que surjan 
en la provincia mexicana y que sean 


competencia local”. (Ibid., p. 1.3). 


Consideramos también que a medida 
que se han ido ampliando las atribuciones 
de los Colegiados y su número (tendrá 
que haber cuando menos uno de estos 
tribunales en cada Estado y dos o más 
donde se amerite), los requerimientos 
de personal de excelente nivel serán 
mayores. No nos atrevemos a decir que 
será imposible satisfacer tales exigencias 
en forma adecuada, siempre que la Corte 
ponga en ello sumo cuidado, pero esto 
no significa que, en caso de suprimirse 
el centralismo, los estados no pudieran 
proveer a nuestros Tribunales Superiores 
de Justicia con personal igualmente 
excelente. ¿Por qué solo los funcionarios 
judiciales que seleccione el centro han 
de ser los únicos aptos, profesional y 


moralmente hablando? 


12.- Buenos Jueces, Buena Justicia. 


n una ponencia que hace varios 

años presentamos dentro de un 

foro de consulta al que convocó 
la Procuraduría General de Justicia, 
decíamos que es imposible desconocer 
la falibilidad humana y que en las 
resoluciones de amparo también se puede 
faltar a la Constitución y a la ley. Pero 
no hay amparo contra el amparo, todo lo 
cual pone de manifiesto que es la calidad 
de la función, más que los sistemas y las 
reglamentaciones, lo que ha de cuidarse 


por arriba de todo. 


Sería temerario afirmar que el carácter 
federal de un cargo es garantía infalible 
de superioridad respecto el carácter local 
de ese mismo cargo. No desconocemos 
la buena fama del Poder Judicial Federal 
en cuanto a la rectitud de la gran mayoría 
de sus integrantes, a quienes no les 
es imputable el eterno problema del 
diferimiento de los fallos por el exceso 
de asuntos, pero tampoco desconocemos 
la buena fama de la mayoría de nuestros 
Justicia, 


Tribunales Superiores de 
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que incluso se han visto fortalecidos 
por el nuevo texto del artículo 116 


Constitucional. 


Creemos también que la calidad de 
los tribunales locales podría optimizarse 
con el rescate de sus facultades porque 
esto motivaría en sus integrantes un 
mayor sentido de responsabilidad bajo 
la conciencia de que sus resoluciones 
serían de verdadera y última instancia. 
Los gobiernos locales usarían de los 
mayores escrúpulos en la designación de 


los altos funcionarios judiciales. 


Contra todo esto podrá alegarse que 
los litigantes prefieren que haya una 
tercera instancia y que esta se ventile con 
la confianza de que no habrá influencias 
de tipo local u otros factores capaces de 
desviar una recta actuación. Esta razón 
no es de fondo. Los perdidosos en un 
asunto no solo querrían que hubiera 
tres instancias, sino cuatro o cinco; en 
cambio, el que obtiene desea que su 
negocio termine pronto. En cuanto a 
las influencias, advirtamos que éstas 


desgraciadamente pueden darse dentro 


de cualquier campo, incluido el federal, 
máxime que, por su ubicación, los 
juzgadores federales no están a salvo 
tampoco de intervenciones surgidas del 


propio medio en que actúan. 


Reiteramos que el problema relativo a 
la selección de juzgadores es fundamental 
y sumamente delicado. Era seguramente 
mucho más fácil para el gobierno federal 
seleccionar a unos pocos Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia, de notable 
trayectoria profesional, de insospechada 
rectitud y de amplio prestigio como 
jurisconsultos, aunque de hecho no 
siempre se hayan tomado en cuenta esas 
virtudes. Hoy no será fácil escoger a cien; 
mucho más de cien integrantes de los 
Tribunales Colegiados con los mismos e 
indispensables méritos. 

Reconozcamos, finalmente, que 
hay asuntos de tal entidad y de tal 
trascendencia que ameritarán siempre 
la intervención del pacto federal por el 
interés social que representan. Lo mismo 
sucederá cuando se quebranten leyes de 


carácter federal. Bien podría idearse para 
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tales casos el recurso adecuado, como en 
cierta forma lo constituye ya la facultad 
de atracción de la Suprema Corte de 
Justicia. No hay razón, en cambio, para 
que todo negocio, indiscriminadamente, 
tenga que ir a parar en los tribunales 


federales. 


Don Antonio Carrillo Flores, a cuya 
memoria hemos dedicado estas notas, 


decía: 


“Ojalá que no termine la década de los 
ochenta sin que se corrija esta anomalía, 
sobre todo ahora que se pretende vigorizar 
nuestro sistema federal y descentralizar 
la vida nacional”. (Ibid. P.13). 


Los pasos dados hasta ahora, lejos de 
satisfacer los anhelos del ilustre jurista, 
hacen más remota la corrección. La 
justicia local parece que seguirá sujeta a 


la tutela centralista indefinidamente. 


El amparo abierto en estos últimos 
sesenta y cinco años se ha consolidado, 
pero no necesariamente probado todas 


las bondades que se le atribuyen. 
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Decreto No. 10 que crea el 
Supremo Tribunal de Justicia 
de Guanajuato. Para evitar 
ladrones de la memoria 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


os años y nueve meses después 
del nacimiento de México 
independiente, el 28 de junio 
de 1824, el Congreso Constituyente del 
Estado de Guanajuato fundó el Supremo 
Tribunal de Justicia, representante del 
Poder Judicial estatal que se sumó al 
ejecutivo y al legislativo en un nuevo 


orden republicano. 


La construcción del Supremo Tribunal 
de Justicia fue prácticamente de cero. 
Se procedía de un sistema monárquico, 
previo al México independiente hubo 
tribunales que no representaban ningún 
Estado 


reinaba el caos social. 


formalmente constituido y 


En efecto, la herencia de la conquista, 
entre otras cosas, fueron 3 siglos de 
monarquía de los reyes de Castilla y un 
sistema de procesamiento inquisitivo del 


santo oficio. 


Además en el proceso de la revolución 
de independencia y antes del México 
emancipado, existieron tribunales de 
facto que no representaban a la Nueva 
España pues el rey Felipe VII era 
prisionero de los franceses; tampoco 
actuaba en nombre de Francia ya que 
expresamente se había desconocido a las 
autoridades emanadas del rey español.' 
Pese a ello y solo por mencionar un 
ejemplo, un tribunal procesó, juzgó, 
sentenció, fusiló y decapitó a Ignacio 
Allende el 26 de junio de 1811? 


1 Acorde al decreto de fecha 4 de diciembre 
1808 expedido por Napoleón Bonaparte 
lll en Chamartín de la Rosa dada la 
invasión francesa a España. Cfr. Comité 
conmemorativo del CCL aniversario de Don 
Miguel Hidalgo y Costilla. 1753-2003. Cámara 
de diputados LVII! legislatura. México, D.F. 
2003; p.!!. 


2 Vid. in extenso Comité conmemorativo del..., 
passim. 
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Había la urgencia de la construcción 
de un sistema de gobierno, pues además 
del recién nacimiento, el país estaba 
amenazado por lobos que cazaban la 
oportunidad de invadir a la sociedad 


mexicana en desorden. 


La construcción del nuevo orden 
nacional se apuntaló en 1824, cuando el 
Congreso Constituyente de México dió 
el nombre de Estado Libre y Soberano 
de Guanajuato quien a su vez, por medio 
de su Congreso Constituyente Local, 
conformado por 3 diputados: Francisco 
Aniceto Palacios, Mariano Leal y Araujo 
y José Tiburcio Incapié, emitieron 
el Decreto número 10 fraguando el 


Supremo Tribunal de Justicia. 


Dicho decreto marca la primera 
revolución del sistema jurídico local en el 
México independiente. Se seleccionó el 
nombre de Supremo Tribunal de Justicia 
y no Tribunal Superior de Justicia, en 
razón de asunción de posturas libertarias 
y republicanas como se escribieron 
14 apartados que abordan aspectos 
y Operativos, 


procesales, orgánicos 


siendo la primera normatividad del poder 
judicial, el antecedente original, de lo 


que ahora es la ley orgánica. 


Aspectos procesales 


Procesalmente se atendieron los 
temas de la competencia y se estableció 


una formalidad procesal. 


La competencia se consideró por 


territorio, por materia y grado. 


Por territorio abarcaba lo que en época 
colonial se identificó como provincia de 
Guanajuato y se asumió que, en caso de 
conflicto competencial con otro estado, 
el encargado de resolverlo, sería el 


Congreso. 


En tanto, la competencia la dividió 
en civil, criminal y de hacienda, en las 
cuales competía al Supremo Tribunal de 


Justicia, realizar los siguientes actos: 


1. Apelación en segunda instancia de 


resoluciones de los juzgados. 
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2. Apelación en tercera instancia de 
resoluciones de otra sala. 

3. Recursos. 

4. Nulidad de sentencias ejecutoriada 
de juez de primera instancia. 

5. Nulidad de sentencias ejecutoriada 
de ministro de segunda instancia. 

6. Primera instancia de causas 
civiles y criminales seguidas contra los 
ayuntamientos donde se ampliaban las 
facultades ordinarias de jueces con el 
derecho a pedir informes justificados y 


boletas efecto vivende.? 


3 Era una solicitud de un expediente 
administrativo o judicial dirigida al juez de 
origen ad effectum videndi et probando es 


7. Visitas carcelarias. 


De igual forma se ordenaba una 
formalidad procesal consistente en que 
las actuaciones deberían llevar un sello 


previamente aprobado por el congreso. 


Aspectos orgánicos 


Orgánicamente se dividió al Tribunal 
en dos salas colegiadas formadas por 3 
ministros nombrados por el Gobernador 
del Estado entre personas mayores de 
30 años, todos dirigidos por el ministro 


regente, acorde al siguiente organigrama: 


decir como prueba. 


Supremo Tribunal de Justicia 


1* Sala Colegiada 


1 Ministro Regente y 
2 Ministros 


2* Sala Colegiada 


3 Ministros 
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Aspectos operativos 


Operativamente el decreto dispuso la 
forma gestión de los asuntos y los sueldos 


de los servidores públicos. 


La gestión de los asuntos daba 
preferencia a las peticiones, en orden 
de antigúedad, priorizando las del fiscal 
decano (el que tuviera más antigúedad en 


el cargo). 


Por otro lado, se estableció como 
sueldo anual de los servidores públicos, 


los siguientes: 


Ministro Ministros y Relator 
regente fiscales 

$3,500.00 $2,500.00 $600.00 
$ 600.00 $ 300.00 


Han transcurrido 195 años de la 


constitución del Supremo Tribunal de 
Justicia en Guanajuato continuando con 
el nombre, la competencia territorial, 
la división entre penal y civil, como la 


apelación de segunda instancia. 


Desapareció, por mandato 
constitucional, la tercera instancia. Y 
no se conocen de asuntos de hacienda 
pues la competencia fiscal paso a ser 
federal. 


penales, 10 civiles unitarias y 3 salas 


Actualmente hay 10 salas 
colegiadas que atienden impugnación 
contra juicios penales orales; todas 
formadas por magistrados ya no de 
ministros y el Supremo Tribunal lo 
representa la presidencia cuya titularidad 
es seleccionada entre pares, por los 
magistrados, no como en antaño cuyo 
nombramiento se daba con la designación, 


por el gobernador, del ministro regente. 


Han acontecido muchos cambios y 
pasado varias constituciones locales* 


y normatividades internas del Poder 


4 Las constituciones de Guanajuato de la 
independencia a la fecha han sido: 1826, 
1861 y 1917. 


En estas líneas se agradece a Diego Saúl Torres 
Solano, director del diario de los debates y 
archivo general del Congreso del Estado de 
Guanajuato por la remisión de la información 
sobre las constituciones y leyes que han 
regido el poder judicial desde su creación. 
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Judicial,? como ha cambiado en 3 | Congreso del Estado en la plaza de la Paz 


ocasiones su sede, primeramente en | Guanajuato y ahora en su actual recinto 


la vieja casa del consistorio o del 


ayuntamiento local, luego en el primer 


5  Desu creación a la fecha las normatividades 
internas que han regido al Poder Judicial han 
sido: 


- Decreto para llevar a su debido efecto el arreglo 
y buen orden de los tribunales establecidos en 
la constitución del Estado y que la justicia se 
administre pronta y cumplidamente de1827. 

- Reglamento provisional para el régimen interior 
del Supremo Tribunal de Justicia del Estado 
de 1850. 

- Reglamento para el gobierno interino del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 
Guanajuato de 1856. 

- Dictamen sobre el reglamento que formó el 
Supremo Tribunal de Justicia de 1856. 

- Reglamento para el gobierno interior del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 
Guanajuato de 1856. 

- Reglamento para el gobierno interior del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 
Guanajuato de 1889 

- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato 
de 1967. 

- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato 
de 1974. 

- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato 
de 1997. 

- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato 
de 2012. 

- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato 
de 2018 (Vigente) 


ubicado en la colonia Pozuelos. 


Aumentó la cantidad de jueces, la 
creación de subsistemas de justicia 
oralidad 


oralidad penal, familiar, 


oralidad mercantil, civil tradicional, 
extinción de dominio, justicia alternativa 
y en próximas fechas se incorporará la 
justicia laboral y lo que las necesidades 


del progreso demanden. 


Como ha habido cambios en la forma 
de registro de las actuaciones, de las actas 
escritas a mano con pluma de manguillo 
y tinta china, pasando por las máquinas 
de escribir y actualmente se utilizan los 
registros electrónicos de audio y video 
como demás tecnologías que avanzan- 
corren rápidamente avizorando un futuro 
próximo con la inteligencia artificial 


aplicada al sistema de justicia. 
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Además de los cambios ordinarios, el 
devenir histórico provocó otra revolución 
- evolución, ahora no violenta, a 
diferencia de la primera, pero igual que 


aquella implicó un cambio radical. 


Precisamente en el 2008, en los 
primeros años de un nuevo siglo, 
como lo fue en la la. y 2a. revolución 
mexicana, se gestó en materia penal un 
giro coperniquiano de sistema jurídico 
procesal de tendencia inquisitiva al 


acusatorio adversativo. 


Vendrán más cambios y es imperativo 
tener presente el inicio apoteótico del 
Supremo Tribunal ahuyentando el 
olvido, ladrón de la memoria del pasado 
y mismo que pasa por alto que la historia 


del futuro se está escribiendo ahora. 
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En los 195 años del Poder 
Judicial de Guanajuato! 


Dr. Mariano González Leal? 


eñores.... 


La celebración de un aniversario, sobre 
todo de un aniversario poco menos que 
bisecular, impone una profunda reflexión 
y un análisis honesto y concienzudo 
sobre el cumplimiento de los objetivos 
planteados por quienes sentaron las bases 
de esta noble institución, que pervive 
hoy, a través de los años, engarzada 


firmemente al carro de la historia. 


1 Discurso pronunciado el 28 de junio del 2019 
en el 195 aniversario del Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado de Guanajuato en el 
auditorio Miguel Hidalgo, de esta Institución. 


2 Magistrado en retiro del Poder Judicial de 
Guanajuato. Notario público No. 1 en la 
ciudad de León, Guanajuato. Licenciado en 
derecho por la Universidad de Guanajuato. 
Doctor en derecho penal y criminología por la 
Universidad de Roma en ltalia. 


El Supremo Tribunal de Justicia 


de Guanajuato cumple apenas 
apenas— ciento noventa y cinco años 
de su fundación. Una celebración de esta 
naturaleza no puede pasar desapercibida 
cuando la línea de conducta de quienes 
la integran sigue siendo, por fortuna, a 
pesar de los tiempos que corren y de los 
vientos que soplan, mayoritariamente 
vertical y ejemplar para otras regiones 
y comarcas del País, no menos que 
profundamente  comprometedora y 
vinculante para quienes tienen el honor 


de integrarlo. 


La impartición de justicia es la 
función más alta que el ser humano puede 
desempeñar, porque —como numerosas 
veces lo señalé en el ejercicio de la 
función pública y en el aula bien amada 
de nuestra Universidad-, no obstante que 
en las profundidades de mi entraña -lo 
digo con plena sinceridad—, nunca me 
sentí digno de tales encomiendas; porque, 
decía, es el ejercicio de una función que 
constituye nada menos que un atributo 


divino. Juzgar a nuestros semejantes, es, 
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sin duda, la mayor responsabilidad y el 
más trascendente compromiso que se 


puede tener en la existencia. 


Del correcto ejercicio de la función 
jurisdiccional depende la convivencia 
justa, pacífica y respetuosa de la persona 
humana dentro de las normas sociales 
elevadas a preceptos jurídicos. Por lo 
tanto, el conocimiento de la técnica 
del derecho, pero nunca aislado, sino 
invariablemente fundamentado en la 
ética, en los principios y los valores 
torna una 


humanos, se prioridad 


absolutamente trascendental. 

No obstante el torrente de ideas 
pragmáticas y disolventes que hoy 
destruyen al mundo, en Guanajuato no 
hemos olvidado que hemos recibido 
de nuestros mayores un poder judicial 
mayoritariamente sano, noble y 
fuerte en un Estado consciente de sus 
tradiciones, pero a la vez maduro y 
moderno. Guanajuato es un Estado que 
valora plenamente la herencia de bien 
que supieron legarnos nuestros padres 


y nuestros maestros, y de ella, una de 


las partes más valiosas es, sin duda, una 
administración de justicia que sirve a la 
ciudadanía y que no se sirve de ella; una 
impartición de justicia capaz de salvar 
su propia responsabilidad histórica 
trasmitida a través de los valores éticos 
y axiológicos fundamentales frente al 
embate del utilitarismo, de la apetencia 
estrictamente material y del relativismo 


corrosivo, ayunos de todo valor espiritual. 


Esta noble institución ha logrado, 
gracias a la labor conjunta de sus 
integrantes, su plena evolución y 
actualización tecnológica, sin sacrificar 
su esencia ni su axiología. Con verdadero 
orgullo y satisfacción hemos sido día a 
día, en nuestro caso desde el ejercicio de 
la función notarial, testigos presenciales 
de la altura técnica y jurídica, pero 
sobre todo moral, con que se conducen 


habitualmente nuestros juzgadores. 


La Patria atraviesa tiempos difíciles, y 
Guanajuato es parte de la Patria. No puede 
substraerse a los tiempos procelosos que 
por doquier nos acosan. Pero la manera 


como el Poder Judicial los ha enfrentado 
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reafirma nuestra convicción de que la 
función jurisdiccional guanajuatense 
ha sido un elemento fundamental para 
construir una Patria más noble y más 
rica, a pesar de los pesimismos que no 
sin lamentable razón, todavía sobreviven 
en quienes se niegan a sí mismos la 


esperanza de la redención. 


La trascendencia de los ideales de 
la administración de justicia en nuestra 
hora debe basarse en ofrecer soluciones 
cristianas, eficaces y justas, que admitan 
parangón, con ventaja, con los sistemas 
más modernos en la tecnología y en el 
orden social, pero que conserven los 
bienes espirituales y morales heredados 
de las nobles civilizaciones de las que 


procedemos. 


La vocación de nuestros jueces debe 
seguir, como hasta hoy, procurando 
una estructura robusta y actual; unos 
instrumentos de acción eficaces y una 
fe capaz de responder firmemente y con 
verdad al prevaricato, al utilitarismo y 
a la traición. Queremos todo ello para 


salvar, de verdad, las esencias de la 


convivencia social, que debe tender a la 
rectitud plena e indubitable, por encima 


de intereses inconfesables. 


Queremos seguir teniendo un Poder 
Judicial compuesto por hombres que, 
como decía el inconmensurable ideólogo 
don Juan Vázquez de Mella, tengan cada 
uno de ellos su propio poder judicial: 
el poder judicial de la insobornable 


conciencia. 


La función jurisdiccional es presente y 
es futuro con el recuerdo y la incorruptible 
exigencia del pasado, en el que 
revolotean incansablemente los ejemplos 
y las palabras de nuestros maestros 
inolvidables. Se ha forjado golpe a golpe 
sobre el yunque de la insensibilidad y 
del indiferentismo. Jamás ha olvidado el 
repertorio axiológico que se hereda y que 
no se improvisa, ni el ansia imperativa 
de no traicionar jamás la esencia de lo 
que constituye uno de los tesoros más 


apreciables que nos han sido legados. 
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Una figura política de la España de 
hoy ha dicho, con profunda sensibilidad, 
palabras más, palabras menos: Así como 
cuidamos los afectos, las amistades, 
los amores, tenemos qué cuidar las 
instituciones, porque las instituciones 
son la estructura de paz que permiten la 
vida social. 

Y otra figura española, sombra 
luminosa de la nueva Castilla de la 
Mancha, dictó hace siglos la norma 
de conducta: “Si la vara de la justicia 
tiembla en tu mano, que sea por el peso 
de la misericordia, pero nunca por el de 
la dádiva”. 


Agradezco profundamente a la señora 
magistrada Claudia Barrera Rangel, 
Presidenta del Supremo Tribunal de 
Justicia y del Consejo Jurisdiccional, su 
generosa gentileza al hacerme el honor 
de invitarme a dirigir estas palabras a 
los integrantes del amado y admirado 
Poder Judicial de Guanajuato. Evoco 
hoy, con profunda emoción, una parte 
entrañable de mi vida, y me reencuentro 


con tantos y tantos rostros que siempre 


respeté porque siempre supieron ser 
respetables, y porque han sabido hacer 
valer invariablemente los principios que 
nutren y han nutrido su existencia. 
Conservar impoluta y digna la 
imagen de la función jurisdiccional 
guanajuatense es el reto, pero es también 


la piedra angular de la esperanza. 


Y sobre todo, es el irrenunciable 
compromiso con nuestros mayores y las 


generaciones que habrán de sucedernos. 


Muchas gracias. 


Guanajuato, 28 de junio de 2019, 
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“Las poquiachis” 


LCC. Nancy Elizabeth Hurtado Castro 


G 6 aría de Jesús, es 
Ms en el negocio 
de blancas como La 

Poquianchis”. 


Así comienza esta relatoría que hace 
más de 55 años causó terror en el Estado 
de Guanajuato y que, desde el análisis 
del expediente, se revisa uno de los casos 
más emblemáticos de trata de personas 


en la historia de nuestro país.? 


María de Jesús, Delfina y María 
Luisa, mejor conocidas como “Las 
Poquianchis”, operaban el negocio de 
trata de personas, en el cual cometieron 
un sinfín de atrocidades. Originarias del 
Salto, Jalisco, infundieron terror, odio y 


miedo en la entidad; pero no solo eso, 


1 Exp. página 4 (repetida). Volumen 1 


2  Intencionalmente el texto es breve a fin de 
destacar las actuaciones del expediente y 
que el lector descubra, como lo hizo el juez, lo 
que aconteció. 


también despertaron lujuria, avaricia y 
demás excesos, que eran parte de su día 


a día. 


Su niñez estuvo llena de violencia y 
con una adolescencia precoz, forjaron un 
imperio de prostitución en el Estado de 
Jalisco y posteriormente en el Estado de 
Guanajuato. 

A continuación se conocerán 
fragmentos de la sentencia a través 
de la cual se hizo justicia a algunas de 
las jóvenes que fueron objeto de trata 


confines de explotación sexual. 


El 17 de enero de 1964 en el 
expediente de actuaciones, tomo 1, 
ubicado en el archivo regional del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato, la 
menor de edad en aquellos años, de 
nombre María, describió como fue 
convencida para salir de su ciudad natal, 
Ocotlán, Jalisco: (...) “cuando una señora 
que se puso Berta y a quien no conocía, 
ni puede proporcionar más datos para 
su filiación, la engañó diciendole que le 


iba a conseguir un trabajo de sirvienta, 
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viniendose en el camion toda la noche 
hasta Leon, Gto., y de Leon hasta un 
lugar que dice San Angel no sabiendo 
precisar en que otros lugares la llevarían 
porque le cubrían la cara con una cobija 
y seian que se acostara en el piso del 
carro y que era maneja por el chofer de 
nombre Pancho; que tampoco recuerda 
el tiempo que pasaria en esta situación; 
lo unico que recuerda es que los lugares 
donde las llevaban eran encerradas, 
incomunicadasy golpeadas por Odulia y 
Pilar, juntamente con Guadalupe y Maria 
de Jesus Gonzalez hermana de Delfina, 
diciéndole a la primera la Poquianchis 
que tambien la golpeaban con zapatos y 
la castigaban con ladrillos sosteniendolos 
con las manos y se le caian le daban con 


un garrote”. (SIC) 


Así como María, una situación similar 
vivió la menor de 12 años, llamada Gloria 
quien fue secuestrada en la siguiente 
fotografía extraída del expediente en 
mención entre la página dos y tres, 
donde se puede leer un extracto de su 


declaración. 


En condiciones similares vivió una 
guanajuatense que fue engañada bajo la 
promesa de un buen trabajo, para después 
secuestrarla y forzarla a la prostitución 
en el lenocinio que manejaban “Las 
Poquianchis”, fragmento que puede 
ser leído en la página 6 del expediente 
aludud 

Aunado a estos tres casos se pudieron 
constatar una veintena más, en donde 
mujeres de diversas edades, originarias 
de: Michoacán, Jalisco, Veracruz, 
Nayarit, entre otros, eran maltratadas, 
obligadas a vender su cuerpo, viviendo 
en condiciones infrahumanas, de 
donde pocas corrieron con la suerte de 


sobrevivir. 


Crear todo ese sistema de trata de 
personas, no fue sencillo, para ello, 
utilizaron a hombres y mujeres que se 
dejaban manipular o comprar por unos 


cuantos pesos. 
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Para controlar a las jóvenes, contaban 
con mujeres que eran conocidas como 
Las Verdugos*, quienes se encargaban 
de golpear, someter, y desaparecer a 
todas las muchachas que se salieran de 
control o bien, ya no fueran útiles para 


el negocio. 


El instinto de supervivencia de cada 
una de las jóvenes las llevo a obedecer y 


cumplir las órdenes. 


Adela duró 15 años trabajando en 
la prostitución con las hermanas y en 
las actuaciones del volumen 1, entre 
la página 20 y 21, se puede ver en la 


siguiente fotografía parte de lo que vivió: 


Por nueve meses estuvieron recluidas 
en la llamada “casa Allende”, donde eran 
apaleadas por cuestiones insignificantes, 
castigadas sin alimento hasta por ocho 
días, y quienes sí recibían alimento o 
escasas porciones se les racionaba dos 
veces al día un plato de frijoles con seis 


tortillas, sin agua. 


3 Descripción extraída del Exp. Vol. 1, Pág. 2 


Las jóvenes habitaban en el cuarto 
de la segunda planta, dormían en el 
suelo, sin abrigo y con sus deposiciones 
cerca. Al poco tiempo la muerte se hizo 
presente debido a la suciedad, malos 


tratos y crueldad a la que eran sometidas. 


Durante el tiempo que permaneció 
el lenocinio, “Las Poquianchis” tenían 
una banda con diferentes personas; uno 
de ellos era Hermenegildo, Teniente 
de Caballería del 


organizaba redadas de mujeres, algunas 


Ejército, quien 
de ellas menores de edad, que una vez 
secuestradas eran violadas por él y 
sus secuaces; además, se encargaba 
de trasladar a las jóvenes, para ello se 
uniformaba debidamente a su rango para 
no ser detenido en las revisiones, lo cual 
le permitía el libre tránsito; por cada 


viaje recibía el pago de $20 pesos. 


Otro ayudante que se convirtió en 
pieza clave para el funcionamiento 
del negocio de trata de personas, fue 
Salvador quien era originario de El 
Salto Juanacatlán, Jalisco. Fue detenido 


a los 45 años de edad, quien además 
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de cumplir su función de jardinero, se 
encargaba de enterrar los cuerpos de 
las mujeres, así como de los fetos que 


abortaban clandestinamente. 


Uno más fue Francisco, al momento 
de su detención contaba con 27 años de 
edad, también originario del El Salto, 
Jalisco, quien fungía como chofer y 
además tenía la encomienda de deshonrar 
a las jovencitas que reclutaban y llegaban 


sin experiencia sexual. 


Las desapariciones, los secuestros, 
las mentiras y las muertes de jóvenes 
inocentes que ocurrieron durante años, 
crearon desesperanza y desolación en las 


familias. Pero esto no quedó impune. 


El 15 de octubre de 1964, el Juez de 
Primera Instancia de lo Penal de San 
Francisco del Rincón, Lic. Timoteo 
Lozano Martínez, dictó la siguiente 


sentencia: 


Sin embargo, las y los sentenciados 
buscaron un recurso de apelación, por lo 
cual el 29 de octubre de 1964 se turnó 


el caso al Magistrado Propietario de la 
Segunda Sala Penal Colegiada, presidida 


por el licenciado Jesús Luna Guzmán. 


Las 1029 
correspondientes al Toca No. 134/1964, 


fojas útiles que 
fueron analizadas y el 2 de agosto de 


1966 se les resolvió: 


Dos años después del inicio de la 
apelación se les notificó la sentencia. 
“Las Poquianchis” y sus colaboradores 
se negaron a firmar, y no desistieron en 
su lucha por quedar en libertad, situación 


que no lograron. 


A lo largo del tiempo, se ha dicho, 
se ha escrito y se ha interpretado sobre 
este caso que hizo cimbrar a las y los 
guanajuatenses, ahora, por primera vez 


se descubren las páginas del expediente. 


Actualmente el juzgado tradicional 
de San Francisco del Rincón ha cerrado 
sus puertas para dar paso al sistema 


acusatorio adversativo y con él se lleva 
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uno de los casos paradigmáticos de 
nuestro estado. Pero sobrevive, como 


perenne recuerdo, que se hizo justicia. 
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Presunción de muerte 
Naturaleza y alcances de la ausencia y presunción de muerte. 
Especial referencia al Estado de Guanajuato, sobre el 
procedimiento de declaración especial de ausencia. 


Magistrado Roberto Ávila García. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de la letra A de este compendio 
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Principios del derecho procesal penal 


Control jurisdiccional de acuerdos probatorios en el proceso penal 
acusatorio. 


Juez Mtro. Eduardo Villagómez Amézquita. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de la letra A de este compendio 


197 


penal 


A 
(97) 
Y 
5) 
5) 
=) 
pa 
a 
a 

== 


derec 


del 


penal 


1 
S 
Y 
dy 
2 
S 
SS 
pS 
Sa 

= 


derec 


Prin 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Análisis de las excepciones a la 
prueba de referencia 


Mtra. Rocío Laura Torón Hernández 
Introducción 


n la práctica se está utilizando 

demasiado lo que se denomina 

evidencia de referencia en el 
Common Law, pero sin conocer su 
origen, ni el porqué de sus excepciones. 
Este tema es uno de los más difíciles 
en la legislación, doctrina y práctica en 
las cortes de los países anglosajones. 
Sin embargo, y no obstante que nuestro 
país tiene un sistema penal de corte 
acusatorio-adversarial hace no poco 
tiempo, se desconoce en qué casos se 
podría alegar una exclusión de pruebas 
por estar en el supuesto de la regla de 
referencia, y en qué casos se podría 


argumentar su excepción. 


En el sistema procesal acusatorio 


adversarial mexicano, hay diversos 
dispositivos que permitirían construir 


la exclusión de evidencia de referencia 


desde un nivel constitucional, tomando 
como bases los principios de inmediación 
y contradicción. Pero también a nivel 
del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, hay diversos artículos que 
también lo permitirían; sin embargo, 
en cuanto a sus excepciones solamente 
podemos encontrar el 386 en sus 
distintas fracciones; sin entrar al análisis 
de lo previsto constitucionalmente para 
Delincuencia Organizada, en donde 
considero que aplican reglas especiales 
propias de un Derecho Penal del 
Enemigo. 
Resultan pues, cuestionables las 
excepciones a la regla de exclusión 
de prueba de referencia, puesto que 
nuestro máximo ordenamiento establece 
que sólo se considerarán como prueba 
aquellas que hayan sido desahogadas en 
la audiencia de juicio, salvo el caso de la 
prueba anticipada, sin hacer ninguna otra 
excepción, por lo que parecería que nos 
aplica la regla de exclusión a la prueba 
de referencia sin excepciones, lo que 


resultaría demasiado radical. 
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En este trabajo daré una breve 
explicación del contenido del artículo 386 
del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, en relación a la regla de prueba 
de referencia desde el punto de vista 
del Common law, previa explicación de 
sus antecedentes, comparación con el 
sistema inquisitivo, además de analizar 
las justificaciones para excluir la prueba 
de referencia en base a los riesgos y 
peligros que ésta implica; así mismo 
y a contrario sensu, el razonamiento 
para las excepciones a la regla de 
prueba de referencia en base a garantías 
circunstanciales de confiabilidad y la 
necesidad; así como las excepciones a la 
exclusión de la prueba de referencia que 


reconoce el ya mencionado numeral 386. 


La idea general es que la evidencia 
de referencia no debe ser admitida, 
por no ser confiable desde hace siglos, 
aproximadamente a finales del siglo XVI 
se construyó esa regla. Sin embargo, al 
construirse la regla también se fueron 
creando las excepciones con el paso de 


tiempo, al verse los casos concretos. 


Cada excepción tiene su razón de ser, 
algunas tal vez una razón débil o fuerte 
de la misma. La doctrina norteamericana 
ha señalado que detrás de cada excepción 
existe una necesidad de uso y una garantía 
circunstancial de confiabilidad y ello ha 
tenido influencia en la forma de regular 


las reglas federales de evidencia. 


La evidencia de referencia es un tema 
muy debatido en las cortes anglosajonas, 
y hasta la Corte Suprema de EUA 
regularmente se ocupa del tema, teniendo 
criterios controvertidos y cambiantes a lo 


largo del tiempo. 


No obstante, lamento señalar que 
en la práctica mexicana existe un 
desconocimiento casi total del tema, 
existen testimonios de referencia 
que testifican lo que oyeron decir al 
testigo directo que percibió los hechos 
(testigos de oídas) y testimonios de 
referencia que declaran sobre lo que 
leyeron de entrevistas de testigos, 
prueba documental e informes periciales 
(testimonios de lectura de constancias de 


investigación). 
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Desde mi punto de vista, la lucha en 
el litigio de los abogados defensores será 
tratar de argumentar la no confiabilidad 
que tiene un testimonio de referencia, 
que viola los principios de inmediación 
y contradicción. Por su parte, los 
Ministerios Públicos y, en su caso, 
los asesores de las víctimas, será el 
sostener las razones de una excepción de 


necesidad y confiabilidad. 


L- La prueba de referencia 


1.- La prueba de referencia en el 


sistema adversarial 


El sistema adversarial, tiene como 
una de sus características principales 
el control de las partes respecto a la 
presentación de los medios probatorios y 
desahogo de pruebas, ya que son quienes 
tienen a su cargo el deber sobre el 
descubrimiento, ofrecimiento, admisión, 
así como la preparación e interrogatorio 
de los testigos en el juicio. Las normas 
procesales suponen que son las partes 


quienes deben sentar las bases, preparar 


los testigos y formular las objeciones 
procedentes a las pruebas del adversario. 
De tal manera, que la intervención del 
juez está reducida a la división de labores 
que caracteriza al sistema adversativo, es 
decir, estamos hablando de un control 
de partes. Así, se cumpliría con el 
objetivo del proceso penal de esclarecer 
los hechos, absolver al inocente, que el 
culpable no quede impune y que los daños 
causados por el delito se reparen (artículo 
20, A, fracción 1 de la CPEUM), en 
pocas palabras la búsqueda de la verdad. 
Con lo cual, desde luego, la sujeción 
que tienen los medios probatorios en 
el sistema  acusatorio-adversarial al 
principio de racionalidad, ya que aspira a 
una adjudicación certera, justa y correcta 
de parte del juzgador, pero que debe ser 
controlado por las partes. 

está 


La referencia 


estrechamente vinculada a la tradición del 


prueba de 


Common law, se dice que es un producto 
histórico del sistema anglo-americano 
de adjudicación de disputas, el cual se 
ha desarrollado y persistido, en donde 


su utilización como norma de exclusión 
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o rechazo de medios probatorios es una 
característica paradigmática de dicho 


sistema. 


En su origen en el derecho inglés, se 
caracterizó a la prueba de referencia como 
“cuento de un cuento”, es decir, como una 
historia que proviene de la boca de otro; 
características que permiten entrever la 
principal razón para la desconfianza que la 
prueba de referencia generaba, ya que un 
testigo o documento pretende transmitir 
al juzgador la declaración extrajudicial 
hecha por diversa persona. Desde su 
origen se ha considerado a la prueba de 
referencia particularmente sospechosa, 
en la medida que su proponente pretende 
descansar en la declaración de ese otro, 
que se encuentra ausente del juicio, 
donde debería estar sentado en la silla 


testifical. 


Es así como la falta de confrontación 
en la prueba de referencia pone en 
manifiesto su falta de confiabilidad. Por 
tal motivo, su invocación en el contexto 
de un proceso supone un planteamiento 


respecto a que lo que debe proceder es su 


exclusión, ante una posible apreciación 
errónea de la prueba por parte del 
juzgador. De tal suerte, que se considera 
que las restricciones sobre la prueba 
de referencia son necesarias, ya que el 
juzgador podría dejarse impresionar por 
declaraciones extrajudiciales o bien, no 
saber manejar problemas de percepción, 
sinceridad 


memoria, narración y 


inherentes a ella.! 


Me explico, la doctrina anglosajona 
ha sintetizado las posibles áreas donde 
un testimonio podría ser no fiable. Esas 
áreas son la percepción, la memoria, 
narración y sinceridad. Si uno analiza 
las formas de impugnar el testimonio del 
testigo laico se ocupan de alguna de estas 
áreas que pudieran resultar afectadas por 
el contrainterrogatorio. Y así se puede 
obtener una clasificación de las formas 
de impugnación. 

La doctrina anglosajona ha 
representado gráficamente los problemas 


del testimonio de referencia (testigo de 


1 Cfr. Carlson Michie R.: Evidence. Estados 
Unidos de Norteamérica. 1997. pp. 3 y 7. 
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oídas), de las existentes seleccionamos la 


de Graham por ser la que mejor refleja la 


A (3) 
; AS 


Testimonio en 
Juicio 


problemática. 


EY A 


Evento X 


(2) 


Xx 


Declaración fuera 
de Juicio 


Los números representan las áreas de 


conflicto: 


(1) Percepción 
(Q) Memoria 

(3) Narración 
(4) Sinceridad. 


Claramente de la gráfica podemos 
evidenciar que el testimonio de referencia 
impide el test de fiabilidad del testigo que 
presenció los hechos. Pero antes tenemos 
que explicar lo anterior, en el Common 
Law para hacer fiables los testimonios 
en juicio ha diseñado un test que implica 
varias cosas: a) El juramento de decir la 
verdad; b) Que el testimonio sea rendido 
ante la presencia de la persona que se 


acusa; Cc) El contrainterrogatorio del 


testigo, y d) En presencia del juzgador. 
El testigo origen de la referencia no 
puede pasar ninguno de estos test, ya que 
su declaración fue sin la protesta de decir 
verdad, sin la presencia de quien acusa, 
sin contrainterrogatorio y sin la presencia 
del juzgador. De ahí que se ha sostenido 
que no puede ser fiable el testimonio de 
referencia, o como se decía al principio 
de la creación de la regla un cuento de 


un cuento. 


Esta regla de exclusión de evidencia 
de referencia en el Common Law tiene 
varias exenciones y excepciones, algunos 
autores señalan que no tiene sentido tener 
una regla que tiene tantas exenciones 
y excepciones. Las exenciones aplican 
cuando se estima que no entra dentro de 
la definición de evidencia de referencia 
y las excepciones responden a lo que 
Wigmore señaló tratando de entender las 
razones de cada una de ellas de garantías 
de fiabilidad y de 


necesidad. Se ha criticado dicha postura 


circunstanciales 


pero en términos generales se sigue 


como una forma de subrayar las razones 


202 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


que pueden ser leves o ilusas con las que 
si pueden sostenerse normalmente en un 


juicio racional. 


2.- La prueba de referencia en 


México 


La definición de prueba dentro del 
proceso penal mexicano, dentro del 
orden Constitucional, se encuentra 
prevista a partir de lo que dispone la 
fracción II, del numeral 20, Apartado 
“A” de la norma en cita que señala: 
«Para los efectos de la sentencia sólo se 
considerarán como prueba aquellas que 
hayan sido desahogadas en la audiencia 
de juicio. La ley establecerá las 
excepciones y los requisitos para admitir 
en juicio la prueba anticipada, que por su 
naturaleza requiera desahogo previo», 
de donde resulta el legislador ser muy 
enfático y preciso, en el hecho de que 
sólo aquello que haya sido desahogado 
en juicio, con las excepciones previstas 
en la ley para el desahogo previo de 
la anticipada, será considerada como 
prueba, luego entonces remitiéndonos 


al análisis de la norma reglamentaria, 


nos dice el Código Nacional de 
Procedimientos Penales en su artículo 
261, en lo conducente establece: «...Se 
denomina prueba a todo conocimiento 
cierto o probable sobre un hecho, que 
ingresando al proceso como medio de 
prueba en una audiencia y desahogada 
bajo los principios de inmediación 
y contradicción, sirve al tribunal de 
enjuiciamiento como elemento de juicio 
para llegar a una conclusión cierta sobre 
los hechos materia de la acusación.»”. 
Luego entonces, el artículo es 
coincidente con el orden constitucional, 
en que prueba es aquella que, ingresada 
al proceso bajo los principios de 


inmediación y contradicción, sirve 


al Tribunal de Enjuiciamiento como 
elemento de juicio para llegar a una 


conclusión cierta sobre los hechos 


materia de la acusación. 


2 Cfr. Alcántara Vázquez, |. 
generales y sistemas de valoración de la 
prueba. La Prueba en el Sistema Procesal 
Penal Acusatorio. Revista Nova lustitia Digital 
de la Reforma Penal. México, V, No. 19, Mayo 
2017; pp. 9-22 y 55. 


Aspectos 
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Queda claro que prueba sólo es la 
de juicio, o bien, la que se desahoga 
con anterioridad a éste bajo ciertas 
circunstancias y requisitos expresamente 
previstos en la norma adjetiva, sin 
embargo, uno de los problemas que 
se presenta, cuando no obstante que 


la norma constitucional como se 
señaló, alude como única excepción 
a la prueba de juicio, aquella que se 
denomina como anticipada, prevista 
en los artículos 304 a 306 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, de 
donde se desprende que se reglamenta 
su pertinencia y desahogo antes de la 
audiencia de juicio, delante de un Juez 
de Control, ante quien debe demostrar 
el oferente o solicitante lo indispensable 
de su desahogo, en razón de existir alta 
probabilidad de no ser desahogada en 
aquella etapa procesal, en atención a no 
poder ocurrir el testigo a audiencia por 
motivos de vivir en el extranjero, por 
razones que hicieran temer su muerte 
o por su estado de salud o incapacidad 
física o mental que le impidiese 
declarar en un futuro, situación que 


habrá de plantearse desde la denuncia 


o querella hasta antes de la audiencia 
de juicio y que habrá de desahogarse 
bajo las reglas de esta última etapa y 
conservarse el registro de la misma, es 
decir, respetándose y aplicándose en 
todo momento los principios rectores 
del proceso penal, que son publicidad, 
contradicción, concentración, 
continuidad e  inmediación?. Sin 
embargo, al margen de dicha excepción 
expresamente contemplada en el mandato 
constitucional, de que pruebas solo son 
las de juicio con su correspondiente 
citada excepción, el dispositivo 386 del 
Código Nacional de Procedimientos 


Penales, señala: 


Artículo 386. Excepción para la 
incorporación porlecturade declaraciones 
anteriores. Podrán incorporarse al 
juicio, previa lectura o reproducción, 
los registros en que consten anteriores 
declaraciones o informes de testigos, 
peritos o acusados, únicamente en los 


siguientes casos: 


3 Cfr. Alcántara Vázquez, |.: Aspectos generales 
y sistemas de valoración de la prueba..., pp. 
9-22. 
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I. El testigo o coimputado haya 
fallecido, presente un trastorno mental 
transitorio O permanente o haya perdido 
la capacidad para declarar en juicio y, 
por esa razón, no hubiese sido posible 


solicitar su desahogo anticipado, o 


II. Cuando la incomparecencia de los 
testigos, peritos o coimputados, fuere 


atribuible al acusado. 


Cualquiera de estas circunstancias 


deberá ser debidamente acreditada. 


Lo indudablemente es 


cuestionable, ya que trastoca el orden 


que 


constitucional, esto es, fundamentalmente 
a los principios previstos en éste, para 
el desarrollo del proceso, a saber el de 
contradicción e inmediación, puesto que 
se interpreta de dicho dispositivo que 
otorga de un alcance probatorio y de 
convicción para una sentencia de juicio, 
al registro de investigación en muchas 
ocasiones obtenido por una persecución 


penal sin presencia de la parte contraria 


a quien afecta, pero sobre todo al margen 
del marco Fundamental, lo que resulta 


abiertamente cuestionable. 


A.-Sistema Inquisitivo en México, 


“testigo de oídas” 


Los testimonios de referencia a la 
mexicana fueron permitidos por el 
sistema preponderantemente inquisitivo 
que nos regía hasta hace pocos años, 
el criterio que prevalecía en el anterior 
sistema de admisión y valoración de 
este tipo de testigos siempre que fueran 
corroborados por otros medios de 
convicción, para nuestros tribunales 
esto era lo que les daba confiabilidad. 
Lo anterior, permitió a los ministerios 
públicos fabricar acusaciones porque 
se buscaba sólo corroborar con otros 
testimonios otros indicios que sostenían 


testigos de referencia. 


PRUEBA TESTIMONIAL EN 
EL PROCESO PENAL CUANDO 
LOS HECHOS SE CONOCEN POR 
REFERENCIA DE TERCEROS. SU 
VALORACIÓN. 
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El artículo 289 del Código Federal de 
Procedimientos Penales establece que 
para apreciar la prueba testimonial, el 
juzgador debe considerar que el testigo: 
a) tenga el criterio necesario para juzgar el 
acto; b) tenga completa imparcialidad; c) 
atestigúe respecto a un hecho susceptible 
de conocerse por medio de los sentidos, 
y que lo conozca por sí mismo y no por 
inducciones o referencias de otro sujeto; 
d) efectúe la declaración de forma 
clara y precisa, sin dudas ni reticencias 
sobre la sustancia del hecho ni sobre las 
circunstancias esenciales; y, e) no haya 
sido obligado por fuerza o miedo, ni 
impulsado por engaño, error o soborno. 
En congruencia con lo anterior, se 
concluye que cuando en una declaración 
testimonial se aportan datos relevantes 
para el proceso penal, unos que son 
conocidos directa o sensorialmente por 
el deponente y otros por referencia de 
terceros -y que, en consecuencia, no le 
constan-, el relato de los primeros, en 
caso de cumplir con los demás requisitos 
legalmente establecidos, tendrá valor 


indiciario, y podrá constituir prueba plena 


derivado de la valoración del juzgador, 
cuando se encuentren reforzados con 
otros medios de convicción, mientras que 
la declaración de los segundos carecerá 
de eficacia probatoria, por no satisfacer 
el requisito referente al conocimiento 


directo que prevé el citado numeral*. 


Resulta evidente que en países 
con sistema de Common law ningún 
fiscal presentaría su caso con base en 
testimonio de referencia, salvo que 
tuviera una excepción bien sostenida en 


la ley y jurisprudencia. 


Desafortunadamente para todos, el 
litigio mexicano por una costumbre 
adquirida de muchos siglos, el debate se 
está dando a la letra textual de la ley, y 
no en argumentos basados en principios 
y razones. En el Common law el debate 


se da exactamente al revés. 


4 Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta.: Novena Época. Registro: 173487. 
Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia Enero de 2006. Tomo XXV. 
Materia(s): Penal. Numero de tesis: 1?./J. 
81/2006. Página: 356. 
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Se dice por quienes operaban el 
anterior sistema  preponderantemente 
inquisitivo en México, que la aceptación 
de la evidencia de referencia fue un 
eslabón fuerte de su núcleo central de 
composición, puesto que incluso en su 
origen permitía la tortura del acusado 
y hasta de los testigos; y la etapa de 
juicio era sólo repetición de lo que había 
acontecido en las anteriores etapas con 
una contradicción muy débil, de ahí 
nació un principio de inmediatez (que 
establecía que las primeras declaraciones 
tenían mayor valor que las posteriores), 
ese principio fue muy utilizado hasta 
antes de la entrada en vigor del nuevo 


sistema procesal penal. 


CONFESION. PRIMERAS 
DECLARACIONES DEL REO. 

De acuerdo con el principio 
de inmediatez procesal y salvo la 
legal procedencia de la retractación 
confesional, las primeras declaraciones 


del acusado, producidas sin tiempo 


suficiente de  aleccionamiento oO 
reflexiones defensivas, deben prevalecer 


sobre las posteriores.* 


Nota: Reitera tesis de jurisprudencia 
número 70, Apéndice de jurisprudencia 
1917-1985, Segunda Parte, página 157. 


INMEDIATEZ, VALIDEZ 
ABSOLUTA PARA TODAS LAS 
PRUEBAS DEL PRINCIPIO DE. 


No es exacta la afirmación en el 
sentido de que el principio de inmediatez 
procesal tenga vigencia Única y 
exclusivamente en tratándose de las 
declaraciones de los inculpados, pues 
ese principio tiene validez absoluta 
y relación con todos los elementos 
probatorios que se allegan al proceso, 
pues es lógico que las pruebas aportadas 
inmediatamente después de sucedidos 
los hechos, por su espontaneidad y falta 


de preparación, tengan un mayor valor 


5 Semanario Judicial de la Federación.: Época: 
Séptima Época. Registro: 245172. Instancia: 
Sala Auxiliar. Tipo de Tesis: Aislada.. Volumen 
205-216, Séptima Parte. Materia(s): Penal. 
Página: 333. 
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probatorio que otros diversos elementos 
que expresamente se ofrezcan en el 
proceso para acreditar la inocencia de los 
inculpados.* 

Esto es, el uso de evidencia de 
referencia era de lo más normal y común 
en la mayoría de los casos. Por ejemplo, 
en el sistema anterior los testigos o el 
inculpado empezaban su testimonio 
leyéndoles sus declaraciones anteriores 
para su ratificación o no, lo que hoy 
en día nos resultaría completamente 
descabellado, pero era una tendencia del 


proceso penal continental europeo. 


B.- La prueba de referencia en la 


actualidad y su problemática 


6 Semanario Judicial de la Federación.: 
Séptima Época. Registro: 236269. Instancia: 
Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Volumen 
50, Segunda Parte. Materia(s): Penal. Tesis: 
Tesis 284 página 563 y 78 página 171, de 
rubro “TESTIGOS, RETRACTACION DE”. 
Tesis 79, página 173, de rubro “CONFESION, 
RETRACTACION DE LA”. Página: 19. 
Véase: Apéndice al Semanario Judicial de 
la Federación 1917- 1965, Segunda Parte, 
Primera Sala: 


En el Common law la Reina María 
introdujo una legislación que permitía el 
uso de declaraciones anteriores de testigos 
en las cortes, que eran introducidas por 
lectura, aproximadamente a mediados 
del siglo XV, eso originó en el siglo 
XVI varios casos que se convirtieron 
en escándalos, generalmente políticos. 
En Inglaterra, el caso más sonado es el 
de Sir. Walter Raleigh, que fue juzgado 
con base a la legislación de la Reina 
María y condenado a muerte en 1618. 
El caso pronto fue reconocido como una 
evidencia, pero el movimiento por la 
exclusión de la evidencia de referencia 
comenzó a sentarse en la doctrina y en 
las cortes inglesas aproximadamente 
en 1670. Ahí fue donde la esencia del 
fue totalmente 


proceso  inquisitivo 


excluido del sistema anglosajón.” 


7 Cfr. Pérez Bustamante, C.: El Conde de 
Gondomar y su intervención en el proceso 
de prisión y muerte de Sir Walter Raleigh. 
Discurso leído en la Solemne inauguración 
del Curso Académico de 1928 a 1929 en la 
Universidad de Santiago de Compostela, 
España. 1929; p. 47. 


208 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Es nuestra costumbre y añoranza al 
sistema inquisitorial que nos permite 
utilizar la evidencia de referencia sin 
límite ni cuestionamiento, lo cual no 
tiene ningún sustento, salvo el antes 
citado artículo 386 en análisis, por lo 
que cuando se llegue a comprender será 
totalmente excluido comprendiendo la 
evidencia de referencia; mientras no 
lo entendamos, la regla de exclusión 
a la prueba de referencia y las 
excepciones, permaneceremos con un 
espíritu inquisitorial. Pero también su 
comprensión nos permitirá llevar a los 
juicios medios probatorios confiables a 
los juzgadores la evidencia de referencia 
es una evidencia que ha probado no ser 
confiable en muchos casos. Si un testigo 
que ha percibido directamente los hechos 
está sujeto a mucho cuestionamiento 
actualmente (psicología del testimonio, 
problemas de percepción o credibilidad) 
un testigo de referencia tiene el doble de 


cuestionamientos y problemas. 


A la fecha, el recuerdo y tradición 
inquisitorial permite tener por válido 
sin 


el testimonio de referencia 


cuestionamiento alguno. Resulta por ello 
indispensable para todos los abogados 
cualquiera que sea el papel que tengan 
en el sistema, introducirse al estudio del 


tema de evidencia de referencia. 


Una 
experiencia propia y de otros colegas 


situación muy común, por 
penalistas, es que los ministerios públicos, 
no en pocas ocasiones hacen montajes 
sobre las detenciones y construyen las 
narrativas de los hechos con un testigo 
falso, en donde generalmente dependen 
de ese testigo. Lo que hacen es tratar 
de no presentarlo para incorporar su 
testimonio por lectura o por testigo 
de referencia. El 386, fracción II del 
Código Nacional de Procedimientos 
Penales permite la incorporación por 
lectura cuando por causa atribuible al 
imputado el testigo, coacusado o perito 
no se presenta. Y más aún, tratándose 
de delincuencia organizada, tienen 
además otra oportunidad de incorporar 
por lectura la entrevista ministerial al 
inicio del juicio, conforme al artículo 20, 
apartado B, fracción V, segundo párrafo 


de la Constitución. 
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De no funcionar los dos anteriores, 
ya en el desfile probatorio, la fiscalía ha 
intentado como prueba nueva presentar 
testimonio de referencia, esto es el fiscal 
o ministerio público que ha tomado 
la entrevista del testigo, para que éste 
declare sobre el contenido de la entrevista 
del testigo no disponible; usando el 390 
del Código Nacional. 


Desde mi punto de vista para aplicar 
cualquier excepción, se debe realizar 
una interpretación sistemática del 386, 
no gramatical, a efecto de respetar los 
principios que rigen nuestro sistema 
procesal, luego entonces, deberíamos 
entender que son dos testimonios, 
primero el que testifica dando cuenta 
de la indisponibilidad, es decir de la 
ausencia del testigo, perito o acusado se 
debió a que ha fallecido, se encuentra 
con un trastorno mental o incapacidad 
para poder declarar en juicio, o en razón 
de que una conducta dolosa del acusado 
impidió la comparecencia en juicio de 
un testigo. Y después, el testimonio de la 


persona que tomó la entrevista del testigo 


o coacusado ausente, o el que recibió el 
informe pericial. Claramente son dos 
pasos y no solamente como lo señala el 
primer párrafo del multicitado artículo 
386 del código adjetivo, al establecer: 
“podrán incorporarse al juicio, previa 
lectura o reproducción, los registros en 
que consten anteriores declaraciones o 
informes de testigos, peritos o acusados”. 
Es decir, no basta con la simple lectura 
o reproducción instantánea del registro, 
sino que tendrán que desahogarse, 
previo a la lectura o reproducción, los 
dos testigos a los que se acaba de hacer 
mención. Por ejemplo, en el caso que 
el testigo estrella de la fiscalía haya 
fallecido, antes de que se incorpore su 
entrevista a través de la simple lectura 
del fiscal, éste tendrá que presentar a un 
testigo al que le conste el fallecimiento 
y a través del cual se pueda incorporar 
el acta de defunción y, posteriormente, 
diverso testigo quien es el que en su 
momento le tomó la entrevista al difunto. 

Existe una 


interpretación muy 


formalista de la ley, como en la 


Constitución que permite en caso 
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de delincuencia organizada que las 
actuaciones realizadas en la fase de 
investigación tengan valor probatorio 
cuando no puedan ser reproducidas en 
juicio o exista riesgo para testigos O 
víctimas, lo que en la práctica revela un 
criterio autoritario y no razones, con lo 
cual los posibles o supuestos integrantes 
de las organizaciones criminales se 
les pueden violar los principios de 
inmediación y contradicción por el 
simple hecho de ser juzgados por este 
delito (derecho penal del enemigo). Al 
menos en el Common law se otorgan 
razones para hacerlo en determinados 
casos, siempre y cuando éstos supuestos 
queden plenamente probados ante el 
tribunal de enjuiciamiento. A diferencia 
de lo que aquí ocurre por permitirlo la 
Constitución, en términos muy amplios, 
se puede pedir y si el juez lo admite se 


desahoga. 


El problema que veo es que en nuestro 
sistema a veces se copiaron dispositivos 
sistemas, 


de otros pero nunca se 


explicaron las razones que soportaban 
estos dispositivos; eso es lo que debemos 


rescatar en el litigio. 


3.- El razonamiento para rechazar la 

prueba de referencia 
De acuerdo con la doctrina 
norteamericana, para entrar al debate 
sobre la exclusión de la prueba de 
deben 


condiciones ideales que tradicionalmente 


referencia, se analizar tres 
han existido en el sistema probatorio 


anglo-americano para avalar la 
credibilidad de un testigo, que son: el 
juramento, la presencia del juzgador al 
declarar el testigo y la disponibilidad de 
este para ser contrainterrogado por las 
partes en el proceso, dando vida con ello 
a una manifestación más plena de los 
principios de inmediación, contracción 
y oralidad que rigen en el sistema 
acusatorio adversarlal; ya que su ausencia 
priva a la parte contra la cual se ofrece la 
declaración, la posibilidad de exponer las 
flaquezas y debilidades testimoniales en 
el declarante. En particular en la figura del 


contrainterrogatorio, pues esta condición 
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está en el sistema anglo-americano, ya 
que se considera una cuestión medular 


de su naturaleza adversativa. 


El fundamento para la exclusión 
de medios probatorios de referencia, 
es evitar que se admitan pruebas en 
las cuales está ausente el factor de 
fiabilidad del testimonio. De tal suerte, 
que por ejemplo el Tribunal Supremo 
de Puerto Rico ha caracterizado la 
interacción entre la regla de prueba de 
referencia y los riesgos o peligros en 
cuatro áreas: 1) narración del evento, 
2) percepción del evento, 3) recuerdo 
del evento, 4) sinceridad del declarante. 
Pues la posibilidad de que el declarante 
consciente o inconscientemente, falte 
a la verdad en alguna de dichas áreas, 
impone al juzgador la obligación de 


tomar esta prueba con cautela.* 


Riesgos o peligros de la prueba de 


referencia: 


Percepción: 


8 Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia 
y sus excepciones. Editorial InterJuris. Puerto 
Rico. 2010. pp. 5 


Las personas al comparecer a juicio 
en calidad de testigos, llevan consigo 
su propia condición de seres humanos, 
con las ventajas y desventajas que ello 
implica, puesto que todos estamos en 
la posibilidad de cometer errores. Lo 
que incluye obviamente la capacidad 
para percibir en sus diferentes facetas 
(ver, oír, palpar, oler), en donde por su 
naturaleza humana existen limitaciones o 
problemas que enfrentan las personas en 
la percepción que pueden ser de diversa 
índole. 

Algunas limitaciones pueden ser 
atribuibles al propio sujeto, otras más 
objetivas le conciernen a la propia 
percepción. Puede afirmarse que la 
capacidad de percepción de un testigo 
sobre un determinado asunto queda 
sujeta a diversos factores, tales como 
la oscuridad, tiempo de observación, 
visuales, de 


distancia, problemas 


alcoholismo o drogas. 
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Por ello, el ordenamiento evidenciario 
prevé como medio de impugnación 
el grado de capacidad del testigo para 
percibir, corroborando de esta manera la 
tesis respecto a los riesgos de la prueba 
de referencia; uno de los principales 
riesgos es la imposibilidad de ejercer tal 
medio de impugnación con el objeto de 
atacar la credibilidad de un testigo, lo 
cual no es posible en tratándose de una 
prueba de referencia, al no estar presente 


el declarante?. 
Memoria: 


Son varias las razones que pudieran 
afectar el recuerdo de un testigo respecto 
al asunto objeto de su testimonio, tales 
como el pasar del tiempo, el estado o 
condición del testigo al momento que 
percibió los hechos, causas orgánicas 
y la poca percepción que pudo haber 
tenido del hecho, lo cual puede ocasionar 
fallas en la memoria de un testigo, lo 
cual no sería posible evidenciar ante la 


permisión de la prueba de referencia. 


9 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de 
referencia y sus excepciones..., p. 12 


Ambigiiedad en la narración: 


Las imprecisiones o errores dentro 
de la narración verbal o escrita del 
testigo, así como expresiones en doble 
sentido, realizadas metafóricamente o 
con ironía, pueden resultar confusas o 
incomprensibles por diversos factores 
que serían muy difíciles de interpretar 


ante la permisión de prueba de referencia. 


Sinceridad: 


La insinceridad es el más subjetivo de 
los riesgos ante la permisión de la prueba 
de referencia y por tanto, el más difícil 
de revelar, riesgo que se pretende evitar 
mediante la exigencia del juramento 
cuando el testigo se siente en la silla 


testifical en juicio. 


El mundo de posibilidades para la 
insinceridad es tan amplio como la 
conducta humana, por ejemplo: lazos 
de parentesco oO amistad, intereses 
económicos, lealtad, gratitud, oferta de 


inmunidad, temor, intimidación, etc. 
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La insinceridad de los testigos puede 
considerarse como una consecuencia del 
propio sistema adversativo, pero que 
sin embargo, la parte afectada puede 
evidenciar mediante el ejercicio del 
contrainterrogatorio, particularmente 
con la impugnación por parcialidad, cosa 
que con la prueba de referencia resultaría 


imposible. 


4.- Concepto de declaración 


extrajudicial como prueba de referencia 


Prueba de referencia: es 


declaración que hace una persona distinta 


una 


a quien percibió directamente el hecho y 
que se realiza en juicio por un declarante, 
que se ofrece en evidencia para probar la 


verdad de lo aseverado. 


Es así, que la declaración de la 
prueba de referencia se caracteriza por 
ser extrajudicial, que como su nombre 
lo indica, es distinta a la que la persona 
declarante hace en juicio, derivado de 
la situación en la cual se produce, ya 
que el proponente ofrece como prueba 


una declaración que fue realizada en 


sede extrajudicial, como la realizada o 
bien por otro declarante, o por el propio 
declarante ante la autoridad ministerial 
o de policía de investigación, como 


entrevista en actos de investigación." 


Podría decirse que en la prueba de 
referencia, están envueltos dos testigos, 
en donde el primero cumple con las tres 
condiciones ideales para la presentación 
de testimonios, pero netamente informa 
sobre lo que un segundo testigo le dijo. 
El segundo testigo es el declarante 
extrajudicial, cuya declaración no 
fue prestada de conformidad con las 
condiciones ideales pero contiene la 
información esencial. Lo que resulta 
determinante .es que el segundo 
testigo y quien presentó la declaración 
extrajudicial, no ocupa la silla testifical 
en juicio. Luego entonces, tal ausencia 
del testigo en la silla testifical en juicio, 
hace imposible que pueda estar sujeto 
a las condiciones ideales. Con lo cual 
se le priva al juzgador de poder valorar 


debidamente la credibilidad que merece 


10 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de 
referencia y sus excepciones..., p.256. 


214 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


el declarante, y por ende su declaración, 
haciendo evidente el grave problema que 


presupone la prueba de referencia.'' 


No obstante los graves problemas 
que implica la prueba de referencia, 
por no ser confiable, en ocasiones su 
exclusión tiene como consecuencia que 
no se tome en cuenta una prueba con 
alto valor probatorio, haciendo evidente 
el conflicto con el principio general de 
búsqueda de la verdad o esclarecimiento 
de los hechos. 
otra doctrina 


Por parte, la 


norteamericana hace perfectamente 
admisible la prueba de referencia en dos 
circunstancias que no están relacionadas 
con la verdad o falsedad del hecho, sino 
para: 1) acreditarelefectodeladeclaración 
en quien la escuchó y 2) para acreditar el 
estado mental de quien la hizo, lo cual 
es perfectamente válido. Me explico, 
en el primer supuesto, el proponente 
puede ofrecer la declaración para probar 


el efecto que éste tuvo sobre quien la 


11 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de 
referencia y sus excepciones...,p. 19. 


escuchó, para lo cual no es pertinente 
que la aseveración haya sido verdadera 
o falsa. Frecuentemente, el efecto de la 
declaración es pertinente para explicar 
la conducta subsiguiente de quien la 
escuchó. Es decir, para el proponente, la 
declaración y su contenido, posee valor 
probatorio que es independiente de su 
verdad o falsedad. Así, prueba respecto 
al contenido de la declaración constituye 
prueba circunstancial del efecto que tuvo 
sobre quien la escuchó o la leyó, razón 
por la cual al proponente no le interesa 
probar que la declaración es cierta o 


falsa. 


El efecto en quien escuchó: 


En este sentido, la declaración tiene 
valor probatorio independiente, por el 
solo hecho de haberse proferido. Tal y 
como pudiera ocurrir, por ejemplo, en el 
caso de que un agente de la policía declare 
que recibió una llamada de una mujer, 
quien le dijo que se encontraba en peligro 
por agresiones de su esposo Juan Pérez, 
razón por la cual el agente de la policía 


se trasladó al lugar a donde le dijo la 
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mujer que se encontraba. En este sentido, 
la declaración tiene valor probatorio 
independiente, por el solo hecho de 
haberse realizado. El argumento sería en 
el sentido de que el agente hubiera ido 
al lugar a investigar, independientemente 
de la verdad o falsedad de que la mujer 
sufría agresiones por parte de Juan 
Pérez, por tanto el proponente ofrece la 
declaración, con el propósito de que se 
infiera de la misma, la razón por la cual 
el agente fue al lugar de los hechos, y no 
de que la mujer era agredida por Juan 


Pérez. 


El estado mental del declarante: 


En sentido análogo, una declaración 
extrajudicial puede emplearse con el 
propósito circunstancial de probar 
el estado mental de quien la hizo. El 
contenido de una declaración permite al 
juzgador inferir determinado aspecto del 
estado mental del declarante como por 
ejemplo, el conocimiento de un hecho, 
razón para incurrir en determinada 
conducta y el temor, la cordura o la falta 


de ésta. Al igual que en la modalidad 


antes discutida, el proponente no 
ofrece la declaración con el propósito 
impermisible de probar su verdad o 
falsedad, sino con el propósito de probar 


el estado mental del declarante. 


El profesor Chiesa cita el tradicional 
ejemplo del declarante que afirma ser 
Napoleón. Tal aseveración se ofrece 
mediante el testimonio de alguien que 
la escuchó, con el propósito de permitir 
al juzgador inferir un aspecto del 
estado mental del declarante: su falta 
de cordura. Tal estado, indica el citado 
autor, “puede ser pertinente para muchos 


fines jurídicos.!?” 


12 Cfr. Chiesa E. L.: Tratado de Derecho 
Probatorio. Tomo ll. Publicaciones JTS, Luiggi 
Abraham-Editor. Estados Unidos de Norte 
América. 2005. p. 623. 
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m.- 


referencia 


Excepciones a la prueba de 


1.- El razonamiento para las 
excepciones a la regla de prueba de 
referencia: la garantía circunstancia de 
fiabilidad y la necesidad'* 


sencialmente, las excepciones 

se han desarrollado en la 

normativa jurisprudencial de 
una manera gradual. En su desarrollo, 
las excepciones ponen de manifiesto un 
aspecto de la metodología asociada con 
el Common law: los pronunciamientos 
de tribunales apelativos constituyen 
la base original de la doctrina. En gran 
medida, las excepciones han tenido 
como base, o bien las consideraciones en 
torno a las circunstancias en las cuales 
la declaración se prestó, o respecto al 
estado o condición mental del declarante 
al momento de prestarla. Sobre estos dos 
elementos, por tanto, es que la doctrina 
ha razonado el criterio de las garantías 


circunstanciales de fiabilidad. 


13 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de 
referencia y sus excepciones..., pp. 47y ss. 


Consideraciones de praxis han estado 
presentes en la configuración de las 
excepciones. La aplicación absoluta de 
un principio conduciría a la exclusión 
de prueba confiable y, eventualmente, 
al empobrecimiento del cometido de 
juzgamiento, ya que reduciría el universo 


de prueba para poder ser valorado. 


Además, téngase en cuenta el supuesto 
de necesidad en el cual se colocaría al 
proponente para poder esclarecer los 


hechos. 


Estas consideraciones de praxis han 
llevado a los tribunales apelativos en 
el Common law a reflexionar respecto 
de lo oneroso del efecto excluyente de 
la regla de prueba de referencia que, en 
principio, afecta no sólo al proponente 
sino, en última instancia, al fin último 
del derecho probatorio: la búsqueda de la 
verdad. Es con motivo de la dicha práctica 
procesal que la doctrina desarrolla dos 


criterios fundamentales de confiabilidad 
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y necesidad, en torno a los cuales se ha 
razonado las excepciones a la regla de 


prueba de referencia. 


Así, en primer lugar, la confiabilidad 
de una declaración puede ser avalada a 
través de factores denominados garantías 
circunstanciales de confiabilidad que en 
una declaración, si faltan, constituyen por 
lógica larazón de su falta de confiabilidad; 
sin embargo, en determinadas categorías 
de excepciones, la doctrina considera 
que la confiabilidad no es suficiente por 
sí sola para justificar la admisibilidad 
de una declaración extrajudicial, sino 
que además el proponente tendrá que 
demostrar la necesidad que tiene de 


recurrir a la prueba de referencia. 


Así en el derecho probatorio, el 
concepto de necesidad es un referente 
a las situaciones de índole fáctico que 
impiden al proponente presentar la 
prueba testifical, la cual posee valor para 
probar la cuestión de hecho prevista. Con 
frecuencia las razones de impedimento 
son de naturaleza física, tal es el caso 


del declarante que no comparece a juicio 


por razón de enfermedad, tratamiento, 
reclusión, distancia o, en su caso más 


radical, por fallecimiento. 


El motivo de necesidad que con mayor 
frecuencia se invoca es el referente a la no 
disponibilidad del declarante para prestar 
su testimonio. La indisponibilidad de éste 
obliga al proponente a acudir como vía 
de excepción a la prueba de referencia, 


como forma de sustituir su testimonio. 


A.-La confiabilidad de la aseveración: 
Criterio de garantías circunstanciales 

Tienen garantías circunstanciales 
de confiabilidad declaraciones que por 
la forma o circunstancias en las que se 
producen, entrañan una relativa ausencia 
de uno o más de los riesgos asociados 
con la prueba de referencia; esto es, 
narración y 


percepción, memoria, 


sinceridad. 


Si se considera la premisa para el 
efecto excluyente de la regla de prueba 
de referencia -su falta de confiabilidad- 


tiene sentido plantear la inaplicabilidad 
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de la regla y de su efecto, cuando los 
riesgos asociados con dicha prueba se han 
reducido. Tal es el caso, por ejemplo, de 
la excepción de declaración en peligro de 
muerte. En ella, según el razonamiento en 
la doctrina, las circunstancias que rodean 
la declaración inducen al declarante a ser 
veraz y, con ello, a reducir el riesgo de la 
falta de sinceridad. 
De igual forma, también resulta 
indicativo de la confiabilidad de una 
declaración la presencia de una oO 
más de las condiciones ideales que 
tradicionalmente se han exigido para 
la prestación del testimonio en el 
sistema de adversarios: el juramento, la 
confrontación (contrainterrogatorio) y la 
observación directa del comportamiento 


por el juzgador. 


La excepción del testimonio anterior 
Esta 


la admisibilidad de un 


sirve de ejemplo. excepción 
contempla 
testimonio prestado en otro juicio, vista 
o deposición en el cual la parte contra 
quien se ofrece tuvo la oportunidad 


de examinar al testigo. Se cumple así 


con la presencia de las condiciones del 
juramento y la confrontación, aunque 
también a destiempo, ya que el juzgador 
ante quien se ofrece no tiene ante sí 
al declarante, quien por exigencia de 
la propia excepción debe encontrarse 


indisponible. 


B.- La necesidad del proponente: el 


criterio de la indisponibilidad 


En el derecho 


norteamericano, el criterio de necesidad 


probatorio 


se suele plantear en función de la 
perspectiva de la parte proponente. El 
proponente del medio probatorio, se dice, 
recurre a la prueba de referencia, ante la 
imposibilidad de producir otra prueba 
más confiable, esto es, al declarante 
como testigo en el juicio. Dicha parte 
desearía poder presentar al declarante 
como testigo, pero la indisponibilidad 
de éste lo hace imposible, por lo que 
debe recurrir a la prueba de referencia. 
En pocas palabras, el proponente se 
encuentra en un dilema, por un lado se 
trata de escoger entre prueba que no es la 


mejor, contra la ausencia de prueba. En 
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donde obviamente la respuesta sería la 
prueba de referencia, puesto que de los 


males, el menor. 


Los litigantes, al organizar y planificar 
su prueba, tienen como una de sus 
consideraciones la realidad inexorable 
de lo que ocurre en la realidad de la 
vida diaria, particularmente el pasar 
del tiempo. Las personas -en concreto, 
los declarantes y testigos- desaparecen, 
se enferman, pierden la memoria, 
envejecen y mueren; para un litigante, 
sin embargo, el proceso judicial, al igual 
que el espectáculo de Broadway, sigue su 


marcha. 


El derecho probatorio en el Common 
law ha desarrollado a lo largo de muchos 
años principios que sirven de atenuante a 
la necesidad del proponente de producir 
alguna prueba para establecer el hecho 
deseado, claro está, eliminando el 
supuesto en el que el proponente haya 


sido quien gestó o causó la necesidad. 


En materia de prueba de referencia 
una modalidad común del criterio de 
necesidad suele manifestarse en función 
de la indisponibilidad del declarante/ 
testigo. Mueller y Kirkpatrick señalan 
cómo la indisponibilidad representa un 
tipo de necesidad, la cual es una de las dos 
bases tradicionales para las excepciones 


a la regla de prueba de referencia.'* 


En el esquema de prueba de referencia, 
y en el contexto de indisponibilidad, el 
mismo testigo indisponible es a su vez, 
declarante en función de su declaración 
extrajudicial que se pretende ofrecer. 
El proponente, quien tenía previsto 
presentar el testimonio del ahora testigo 
indisponible, puede ofrecer la declaración 
extrajudicial de este, en el supuesto de 
que pueda cumplir lo dispuesto en alguna 


de las excepciones pertinentes. 


No se entenderá que una persona 
declarante está no disponible como 
testigo, si ello ha sido motivado por la 
gestión o conducta de quien propone la 
14 Cfr. Muller K. B. 8 Kirkpatrick, L. C.: Evidence. 


Aspen Publishers. Quinta Edición. Estados 
Unidos de Norte América. 2012. p. 899. 
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declaración con el propósito de evitar 
que la persona declarante comparezca o 


testifique. 


Este tipo de excepciones en el 
derecho norteamericano, representan 
una modalidad particular de estudio 
ya que 
categoría de 


de prueba de referencia; 


constituyen la única 
excepciones en la cual es necesario 
realizar una demostración respecto a la 
indisponibilidad del declarante para que 
éste preste de viva voz su testimonio 
en juicio, como condición precedente a 
la admisibilidad. El peso de la prueba 
para demostrar dicho criterio, descansa 
en la parte proponente, es decir, la que 
pretende que se incorpore la declaración 
extrajudicial del declarante bajo esta 
excepción [García Martínez 4. City 
and Country of Dember]. No obstante, 
es de destacarse la posibilidad de que 
el proponente de la prueba sea quien 
haya motivado la indisponibilidad del 
declarante, como por ejemplo el supuesto 
no muy alejado de nuestra realidad, en 
donde el agente del Ministerio Público 


ha librado una orden de aprehensión en 


contra del testigo estrella de un caso, 
supuesto en el que evidentemente el 
testigo no se presentará por temor a ser 
aprehendido. Este es uno los problemas 
más graves de la prueba de referencia, 
ante la indisponibilidad del testigo, que 
tiene como consecuencia la anulación 
de la confrontación o contradicción, 
uno de los principios más importantes 
de nuestro sistema penal, plasmado 
en la Constitución en su artículo 20 ya 


mencionado. 


2.- Causas de indisponibilidad 


La doctrina norteamericana prevé 
diversas causas para la indisponibilidad 
del declarante a efecto de que rinda su 
testimonio en juicio, teniendo en cuenta 
que se considera como “indisponibilidad” 
todo lo que no sea culpa del proponente, 
que como cuestión práctica impida al 
testigo presentarse a juicio y declarar, por 
lo que solamente cuando el proponente ha 
causado la indisponibilidad del testigo, 
o cuando no ha realizado los esfuerzos 


suficientes para citarlo a comparecer, es 
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que no se le va a permitir aprovecharse 
de las excepciones a la regla de prueba 


de referencia. 


+ El declarante está exento de 
testificar porrazón de un privilegio 
reconocido por el tribunal. 

+ El declarante rehúsa testificar. 
Insiste en no testificar en relación 
con el asunto u objeto de su 
declaración a pesar de la orden 
del tribunal para que lo haga, y la 
amenaza de la aplicación de una 
sanción por desacato. 

+ El 


recordar nada sobre el asunto 


declarante manifiesta no 
u objeto de su declaración, no 
obstante se le aplique en varias 
ocasiones el ejercicio de apoyo 
o refresco de memoria, si el 
declarante insiste en no recordar.!* 
+ El declarante ha fallecido o 
poder 
de 


enfermedad, impedimento mental 


está imposibilitado a 


comparecer por razón 


15 Cfr. Chiesa E. L.: Tratado de Derecho 
Probatorio ...,p. 725. 


o incapacidad para declarar en 
juicio, esto es no disponibilidad 
de la persona testigo. 

+ El declarante está fuera de la 
vista, requiere que el proponente 
de la declaración haya desplegado 
diligencias para conseguir su 
comparecencia mediante citación 
del tribunal. 

+ El declarante no está disponible 
por conducta indebida de la parte 


contraria. 


En razón del tema que se analiza, me 
limitaré a analizar únicamente las dos 
últimas causales de excepción a la regla 
de prueba de referencia, al ser éstas las 
que contempla el ya mencionado artículo 
386 del Código Adjetivo. 


A.- El declarante ha fallecido o está 
imposibilitado a poder comparecer por 
razón de enfermedad o impedimento 
mental o incapacidad para declarar en 
juicio, (no disponibilidad de la persona 


testigo). 
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En este caso son dos los supuestos que 
motivanlaindisponibilidaddeldeclarante. 
El primero es el fallecimiento, que es la 
forma más radical de indisponibilidad y 
por tanto, la forma más sencilla para el 
proponente de acreditar la misma ante el 
tribunal. 


En los supuestos de impedimento 
mental o incapacidad para declarar en 
juicio, el tribunal tendría que analizar 
rigurosamente la situación en la cual 
los criterios de duración, condición y 
gravedad de la enfermedad o incapacidad 
del testigo, resultaran ser determinantes 
para la procedencia de la indisponibilidad, 
y por tanto para de dicha causal sea 


aplicada como excepción. 
B.- El declarante esta fuera de la vista 


Requiere que el proponente de la 
declaración haya desplegado diligencias 
comparecencia 


para conseguir su 


mediante citación del tribunal. 


Si bien este caso no se encuentra 
contemplado dentro del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, haré un breve 
análisis al respecto en virtud de que 
antes de la entrada en vigor del Código 
Nacional, algunos códigos procesales 
contemplaban este supuesto, como lo 
fue el caso del artículo 374 del Estado de 


México. 


registros de 
“Artículo 374. 


Podrán incorporarse al juicio oral, previa 


Incorporación de 


actuaciones anteriores. 


su lectura o reproducción, los registros 
en que consten diligencias anteriores, 


cuando: 


I. Existan testimonios y dictámenes 
de peritos que se hayan recibido 
conforme a las reglas de la prueba 
anticipada, sin perjuicio de que 
las partes exijan la comparecencia 
personal del testigo o perito, 
cuando sea posible; y 

II. Las partes lo soliciten y el juez 
lo estime procedente, por lectura 

del 


respectivo, en la parte conducente: 


o reproducción registro 


223 


penal 


poa 
A 
Y) 
dy 
2) 
=) 
IS 
a 
o 

== 


derec 


del 


penal 


1 
S 
Y 
dy 
2 
S 
SS 
a 
Sa 

<= 


derec 


Prin 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


c) ... 
d) Las 
coimputados, testigos o peritos 


declaraciones de 


que hayan fallecido, perdido 
la razón o la capacidad para 
declarar en juicio, estén fuera 
del país, se ignore su residencia 
actual y por eso no hubiese sido 
posible solicitar su desahogo 


anticipado.:” 


El supuesto no exige al proponente 
explicar o demostrar la razón para la 
indisponibilidad del declarante, ya que 
se reconoce la dificultad que engendra 
para el proponente poder explicar la 
motivación o razonamiento del declarante 
para no comparecer. La razón para la 
incomparecencia del declarante puede 
ser tan válida como la propia conducta 
humana, por ejemplo, que se encuentre 
en tratamiento médico, recluido en un 
penal, haya salido de viaje, etc; lo que 


esta modalidad exige en comparación 


con otras es que el proponente debe 
demostrar que ha desplegado las 
diligencias suficientes para conseguir la 
comparecencia del declarante a juicio, 
ya que con ello podrá demostrar que 
la incomparecencia del testigo no fue 
por su culpa o negligencia. Es decir, se 
requiere cuando menos que demuestre 
que ha realizado un esfuerzo de buena fe 
para lograr la comparecencia, puesto que 
se trata de una excepción cuya base se 
encuentra en el criterio de necesidad; a 
diferencia de los demás supuestos, en los 
cuales la razón para la indisponibilidad 
es manifiesta, y en el supuesto que se 
analiza solamente hay que acreditar la 
ausencia del declarante, no obstante 
haberlo llamado y buscado en diferentes 
lugares y con diferentes métodos; es 
decir, el tipo de gestión que se realice, 
dependerá del contexto particular del 
caso, que satisfagan el acreditar las 
diligencias desplegadas respecto a la 


citación. !' 


16 Cfr. Weinsteins J.B, Berger M.A.: Matthew 
Bender. Weinsteinís Evidence Manual. Sec 
17.01. Estados Unidos de Norte América. 
1997.p. 26. 
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Indica en este sentido el profesor 
Chiesa que el criterio rector será la 
razonabilidad de las medidas tomadas por 
el gobierno para lograr la comparecencia 
del declarante. Por ejemplo, en Pueblo 
$ Pelloot Pérez, el tribunal supremo 
entendió que el ministerio público 
satisfizo dicho criterio, al señalar que 
el testimonio ausente fue debidamente 
citado por el tribunal para el día del 
juicio y, al no comparecer, el juez ordenó 
su arresto por desacato en dos ocasiones. 
El fiscal también presentó pruebas sobre 
las cuestiones infructuosas realizadas por 
el alguacil del tribunal y la policía para 
localizar al testigo. Quedó demostrado 
que la comparecencia del testigo no se 
pudo lograr por medio de citación del 
tribunal u otros medios racionales, y el 
pueblo, realizó un esfuerzo de buena fe 


para lograr su comparecencia. 


Si bien es cierto, que esta excepción 
a la regla de prueba de referencia que 
anteriormente contemplaban algunos 
códigos procesales de corte acusatorio 
en el país, (antes de la entrada en vigor 


del código nacional) era permitida. En 


la práctica generó graves problemas, 
en virtud de que el ministerio público, 
faltando a su deber de lealtad y buena fe, 
en realidad no hacía el menor esfuerzo en 
buscar y presentar a los testigos, o bien, 
por causas atribuibles a éste las personas 
no comparecían y se escondían, tal es 
el caso de intimidaciones o porque en 
realidad el testigo había sido manipulado 
para falsear sus declaraciones y prefería 
desaparecer. Por lo tanto, considero que 
fue adecuado no incluir este supuesto 
de excepción dentro de nuestro código 
nacional, en virtud de que a nuestro 
ministerio público le falta mucho 
para tener un comportamiento ético y 


conducirse con lealtad y buena fe. 


C.- Declaración en peligro de muerte 


Este encuentra 


expresamente contemplado en el código 


supuesto no se 


nacional, pero se entiende que se aplica la 
excepción a la regla de exclusión, y por 
tanto se da por admitido un testimonio 
de referencia en estas circunstancias en 
caso de que ocurriese, siempre y cuando 


el testigo haya fallecido. 
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Cuando el declarante no está 
disponible como testigo, es admisible 
a la excepción de regla de exclusión 
de prueba de referencia, siendo su 
declaración admisible cuando creía estar 
en peligro de muerte inminente, si la 
declaración se relaciona con la causa o 
las circunstancias de los que creyó era 


una muerte inminente. 


Esta excepción está fundada en 
motivos de confiabilidad y necesidad, es 
decir, la excepción tiene como premisa 
el alto grado de confiabilidad que 
supone una reducción respecto al riesgo 
asociado con la falta de sinceridad. El 
argumento en sus orígenes, conforme al 
derecho norteamericano, está basado en 
consideraciones religiosas y metafísicas, 
teniendo como premisa la idea que una 
persona no va a morir con una mentira en 
suboca, estas consideraciones metafísicas 
y religiosas se han plasmado incluso 
en jurisprudencia norteamericana; por 
ejemplo en 1934, el Supremo Tribunal 
de Puerto Rico, hizo referencia a la 


condición de articulo mortis, como un 


momento tan solemne como si estuviera 
listo de responder de sus actos ante Dios 
[Pueblo 4 Mejias], atribuyendo algunos 
doctrinarios el fundamento de esta 
excepción a la tradición judeo-cristiana 
de la culpa y el perdón, ya que se supone 
que el momento de la muerte, es la 
última oportunidad de pedir perdón por 
los pecados, por lo que, dentro de este 
concepto religioso, las personas que se 
encuentran en ese trance, es muy probable 
que no mientan, lo que evidentemente es 
solo una creencia carente de toda base 


científica.” 


Así, la admisibilidad de declaración 
de un moribundo a través de otra 
persona, tiene además el aval del criterio 
de necesidad, ya que la muerte del 
declarante priva al promovente, no solo 
de practicarle al declarante directamente 
el acto de investigación de la entrevista, 
sino de tener acceso a otra prueba 
respecto a los hechos relacionados con la 


causa y las circunstancias de la muerte 


17 Emmanuelli. Jiménez, R.: Prontuario 
de Derecho Probatorio Puertorriqueño.. 
Ediciones Situm 3rd. Puerto Rico. 2010. p. 


533. 
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del declarante, por ejemplo: en el caso en 
que la víctima exprese lo que sucedió y 
quien se lo hizo al paramédico en el lugar 
de los hechos, al médico o sacerdote en 
el hospital o a cualquier otra persona 
antes de morir, sin tener la oportunidad 
de acudir ante la autoridad ministerial a 
presentar su entrevista, y mucho menos 
a la posibilidad de desahogar prueba 
anticipada, en términos del artículo 304 
de Código Nacional de Procedimientos 
Penales. Se trata de cuestiones fácticas 
respecto a las cuales el proponente 
difícilmente pueda obtener prueba de 
igual o mayor valor probatorio, ya que de 
no admitirse por la regla de referencia, 
la declaración que a otra persona alcanzó 
a manifestarle el moribundo, se estaría 
privando al promovente de prueba, la 
cual al ser excluida sería inexistente, y 
muchas veces se trata de la prueba más 
importante del caso, se trata básicamente 
de supuestos en que se impute alguna 
variante de homicidio, en las cuales en 
caso de que se excluyera la prueba de 
referencia, implica la pérdida de prueba 
valiosa o esencial para obtener un fallo 


condenatorio. 


No obstante lo anterior, la propia 
condición del moribundo podría acarrear 
el riesgo de problemas asociados con 
percepción y narración, que tendrá 
que ser argumentado por la parte de la 
defensa, y por lo tanto desvirtuado en la 


medida de lo posible por el proponente.'* 


D.- El declarante no está disponible 
por conducta indebida de la parte 


contraria 


Una declaración ofrecida contra una 
parte, será admitida como excepción a 
la regla de prueba de referencia, siempre 
y cuando se haya demostrado mediante 
prueba clara, robusta y convincente que 
la contraparte participó o consintió una 
conducta indebida con la intención de 
producir la indisponibilidad de la persona 
declarante como testigo en el juicio. Su 
fundamento no descansa en razones de 
confiabilidad, sino en un principio de 


equidad. 


18 Cfr. Jaffee, L.:The Constitution and Proof 
by Dead. El autor cuestiona las garantías 
circunstanciales de confiabilidad de las 
declaraciones del moribundo. 
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La excepción tiene como propósito 
desincentivar a las partes de incurrir 
en conductas indebidas encaminadas a 
causar la incomparecencia del testigo 
adverso, ya que la conducta de la partea 
quien perjudica el testimonio justifica la 
admisibilidad de la declaración, inclusive 
aunque dicha prueba de referencia 
carezca de garantías circunstanciales de 
confiabilidad, ya que la contraparte con 
su conducta indebida, ha justificado la 
confiscación de su facultad de invocar 
la regla de prueba de referencia. Por 
ejemplo, en el caso de diversos asuntos 
de delincuencia organizada, en que 
se ha tenido conocimiento de que los 
integrantes de dichos grupos delictivos 
han privado de la vida al testigo 
estrella de la fiscalía horas previas a su 
comparecencia en juicio, por lo que en 
dichoscasos queda plenamente justificado 
el argumento del fiscal de que como el 
imputado había ordenado asesinar al 
testigo, la declaración era admisible, 
bajo la excepción de confiscación por 
conducta. Otro ejemplo es, en el derecho 


norteamericano la decisión Reynolds v. 


United States, a una situación de hechos 
en la cual se alegaba que el imputado, 
en un caso de bigamia, indujo a error a 
una empleada que intentaba localizar a 
su esposa para entregarle la notificación 
judicial de citación a audiencia de juicio, 
en donde el planteamiento fundamental 
de la doctrina adoptada, según se 
expone en el mencionado precedente, 
es en el sentido de que la Constitución 
no garantiza a una persona acusada 
contra las consecuencias de sus propios 
indebidos, 


nugatorio la aplicación de los principios 


actos haciendo con ello 
de contradicción e inmediación en su 


perjuicio.'” 


Se pueden englobar tres requisitos 
para la procedencia de ésta excepción, 
que son: acto ilegal, intención y causa. 
Esto es, en primer lugar, que la parte a 
quien perjudica el testimonio debe haber 
participado o consentido en un acto 
o conducta ilegal (no necesariamente 
delictiva, como podría ser la cohesión 
psicológica, dar información falsa al 
19 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La prueba de 


referencia y las reglas de evidencia..., pp.294- 
304. 
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notificador para que no encuentre al 
testigo o inducir al error al testigo sobre 
la fecha o lugar del juicio) respecto 
al declarante, y que podrían ser desde 
el asesinato del declarante, tentativa, 
lesiones, extorsión, amenazas, engaños. 
En segundo lugar, dicho acto debe 
haberse realizado con la intención de 
causar la indisponibilidad del declarante 
y; en tercer lugar, el acto o conducta 
ilegal debe ser la causa de la ausencia del 


declarante en el juicio.? 


El fin de esta regla de excepción no 
es hacer admisibles declaraciones con 
suficientes garantías de confiabilidad, 
sino más bien impedir que se salga con la 
suya la parte que provoca que un potencial 
testigo no testifique, especialmente los 
que intimidan con amenazas o violencia, 
puesto que nadie debe beneficiarse con 
una conducta indebida, por lo que es 
comprensible que se vea sacrificado el 
respeto a los principios de contradicción 


y mediación, que le asisten.” 


20 Vid. in extenso Giles € California. 


21 Vid. Tribunal Supremo de Puerto Rico.: 
Informe de las reglas de derecho probatorio, 
Secretariado del a Conferencia Judicial 


Chiesa lo 


claramente al decir que la utilidad de la 


El profesor explica 
regla es en relación con declaraciones 
prestadas en la etapa de investigación 
del caso, que serían admisibles bajo esta 
excepción, cuando la no disponibilidad 
del declarante es el resultado de las 
gestiones de la parte contra quien se 
ofrece la declaración, tal es el caso de 
declaraciones o entrevistas hechas ante 
agentes de la policía, fiscales, amigos, 
conocidos O terceras personas. Es 
importante destacar, que la doctrina 
requiere una demostración de que la 
conducta indebida tenía el propósito de 
causar indisponibilidad del declarante 
en la silla testifical, si la intención que 
tuvo el acusado al realizar la conducta 
indebida era distinta de la de causar 
indisponibilidad en el juicio (como 
disputa doméstica o celos), no se estaría 
cumpliendo con el requisito de intención 
necesario para activar la excepción de 
confiscación por conducta; por tanto, 

y Notarial Comité Asesor Permanente de 


Reglas de Evidencia, 12 de marzo de 2007. 


22 Crf. Chiesa E. L.: Tratado de Derecho 
Probatorio...,p.761. 
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de admitirse la prueba de referencia, 
se estarían violando los principio de 
contradicción e inmediación, que son 
derechos de acusado para un debido 


proceso. 


Conclusiones 


rimera: En el sistema procesal 

acusatorio adversarial mexicano, 

se puede construir la exclusión 
de evidencia de referencia a un nivel 
constitucional con el principio de 
inmediación y contradicción. A nivel 
de Código Nacional de Procedimientos 
Penales, también hay diversos artículos 
que lo permiten; sin embargo, en cuanto 
a sus excepciones solamente podemos 
encontrar el artículo 386 en sus distintas 


fracciones. 


dar 
interpretación y aplicación adecuada 
del artículo 386 del Código Nacional 


de Procedimientos Penales, no basta 


Segunda: Para poder una 


con la simple lectura o reproducción 
instantánea del registro, sino que tendrán 
que desahogarse, previo a la lectura 
o reproducción dos testigos, uno para 
probar la razón de la indisponibilidad, y 
otro propiamente de quien haya tomado 


la declaración de ahora no disponible. 
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Tercera: En el debate sobre la 
exclusión de la prueba de referencia, 
se deben analizar tres condiciones 
ideales para avalar la credibilidad de 
un testigo, que son: el juramento, la 
presencia del juzgador al declarar el 
testigo y la disponibilidad de este para 
ser contrainterrogado por las partes en el 
proceso. 
Cuarta: Son los criterios de 
confiabilidad y necesidad, en torno a los 
cuales se razonan las excepciones a la 
regla de prueba de referencia. En casos 
como la no disponibilidad de la persona 
testigo por conducta indebida de la parte 
contraria, no trata de que el testimonio 
de referencia sea confiable, sino más 
bien de una sanción a la parte que causo 
la indisponibilidad; siempre y cuando 
se demuestre mediante prueba clara, 
robusta y convincente tres requisitos que 


son: acto ilegal, intención y causa. 


Para efectos prácticos las conclusiones 
del presente artículo pueden citarse en el 


proceso penal, de la siguiente forma: 


Excepciones a la admisión de testigo 
de referencia en el sistema procesal penal 
mexicano. 

Los constitucionales 
y procesales de 


principios 
inmediación y 
contradicción, construyen las reglas de 
exclusión probatoria como los casos 
de excepción en que debe admitirse el 
testigo de referencia y el valor probatorio 


que este puede alcanzar. 


Para la admisión probatoria del testigo 
de referencia debe justificarse el principio 
de necesidad ante la imposibilidad 
material de que se presente en juicio el 
testigo — fuente original; para lo cual 
tendrán que desahogarse al menos dos 
pruebas, una para probar la razón de la 
indisponibilidad y otra de la persona que 
escucho a quien conoció los hechos de 


forma directa. 


Admitida la prueba de referencia 
deben 
confiabilidad del testigo indirecto con el 


analizarse, el principio de 
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resto de las pruebas que deben estar en Bibliografía 
el mismo sentido para que tenga efectos 
probatorios. Alcántara Vázquez, I.: Aspectos generales 
y sistemas de valoración de la 
Actuar en contrario, implicaría un prueba. La Prueba en el Sistema 
acto ilegal y su desahogo debe resultara Procesal Penal Acusatorio. 
estéril el cuento del cuento no sirve de Revista Nova lustitia Digital de 
prueba. la Reforma Penal. México, V, 


No. 19, Mayo 2017. 


Carlson Michie R.: Evidence. Estados 


|] 
3 Unidos de Norteamérica. 1997 
S 
Q 
== Chiesa E. L.: Tratado de Derecho 
6 Probatorio. Tomo T. 
S Publicaciones  JTS,  Luiggi 
Abraham-Editor. Estados 
o Unidos de Norte América. 2005. 
2 
So Emmanuelli Jiménez, R.: Prontuario 
E de Derecho Probatorio 
Puertorriqueño.. Ediciones 


Situm 3rd. Puerto Rico. 2010. p. 
533. affee, L.:The Constitution 
and Proof by Dead. 


4 
= 
== 
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Muller K. B. € Kirkpatrick, L. C.: 
Evidence. Aspen Publishers. 
Quinta Edición. Estados Unidos 
de Norte América. 2012. 


Pérez Bustamante, C.: El Conde de 
Gondomar y su intervención 
en el proceso de prisión y 
muerte de Sir Walter Raleigh. 
Discurso leído en la Solemne 
inauguración del Curso Aca- 
démico de 1928 a 1929 en la 
Universidad de Santiago de 


enal 


p 


Compostela, España. 1929. 


Tribunal Supremo de Puerto Rico.: 
Informe de las reglas de derecho 


probatorio, Secretariado del a 


A 
(97) 
g 
5) 
5) 
=) 
pa 
a 
a 

= 


Conferencia Judicial y Notarial 


ec 


Comité Asesor Permanente 
de Reglas de Evidencia, 12 de 
marzo de 2007. 


der 


del 


Velayos Martínez, M. I.: El testigo de 
referencia en el proceso penal. 
España 1998. Ed. Tirant lo 
Blanch. 
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El Principio de Inmediación en 
la Audiencia Intermedia 
Interpretación del Artículo 
342 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Introducción 


ebe asistir el acusado a la 

audiencia intermedia si 

d, el artículo 342 del CNPP 
e 


samente no lo señala? pregunta que 
se responde adecuadamente solo después 
de realizar íntegramente el análisis de 


dicho precepto legal.' 


1 Para estar en aptitud de afirmar y firmar 
conclusiones debe asumirse un método de 
estudio que valide los resultados; pues no 
basta la literalidad de la ley ni la intuición 
del más sagaz intérprete para la cabal 
comprensión de los dispositivos procesales 
penales. La orfandad metodológica, se puede 
traducir en el riesgo de asumir conclusiones 
tuitivas, lejanas al fin de la norma. A 
razón de que “(...) sin una consideración 
sistemático-conceptual del derecho, no 
es posible la ciencia del derecho como 
disciplina racional (...). Alexy, R.: Teoría 
de los derechos fundamentales. Centro de 
estudios constitucionales. Madrid España. 
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1993; p. 45. Empero, poco o prácticamente 
nada se ha escrito sobre un método propio de 
interpretación del derecho procesal penal, a 
diferencia del sustantivo, donde la dogmática 
se ha consolidado. 

La ausencia de método para el análisis del 
derecho adjetivo penal no puede ni debe orillar 
al abandono de un método ad hoc o resignarse 
a utilizar las pautas de interpretación general 
para textos legales, ya que equivaldría a que 
las conclusiones sean solo opiniones, quizá 
razonables, pero ciertamente acientíficas y 
por eso, endebles. 

Ante ese panorama, en esta investigación, 
se utiliza un método combinando 3 sistemas 
de interpretación, la tesis de los derechos 
fundamentales, la dogmática procesal penal 
y la interpretación teleológica. 

La interpretación principalista diferencia los 
principios de las reglas jurídicas acorde a un 
esquema de cumplimiento. Los principios, a 
diferencia de las reglas, no se pueden cumplir 
directamente. Son normas que ordenan que 
algo se realice de acuerdo a las posibilidades 
fácticas y jurídicas. Consecuentemente, 
son mandatos de optimización que pueden 
ser satisfechos en diferentes grados. Para 
analizar las posibilidades fácticas se atiende 
a los principios de idoneidad y necesidad. 
Mientras, para las posibilidades jurídicas, 
opera la ponderación o proporcionalidad. 

Por otro lado, las reglas son las normas 
concretas que disponen una específica 
actuación y en las que cabe un proceso de 
subsunción entre la ley y el caso concreto. La 
interpretación principalista implica descubrir 
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De ahí que el propósito del presente 
artículo sea argumentar - interpretar el 
principio de inmediación en la audiencia 


intermedia. 


el principio consagrado en la ley y luego, la 
regla, de forma que la interpretación de las 
últimas debe ser siguiendo al principio. 

El análisis dogmático procesal consistente en 
identificar los temas que aborda el precepto 
legal y desarrollarlos para construir una 
disertación racional. 

Mientras la interpretación teleológica, en el 
caso, implica ensayar, poner a prueba, las 
conclusiones revisando si hay coherencia 
entre el derecho que se encuentra incito con 
el trámite propuesto en la ley, de forma que 
asegure ser una herramienta de concreción 
del derecho protegido. Cfr Alexy, R.: Teoría 
de los ..., p. 45. Y del mismo autor en: Tres 
escritos sobre los derechos fundamentales 
y la teoría de los principios. Traducción de 
Carlos Bernal Pulido. Bogotá. Universidad del 
externado de Colombia. 2009; p. 94. 

La combinación de los métodos expuestos 
sintéticamente implican: 

1.- Extraer el principio y los derechos que se 
contienen en el precepto legal sometido a 
análisis. 

2.- Separar los 
contenidos en la ley, e 

3.- Interpretar los supuestos normativos a fin 
con el principio que pretende concretizar. 


supuestos normativos 


La hipótesis de la que se parte es 
que la inmediación tiene excepciones 
y una de ellas está prevista a favor del 
acusado como su derecho a renunciar a 
estar presente en la audiencia, aunque 
para ello debe pedir autorización, lo que 
implica que si debe acudir al juzgado y 
esperar que el juez le autorice retirarse y 


estar en una sala contigua. 


Para comprobar la hipótesis planteada 
se utiliza la interpretación principalista, la 
dogmática procesal penal y la teleológica. 
Por cuya combinación de métodos es 
obligado, primero ubicar el derecho 
humano que se encuentra implícito en 
el texto legal sujeto a su análisis. Luego, 
como paso número dos, extraer las 
hipótesis normativas contenidas en la 
ley, y por último, examinar los supuestos 
legales atendiendo a su fin, el telos del 


precepto legal. 
Así, se desarrollan VI apartados. 
En el primero, se expone como eje 


neurálgico de toda la disertación o el 


principio de inmediación, del que se 
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expurga su significado etimológico, para 
posteriormente abordar su connotación 


procesal penal, sus vertientes y alcances. 


El segundo punto, se ocupa de los 
actos que implican la dirección del 
debate como las posturas principales que 
existen, la activa y la pasiva, asumiéndose 
una intermedia. 

Llegado al tema IIL se aborda 
la oralidad y la inmediación, cuya 
combinación de principios crean uno 


diverso a lo que abarcan en individual. 


Para el punto IV, se tratan los requisitos 
de validez de la audiencia intermedia, 
focalizando el derecho del acusado a 
solicitar permiso para no estar en la sala 
al verificarse la audiencia. 

Posteriormente, en el penúltimo 
rubro, el V, se atienden las consecuencias 
en los casos en que la víctima y el 
asesor jurídico no acuden a la audiencia 


intermedia. 


Finalmente, en el rubro VI se anota 
un resumen donde se da respuesta a la 
pregunta inicial: el acusado si debe asistir 
a la audiencia intermedia, mas puede 
solicitar autorización para retirarse. 
los elementos 


Así, se tienen 


indispensables, apenas lo necesario, 
para comprender y aplicar el principio 
de inmediación en la audiencia de 


preparación a juicio oral. 


Artículo 342. La audiencia intermedia 
será conducida por el juez de control, 
quien la presidirá en su integridad 


y se 
indispensable la presencia permanente 


desarrollará oralmente. Es 
del juez de control, el ministerio público, 
y el defensor durante la audiencia. La 
víctima u ofendido o su asesor jurídico 
deberán concurrir, pero su inasistencia 
no suspende el acto, aunque si ésta fue 
injustificada, se tendrá por desistida su 
pretensión en el caso de que se hubiera 
coadyuvante del 


constituido como 


ministerio público. 
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Comentarios. ¡Inmediación en la 


audiencia intermedia 


I. El principio de inmediación en la 


audiencia intermedia 
Concepto etimológico 


a palabra inmediación tal cual no 
está reconocida en el diccionario 
de la real academia de la lengua 
española, al ser una palabra compuesta 
que se forma con la proposición in que 
significa sin? y mediación, del latín 
mediatio-onis, que se refiere a mediador. 
De ahí que integrada en una sola palabra 
gramaticalmente se traduzca como sin 
intermediarios. 
Sin intermediarios implica 
proximidad, contigilidad o cercanía física 


con un objeto y conlleva un método de 


2 Cfr. Real academia de la lengua española: 
In. Segunda acepción.  http://dle.rae. 
es/?id=L9vLorj|L9VXSzQ. Consultado el 1 de 
agosto de 2018. 


3 Cfr. Real academia de la lengua española: 
Mediación. En http://dle.rae.es/?id=OjnsTUN. 
Consultado el 1 de agosto del 2018. 


conocimiento por medio de la interacción 
que se da entre el observador y el objeto 


observado.* 
Concepto procesal penal 


Trasladándolo a materia procesal, 
constriñe a que el juez y magistrado 
conozcan directamente las posturas de las 
partes?, lo que se consigue conociendo y 


resolviendo personalmente. 


4 Cfr. Del Arco Blanco, M. A. y Del Arco Blanco, 
A. |. (Coordinación): Inmediación, principio 
de. En diccionario básico Cfr. jurídico. 
Novena edición. Editorial Comares. Granada 
España. 2016; p. 323. Cabezudo Rodríguez, 
N.: Aproximación a la teoría general sobre 
el principio de inmediación procesal de 
la comprensión de su trascendencia a la 
expansión del concepto. En https://www. 
uv.es/coloquio/coloquio/comunicaciones/ 
cp4cab.pdf. Consultado el 1 de agosto del 
2018. Decap Fernández, M.: El juicio oral y 
los principios de inmediación y contradicción. 
https: //www.ijf.cjf.gob.mx/publicaciones/ 
revista/36/Mauricio%20Decap%20 
Fern%C3%A1ndez.pdf. Consultado el 1 de 
agosto de 2018. 


5 Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia 
que literalmente: Principio de inmediación 
como regla procesal. Requiere la necesaria 
presencia del juez en el desarrollo de 
la audiencia. En el procedimiento penal 
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acusatorio, adversativo y oral, el mecanismo 
institucional que permite a los jueces emitir 
sus decisiones es la realización de una 
audiencia, en la cual las partes —cara a cara— 
presentan verbalmente sus argumentos, la 
evidencia que apoya su posición y cuentan, 
además, con la oportunidad de controvertir 
oralmente las afirmaciones de su contraparte. 
Acorde con esa lógica operativa, el artículo 
20, apartado A, fracción ll, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos 
en vigor, dispone que “toda audiencia se 
desarrollará en presencia del juez”, lo que 
implica que el principio de inmediación 
en esta vertiente busca como objetivos: 
garantizar la corrección formal del proceso y 
velar por el debido respeto de los derechos 
de las partes, al asegurar la presencia del 
juez en las actuaciones judiciales, así como 
evitar una de las prácticas más comunes que 
llevaron al agotamiento del procedimiento 
penal tradicional, en el que la mayoría de las 
audiencias no se dirigían por un juez, sino 
que su realización se delegó al secretario del 
juzgado y, en esa misma proporción, también 
se delegaron el desahogo y la valoración de 
las pruebas. señala: Época: Décima Época 
Registro: 2017074 .Instancia: Primera sala. 
Tipo de tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del 
semanario judicial de la federación. Libro 
55, Junio de 2018, Tomo ll Materia(s): 
Constitucional, Penal. Tesis: la. LIV/2018 
(10a.). Página: 971. 
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metodológico de 


6 


Por ello, debe ser un imperativo 


actuación;* que 


Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia 
mexicana: Principio de inmediación como 
herramienta metodológica para la formación 
de la prueba. Exige el contacto directo y 
personal del juez con los sujetos y el objeto 
del proceso durante la audiencia de juicio. 
Del proceso legislativo que culminó con la 
instauración del Nuevo Sistema de Justicia 
Penal, se advierte que para el Poder 
Reformador de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos en vigor, el 
principio de inmediación presupone que 
todos los elementos de prueba vertidos en 
un proceso y que servirán para decidir sobre 
la responsabilidad penal de una persona, 
deben ser presenciados sin mediaciones o 
intermediarios por el juez en una audiencia. 
Los alcances de dicho propósito implican 
reconocer que es en la etapa de juicio donde 
la inmediación cobra plena aplicación, porque 
en esta vertiente configura una herramienta 
metodológica para la formación de la prueba, 
la cual exige el contacto directo y personal 
que el juez debe tener con los sujetos y el 
objeto del proceso durante la realización de 
la audiencia de juicio, porque de esa manera 
se coloca al juez en las mejores condiciones 
posibles para percibir —sin intermediarios— 
toda la información que surja de las pruebas 
personales, es decir, no sólo la de contenido 
verbal, sino que la inmediación también lo 
ubica en óptimas condiciones para constatar 
una serie de elementos que acompañan a 
las palabras del declarante, habilitados para 
transmitir y recepcionar de mejor manera 
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implica el no delegar en un proyectista 
la conducción de las audiencias, ni la 


elaboración de resoluciones. 


Dicho conocimiento directo, en la 
actualidad, no se limita a la presencia 
física del juez y las partes en la sala de 
audiencia, como era antaño. Hoy en 
día los medios tecnológicos han abierto 
posibilidades de interacción 
del 


como la telemediación” 


nuevas 


a partir uso de herramientas 


a través de 


videoconferencia. 


el mensaje que se quiere entregar, como el 
manejo del tono, volumen o cadencia de la 
vOz, pausas, titubeos, disposición del cuerpo, 
dirección de la mirada, muecas o sonrojo, 
que la doctrina denomina componentes 
paralingúísticos. Época: Décima Época. 
Registro: 2017073. Instancia: Primera sala. 
Tipo de tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del 
semanario judicial de la federación. Libro 
55, Junio de 2018, Tomo ll. Materia(s): 
Constitucional, Penal. Tesis: la. LV/2018 
(10a.). Página: 970. 


7 Cfr. Montoya Melgar, A. (director): Inmediación 
(principio de). En diccionario jurídico. Thomson 
Reuters Aranzadi. Pamplona España. 2016; 
p. 621. 


Es cierto que no es igual la 


telemediación que la  inmediación 
material, pero a la fecha, es la forma 
más próxima a la presencia física y 


resuelve problemas prácticos como 
traslados innecesarios o complicados 
como aconteció con la videoconferencia 
por la que se desahogó la testifical de un 
perito, que días previos al juicio oral, 
sufrió un accidente que lo postró a la 


hospitalización.* 


Vertientes del principio de 


inmediación 


Tradicionalmente se exponen dos 
vertientes del principio de inmediación: 
l.- La subjetiva o formal, consistente 
en la obligación jurisdiccional de 
relacionarse directamente con los medios 


de prueba? y, 2.- La objetiva o material, 


8 Cfr. causa 1P3212-5 verificada en San José 
Iturbide, Guanajuato. 


9 Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia 
mexicana: Principio de inmediación como 
regla procesal. Requiere la 
presencia del juez en el desarrollo de 
la audiencia. En el procedimiento penal 
acusatorio, adversarial y oral, el mecanismo 
institucional que permite a los jueces emitir 


necesaria 
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que implica la obligación de utilizar los 


medios de prueba que se encuentran en 


sus decisiones es la realización de una 
audiencia, en la cual las partes —cara a cara— 
presentan verbalmente sus argumentos, la 
evidencia que apoya su posición y cuentan, 
además, con la oportunidad de controvertir 
oralmente las afirmaciones de su contraparte. 
Acorde con esa lógica operativa, el artículo 
20, apartado A, fracción ll, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos 
en vigor, dispone que “toda audiencia se 
desarrollará en presencia del juez”, lo que 
implica que el principio de inmediación 
en esta vertiente busca como objetivos: 
garantizar la corrección formal del proceso y 
velar por el debido respeto de los derechos 
de las partes, al asegurar la presencia del 
juez en las actuaciones judiciales, así como 
evitar una de las prácticas más comunes que 
llevaron al agotamiento del procedimiento 
penal tradicional, en el que la mayoría de las 
audiencias no se dirigían por un juez, sino 
que su realización se delegó al secretario del 
juzgado y, en esa misma proporción, también 
se delegaron el desahogo y la valoración de 
las pruebas. Vid. In extenso: Época: Décima 
Época. Registro: 2017074. Instancia: Primera 
sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta 
del semanario judicial de la federación. 
Libro 55, Junio de 2018, Tomo ll. Materia(s): 
Constitucional, Penal. la. LIV/2018 
(10a.). Página: 971. 


Tesis: 


directa relación con el hecho a probar!” 
como sostiene el latinajo iudex debet 
tudicare secundum allegata et probata 
(el juez debe decidir de acuerdo con las 


alegaciones y la prueba). 


El principio de inmediación en el 
proceso penal mexicano está enunciado 
en los artículos 20 de la CPFM y 4 del 
CNPP. Mientras en el ordinal 6 de la última 
ley indicada, se define como la obligación 
del juez de percibir directamente, sin 


intermediarios'' y permanentemente los 


10 Cfr. Goldschmidt, J.: Problemas jurídicos 
y políticos del proceso penal. Barcelona, 
España. 1935; pp. 90 y ss. Gómez Colomer, J. 
L.:. el proceso penal alemán. Editorial Bosch. 
Barcelona. 1985; passim. Armenta Deu, T.: 
Lecciones de derecho procesal penal. Marcial 
Pons. España. 2009; passim. 


11 Cfr. González Obregón, D.C.: La aplicación 
del código nacional de procedimientos 
penales. Bajo un sistema 
adversarial México evoluciona en su proceso 
de implementación para un nuevo sistema de 
justicia penal. 2* edición. Tirant Lo Blanch. 
Ciudad México, México. 2017; p. 54. 


acusatorio 
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debates de las partes, las pruebas y los 
argumentos que expongan a fin de que 


resolver de la manera más adecuada.'? 


La bilateralidad en el principio de 


inmediación 


Dicho principio, como todos los 
nucleares del sistema procesal mexicano, 
se caracteriza por la bilateralidad al 


contener una obligación y un derecho.'* 


Como obligación, implica el deber 
del juez o magistrado de presenciar 
íntegramente el desahogo probatorio'* 


12 Cfr. Fierro-Méndez, H.: Manual de derecho 
procesal penal. Sistema acusatorio y juicio 
oral y público. Quinta edición. Leyer. Bogotá 
Colombia. 2012; p. 450. 


13 Cfr. O.J.E.: 
Inmediación. En enciclopedia jurídica omeba. 
Tomo XV impo-insa. Driskill S.A. Buenos 
Aires Argentina. 1979; p. 887. 


Rodríguez Gurruchaga, 


14 Cfr. Fierro-Méndez, H.: Manual de derecho 
procesal penal. Sistema acusatorio y juicio 
oral y público. Quinta edición. Leyer. Bogotá 
Colombia. 2012; p. 452. Roxin, C.: Derecho 
procesal penal..., p 394. 


y escuchar los alegatos de las partes 
de forma que solo el juez cognoscente 


puede decidir el litigio.'* 


En 


derecho, es la otra cara de la moneda. 


tanto la inmediación como 
Este deber del juzgador, es una facultad 
de las partes de ser escuchados y de 


aportar sus pruebas. 


Resulta un derecho sui generis porque 
es una facultad que paradójicamente, 
para concretizarla, es necesario cumplir 
una obligación. Escrito en otras palabras, 
la inmediación implica el derecho de las 
partes de que el juez los escuche y para 
lograrlo tienen el deber de acudir a las 


audiencias. 


La dicotomía derecho-obligación se 
traduce en que las partes deben asistir a 
las audiencias salvo, en los supuestos de 


excepción previstos en la misma ley: 


15 Cfr. Bacigalupo Zapater, E.: La noción de 
un proceso penal con todas las garantías. 
En Derechos procesales fundamentales. 
Manuales de formación continuada de la 
escuela judicial. CGPJ. Madrid, España. 
2005; pp. 523 y 524. 
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1. Cuando el juez resuelve escuchando 
solo a una parte de las partes como en 
la solicitud de orden de aprehensión. 2. 
Algunas de las partes pueden faltar a la 
audiencia vr.gr. la víctima menor de edad 
en algunas actuaciones se le dispensa que 
no esté presente. 3. Alguna de las partes 
puede renunciar a su derecho a estar 
presente en la audiencia, como el acusado 
que puede solicitar autorización de no 
estar físicamente en la sala de audiencias 
en la preparación al juicio oral. 

Concretamente la inmediación en 
la audiencia intermedia presenta dos 
excepciones, una para el caso de la 
víctima u ofendido y el asesor jurídico. 
Ello para que puedan faltar a la audiencia 
y otra para que el acusado pueda renunciar 


a su derecho a estar presente. 


Congruente con lo anterior, el ordinal 
56 de la ley adjetiva de la materia, precisa 
que el imputado no debe retirarse de las 


audiencias sin autorización judicial y, 


en caso de concedérsele, debe estar en 
una sala próxima donde presencie el 


desarrollo de la audiencia. 


Dicho dispositivo completa el ordinal 
342 del CNPP que no menciona como 
obligatoria la presencia del acusado en 
la audiencia intermedia, de donde se 
sigue que se puede autorizar se retire. No 
obstante, lógicamente debe acudir a la 


audiencia para realizar la solicitud. 


Alcances del principio de 


inmediación en la audiencia intermedia 


Producto de lo anterior, el principio de 
inmediación en la audiencia intermedia 
implica la obligación del juez de control, 
el ministerio público y el defensor, de 
estar físicamente en la sala de audiencias. 
Al mismo tiempo el derecho de la víctima 
y asesor victimal de no asistir, como la 
obligación del acusado de concurrir a la 
audiencia, en la cual puede autorizársele 


renunciar a estar presente. 
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TI. La dirección de la audiencia 


omo se escribió, el principio 

de inmediación, en su faceta de 

obligación, lía que el juez debe 
estar presente durante toda la actuación 
y lo está precisamente para dirigir la 
audiencia. Dirección que acorde al ordinal 
52 del CNPP le corresponde al órgano 
jurisdiccional (dígase magistrado, juez de 
control, juez de enjuiciamiento, tribunal 
de enjuiciamiento, juez de adolescentes o 
juez de ejecución). En el caso específico 
de la audiencia intermedia le corresponde 


al juez de control. 


Actos que implican la dirección del 
debate 


La dirección de toda audiencia implica 
gobernar el debate entre las partes y 
resolver todos sus planteamientos.'* En 
la intermedia además de la conducción 
del debate, lleva la finalidad implícita de 


concluir el proceso mediante una salida 


16 Cfr. Fierro-Méndez, H.: Manual de derecho 
procesal penal. Sistema acusatorio y juicio 
oral y público. Quinta edición. Leyer. Bogotá 
Colombia. 2012; p. 542. 


alterna o el procedimiento abreviado 
y si esto no es posible dictar el auto de 
apertura a juicio oral, en cuyo caso, como 
lo dispone el arábigo 334 del CNPP, 
previamente se debe resolver sobre la 
admisión probatoria y la depuración de 


los hechos controvertidos. 
Posturas sobre la dirección del debate 


Existen dos posturas principales que 
riñen sobre la forma en la que el juez debe 
dirigir el debate, una de forma pasiva 
siendo un juez arbitro solo atendiendo 
a lo que las partes le formulen; otra de 
forma activa juez y parte introduciendo 
más elementos de los que aportan los 


litigantes. 


Ambas posturas presentan parciales 
argumentos válidos. El planteamiento de 
que la dirección del debate implica un juez 
árbitro, encuentra solidez precisamente 
porque el sistema acusatorio es de 
corte rogado y el juez debe atender 
las propuestas de las partes, estando 


prohibido que incorpore información. 
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La segunda postura, por otro lado, 
parcialmente tiene razón cuando sostiene 
que el juez no puede permanecer inactivo 


en todos los casos. 


Ante el dilema es pertinente una 
postura intermedia en la que el juez, como 
regla general, atienda lo que le soliciten 
las partes sin incorporar información 
a excepción de dos supuestos y falle 


el control horizontal: cuando exista 


violación de derechos fundamentales 
y para realizar acciones de eficacia del 


proceso para que no se paralice.!” 


17 Como “(...) Declarar oficiosamente nulidad 
de actos ejecutados en contravención a las 
formalidades previstas en el Código Nacional 
(artículos 97, último párrafo, 98 y 101). 
Imponer providencias precautorias diversas 
a las solicitadas, siempre que no sean más 
graves (138). Convocar oficiosamente a 
audiencias de revisión de medidas cautelares, 
cuando por hecho notorio advierta que han 
variado de manera objetiva las condiciones 
que justificaron su imposición, con el objeto 
de revocarlas, sustituirlas o  modificarlas 
(161), o bien cuando exista incumplimiento de 
las medidas impuestas (174). No imposición 
de prisión preventiva oficiosa y sustitución 
por otra medida cautelar, por no resultar 
proporcional 
procesales de sustracción, obstaculización 
o protección a terceros (167, último párrafo). 


para neutralizar los riesgos 


Debe ser una excepción, de otra 
manera, truquear la ley con cualquier 
pretexto, pues implica la regresión al 
paternalismo, al sistema de tendencia 
inquisitiva, que no se sostiene con 
argumentos válidos sino con una 
convicción justiciera de ajustar lo que 


entienden como justicia. 


Solicitar  oficiosamente aclaraciones O 
precisiones en imputación (311). Convocar 


oficiosamente a audiencia de sobreseimiento 


(327) (...).. González Segovia, C. O.: 
Generalidades. En código nacional de 
procedimientos penales, en perspectiva 


reflexiones desde la judicatura. Reflexiones 
desde la judicatura. Christian Omar González 
Segovia coordinador. Poder judicial de la 
federación. Consejo de la judicatura federal. 
Instituto de la judicatura federal. Ciudad de 
México. 2016; p. 43. 
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TIT. Oralidad de la audiencia 


a oralidad como característica 
del sistema procesal acusatorio 
mexicano, previsto en el los 
arts. 20 de la CPFM y 4 del CNPP, 
involucra que el desarrollo del proceso 
principalmente debe ser verbal y, como 
dice el ordinal 45 del referido cuerpo 


legal, en español. 


La oralidad y la inmediación 


La inmediación 


forman una dupla conformante de las 


oralidad y la 


instrucciones sobre la manera en la que se 
debe introducir la información procesal 
probatoria!* y repercute directamente 
en los temas de: exclusión general de 
declaraciones escritas como fundamento 
de sentencia, exclusión de otras fuentes 
de conocimiento fuera del juicio oral, 
prohibición de lectura después de la 


abstención de declarar testimonialmente, 


18 Cfr. Roxin, C.: Derecho procesal penal. 
Editores del puerto. 25* edición. Traducción 
de Gabriela E. Córdoba y Daniel R. Pastor 
revisada por Julio B. J. Maier. Buenos Aires, 
Argentina. 2003; pp. 394 y ss. 


análisis casuístico de los testimonios de 


oídas, análisis casuístico de copias de 


documentos sin cotejo con los originales, 
reducción de la capacidad de observación 


del juez? 


19 Temas a los que no se hace mayor 
abundamiento, pues corresponde analizarlos 
en diferente apartado como la admisión 
probatoria, incorporación de información 


probatoria y valoración. 
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de validez de la 


audiencia intermedia 


IV. Requisitos 


de 


han 


os requisitos validez 


tradicionalmente sido 

desarrollados para el tema del 
acto jurídico y, como es sabido, son: la 
libre voluntad, la capacidad para tratar, 


el objeto, el fin y la forma. 


Los requisitos de validez de la 
audiencia no encajan en el concepto 
de acto jurídico, ya que no es la acción 
de un particular para crear, modificar, 
transferir, conservar o extinguir derechos 
determinados O 


que pueden estar 


indeterminados por la ley. 


Sin embargo, se habla de requisitos de 
validez metafóricamente, como vocablo 
similar, cuyos elementos son: la oralidad 
y la presencia de quienes deben acudir a 


la actuación. 


Validez de la audiencia intermedia 


Para la validez de la audiencia 
intermedia deben estar presentes el juez, 
el ministerio público, el defensor y el 


acusado.? 


Recuérdese que la víctima y el 
asesor jurídico tienen derecho a faltar 
a la audiencia, pero el acusado desde 
luego debe asistir y en ella puede pedir 


autorización para no estar presente. 


Derecho a renunciar a estar presente 


en la audiencia 


Hay que distinguir entre — derecho a 
no asistir a la audiencia — y el — derecho 
a solicitar permiso para retirarse de 
la audiencia; conceptos diferentes y 
considerados en los arts. 56 y 342 del 
CNPP. 


El acusado tiene que asistir a la 
audiencia y, en ella, le asiste el derecho a 


solicitar autorización para retirarse. 


20 Cfr. García Villegas, J. H.: Derecho procesal 
penal. Guía para el código nacional de 
procedimientos penales. Tirant Lo Blanch. 
Ciudad México, México. 2016; p.115. 
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Tiene la obligación de asistir a todas 
las audiencias, entre ellas, a la intermedia 
pero en esta su validez no depende de 
la presencia física del acusado en la 
sala. Ergo la audiencia intermedia es 
de aquellas que el acusado puede pedir 
autorización para retirarse. 

No tiene derecho de faltar, 
necesariamente debe acudir a la audiencia 
intermedia ya sea citado cuando está libre, 
o conducido cuando esté encarcelado por 
alguna medida cautelar o se encuentre 
compurgando otra causa y en la sala de 


audiencias se pida permiso. 


Significa que es un derecho a renunciar 
a la audiencia intermedia, a solicitar la 
renuncia a estar en ella, lo que es similar 


pero no igual al derecho a no asistir. 


Ahora bien, al acusado se le puede 
negar la autorización de retirarse de 
la audiencia en caso estar en pugna 
otro derecho más importante al de la 


defensa. Aunque la regla general debe 


ser conceder la autorización ya que la ley 
no indica causales de autorización ni de 


negación. 


Si el juez de control autoriza que el 
acusado deje la audiencia, se le conducirá 
a una sala contigua donde se materialice 
el derecho a conocer lo que vaya 
aconteciendo del proceso por medio de 


la teleinmediación. 


El tema no está libre de controversia, 
ya que hay quienes sostienen que no es 
necesaria la presencia del acusado en 
la audiencia intermedia? esgrimiendo 


diversas argumentaciones? versus la 


21 En este sentido se pronunciaron los jueces 
José de Jesús Alcantar, José Juan Villagómez 
Amezquita, Berenice González Pérez y Jorge 
Alberto Servín Manrique, en el conversatorio 
verificado el 6 de julio del 2018 en el salón 
bicentenario del poder judicial de Guanajuato, 
México. 


22 Algunas argumentaciones en el sentido de 
que no es necesaria la presencia del acusado 
en la intermedia son: 1.- Interpretación 
gramatical restrictiva del art. 342 del CNPP. 2.- 
El art. 342 del CNPP que reconoce el principio 
de inmediación no precisa literalmente al 
acusado. 3.- La ley menciona que el acusado 
puede actuar, en la intermedia, por conducto 
de su defensor. 4.- La contradicción puede 
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postura que precisa que el acusado si 
debe asistir a la audiencia intermedia y 
en ella puede renunciar a su derecho a 


estar presente.? 


De la contienda aparece con más 
sólidos argumentos la segunda postura 
que condice con una interpretación 
teleológica y sistemática de los arts. 56 
y 342 del CNNP, como se resume una 
lógica procesal penal obtenida de las 
conclusiones del conversatorio del poder 


Judicial de Guanajuato que sostiene: 


hacerla el acusado en la audiencia de debate 
de juicio oral. 5.- No es obligación del acusado 
de exponer su teoría del caso. 6.- Su derecho 
lo ejercita desde la fase escrita. 7.- Es una 
fase técnica que corresponde al acusado. 


23 En este sentido fue aprobada por los 
miembros del semipleno penal y por mayoría 
de jueces 32 a favor y 7 en contra, la ponencia 
presentada por el juez Daniel Gerardo López 
Rivera quien sucintamente concluyó que es 
indispensable la presencia del acusado en la 
audiencia intermedia para efectos de cumplir 
con sus obligaciones procesales y respetar 
sus derechos de audiencia y de adecuada 
defensa. 


La presencia del acusado en la 
audiencia intermedia es un requisito 
de validez de la actuación, mas puede 
renunciar a estar presente. 

Es obligación, regla general y 
requisito de validez de la actuación 
que el imputado esté presente en las 
audiencias una vez apersonado al 
proceso jurisdiccional, como lo dispone 
regla contenida en el artículo 56 del 
Código Nacional de Procedimientos 


Penales. 


Pero es derecho del imputado, como 
se desprende del precepto antes citado y 
a los que se suman el 4 y 6 del mismo 
cuerpo normativo, que puede renunciar 
a su derecho a estar, retirándose con 
aprobación jurisdiccional de ciertas 
audiencias en las que la ley no disponga 


su presencia inexcusable. 


Resulta que en audiencia intermedia 
acorde al ordinal 342 de la ley de la 
materia no es forzosa su presencia ya 
que no se precisa expresamente ergo es 


de aquellas audiencias en las que puede 
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renunciar con autorización del juez y ser 
custodiado a una sala próxima donde 
pueda seguir la actuación. 

Conclúyase que el derecho de 
inmediación del acusado en la audiencia 
intermedia implica el deber del acusado 
de presentarse a la actuación donde 
puede pedir la autorización de no estar 
en la sala sino en un área donde pueda 
custodiar lo que acontezca y ser llamado 


cuando su presencia sea imprescindible.?* 
Derecho a faltar a la audiencia 


Por otra parte, la víctima y el asesor 
victimal pueden sencillamente decidir 
no asistir a la audiencia intermedia, 
aunque hay consecuencias formales por 
su desinterés. Por un lado, les impone 
la obligación de asistir y por otro, los 
dispensa, al señalar que no es un requisito 


su presencia. 


24 Resolución asumida por mayoría de los 
jueces del sistema acusatorio y oral así como 
los magistrados del semipleno penal en el 
conversatorio verificado el 6 de julio del 2018 
en el salón bicentenario del poder judicial de 
Guanajuato, México. 


Esta ambivalencia legal equivale 
materialmente al derecho de la víctima 
y su asesor, de no asistir a la audiencia 


intermedia, aunque dicho desinterés 


tendrá como consecuencia que se les 
tenga por notificados del resultado de 
la misma? y que pierdan el carácter de 


coadyuvante. 


25 Enestesentidoconstalatesisdejurisprudencia 
que literalmente dice: Resoluciones emitidas 
en el proceso penal acusatorio y oral. Surten 
efectos inmediatamente, sin necesidad de 
formalidad alguna a las partes intervinientes 
y quienes estaban obligados a asistir a ellas 
formalmente. Del artículo 63 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, 
se advierte que las partes que asistan a 
las audiencias orales deben tenerse por 
notificadas en ese acto, sin necesidad de 
alguna formalidad, atento a los principios que 
rigen a los juicios orales, particularmente, los 
de inmediación, continuidad y concentración. 
En ese sentido, no se deja en estado de 
indefensión al imputado cuando, a pesar 
de haber asistido a la audiencia, pretenda 
que con posterioridad se le notifique 
personalmente el auto de vinculación a 
proceso, ya que las resoluciones emitidas 
en el proceso penal acusatorio y oral, surten 
efectos inmediatamente, sin necesidad de 
formalidad alguna a las partes intervinientes 
y quienes estaban obligados a asistir a 
ellas formalmente; máxime si en dicho auto 
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V. Renuncia tácita a la pretensión del 


coadyuvante 


l coadyuvante, según la segunda 
acepción de la Real Academia 
de la Lengua Española, es la 
persona que interviene en un proceso 
sosteniendo la pretensión de una de las 


partes.? 


Esta institución ha sufrido 


modificaciones en el sistema procesal 
penal mexicano. En el pretérito aún no 
lejano, en México como en algunos otros 


países, aplicaba el principio de separación 


se le hicieron saber los hechos que se le 
imputan, los antecedentes de la investigación 
expuestos por el Ministerio Público, de la que 
se adviertan datos de prueba que establezcan 
que se ha cometido un hecho que la ley señala 
como delito y que exista la probabilidad de 
que el imputado lo cometió o participó en su 
comisión. Época: Décima Época. Registro: 
2013436. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: 
Gaceta del semanario judicial de la federación. 
Libro 38. Enero de 2017. Tomo IV. Materia(s): 
Penal. Tesis: Vl.20.P.39 P (10a.). Página: 
2703. 


26 Cfr. Real Academia de la Lengua Española: 
Coadyuvante.  http://dle.rae.es/?id=9WB3rFjl. 
Consultado el 1 de agosto del 2018. 


por el que había una estricta distinción 
de funciones entre el derecho penal y el 
civil de donde se establecía que el castigo 
penal era responsabilidad exclusiva del 


estado, no de los particulares.?” 


Coherente con lo anterior, en el 
sistema procesal de tendencia inquisitiva 
la víctima no era parte y, a lo más, podía 
el mismo o una persona que designara, 
fungir como auxiliares del ministerio 


público. 


Empero, en la actualidad la víctima es 
parte en el proceso, como lo reconocen 
los art. 105 fracción 1 del CNPP y 14 de 


la LGV, por lo que pueden ejercer sus 


27 Describe Roxin, acorde al derecho vigente 
Alemán, que en los inicios de la pena fue 
considerada reparación y que fue por la 
influencia de Binding en Die Normen und 
ihre UÚbertretung de 1916 cuando se hizo la 
separación de las funciones en el derecho 
civil y el penal, por el que se afirmaba que 
el núcleo de la diferencia consiste en que el 
derecho penal cumple con aplicar una pena 
y el derecho civil determina a favor de los 
particulares. Fundamentos político criminales 
del derecho penal. Coordinación general: 
Gabriela E. Córdoba -Daniel R. Pastor. 
Hammurabi. Buenos Aires. 2008; p. 212. 
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derechos de forma directa, incluso sin 
estar sometidos al ministerio público y 
más aún, tiene el derecho a contar con 
un asistente victimal según el art. 12 
fracción IV de la LGV. 


Ya no aes el proceso penal que si se 
expresa con una figura geometría sería 
un triángulo estando en cada uno de 
sus vértices juez, -ministerio público 
y acusado. Ahora la representación del 
proceso en una figura geométrica es 
un cuadrado juez-ministerio público, 


víctima y acusado.? 


28 Cfr. García Ramírez, S.: El ofendido en 
el proceso penal. En boletín mexicano de 
derecho comparado. Número 85. Versión 
electrónica. En  https://revistas.juridicas. 
unam.mx/index.php/derecho-comparado/ 
article/view/3407/3977. Consultado el 12 de 
septiembre del 2018. 


Así las cosas, aunque no existan 
razones prácticas para conservar la 
coadyuvancia,? sigue vigente como 
añoranza de otros tiempos y otros 


sistemas.? 


29 Vid. In extenso: Murillo Hidalgo, D.: Catorce 
errores para la  coadyuvancia. Instituto 
de investigaciones jurídicas. Universidad 
autónoma de Chiapas. En https://iustopico. 
com/2015/03/24/catorce-errores-para- 
la-coadyuvancia/. Consultado el 12 de 
septiembre del 2018. 


30 No se pasa por alto interpretaciones diversas 
que, con el argumentos válidos para el 
“sistema tradicional” pretenden aplicarse en 
el presente limitando los derechos de las 
victimas tal como el que sostiene la tesis de 
jurisprudencia que a la letra dice: Recurso 
de apelación contra el auto de no vinculación 
a proceso. Es inadmisible —por falta de 
legitimación— el interpuesto por la víctima u 
ofendido, si no se constituyó en coadyuvante 
del ministerio público. La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación estableció que entre 
las hipótesis de intervención directa y activa 
de la víctima u ofendido del delito, destaca 
la constitución de la coadyuvancia con el 
Ministerio Público, que le permite exigir que 
se le reciban todos los datos o elementos de 
prueba con los que cuente, y que no están 
limitados a la demostración del importe de la 
reparación del daño, sino al acreditamiento 
de los presupuestos de su condena, como 
son el delito y la responsabilidad penal del 
acusado, considerando la intervención de 
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la víctima en un sentido trascendente en las 
etapas preliminares al juicio y en el proceso 
penal propiamente dicho; luego, el obtener 
un carácter protagónico con el representante 
social, es lo que le da facultad de formar parte 
en el juicio, y para interponer los recursos 
correspondientes, a decisiones diversas a 
la reparación del daño, lo cual se encuentra 
regulado por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y por el Código 
Nacional de Procedimientos Penales, en 
sus artículos 339, 340 y 459. Por otra parte, 
los artículos 459 y 470, fracción lll, del 
código referido, establecen que la víctima 
u ofendido, aunque no se haya constituido 
como coadyuvante, podrá impugnar por sí o 
por el Ministerio Público las resoluciones que 
versen sobre la reparación del daño, cuando 
considere que resultó perjudicado; las que 
pongan fin al proceso y las que se produzcan 
en la audiencia de juicio; en este último 
caso, sólo si participó en ella; así como que 
el tribunal de alzada declarará inadmisible el 
recurso cuando lo interponga una persona no 
legitimada para ello. En estas condiciones, 
si la víctima u ofendido interpone el recurso 
de apelación contra el auto de no vinculación 
a proceso, ese medio de impugnación 
es inadmisible por falta de legitimación 
del recurrente, si no se constituyó como 
coadyuvante del Ministerio Público, al no 
encontrarse ese auto dentro de las hipótesis 
previstas en el artículo 459 indicado, y afectar 
sólo indirectamente la reparación del daño. 
Registro: 2017502. Época: Décima Época. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario 
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Incluso, el art. 459 del CNPP da 
un ejemplo de la inutilidad de la 
coadyuvancia al establecer que pese a 
que la víctima u ofendido, aunque no 
se haya constituido como coadyuvante, 
podrá impugnar por sí mismo o a través 


del ministerio público. 


Pese a lo desheredado de contenido, 
legalmente la  coadyuvancia está 
consagrada como un derecho para la 
víctima u ofendido en el art. 338 fracción 
I del CNPP y sus reglas establecidas en 
el diverso 339 de la ley de la materia, 


implica los siguientes derechos: 


l. Sele otorgan las mismas facultades 
que el ministerio público. 

2. Que se le corra traslado de la 
solicitud de coadyuvancia al resto 
de las partes. 

3. No modificación de obligaciones 
del ministerio público. 

4. Derecho a nombrar un 
representante común, siempre que 
no exista conflicto de intereses. 

Judicial de la Federación. Publicación: viernes 


03 de agosto de 2018 10:11 h. Materia(s): 
(Penal). Tesis: XVIl.10.P.A.64 P (10a.). 
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Enestesentidounadelasconsecuencias | ejercer idénticos derechos por ser parte 


de la inasistencia de la víctima u ofendido | procesal?! y deber contar con asistente 


a la audiencia intermedia es que no se le | 2, 
reconozca el carácter de coadyuvante, 
lo que prácticamente es solo formal 


sin repercusiones prácticas, al poder 
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Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia: 
Víctima u ofendido del delito. al tener 
reconocido el carácter de parte activa dentro 
del procedimiento penal, el juez, a fin de 
respetarle sus derechos de defensa y acceso 
a la justicia, debe llamarlo a éste para que 
intervenga directamente en todas sus etapas. 
Del análisis de los artículos 20, apartado C, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 173, fracción XIX, de la Ley de 
Amparo, se advierte el derecho de defensa 
en favor de la víctima u ofendido del delito, el 
cual comprende el derecho a recibir asesoría 
jurídica, ser informado de los derechos 
que en su favor establece la Constitución; 
y cuando lo solicite, del desarrollo del 
procedimiento penal, de coadyuvar con 
el agente del Ministerio Público, a ofrecer 
pruebas, tanto en la averiguación previa 
como en el proceso, a que se desahoguen 
las diligencias que correspondan, así como a 
intervenir en el juicio e interponer los recursos 
en los términos previstos en la ley. Lo anterior 
con el fin de acreditar tanto el delito como la 
responsabilidad penal del inculpado y, por 
ende, que se le garantice su derecho a la 
reparación del daño; es decir, el legislador le 
reconoció a la víctima u ofendido la calidad 
de parte activa dentro del procedimiento 
penal, el cual incluye la etapa de averiguación 
previa, como la del proceso judicial. En 
ese sentido, acorde con los preceptos 
mencionados, en relación con los artículos 
8, numeral 1, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y 14, numeral 1, 


penal 
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del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, interpretados bajo el principio pro 
persona, reconocido en el párrafo segundo 
del artículo 10. de la Constitución Federal, 
el reconocimiento de la víctima u ofendido 
del delito como parte, no es simplemente 
en atención a que es uno de los sujetos que 
interviene en el proceso penal, sino por la 
posición que guarda frente a todas las etapas 
procedimentales, lo que de suyo implica 
que debe reconocérsele y garantizársele su 
derecho a ser oído durante todas las etapas 
del proceso penal respectivo; de ahí que 
tiene derecho a que se le dé intervención 
directa y activa durante todas las etapas del 
procedimiento, puesto que ello ha sido elevado 
a la categoría de derecho fundamental por el 
Poder Revisor de la Constitución, así como 
por los tratados internacionales suscritos por 
el Estado Mexicano. En consecuencia, si el 
legislador, atento a los principios y derechos 
humanos reconocidos constitucional y 
convencionalmente, otorgó a la víctima 
u ofendido del delito el carácter de parte, 
tanto en la averiguación previa, como en el 
proceso penal, quien tiene la oportunidad 
de comparecer a todas las audiencias a 
fin de defender sus intereses, es evidente 
que existe la obligación del juzgador para 
llamarlo al procedimiento penal, puesto que 
ese carácter lo tiene reconocido desde la 
etapa de averiguación previa y, solamente 
de esa manera, se le garantiza el derecho 
a intervenir dentro del proceso, ya sea para 
ofrecer pruebas en coadyuvancia con el 
agente del Ministerio Público, objetar las 


ofrecidas por la defensa del inculpado, 
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victimal.?? 


VI. En resumen 


l derecho de 


del acusado en la audiencia 


inmediación 


intermedia implica su deber 


de presentarse a la actuación donde 


puede pedir la autorización de no estar 


en la sala, sino en un área donde pueda 


custodiar lo que acontezca y ser llamado 


cuando su presencia sea imprescindible. 
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formular alegatos e, inclusive, a interponer 
los recursos que establece la ley adjetiva 
de la materia, además de garantizársele su 
derecho a ser informado de las prerrogativas 
que en su favor establece la Constitución, 
y del desarrollo del procedimiento penal, lo 
que es acorde con los derechos de defensa y 
acceso a la justicia, contenidos en los artículos 
17 y 20, apartado B, constitucionales. Época: 
Décima época. Registro: 2014860. Instancia: 
Tribunales colegiados de circuito. Tipo de 
Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del semanario 
judicial de la federación. Libro 45, Agosto de 
2017, Tomo IV. Materia(s): Constitucional. 
Tesis: XX.10.P.C.5 P (10a.). Página: 3229. 


Cfr. Pérez Daza, A.: Código nacional de 
procedimientos penales. Teoría y prácticas 
del proceso penal acusatorio. Tirant Lo 
Blanch. Ciudad México, México. 2016; p. 668. 
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Por otro lado, la víctima y el asistente Bibliografía 
jurídico tienen derecho a faltar a la 
audiencia trayendo como consecuencia | Alexy, R.: Teoría de los derechos 


el que se les tenga por notificados de lo fundamentales. Centro de 
que ahí aconteció y pierdan el carácter estudios constitucionales. 
formal de coadyuvante aunque continúan Madrid España. 1993; p. 45. 


con todos sus derechos de parte. 
Tres escritos sobre los derechos 


Finalmente, es imperativo para el juez, fundamentales y la teoría de 
ministerio público y defensor, acudir y los principios. Traducción de 
permanecer en la audiencia intermedia Carlos Bernal Pulido. Bogotá. | 
para que la misma tenga validez. Universidad del externado de S 


e 


Colombia. 2009. 


p 


Bacigalupo Zapater, E.: La noción de 
un proceso penal con todas 
las garantías. En Derechos 


procesales fundamentales. 
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Manuales de formación 
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continuada de la escuela 
judicial. CGPJ. Madrid, España. 
2003, 


der 


del 


Bacigalupo Zapater, E.: La noción de 
un proceso penal con todas 
las garantías. En Derechos 
procesales fundamentales. 


Manuales de formación 
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2005. 


Cabezudo Rodríguez, N.: Aproximación 
a la teoría general sobre el 
de 


procesal de la comprensión de 


principio inmediación 
su trascendencia a la expansión 
del concepto. En https://www. 
uv.es/coloquio/coloquio/ 
comunicaciones/cp4cab.pdf. 
Consultado el 1 de agosto del 
2018. 


Decap Fernández, M.: El juicio oral y 
los principios de inmediación y 
contradicción. En https://www. 
1jf.cjf.gob.mx/publicaciones/ 
revista/36/Mauricio%20 
Decap%20Fern%C3%A Indez. 
pdf. Consultado el 1 de agosto 
del 2018. 


Del Arco Blanco, M. A. y Del Arco 
Blanco, A. I. (Coordinación): 
Inmediación, principio de. En 

jurídico. 


diccionario básico 


Novena edición. Editorial 
Comares. Granada España. 
2016. 


Fierro-Méndez, H.: Manual de derecho 


procesal penal. Sistema 
acusatorio y juicio oral y 
público. Quinta edición. Leyer. 


Bogotá Colombia. 2012. 
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penal. Guía para el código 
de procedimientos 
penales. Tirant Lo Blanch. 
Ciudad México, México. 2016. 


nacional 


Goldschmidt, J.: 
y políticos del proceso penal. 


Problemas jurídicos 
Barcelona, España. 1935. 
González Obregón, D.C.: La aplicación 


del de 


procedimientos penales. Bajo un 


código nacional 


sistema acusatorio adversarial 


México evoluciona en su 
proceso de implementación 
para un nuevo sistema de 
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Principio pro-persona 
Del arduo camino en México de los derechos humanos. 
Mtro. José Carlos Guerra Aguilera. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras B-C-D de este 


compendio 
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Comentarios a los juicios 
críticos sobre la pena de prisión' 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 


n el libro primer libro, título 

segundo, ley V del Fuero de 

Juzgo se dice: “Esta fue la razón 
porque fue hecha la ley, que la maldad 
de los hombres fuese refrenada, por 
miedo de ella, y que los buenos viviesen 
seguramente entre los malos; y que los 
malos fuesen penados por la ley y dejasen 
de hacer mal por miedo a la pena” 


Concepción tan sencilla y maniquea 
no deja de tener significados que hasta la 
fecha siguen siendo válidos. Expresa la 
convivencia de la sanción como elemento 
operativo que reprime y refrena. Se pone 
el acento en la finalidad íntimamente 
mejor que en la reparatoria, pues en tan 


corto texto dos veces se alude al miedo. 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado de Guanajuato. No. 17. 
Agosto-Septiembre 1982; pp. 332-344. 


Suponemos que el legislador visigodo 
no usó la palabra pena en un sentido 
específicamente criminal, puesto que 
la nota coercible no tenía entonces 
compartimientos matices, aunque el 


amplio catálogo de sanciones que 
contiene la complicación es de tan rigor 
que bien pueden considerarse penas en su 


más estrecha y conservadora acepción. 


El miedo de que hablamos es una de 
las caras de la pena. Aparte su carácter 
retributivo, expiatorio, correctivo, 
etc., se pretende también amedrentar 
a malhechores futuros, probables y 
posibles. Sin embargo, parece que el 
miedo está perdiendo importancia, 
juntamente con el descredito general de la 
prisión. A tal consideración nos conduce 
un estudio que sobre el tema elaboró 
el distinguido penalista e investigador 
doctor Luis Marco Del Pont, de la 
Universidad Autónoma Metropolitana, 
publicado en el número 29 de la Revista 
Jurídica Veracruzana correspondiente 
a los meses de marzo, abril y mayo de 


1982. 
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La privación de la libertad todavía 
impera como la pena más usual en los 
Códigos. La prisión, dice el doctor 
Marco Del Pont, apareció como la gran 
esperanza de los juristas como sustituto 
de la pena de muerte porque permitía 
la conservación de la vida y evitaba 
la irreparable. Por otra parte, es una 
pena elástica, lo cual se estimó como 
un gran adelanto. No obstante estas 
características, la pena de prisión hace 
tiempo que pasa por una seria crisis. El 
examen detenido sobre sus numerosos 
inconvenientes lleva a muchos autores a 
considerarla ineficaz y odiosa, según el 


estudio que comentamos. 


Los tratadistas dicen que la privación 
de la libertad lesiona gravemente los 
intereses de quienes la sufren. Frente 
al fenómeno tan obvio e innegable, 
del 


naturalmente, en franco sentimiento de 


el escándalo crítico termina, 
repulsión. No podemos reprochárselo. 
En nuestro país la enorme mayoría de 
las cárceles no significan solo prisión, 
sino el padecimiento de otras muchas 


penalidades no prevista en el delito como 


el ocio, la mugre, la subalimentación, 
etc. imposible no dolerse ante estos 
donde el 


proceso sufre castigos que no obran en 


espectáculos carcelarios 
la sentencia. Son realidades, más que 
las doctas objeciones, las que a veces 
nos llevan a renegar del derecho penal 


mismo. 


Pero cabe detenernos un poco en los 
juicios críticos sobre la pena de prisión 
sentada hace tiempo en el banquillo de 
los acusados, según la exposición del 


doctor de Pont. 


1.- Se dice que no se obtienen los fines 
de rehabilitación y readaptación que los 
tratadistas primero y los legisladores 
después le adjudicaron, en justo rechazo 


de los meramente vindicatorios. 


Bajo el supuesto de que así sea, 
evidentemente la pena de prisión no es 
culpable de este cargo porque en todo caso 
el mismo que ahora la censuran fueron 
quienes vieron en ella una propiedad 
que no se desprende su naturaleza. Por 


otra parte, la aseveración es tan general 
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que no permanece plena adhesión. Tal 
vez no rehabilita ni readapta a todos los 
criminales, pero muchos delincuentes 
que han estado en la cárcel y que viven, 
aunque sea por poco tiempo todo su 
rigor escarmientan y tratan de no volver 
a presidio. Si el escarmiento es o no una 
vía rehabilitadora es algo que no vale 
la pena dilucidar pero en todo caso el 


resultado es satisfactorio. 


En el prólogo a la segunda parte de 
Don Quijote, Cervantes, gran conocedor 
de corazón humano narra la historia de 
un pobre loco que tenía por costumbre 
descargar una losa sobre cualquier perro 
que encontraba a su paso, dejándolo mal 
herido, hasta que una vez lo soltó sobre 
un podenco, cuya dueña vapuleó al loco 
hasta no dejar hueso sano. En adelante 
cada vez que topaba con un perro se 
abstenía de descargar el canto alegando 
que era podenco, así se tratase de un 
gozque o alano. 
los delincuentes 


No todos 


recalcitrantes y sombríos. La enorme 


son 


mayoríasonprimerizosy circunstanciales. 


Se procura para ellos prisión mínima. De 
todas maneras su paso por la cárcel, el 
verse en aquel clima detestable, físico 
y humano, aunque sea por unos meses 
o por unos días, determina en ellos una 


voluntad de conducta más positiva. 


Nuestra experiencia de cerca de quince 
años en la defensoría de oficio, tanto en 
lo común como en lo federal, confirma 
lo anterior. Muchos responsables de 
delitos de poca, mediana y alta gravedad 
abandonaban la prisión y, salvo unos 
cuantos casos, no recordamos que hayan 
vuelto a delinquir. Es probable que mucho 
haya tenido que ver su encarcelamiento y 
que ante la tentación de arrojar de nuevo 
el canto, hayan recordado sus nefastos 


días de presidiarios y parado su acción. 


2.- Sin embargo, se dice en el estudio 
que comentamos que la prisión no 
disminuye la reincidencia, para lo cual 
se invocan investigaciones realizadas en 
Estados Unidos y en particular la opinión 
de Ramsey Clark, exprocurador de ese 
país. Asegura que más de la mitad de los 


excarcelados vuelven al crimen y que la 
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reincidencia en delitos “serios” es hasta 
de un ochenta por ciento. A nuestro modo 
de ver tales apreciaciones son exageradas 
y el propio doctor Del Pont advierte que 
las investigaciones son insuficientes, 
aunque agrega que según datos obtenidos 
en las cárceles de Santa Martha Acatitla 
y en Almoloya de Juárez, el 43 por ciento 


de los reos son reincidentes. 


A reserva de completar nuestra propia 
investigación en el Estado, conviene 
consignar aquí las siguientes muestras 
altamente indicadoras: 

En las resoluciones dictadas en 
el Juzgado Tercero Penal de León, 
Gto., seleccionado al azar, entre el 1% 
de enero de 1980 y el 31 de junio de 
1981 no encontramos un solo caso de 
reincidencia. Las causas consignadas a 
dicho Juzgado en tal periodo representan 
un promedio cercano a 23 por mes. 
En las 347 resoluciones dictadas por 
la Primera Sala Penal del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado en asuntos 
provenientes de diversos municipios, 


durante el año de 1981 solo encontramos 


11 casos de reincidencia, apenas un poco 
más del 3 por ciento. En la Segunda 
Sala y por igual periodo, se detectaron 
solo 12 reincidentes. Es claro que las 
circunstancias sociales de nuestro Estado 
no son iguales a las del Distrito Federal ni 
a las del extranjero, pero las diferencias 
son tan grandes que necesariamente 
llaman la atención. Si cada cien personas 
procesadas y condenadas la mitad o el 
43 por ciento reincidiesen, según nos 
dice el doctor Del Pont, el incremento 
de la criminalidad adquiriría en poco 
tiempo proporciones semigeométricas 
catastróficas. En nuestro Estado las 


principales causas del aumento de 
criminalidad se localizan en el aumento 
de la población y concentración urbana, 


no en la reincidencia. 


3.- Otro juicio crítico se hace consistir 
en que las personas privadas de su libertad 
no solo están aisladas de la sociedad, 
sino que a veces también lo están dentro 
de la misma cárcel. Se considera que esto 
está muy mal porque el delincuente debe 
prepararse para su mayor sociabilidad 


y no debe ser aislado de la comunidad 
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ni geográfica ni psicológicamente. Tal 
fenómeno no se ha corregido ni con 
el trabajo penitenciario ni con ayuda 
clínica. Siempre habrá un abismo entre 


la sociedad carcelaria y la libre. 


¿Quiénpuedenegarque, efectivamente, 
la cárcel aísla? Justamente de eso se trata, 
de aislar. A este argumento parece que le 
falta, pues, lo principal, a saber: ¿debe o 
no aislarse al delincuente? Si la respuesta 
es afirmativa, la crítica carece de toda 
razón. Si la respuesta es negativa, es 
decir, si no debe aislarse al delincuente, 
el problema, de tan grande, desborda 
el tema concreto de la prisión, Llegara 
a todos los confines de la problemática 
criminal. Habrá necesidad de una nueva 
enoseología penal, pues se cuestionaría 
el concepto mismo del derecho punitivo. 
Es deseable que desaparezca el Derecho 
Penal, es deseable que desaparezcan 
todas las cárceles del mundo, todos los 
campos de trabajos forzados, todos los 
separos, todo lo que aflija a la persona, 
pero es evidente que no tiene sentido 


bordar sobre hipótesis utópicas. 


Para suprimir las penas, sanciones 
necesariamente aflictivas (aunque en 
variado grado), y elemento distintivo 
del ilícito civil, habrá que esperar que 
cambien radicalmente los hombres. Se 
ha dicho que las soluciones utópicas son 
más perniciosas que las simplemente 
injustas. Estas llaman la atención y 
se corrigen. Aquellas son engañosas, 
ejercen cierta fascinación y perduran. 
En su perduración inoperante muestran 
su mayor debilidad. Lo malo no está en 
soñar con instituciones perfectas, sino 


con hombres perfectos. 


La crítica a la pena de prisión tiene 
un trasfondo piadoso. Los tratadistas 
piensan en la suerte de esos desdichados 
delincuentes que pueblan nuestras 
cárceles y que pertenecen en su inmensa 
mayoría a las clases sociales más 
desvalidas económica y culturalmente 
hablando. 


infractores ni los más peligrosos. Nuestros 


Pero no son los únicos 


peores criminales gozan de impunidad, 
de bienestar y hasta de prestigio. S1 sobre 
ellos cayera todo el peso de la ley como 


cae sobre los indigentes -no por culpa 
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de las instituciones, sino de quienes las 
aplican-  ¿formularíamos las mismas 
críticas piadosas? Podemos lamentar 
el aislamiento carcelario del analfabeta 
desocupado que roba, pero ¿lloraremos el 
aislamiento del hambreado, del traficante 
millonario de heroína, del que usa el 
poder para enriquecerse pronto y en 
forma insultante? Esta parte del cuadro 
casi siempre queda fuera del marco y ello 


puede viciar nuestro juicio. 


Antes 
Código Penal del Estado de Guanajuato 


de promulgarse el nuevo 


tuvimos oportunidad de analizar el 
proyecto detenidamente en unión de los 
principales integrantes de la comisión 
redactora. En todo momento expresamos 
nuestra conformidad poruna penalización 
benigna en cuanto a la privación de 
la libertad. 


reformas tendientes a facilitar la libertad 


Después  promovimos 
condicional y la anticipada, suprimiendo 
el inútil requisito de la fianza. Lo hicimos 
pensando en nuestra realidad aplicativa 
de la ley y, naturalmente, en la sordidez 
de nuestras cárceles. De ella no podrá 


desprenderse, empero, una objeción de 


fondo a la pena que se comenta y a la 
cual escapan, quizás, los más terribles 
depredadores del orden social, aquellos 
a los que todo el mundo quisiera ver 


aislados geográfica y psicológicamente. 


4.-Enotropuntosedicequelaprisiónes 
una institución anormal, poco agradable, 
hostil y por lo menos diferente. El interno 
se convierte en un número, lleva una vida 
reglamentada, sujeta a horarios, hasta 
para los momentos íntimos. Al individuo 
se le arranca bruscamente de la sociedad 
y se le introduce a otro mundo, entre 
extravíos, con frecuencia los internos son 
objeto de exacciones y abusos, por parte 
de autoridades y líderes. 


Todo lo anterior es cierto. La cárcel 
es, efectivamente, desagradable y hostil. 
Nunca se ha pretendido lo contrario ni es 


bueno que goce de buena fama. 


S.- 


comentamos que la cárcel es un factor 


Se dice en el artículo que 


criminógeno, como lo prueba el alto 
índice de reincidencia y los numerosos 


delitos que se cometen dentro de la 
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misma, sin excluir a que los que incurren 
son funcionarios. El caso más frecuente 
es el del tráfico de drogas, que a veces se 


dirige desde la prisión. 


Por lo que ve al alto índice de 
reincidencia ya dejamos probado lo 


contrario. 


No negamos la existencia de malas 


influencias y mafiosos contactos 


penitenciarios, capaces de acelerar 
inclinaciones antisociales o de acentuar 
rencores. Pero pensamos más bien que 
la cárcel actúa en los internos en forma 
sumamente variable y que si bien es 
cierto que existen grandes riesgos de 
contaminación, no podemos negar que 
sus muchos inconvenientes tienen aptitud 
natural para inducir a la corrección por la 
vía del miedo; esto sin tomar en cuenta 
todavía los efectos de ese temor en los 
delincuentes potenciales, que es tal vez 


lo más importante. 


Por lo que ve a la conducta de los malos 
funcionarios de las penitenciarías, se trata 


de algo que no es directamente imputable 


al instituto. La cárcel figura aquí como 
una víctima más de la corrupción. Si en 
nuestro País se suprimieran todas aquellas 
instituciones que constituyen ocasión de 


mala conducta, ¿qué quedaría? 


6.- Se dice también que la cárcel 
provoca enfermedades físicas y psíquicas, 
depresiones, angustias, ansiedad, crisis 


emotivas. 


Es cierto, la privación de libertad 
puede afectar de muy diversas maneras 
al interno. Si no hay manera de evitarlo. 
entonces 


¿Debería desaparecer? 


¿Estamos realmente decididos a 
ahorrarle las crisis emotivas al homicida, 


al violador, al asaltante, al terrorista? 


7.- “¿Qué hacer con la pena de prisión? 
“*, Se preguntan los penalistas. El doctor 
Luis Marco Del Pont propone que debe 
quedar reducida “a aquellos sujetos de 
muy alta peligrosidad”. La proposición 
es demasiado imprecisa y los elementos 
de juicio sobre peligrosidad no pueden 
obtenerse sin la instauración del proceso. 


Podría pensarseenaparejarlapeligrosidad 
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con la gravedad del hecho, sirviendo de 
referencia el tamaño de la pena. A mayor 
prisión mayor peligrosidad. Aparte lo 
erróneo de este recurso, quedaría por 
averiguar a partir de qué nivel habremos 
de despenalizar los delitos. ¿Sería quizás 
pertinente suprimir la prisión para todos 
aquellos que conforme a la legislación 
actual tienen promedio máximo de tres 
años? Del Código Penal de Guanajuato 


quitaríamos 62 tipos. 


Tal vez hemos empleado la palabra 
despenalizar indebidamente, pues solo se 
propone suprimir la pena de prisión, no 
otras. En su lugar se sugieren “prisiones 
abiertas”, arresto nocturno o de fin 
de semana, es decir, reducir las horas 
efectivas de encarcelamiento, aparte los 
beneficios de la condena condicional y 
dela libertad anticipada. Como quiera que 
sea, la tendencia es reducir al máximo 
el tiempo de la prisión o suprimirlo del 
todo. También se habla de imponer al 
culpable la obligación de desempeñar 
ciertos servicios de interés público, como 
una especie de gravamen laboral, en vez 


de la internación. 


Desaparecida de la mayoría de 
los códigos la pena de muerte y las 
infamantes, el Derecho Penal tiene 
todavía su expresión, casi total y 
definitoria en la pena privativa de libertad. 
Entonces no resulta tan erróneo hablar 
simple y sencillamente de una tendencia 
a la despenalización en general. Los 
sucedáneos se parecerán cada vez más 
a las sanciones civiles. (Ya la reparación 
del daño tiene en realidad ese carácter, 
aunque no formalmente). Quizás se 
resuciten prácticas olvidadas y se tase 
una cuchillada para que el culpable la 
pague, como quien cubre un crédito, en 
vez de ir a la cárcel a sufrir aislamientos 


y crisis emotivas. 


Todos queremos que la ejecución de la 
pena privativa de libertad se lleve a cabo 
teniendo siempre en cuenta la dignidad 
de la persona, en instalaciones modernas, 
higiénicas, dentro de los mejores marcos 
educativos y reeducativos, facilitando 
al interno su actividad productiva. Lo 
que se avance en este sentido y puede 


avanzarse mucho es plausible. 
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Mejor todavía si se multiplican las 
vertientes individualizadoras de la pena, 
así como sus modalidades. De todas 
suertes, no parece que este proceso pueda 
concluir en su próxima desaparición, 
la razón fundamental de esta opinión 
realista es la misma que destaca el Fuero 
Juzgo. Debe mantenerse como algo 


indeseable, temido. 


Se hace necesario colocar al lado de 
todos los inconvenientes de la prisión, 
aquello que podría considerarse como 
una cualidad. Cualidad de tal importancia 
que puede inclinar a su favor el platillo 
de la balanza y mantener por tiempo 
indefinido su supervivencia. Mientras 
la cárcel intimide, como ciertamente 
intimida, puede ser que tenga que 
subsistir. No es fácil hallarle sustituto, 
desgraciadamente. Seguirá siendo algo 
tan lamentable como lo es la persistencia 


de las conductas criminales. 


Nunca hemos confiado en aquellas 
opiniones que nieguen a la pena de 


prisión su valor preventivo. En el 


estudio que comentamos, el autor se 
muestra partidario de su ineficiencia 
ejemplificante. Argumenta que siendo un 
mito que todo mundo conozca las leyes y 
sus sanciones, el valor preventivo que se 
le asigna cae por su base. El argumento 
no puede ser más débil, pues si bien es 
cierto que la gente no conoce en detalle 
los mandatos penales, una extensa 
conciencia del acto criminal es algo 
absolutamente cierto y comprobable. Esta 
gran ventaja tiene el penal sobre otras 
ramas del derecho. Goza de verdadera 
promulgación en cuanto que la noción del 
suceso seriamente antisocial es extensa y 
popular, sin desconocer que puede haber 
figuras delictivas -de hecho las hay- tan 
sofisticadas que deberían suprimirse. El 
catálogo de los delitos se ha reducido a 
medida que ha evolucionado el Derecho 
Penal, aunque no en todos los países 
debido a la dañada intención de mantener 
la ambigúedad más que nada por razones 


políticas. 


El autor reconoce que en una 
investigación realizada en la cárcel 
de Santa Martha Acatitla para saber 
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si los internos habían modificado su 
comportamiento, muchos manifestaron 
que una vez libres no querían volver 
a la prisión por miedo a la misma, por 
considerarla algo terrible. Es decir, 
su enmienda se presentó como una 
contrapartida de la dura experiencia 


carcelaria. 


Para la sociedad este temor del que ha 
sufrido la prisión y de muchísimos que 
no la han sufrido pero que saben muy 
bien lo que es, resulta bastante. Cuanto 
mejor sería encontrar en todo mundo una 
adhesión sincera a la norma, pero que 
grave seria que ni siquiera el temor nos 
frenara. Los moralistas antiguos decían 
que el “miedo servil” a la sanción quita 
buena parte de su mérito al acto recto. El 
jurista piensa lo mismo, pero se conforma 
con los resultados externos. 

El análisis unilateral de la 
problemática de la pena privativa de 
libertad no arroja buenos resultados. 
No basta ponerse de parte del infractor 
para calificarla. Las víctimas de los 


delitos también cuentan, tanto las que 


concretamente han resultado dañadas en 
una determinada acción, como el grupo. 
Es doloroso contemplar la vida de los 
internos, pero lo es más contemplar los 
estragos muchas veces irreparables en lo 
material y en lo moral que el delito genera 
en una determinada persona, en una 
familia, en un país. Mucho se ha dicho 
que la “colectividad” tiene parte de culpa 
en cualquier acontecimiento criminal, 
pero la tesis de que ella obliga al perdón 
automático en un alarde suicida de 
solidaridad, no es digna de considerarse. 
El término “colectividad” es sumamente 
vago y las condiciones sociales injustas 
que generan al criminal no son creadas 
por la mayoría, sino por la minoría. A la 
larga la mayoría resultaría doblemente 
víctima, como clase explotada y como 
ofendida, en sus miembros, por el acto 


concreto delictuoso. 


El problema de la prisión exige una 
observación bilateral, desde dentro y 
desde fuera de la prisión. Es necesario 


primero mejorar la sociedad. 
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Por ahora el pronóstico tiene que ser 
pesimista, nunca el hombre ha sido tan 
perseguido y vejado fuera de las cárceles. 
Nunca ha habido tantas simulaciones. 
Se suprime de los códigos la pena de 
muerte, las de infamia, las trascendentes, 
los tormentos, pero nunca antes se ha 
matado tanto sin defensa y sin juicio; 
nunca antes se ha torturado tanto ni se ha 
despojado tanto a la persona de sus cosas 
y de sus derechos fundamentales y nunca 
antes ha habido tanta trascendencia en 
las represiones. Faltarían cárceles para 
castigar a los responsables de tanta 
iniquidad. 
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5 días de contrarréplica 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


l derecho a la contrarréplica, 
se encuentra reconocido en el 
artículo 873-c de la ley federal 
del trabajo. En el referido numeral se 
concede un plazo al demandado de 5 


cinco días hábiles para su ejercicio. 


Este derecho, tal y como se refirió 
previamente, no se encontraba 
reconocido como tal previo a la reforma 
a la ley federal del trabajo del 1 uno de 


mayo de 2019 dos mil diecinueve. 


Y aún y cuando ya se hicieron 
precisiones al respecto en los párrafos 
tocantes al derecho de réplica, resulta 
importante puntualizar que, en caso de 
que el demandado ofrezca pruebas en su 
escrito de contrarréplica, se concederá 
un plazo de 3 tres días al actor para que 


manifieste lo que a su interés convenga. 


La contrarréplica es un derecho que 
en la práctica no es muy común que sea 
ejercitado. No obstante, es importante 
que el secretario instructor al que le 
corresponda, certifique su ejercicio u 
omisión dentro del plazo concedido y, 
de ser al caso, al concluir la tramitación 
escrita e instrucción del asunto, fijar 
fecha y hora para la celebración de la 


audiencia preliminar. 
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5 días de emplazamiento 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


l legislador, en una lucha por 
combatir el rezago de asuntos, 
así como los largos juicios que 
se daban en material laboral, adicionó a 
la ley federal del trabajo, entre diversos 
artículos, el numeral 873-a, en el cual se 
estableció que se concede un plazo de 5 
cinco días posteriores al auto admisorio, 


para emplazar al demandado. 


Este plazo pretende cristalizar uno 
de los principios contenidos en el 
artículo 685 de la ley federal del trabajo, 


consistente en la celeridad. 


En ese sentido, cabe señalar que 
previo al decreto publicado en el diario 
oficial de la federación el 1 uno de marzo 


de 2019 dos mil diecinueve,' únicamente 


1 Secretaría de Gobernación: Diario Oficial de 
la Federación. DECRETO por el que se re- 
forman, adicionan y derogan diversas dispo- 
siciones de la Ley Federal del Trabajo, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa- 
ción, de la Ley Federal de la Defensoría Públi- 
ca, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional 


se encontraba contemplado el numeral 
873, en el cual se establecía, cuando 
menos en la norma, un término similar 
al de los actuales numerales respecto de 
la “notificación” al demandado? se hace 
la aclaración que la ley no denominaba 
como emplazamiento a la notificación de 


la demanda que se hacía al patrón. 


Por su parte, la suprema corte de 
justicia de la nación, si bien no ha tenido 


un pronunciamiento particular respecto 


de la Vivienda para los Trabajadores y de la 
Ley del Seguro Social, en materia de Justi- 
cia Laboral, Libertad Sindical y Negociación 
Colectiva, disponible en https://www.dof.gob. 
mx/nota_detalle.php?codigo=55591308fe- 
cha=01/05/2019*fgsc.tab=0 


2 Artículo 873. La Junta, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes, contadas a 
partir del momento en que reciba el escrito de 
demanda, dictará acuerdo, en el que señalará 
día y hora para la celebración de la audiencia 
de conciliación, demanda y excepciones, que 
deberá efectuarse dentro de los quince días 
siguientes a aquél en que se haya recibido 
el escrito de demanda. Dicho acuerdo se 
notificará personalmente a las partes, con 
diez días de anticipación a la audiencia 
cuando menos, entregando al demandado 
copia cotejada de la demanda y del acuerdo 
admisorio, apercibiéndolas de lo dispuesto en 
el artículo 879 de esta Ley. 
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de los días que median o puedan mediar 
entre las prácticas de los emplazamientos 
laborales, sí ha fijado criterios respecto 
a dilaciones genéricas, haciendo alusión 
a un “plazo razonable” que no se 
traduzca en una auténtica paralización al 
procedimiento, y fije un estándar mínimo 
objetivo que dote de seguridad jurídica a 


las partes.* 


Tal debe 


entenderse como el tiempo ligeramente 


“plazo razonable”, 


superior al de la práctica de la ejecución 
de la sentencia o bien, aplicándolo por 
mayoría de razón al emplazamiento en 


un juicio laboral. 


3 Undécima Época. Jurisprudencia 2a./J. 
12/2022 (11a.), con número de registro 
digital 2024318, emitida por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, visible en la de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 11, Marzo de 2022, Tomo lll, página 
1927, de materia laboral, rubro “DILACIÓN 
EXCESIVA EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN 
DE SENTENCIA EN MATERIA LABORAL. 
PARA DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE 
UN AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA, 
NO ES APLICABLE LA JURISPRUDENCIA 
2a./J. 33/2019 (10a.), EMITIDA POR LA 
SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.” 


Ahora bien, en la práctica, existen 
en ocasiones situaciones que impiden 
o dificultan que los emplazamientos 
pueden llevarse a cabo dentro de los 5 
cinco días que establece el artículo 873-a 
aludido. 


Tal es el caso cuando, por las distancias 
y recursos humanos con los que cuenta 
un tribunal, éste se debe auxiliar de 
algún otro órgano jurisdiccional para 
la práctica de los emplazamientos. En 
ese sentido, el tribunal laboral ya no 
dependerá únicamente de sí mismo, sino 
de los diversos órganos que lo auxilien 
para el cumplimento de sus funciones, 
lo que implica en muchas ocasiones, el 


retraso en la práctica de diligencias. 


Máxime que el emplazamiento al 
demandado debe ser en el domicilio o 
datos de ubicación proporcionados por 
la parte actora según lo dispuesto por la 
fracción HI, del apartado a del artículo 
872 de la ley federal del trabajo. 
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De ahí que, dada la imposibilidad 
material de los tribunales laborales para 
emplazar a todos quienes obren como 
parte de demandas en los juicios de 
su conocimiento, por conducto de los 
actuarios adscritos a su propio órgano 
debiendo auxiliarse de distintos Órganos, 
los emplazamientos puedan dilatarse a 
más de los 5 cinco días establecido en la 


ya citado artículo. 


O 
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8 días de réplica 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


a réplica es un derecho que 


tiene la parte actora para 
realizar manifestaciones y 
planteamientos relacionados con la 


contestación de la demanda, así como 
para objetar las pruebas ofrecidas por el 
demandado y, en su caso, ofrecer pruebas 
relacionadas con las manifestaciones o 
bien respecto de las objeciones de prueba 


planteadas. 


Este derecho se encuentra reconocido 
en el artículo 873-b de la ley federal 
del trabajo, el cual prevé un plazo de 8 
ocho días hábiles' una vez contestada la 


demanda, para ejercitarlo. 


Cabe señalar que, tratándose del 
supuesto en el cual el demandado haga 
ofrecimiento de trabajo, el citado artículo 
prevé que la réplica es el momento 
procesal oportuno para que el trabajador 
se pronuncie al respecto. 


1 De conformidad con la fracción V del Artículo 
30 Ter de la Ley Federal del Trabajo. 


En este sentido, resulta menester 
señalar que en el decreto publicado en 
el diario oficial de la federación el 1 uno 
de marzo de 2019 dos mil diecinueve 
las figuras tanto de la réplica como 
de la contrarréplica, se plasmaron por 
primera vez como un derecho real de 
manifestaciones y objeciones, para 
controvertir lo expuesto por el demandado 
en su contestación de demanda, y lo 


manifestado en la réplica. 


Ello, pues si bien, antes de la reforma 
a la ley federal del trabajo contenida 
en el citado decreto, existía el derecho 
de réplica y contrarréplica, tal derecho 
se limitaba a meros alegatos, donde 
incluso la propia ley las acotaba a que 
manifestaciones 


tales se  plantearan 


“brevemente”. 


2 Artículo 878.- La etapa de demanda y 
excepciones, se desarrollará conforme a las 
normas siguientes: 


VI. Las partes podrán por una sola vez, replicar y 
contrarreplicar brevemente, asen-tándose en 
actas sus alegaciones si lo solicitaren; 
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En este sentido, el derecho de réplica 
cobró mayor relevancia y sentido a raíz 
de la reforma, reconociendo un derecho 


real a la contención. 


Por su parte, la jurisprudencia no 
ha explorado el alcance de este nuevo 
derecho. No obstante, sí es factible 
que de forma analógica se apliquen los 
límites que estableció la suprema corte 
de justicia de la nación,* respecto a que 
tanto la réplica como la contrarréplica no 
pueden modificar la materia del juicio, 
sino únicamente acotar la litis, pues, 
por su parte, la réplica se debe ceñir 
a lo plasmado en la contestación a la 


demanda, mientras que la contrarréplica 


3 Quien en la Décima época, por conducto de 
su Segunda Sala, emitió la jurisprudencia 
laboral 2a./J. 69/2019 (10a.), con registro 
digital 2019924, visible del Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 
66, Mayo de 2019, Tomo ll, página 1488, de 
rubro “RÉPLICA Y CONTRARRÉPLICA EN 
EL PROCEDIMIENTO LABORAL. A TRAVÉS 
DE ESAS FIGURAS NO PUEDE VARIARSE 
EL CONTENIDO DE LA DEMANDA, SUS 
MODIFICACIONES O ADICIONES Y LA 
CONTESTACIÓN A ÉSTAS.” 


se deberá ceñir a lo manifestado en el 
escrito de réplica, sin que puedan variar 


la contención del juicio. 


En la práctica, sí ha sido ejercido 
este derecho a mayor cabalidad, pues 
es recurrente que la parte actora objete 
realmente las pruebas ofrecidas por 
la parte demandada, ofreciendo en 
muchos casos, pruebas que sí se llegan 
a traducir en el desechamiento o la nula 
valoración de las pruebas ofrecidas en la 


contestación a la demanda. 


No obstante, también es habitual que 
el actor no ejerza su derecho de réplica, 
lo que acota las actuaciones para efecto 
de la fijación de la litis en el escrito de 
demanda y su contestación respectiva, 
puesto que en caso de no haber réplica, 
resulta ocioso conceder el plazo para la 
contrarréplica, pues esta segunda está 
encaminada únicamente a controvertir lo 


planteado en la réplica. 
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10 días para programación de 
audiencia preliminar 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


ranscurridos los plazos a que se 
refieren los preceptos que prevén 
la réplica, contrarréplica y vista 
respecto de las pruebas ofrecidas vía 
contrarréplica, el tribunal debe citar a 
las partes para la celebración a audiencia 
preliminar, la cual se verificará dentro 
de los 10 días, pues así lo establece el 
último párrafo del artículo 873-c de la 


ley federal del trabajo. 


Cabe recordar que, de acuerdo al 
artículo 873-e.- la audiencia preliminar 


tiene por objeto: 


1. Depurar el procedimiento y 
resolver las excepciones dilatorias 
planteadas por las partes; 

2. Establecer 


controvertidos; 


los hechos no 
3. Admitir o desechar las pruebas 
ofrecidas por las partes, según sea 


el caso; 


4. Citar para audiencia de juicio; 
5. Resolver el recurso de 
reconsideración contra los actos u 


omisiones del secretario instructor. 


En ese tenor, también establece la ley 
federal del trabajo, en su artículo 873-f£, 
que todas las partes deberán contar con 
asesoría jurídica, por lo que el tribunal 
les debe hacer de su conocimiento que 
es indispensable de que, si acuden en lo 
individual, cuenten con la asistencia que 


asegure su defensa. 


La jurisprudencia no ha aunado en 
el tema de la fijación de la fecha para la 
celebración de la audiencia preliminar, de 
ahí que por ahora el criterio generalizado 
haya sido la citación una vez que se 
encuentre debidamente integrado el 
juicio, sin embargo, ya integrado, sí se ha 
venido celebrando dentro de los 10 diez 


días establecidos en la ley. 


En la práctica, suele suceder que, aún 
y cuando hayan trascurrido los plazos 
concernientes a la réplica y contrarréplica, 


no sea posible citar para la celebración de 


216 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


la audiencia preliminar, ello toda vez que 
en ocasiones falta información necesaria 
para la integración de la etapa escrita de 
instrucción, como pueden ser, informes 
respecto de estados de cuenta de la 
administradora de fondos para el retiro,! o 
bien, que se encuentre el juicio en proceso 
de llamamiento a terceros interesados, 
que se hayan llamado con posterioridad 
a la admisión de la contestación de la 
demanda, en cuyo caso, será menester 
que se encuentre debidamente integrado 
por todas las partes, y que estas hayan 
tenido oportunidad de ejercer sus 
derechos de réplica y contrarréplica 
correspondientes, para estar en aptitud de 
fijar fecha y hora para la celebración de 


la audiencia preliminar. 
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1 En los casos donde se demande su 
devolución aunado a prestaciones ordinarias. 
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15 días para la contestación / 
reconvención 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


egún lo dispuesto por la ley federal 

del trabajo, en su artículo 873-a, 

en el acto del emplazamiento; se 
informa al demandado que cuenta con un 
plazo de 15 quince días siguientes a la 
fecha del emplazamiento para que este 
pueda válidamente contestar la demanda, 
ofrecer pruebas y objetar las presentadas 
por la parte contraria, si a su interés 
conviene pero, en caso de omitir dar 
contestación dentro del plazo referido, la 
consecuencia para el demandado es tener 
por admitidas las peticiones de la parte 
actora, salvo aquéllas que sean contrarias 
a lo dispuesto por la ley, así como por 
perdido su derecho a ofrecer pruebas y 


en su caso a formular reconvención. 


Se puntualiza que, se hizo referencia 
a que la contestación tenga validez, en 
virtud de que el mismo artículo apercibe 
a la parte demandada de que si omite 


contestar la demanda en el término 


referido, la consecuencia es que se 
tengan por admitidas las peticiones de 
la parte actora, salvo aquellas que sean 
contrarias a la ley, así como por perdido 
su derecho a ofrecer pruebas, a objetar 


las de la contraria. 


También existe la posibilidad de que 
el demandado se allane' a la demanda y 


pretensiones del actor. 


1 “Actoprocesal mediante el cual, el demandado 
admite expresamente la procedencia de la 
acción intentada en su contra, reconociendo 
los hechos y derecho en que se fundó la 
petición el actor.” 


“Artículo 774 Bis. En cualquier estado del 
procedimiento, las partes podrán, mediante la 
conciliación, celebrar un convenio que ponga 
fin al juicio; asimismo, el demandado podrá 
allanarse en todo o en parte a lo reclamado. 
En el primer supuesto, se dará por terminado 
el juicio; en el segundo, se continuará el 
procedimiento por lo pendiente.” 


“Artículo 873-A. 


(x:) 

En caso de que el demandado se allane a la 
demanda el Tribunal citará a las partes a la 
audiencia de juicio, que tendrá verificativo en 
un plazo no mayor de diez días, en la que se 
dictará la sentencia respectiva.” 
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En caso de que la demandada conteste 
la demanda deberá, como se refirió con 
antelación, ofrecer todas las pruebas 
con las que cuente el demandado. No se 
recibirán pruebas adicionales, a menos 


que: 


1. Se refieran a hechos relacionados 
con la contrarréplica (siempre que se 
trate de aquellos que el demandado no 
haya conocido al contestar la demanda). 

2. Las que se ofrezcan para sustentar 
objeciones. 

3. Objeción de testigos. 

4. Las que se refieren a hechos 


supervenientes.? 


Cabe precisar que, dentro del escrito 
de contestación a la demanda, la parte 
demandada está obligada a señalar 
domicilio para oír y recibir notificaciones 
dentro del lugar de residencia del tribunal 
respectivo, puesto que en caso contrario, 
2 Siendo aplicable la tesis aislada de la Quinta 

época, con registro digital 366013, emitida 

por la otrora Cuarta Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación, Tomo 


CXXXII, página 234, de rubro “HECHOS 
SUPERVENIENTES, CONCEPTO DE” 


las posteriores notificaciones y aún las de 
carácter personal se le harán por boletín 
o estrados, según sea el caso. Lo anterior 
conforme a lo dispuesto por el artículo 
739 primer párrafo de la ley federal del 


trabajo. 


Asimismo, en el multicitado artículo 
873-a, la ley federal del trabajo establece 
la figura de la reconvención, misma 
que se trata de un medio por el cual el 
demandado deduce en contra del actor 
una acción propia, misma que puede ser 
independiente o conexa con la principal 


que es materia de la demanda. 


En ese sentido, el octavo tribunal 
colegiado en materia civil del primer 
circuito? ha sostenido que la acción 
reconvencional es autónoma € 
independiente de la principal; es decir, 
tiene vida jurídica propia independiente 
a la acción. 

3  Emitió la tesis jurisprudencial de la Novena 
Época 1.80.C. J/23, con registro digital 171937 
del octavo tribunal colegiado en materia civil 
del primer circuito visible en del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 


XXVI, Julio de 2007, página 2386, de rubro 
“RECONVENCIÓN. NATURALEZA DE LA.” 
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Bajo tal tenor, la reconvención tiene 
sus requisitos y procedimiento, pues se 
debe formular dentro del término para 
contestar demanda ya sea en el mismo 


escrito o por separado. 


Formulada la reconvención, se da 
vista a la parte actora principal para que 
conteste en 15 quince días, en donde 
deberá ofrecer pruebas y objetar las 
de su contraria; sin embargo aquí la 
ley hizo una distinción a la omisión de 
no dar contestación a la demanda, en 
virtud de que, las consecuencias de no 
dar contestación a la reconvención, es 
tener por contestada negando los hechos 
aducidos en la reconvención y por 


perdido el derecho para ofrecer pruebas. 


En la práctica, es poco usual que se 
presenten reconvenciones. Sin embargo, 
dado que se trata de un procedimiento 
“derivado” de uno previo, existe mayor 
facilidad respecto de los domicilios y 
emplazamientos, pues, salvo que en 
la demanda inicial se hayan señalado 


estrados o buzón electrónico como 


medio de notificación, el domicilio físico 
será uno dentro del lugar de residencia 
del órgano que se trate, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 739 de 
la ley federal del trabajo, lo que facilita 
los emplazamientos y diligencias que se 


deriven dentro del proceso. 
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20 días para verificación de 
audiencia de juicio 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


n la celebración de la audiencia 
preliminar, se deberá fijar fecha 
y hora para la celebración de la 
audiencia de juicio, misma que deberá 
tener verificativo dentro del plazo de 
20 veinte días posteriores, pues así lo 
establece la fracción v del artículo 873-f 


de la ley federal del trabajo. 


Siguiendo tal tenor, la ley federal 
del trabajo ha establecido que, si se 
admiten pruebas que deban desahogarse 
fuera de las instalaciones del tribunal, 
éste señalará la fecha y hora en que se 
desarrollarán las diligencias, proveyendo 


en relación a las mismas. 


De igual forma, la ley obliga al 
tribunal laboral a que la preparación de 
las pruebas será ordenada por el tribunal, 


salvo aquellas que queden a cargo de las 


partes, por lo que la audiencia de juicio 
no se diferirá por falta de preparación, 


salvo caso fortuito o fuerza mayor. 


De igual forma, se faculta y obliga al 
tribunal para girar los oficios y exhortos 
necesarios para recabar los informes o 
copias que deba expedir alguna autoridad, 
o exhibir terceros ajenos al juicio, que 
haya solicitado el oferente, con los 
apercibimientos señalados en la ley; 
asimismo dictará las medidas necesarias 
a fin de que el día de la audiencia se 


desahoguen las pruebas admitidas. 


Al respecto, se debe señalar que, en 
la práctica suelen diferirse audiencias 
por falta de preparación de pruebas, 
desahogando así las posibles en la primera 
audiencia de juicio, y postergando las 


demás. 


Ello es comúnmente derivado de 
informes que se solicitan a autoridades 
que tardan en contestar o bien, contestan 


de forma incompleta, obligando al 
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tribunal a requerir de diversa o diversas 
ocasiones, situación que deriva en el 


diferimiento de las audiencias de juicio. 


Sin embargo, también es preciso 
apuntar que tales diferimientos no son 
el común denominador en los juicios 
laborales, pues en su amplia mayoría, es 
factible celebrar a plenitud y cabalidad 
la audiencia de juicio dentro de los 20 
veinte días que establece el artículo 873- 
f de la ley federal del trabajo. 
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Proceso laboral 
Admisión. 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras J-L-M de este 


compendio 
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Proceso laboral 
Asunto conciliable y asunto de excepción del artículo 685 ter. 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras J-L-M de este 


compendio 
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Cumplimiento e incumplimiento 
de convenio 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


os convenios en material laboral 
pueden celebrarse en cualquier 
del 


incluso una vez emitida la sentencia, 


estado procedimiento, 


de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 774 bis! y 873-k?, ambos de la 
ley federal del trabajo. 


1 Artículo 774 Bis. En cualquier estado del 
procedimiento, las partes podrán, mediante la 
conciliación, celebrar un convenio que ponga 
fin al juicio; asimismo, el demandado podrá 
allanarse en todo o en parte a lo reclamado. 
En el primer supuesto, se dará por terminado 
el juicio; en el segundo, se continuará el 
procedimiento por lo pendiente. 


2 Artículo 873-K.- Contra las resoluciones 
pronunciadas en el procedimiento ordinario 
laboral, no procederá recurso alguno, salvo 
el recurso de reconsideración contra los 
actos del secretario instructor establecido 
en el artículo 871, de esta Ley. No obstante, 
ya sea de oficio o a petición de parte, el juez 
podrá subsanar las omisiones o errores en 
que hubiere incurrido, o bien podrá precisar 
algún punto, hasta antes de dictar sentencia; 
asimismo, podrá aclarar ésta una vez que se 
haya emitido. 


El convenio al que lleguen las partes, 
debe ser sancionado por el juez, en 
términos del artículo 33 de la ley federal 
del trabajo, quien deberá analizar que se 
encuentren satisfechas las formalidades 
dicho 


dispositivo, es decir, que sea plasmado 


y exigencias requeridas por 
por escrito, aceptado y ratificado por 
la parte actora, quien deberá estar 
debidamente asistido o asistida por 
su apoderado legal, quien explicará al 
trabajador el alcance y consecuencias 
del arreglo conciliatorio; de igual forma 
deberá estar presente y de acuerdo con 
el convenio el apoderado legal de la 
demandada, y en este convenio, deberán 
ambas partes expresar su voluntad de 
concluir el respectivo juicio de manera 
autocompositiva. 
Atendiendo a la naturaleza y fines del derecho 
laboral, el juez deberá asumir un desempeño 
proactivo, en el que impulse permanentemente 
el procedimiento, evitando que las deficiencias 
o inconsistencias formales cometidas durante 
su desarrollo trasciendan en perjuicio de las 
partes provocando su dilación a futuro, por 
lo que de advertirlas podrá subsanarlas. En 
todo momento se fomentará la conciliación 


como la vía privilegiada para la solución del 
conflicto. 
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Deberá también analizar el tribunal que 
las cantidades convenidas no contengan 
renuncia de derechos, estableciendo su 
monto a partir del salario convenido, y 
las sumas de los montos proporcionales 
de las prestaciones pactadas. Al respecto, 
existen tribunales que consideran 
que en los convenios los derechos 
“irrenunciables” serían aquellos que el 
trabajador ya devengó, sin que pueda 
incluirse los demás respecto de los que 
hace su reclamo en juicio, pues éstos son 
meras expectativas de derecho, en tanto 
no exista una sentencia que los reconozca 


como tal. 


Cabe señalar que, en los convenios 
laborales, también es factible establecer 
una cláusula penal en términos de 
lo dispuesto en el último párrafo del 
artículo 684-e, de la ley de la materia, es 
decir, una sanción económica en caso de 
incumplimiento o retraso en pagos, para 
lo cual, la cantidad que debe servir de 


parámetro no debe ser menor al salario 


diario del trabajador por cada día que 
transcurra sin que se dé cumplimiento al 


convenio. 


Una vez celebrado el convenio, 
éste adquiere el rango de sentencia 
ejecutoriada y, por tanto, si tal convenio 
no llegase a cumplimentarse, se da inicio 
al procedimiento de ejecución al que 


refiere el título quince de la ley de laboral. 
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La sentencia en el nuevo sistema 
de justicia laboral 


Juez Lic. Herlinda Escamilla Orozco 
Introducción 


ara entender el nuevo paradigma 

de la emisión de una sentencia por 

los tribunales del poder judicial 
federal o locales, es importante consultar 
la exposición de motivos que dio la pauta 
a la reforma constitucional publicada 
en el diario oficial de la federación el 
24 de febrero de 2017', con la que se 
dotó de jurisdicción a los mencionados 
tribunales en materia de justicia laboral, 
la cual antes era impartida por órganos de 
formación tripartita, con una naturaleza 
distinta a la que actualmente impera 
por mandato constitucional, dispuesta 
en la división de los poderes ejecutivo, 


legislativo y judicial. 


1 Vid. Secretaría de Gobernación: Diario Ofi- 
cial de la Federación de fecha 24 de febrero 
de 2017; consultable en http://www.dof.gob. 
mx/nota_detalle.  php?codigo=54729658fe- 
cha=24/02/2017+*gsc.tab=0; consultado: 02 
de junio de 2022. 


En dicha exposición de motivos?, 


se estableció que se requerían 
transformaciones cualitativas para que la 
justicia laboral cumpliera su propósito, 
esto es, que desde finales de la década 
de 1920, prácticamente la estructura 
y procesos de las instituciones de 
impartición de justicia laboral, se habían 
mantenido intactas frente al cambio 
abismal de la realidad económica y 


laboral del país. 


En el caso que nos ocupa, no escapa 
la emisión de una sentencia, —que ya 
no laudo—- que era emitido por los 
mencionados órganos tripartitos que, a 
decir de Ovalle Favela?, en el caso de las 
juntas locales de conciliación y arbitraje, 
además de los representantes de los 


patrones y trabajadores, el ejecutivo local 


2 Vid. Poder Judicial de la Federación: El po- 
der judicial de la federación en el devenir 
constitucional en México; consultable en: 
https: //www.constitucion1917-2017.  pjf.gob. 
mx/sites/default/files/CPEUM_1917_CC/pro- 
cLeg/231%20-%2024%20 FEB%202017.pdf; 
consultado el 02 de junio de 2022. 


3 Cfr. Ovalle Favela, José: Teoría General del 
Proceso. 7*. Ed. México. 2015; pp. 255 y 256. 
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era el que designaba a los representantes 
gubernamentales y establecía una o más 
juntas en la entidad de que se tratara 
(artículos 621-623 de la ley federal del 
trabajo antes de la reforma del 1 de mayo 
de 2019); lo que era motivo de continuo 
cuestionamiento sobre la aplicación de los 
principios de inmediación, imparcialidad 


e independencia de sus resoluciones. 


Tema anterior que en el desarrollo 
del presente documento se abordará, 
con la finalidad de reflexionar sobre la 
epistemología que exige actualmente 
el dictado de las sentencias en materia 
de justicia laboral, así 


como sus 


consecuencias jurídicas. 


I. ¿Qué es una sentencia? 


decir de Ovalle Favela, las 
resoluciones judiciales, 
omo actos procedimentales 
por medio de los cuales el órgano 
las decisiones 


jurisdiccional toma 


atinentes a las peticiones y las 
actuaciones de las partes intervinientes 
en el proceso. Dichas decisiones, en las 
que encontramos, entre otras, la más 
importante, esto es, la sentencia, en la que 
las personas juzgadoras deciden sobre el 


conflicto sometido a su jurisdicción?. 


Etimológicamente, la 
del 


encuentra compuesta por un sufijo: entia 


palabra 


sentencia: latín  sententia, se 
(cualidad de algo) y la raíz: sent (tomar 


una dirección tras haberse orientado). 


Concepto y definición que permite 
reflexionar sobre lo que conlleva la labor 
jurisdiccional al dictar una resolución 
de esta índole, en la que, de acuerdo 
a su etimología, desde mi opinión, 
efectivamente el dictado de una sentencia 


4 Cfr. Ovalle Favela, José: Teoría General 
del... p.314. 
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se corresponde con la decisión de la 
dirección decantada por una persona 


juzgadora. 


Claro está que no se asume dicha 
decisión, sino hasta el momento en 
que concluyó su deliberación a razón 
del desahogo del cúmulo probatorio 
existente en el proceso, lo que en el caso 
de la materia laboral, no es únicamente 
con el caudal de pruebas aportado por 
las partes, sino también, en ocasiones, 
con las que para mejor proveer y bajo 
las facultades indagatorias de la persona 
juzgadora, se ha allegado para dictar una 
sentencia lo más apegada a la realidad 
e igualdad social, siempre y cuando se 


respete el principio de paridad procesal. 


TI. Partes de una sentencia. 


s claro que toda resolución 

judicial, como acto de autoridad, 

debe satisfacer los requisitos 
de motivación y fundamentación 
establecidos en los artículos 14 y 16 de la 
constitución política de los estados unidos 
mexicanos; deben ser documentados por 
la autoridad competente de forma escrita, 
justificando su contenido de forma fáctica, 
en atención a las consideraciones de 
hechos y los medios probatorios con que 
se llegó a su conocimiento (motivación); 
además, es preciso exponer los preceptos 
de derecho (fundamentación) en que se 


sostiene la decisión jurisdiccional”. 


Asimismo, se cuenta con la obligación 
legal de dictar las sentencias cumpliendo 
los requisitos establecidos en el artículo 
840 de la ley federal del trabajo y que son 


los siguientes: 


I. Lugar, fecha y tribunal que lo 


pronuncie; 


5 Cfr. Ovalle Favela, José: Teoría General del... 
p. 315. 
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TI. Nombres y domicilios de las partes 
y de sus representantes; 

Ill. Extracto de la demanda y su 
contestación; réplica y contrarréplica 
y, en su caso, de la reconvención y 
contestación a la misma, que deberá 
contener con claridad y concisión las 
peticiones de las partes y los hechos 
controvertidos; 

IV. Enumeración de las pruebas 
admitidas y desahogadas y su apreciación 
en conciencia, señalando los hechos que 
deban considerarse probados; 

V, Extracto de los alegatos; 

VI. Las razones legales o de equidad, 
la jurisprudencia y doctrina que les sirva 
de fundamento; y 


VII. Los puntos resolutivos. 


Es evidente que esta emisión formal de 
la sentencia se debe cumplir en atención 
al principio de legalidad, establecido 
dentro de la debida actuación de los jueces 
y juezas; sin embargo, existen dispensas 
que, por interpretación jurisprudencial, 
se han establecido a efecto de que el 
dictado de 


conlleve una transcripción innecesaria de 


dichas resoluciones, no 


contenido que ya obra en el expediente, 
y que de hacer un cumplimiento 
estricto de la disposición antes aludida, 
resultaría en un atraso innecesario en 
su emisión, derivado de la inversión de 
tiempo valioso que pudiese ser ocupado 
precisamente en el cumplimiento de la 
función judicial; siempre y cuando no 
sea en trasgresión al debido proceso, 
en su vertiente de exhaustividad en las 


decisiones jurisdiccionales. 


290 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


TI. Epistemología en la realización y 


dictado de una sentencia 


a legislación laboral, establece 
diversos parámetros de actuación 
de los funcionarios judiciales, 
mismos que soportan o sirven de base 
propiamente de las reglas o disposiciones 
legales e incluso constitucionales; los 
que son denominados principios y que, 
para limitarnos a la materia laboral, se 
encuentran en los artículos 604 y 685 de 


la ley federal del trabajo. 


“artículo 604.- corresponden a los 
tribunales del poder judicial de 
la federación o de los tribunales 
de las entidades federativas, el 
conocimiento y la resolución de los 
conflictos de trabajo que se susciten 
entre trabajadores y patrones, sólo 
entre aquellos o sólo entre éstos, 
derivado de las relaciones de 
trabajo o de hechos relacionados 


con ellas. 
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En su actuación, los jueces y 
secretarios instructores deberán 
observar los principios de legalidad, 
imparcialidad, transparencia, 


autonomía e independencia.” 


“artículo 685.- el proceso del 
derecho del trabajo se rige bajo 
los principios de  inmediación, 
inmediatez, continuidad, celeridad, 
veracidad, concentración, 
economía y sencillez procesal. 
Asimismo, será público, gratuito, 
predominantemente oral y 


conciliatorio. 


Los tribunales deben garantizar el 
cumplimiento de los principios y 
condiciones citados. El juez deberá 
atender al principio de realidad 
sobre los elementos formales 
que lo contradigan. Asimismo, 
se privilegiará la solución del 
conflicto sobre los formalismos 
procedimentales, sin afectar el 
debido proceso y los fines del 
derecho del trabajo. [...]” 
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Para no abundar en lo que conlleva 
cada uno de estos principios, por no ser 
el tema de estudio, resulta importante 
destacar que las sentencias deben emitirse 
en observancia de cada uno ellos, al ser 
los que rigen la función jurisdiccional 
y, por ende, los que deben privilegiarse 
en el dictado de la actuación más 
importante de una persona juzgadora, 
pues es propiamente la decisión que va 
a impactar en la esfera jurídica y en la 
mayoría de las ocasiones, en la esfera 


patrimonial de los justiciables. 


Además, se destaca la epistemología 
que establece la legislación laboral para 
el dictado de las sentencias, misma que se 
encuentra en el artículo 841 de la ley de 
la materia, que dispone: “las sentencias 
se dictarán a verdad sabida y buena fe 
guardada, y apreciando los hechos en 
conciencia, sin necesidad de sujetarse a 
reglas o formulismos sobre estimación 
de las pruebas, pero los tribunales están 
obligados a estudiar pormenorizadamente 


las rendidas, haciendo la valoración de 


las mismas. Asimismo, expresarán los 
motivos y fundamentos legales en que se 
apoyan”. 
Enunciado anterior que merece 
profundizar respecto a lo que significa 
la primera parte de su contenido, pues 
cabe resaltar que por técnica y método 
y al ya haber abordado anteriormente 
lo que significa, -de fin a inicio, esto es, 
fundamentación y motivación- así como 
las partes formales de dicha sentencia 
que, entre otros, dispone la obligación 
legal de la persona juzgadora en cuanto 
a enumerar las pruebas admitidas 
y desahogadas, y su apreciación en 
conciencia, señalando los hechos que 


deban considerarse probados. 


Y, además, lo que por mandato 
constitucional en su artículo 17 que 
dispone: “siempre que no se afecte 
la igualdad entre las partes, el debido 
proceso u otros derechos en los juicios 
o procedimientos seguidos en forma 
de juicio, las autoridades deberán 
privilegiar la solución del conflicto sobre 


los formalismos procedimentales”; lo 
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que conlleva al soporte constitucional de 
aquella disposición legal, que abona lo 
que es el principio de la primacía de la 
realidad, que igualmente rige el sistema 


laboral. 


Empero, ¿a qué se debe el dictar 
las sentencias a verdad sabida y buena 
fe guardada, y apreciando los hechos 
en conciencia? pues bien, tomo como 
referencia lo abordado por González 
Lagier?, con quien coincido en esta 
crítica, pues aborda la perspectiva de 
cuestionar a la teoría del conocimiento 
que se encuentra en la doctrina de la 
íntima convicción —como suele llamarse 
también a la apreciación en conciencia; 
puntualizando que, cuando las sentencias 
eran dictadas incluso por jueces legos, se 
aceptaba la íntima convicción, bastando 
ese fuero interno del juzgador para emitir 
sus sentencias. Actualmente, considero 
que se trata de libre convicción, pues 
como adelanté, las sentencias deben estar 


debidamente fundadas y motivadas. 


6 Cfr. González Lagier, Daniel: Argumentación 
y Prueba Judicial, en: Estudios sobre la 
prueba. 3*. Ed. México. 2016; pp. 125 a 127. 
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Con la precisión propia anterior, 
explica González Lagier, explica que 
la íntima convicción estaría justificada 
cuando se base en una teoría cognoscitiva 
dela verdad; lo que difiere mucho de lo que 
encontramos en los procesos judiciales, 
ya que se ha dicho en diversas críticas 
a esta doctrina, que lo que realmente 
acontece en un proceso judicial es la 
llamada racionalidad epistemológica, 
pues en nuestro sistema se busca dictar 
una sentencia justa -entendida como 
una sentencia correcta; que cumpla con 
“las reglas del juego” o debido proceso, 
alejadas en la mayoría de ocasiones en la 


actividad de búsqueda de la verdad. 


Corolario a lo anterior, asumo que 
esta disposición legal, tiene su génesis 
en la concepción de que las personas 
juzgadoras deben realizar libremente 
-en íntima convicción- o con la acepción 
considerada por la suscrita como más 
acoplada, libre convicción, una valoración 
del material probatorio aportado y 
desahogado, para el convencimiento 
de que en la materia laboral, existe la 


prevalencia de la probabilidad de alguna 
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de las hipótesis fácticas de las partes, 
o bien, con la omisión de dicho aporte 
pertinente; su consecuencia jurídica; por 
tanto, la sentencia es la interpretación 
legal de lo que, bajo el principio de 
probabilidad prevaleciente, sucedió, y 
que respalda la petición de la parte que 
logró el convencimiento de la persona 
juzgadora en cuanto a sus pretensiones o 


defensas. 


IV. Consecuencias jurídicas 


inalmente, toda sentencia conlleva 

una dicotomía, esto es, debe ser 

absolutoria o condenatoria. Si se 
absuelve a la parte demandada, evidente 
es que en su esfera jurídica no acontece 
mayor impacto, pues en su órbita ya nada 
conlleva esta decisión. Sin embargo, al 
dictarse una sentencia condenatoria, debe 
aplicarse lo que se denomina la ejecución 
de sentencia, siempre y cuando, de 
manera voluntaria, la parte perdidosa 
no haya cumplido voluntariamente los 


términos de la misma. 


Corolario a lo anterior, la ley federal 
del trabajo dispuso un título dedicado 
a las consecuencias jurídicas de tan 
trascendente decisión jurisdiccional, 
mismo que se encuentra dividido en 
capítulos, y que orienta a la parte que 
logró una sentencia favorable sobre la 
obtención de las condenas que fueron 


dictadas en la sentencia. 
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Disposiciones legales que se 
encuentran en los numerales 939 hasta 
el 981 de la mencionada legislación, 
que permiten ir pasando desde las 
disposiciones generales para instar al 
órgano jurisdiccional a que dicte el auto 
de requerimiento y pago de las condenas, 
así como, en su caso, el embargo y 
aseguramiento de bienes de la parte 
perdidosa y, finalmente, el remate de los 
mismos; todo lo anterior, que permite la 
materialización en la esfera de las partes, 
no nada más jurídica, sino en la mayoría 


de los casos patrimonial. 


Conclusiones 
fectivamente, después de la 
reflexión anterior, concuerdo en 

que la actividad jurisdiccional 

más trascendente en el campo del proceso 
laboral, es el dictado de una sentencia, 
que conlleva el estudio concienzudo por 
parte de las personas juzgadoras, sobre 
la actuación jurídica de las partes dentro 
del conflicto sometido a la decisión 
del estado, por conducto de quien 


-Idealmente-imparte justicia. 
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Procedimiento de ejecución y 
cumplimiento voluntario 


Lic. 


Martínez 


Floscello Gabriel Granados 


e encuentra contenido en el título 
quince de la ley federal del trabajo. 
Dicho procedimiento inicia una 
vez concluido el plazo de quince días 
para el cumplimiento voluntario que se 
establece en el artículo 945 de la ley de la 
materia, termino que, una vez trascurrido, 
y en caso de no haber sido combatida a 
través de un juicio de amparo, se declara 


ejecutoriada la sentencia. 


Cabe puntualizar que, si bien el 


procedimiento laboral se sigue de 


oficio, el procedimiento previsto 
para la ejecución, relativo al auto de 
requerimiento de pago y embargo, 
requiere que sea instado por las partes, 
pues así lo dispone el artículo 950 de la 
ley federal del trabajo. La ley prevé un 


término prescriptivo para la ejecución de 


las sentencias, el cual es de dos años, de 
conformidad con los artículos 519 y 945, 
tercer párrafo, de la ley laboral. 
Entonces, las partes tienen dos 
años para solicitar la ejecución de una 
sentencia, ya que, en caso contrario, 
como se adelantó, podría operar la 
prescripción. Sin que escape que, al 
igual que el inicio de la ejecución de las 
sentencias, la prescripción no opera de 
oficio, es decir, esta debe plantarse por 
alguna de las partes para que sea posible 


su estudio por parte del tribunal.' 


Sin embargo, una vez iniciado el 
procedimiento de ejecución, corresponde 
a los tribunales su continuación, para 
cuyo fin dictarán las medidas necesarias 
para que la ejecución sea pronta y 
expedita, tal y como dispone el artículo 
940 de la ley federal del trabajo. 


1 Lo que ya ha sido reiterado por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la 
jurisprudencia 2a./J. 16/2011 (10a.), visible en 
la Décima Época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Libro l!l, Diciembre 
de 2011, Tomo 4, página 2772, con registro 
digital 2000025, de rubro “PROCEDIMIENTO 
DE EJECUCIÓN 
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También se debe puntualizar que el 
juez se encuentra facultado para, en caso 
de considerar que existe riesgo de no 
ejecutar la sentencia, o si el patrón realiza 
actos tendientes al incumplimiento de 
esta, tomar las medidas necesarias a fin 
de lograr el cumplimiento eficaz de la 
sentencia. Para este propósito, puede 
decretar el embargo de cuentas bancarias 
y/o bienes inmuebles, según establece el 


numeral 945 de la ley de la materia. 


En ese tenor, se puede solicitar como 
medio de preparación de la ejecución, 
solicitar la información de las cuentas 
bancarias de la parte perdedora del juicio 
a la comisión nacional bancaria y de 
valores, de conformidad con lo dispuesto 
en el diverso artículo 958 de la ley federal 


del trabajo. 


Derivado del apoyo que brinda a 
los tribunales laborales la comisión 
nacional bancaria y de valores a través 
del sistema de atención a requerimientos 
de información de autoridad (siara), de 


conformidad conlo dispuesto enel artículo 


966 bis de la ley federal del trabajo, las 
resoluciones judiciales han tenido una 
mayor agilidad en su cumplimiento, 
cuando se trata de condena, ya que es una 
herramienta sumamente veloz y eficaz 
que, a solicitud del titular del tribunal 
puede congelar cuentas bancarias para 
garantizar la ejecución de la sentencia. 
Dicha herramienta, al menos en mi 
experiencia, ha incentivado a que una 
vez firme la sentencia, ésta se cumpla 
dentro del plazo voluntario que establece 


la ley, en la mayor parte de los casos. 
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Proceso penal para adolescentes. 
Una postura para el juez de ejecución en México. 
Juez Mtro. Efraín Frausto Pérez. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras B-C-D de este 


compendio 
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Proceso penal mexicano 
El control negativo de la acusación en el proceso penal mexicano. 
Juez Mtro. Mauricio Wilfrido Cruz Navarrete 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de la letra A de este compendio 
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Proceso penal mexicano 
La minuta penal. 
Lic. Cecilia Cervantes 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras B-C-D de este 


compendio 
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Proceso penal mexicano 


Plazos del sistema penal acusatorio mexicano. Los márgenes 
temporales de la actividad procesal. 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñon Cano. 


Para la consulta de esta voz, remítase a la página 129 de este tomo 
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Proceso penal mexicano 


El aparente conflicto entre el Código Penal del Estado de 
Guanajuato y el Código Nacional de Procedimientos Penales. 


Mtro. Israel González Ramírez. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras B-C-D de este 


compendio 
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Proceso penal mexicano 


La importancia de la invitación en los mecanismos alternativos de 
solución de controversias. 


Lic. Guillermo Solorio Bracamonte. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras J-L-M de este 


compendio 
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Proceso penal mexicano 


El sistema de enjuiciamiento criminal propio de un Estado de 
Derecho. 


Mtro. Jorge Arturo Gutiérrez Muñoz. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras B-C-D de este 


compendio 
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Prorroga al plazo constitucional 


Comentarios al art. 322, del CNPP. La solicitud de prórroga del 
plazo de cierre de investigación complementaria. 


Juez Mtra. Ma. de los Ángeles Camacho Trejo Luna. 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras F-G-H-I de este 
compendio 
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De la Protección al Consumidor 
Legislación y Prácticas' 

Lic. Eugenio Trueba Olivares 

s muy probable que se 

hayan producido ya algunos 
competentes estudios sobre la 

Ley Federal de Protección al Consumidor, 
así como sobre el funcionamiento 
del Instituto y la Procuraduría del 
Consumidor. De todas maneras haremos 
aquí algunos comentarios que tal vez 


resulten de interés. 
La política y las leyes 


1.- Es sabido que en determinados 
momentos de crisis el estado suele 
intensificar su función legislativa 
tratando de atajar procesos más o menos 
generales de descomposición social y, 
sobre todo, para mostrar su preocupación 
por un bienestar colectivo dañado en cuyo 


afán las medidas adoptadas adquieren un 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado de Guanajuato. No. 9. 
Abril-Mayo 1981; pp. 165-197. 


matiz político que no cala a fondo en los 
problemas y que a la larga se traduce en 
deformaciones del poder. 


2.- No aseguramos que este sea el 
caso de la Ley Federal de Protección 
al Consumidor, pero debe tomarse en 
cuenta que se emite a fines de 1975, 
es decir, cuando la inflación ya era 
galopante y la devaluación de nuestra 
moneda un hecho grave en el seno de la 
economía nacional. El alza de precios en 
los últimos tres años que precedieron a 
la ley que nos ocupa había registrado un 
índice según el Banco de México de 15.5 
por ciento. El déficit acumulado de los 
últimos seis años se elevaba a quinientos 
cinco mil millones y, por lo que ve a la 
balanza de pagos, el déficit había dado 
un brinco mortal de mil ciento setenta y 
cinco millones de dólares en 1973 a tres 
mil seiscientos cuarenta y tres en 1975. 
Nuestra deuda externa había subido a 
ciento treinta y siete mil millones de 
pesos, la cual aumentó en 58.4 por ciento 


con la devaluación (Banco de México). 
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Todo mundo puede recordar momentos 
de inseguridad vividos entonces y la baja 
de producción de bienes, particularmente 
en el renglón agrícola, de la cual el país 
no se ha recuperado del todo a pesar 
de las medidas de que ha tenido que 
echar mano el actual régimen, como el 
Sistema Alimentario Mexicano y la Ley 


Agropecuaria. 


El control oficial de precios 


3.- Haciendo uso de las facultades que 
el Ejecutivo Federal tiene en materia de 
precios se habían venido fijando topes 
obligatorios a productos de primera 
necesidad y a otros muchos. En la época 
en que se origina la Ley de Protección 
al Consumidor el control no había dado 
los resultados que eran de esperarse. El 
tope provoca muchas veces el desaliento 
de la producción como se prueba con el 
hecho de que la Secretaría de Industria y 
Comercio, apesar de sus sanos propósitos, 
tiene que revisar periódicamente los 
precios fijados y autorizar nuevas alzas. 


(En forma clara el ministro De la Vega 


Domínguez lo confirmó recientemente, 
en su comparecencia ante la Cámara de 
Diputados en diciembre de 1980). 


4.- El control de precios es, pues, 
una acción gubernamental auxiliar, no 
fundamental. Tan es así que el gobierno 
de López Portillo adoptó como filosofía 
esencial de su régimen lo que llamó 
“alianza para la producción”. Centenares 
de veces ha repetido que si no se produce 


más nada se remediara. 


La Ley Pro-Consumidor 


5.- Dentro de aquel cuadro de baja 
productividad y gasto excesivo, dentro 
de aquel clima inflacionario, se recurrió 
a muchas leyes, planes y proyectos 
como posibles soluciones. Entre este 
abigarrado conjunto se halla la Ley 
Federal de Protección al Consumidor. 
El presidente Echeverría dijo en la 
exposición de motivos, entre otras cosas: 
“Esta ley es parte fundamental de una 
política destinada a la protección de las 
mayorías, pero también un instrumento 


para corregir vicios y deformaciones 
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en el aparato distributivo e impulsar la 
actividad productiva por la ampliación 
del mercado interno”. Es obvio que 
esa modesta ley no ha contribuido a la 
obtención de niveles productivos dignos 


de tomarse en cuenta. 


6.- También se puede asegurar que 
en nada ha contribuido a “mejorar el 
aparato distributivo”, pues lejos de ello 
los productores y la CONASUPO se 
enfrentan a cada paso con el problema 
creciente del acaparamiento y de la 
multiplicación de intermediarios que 


ocultan, acumulan y encarecen. 


7.- Se agrega en la exposición de 
motivos que “es indiscutible que el 
consumidor se encuentra desprotegido 
ante las practicas que le impone la 
relación comercial y que implican tanto la 
renuncia de derechos como la aceptación 
de condiciones inequitativas”. Se trata de 
una consideración que no concuerda con 
el hecho innegable de la vigencia de un 
conjunto de estatutos, códigos y normas 
muy anteriores a esta ley. Se parte, por 


lo demás, de un dudoso supuesto: de que 


el que compra (llamado consumidor) 
es necesariamente víctima y parte débil 
de la relación. (El acaparador y los 
intermediarios son compradores y no 
son parte débil, sino fuerte y nefasta). 
Pero admitiendo que esto sea verdad, 
el texto de la ley, con todo y su buena 
intención, deja sin tocar multitud de 
sistemas que sería necesario revisar 
para corregir prácticas comerciales. 
Dado su gigantismo y arraigo, la ley 
que comentamos jamás podrá herirlos. 
La verdad es que dentro del panorama 
improductivo e inflacionario que se 
ha venido combatiendo el estatuto en 
cuestión no corresponde a la escala del 


problema. 


Esto no significa que menospreciemos 
aquellas actividades positivas que al 
amparo de esa ley se hayan llevado a la 


práctica. 


Aspectos Constitucionales 
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8.- Dos cosas llaman la atención 
desde que se hace la primera lectura de 
la Ley de Protección al Consumidor: sus 
posibles aspectos inconstitucionales y su 


poco rigor técnico. 


La ley fue expedida por el Congreso 
de la Unión y su artículo primero dice 
que será aplicable en toda la República. 

Lo anterior será correcto si sus 
disposiciones se adecuan a la materia 
federal, puesto que el Congreso de 
la Unión no puede legislar en las 
reservadas a los Estados. Este principio 
está consagrado por el artículo 124 de la 
Constitución del país, que dice que las 
facultades que no están expresamente 
concedidas a los funcionarios federales 


se entienden concedidas a los Estados. 


9.- En el artículo 2o de la ley se dice 
que están obligados a su cumplimiento 


“los comerciantes, industriales, 


prestadores de servicios, así como 


empresas de participación estatal, 


organismos descentralizados y Órganos 


del Estado en cuanto desarrollen 


actividades de producción, distribución o 
comercialización de bienes o prestaciones 


de servicios a consumidores”. 


El artículo 73 de la Constitución 
Federal, en su fracción X faculta al 
Congreso de la Unión para legislar en 
toda la república sobre comercio, entre 
otras cosas; consecuentemente, en esta 
materia la ley es inobjetable. Lo mismo 
puede decirse en lo que respecta a 
industriales cuya actividad se estima 
mercantil de acuerdo con el artículo 75 


del Código de Comercio. 


10.- Por lo que respecta a prestadores 
de servicios, empresas de participación 
estatal, organismos descentralizados y 


órganos del Estado, habría que distinguir: 


a).- Entre prestadores de servicios 
con carácter de comerciantes, como por 
ejemplo, los que pueden proporcionar 
las empresas turísticas (artículo 75 
fracción VIII del Código de Comercio) y 
prestadores de servicio no comerciantes, 
como puede ser un carpintero, un 


plomero, un albañil, un pintor, un taxista. 
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b).- Entre organismos descentralizados 
federales y organismos descentralizados 


no federales, sino locales. 


C).- Entre órganos del estado federal y 


órganos del estado miembro de la unión. 


Los 


mencionados en primer término en 


prestadores y organismos 
cada uno de los incisos caen dentro del 
campo de aplicación de la ley, no así los 


segundos. 


11.- Sin embargo, no parece que el 
criterio anterior sea el del legislador, pues 
según el texto del artículo segundo, la ley 
es aplicable a todos, independientemente 
del carácter mercantil de los sujetos 
o de los actos. Por eso menciona en 
forma específica a los prestadores de 
servicio, al lado de los comerciantes. 
Si se hubiese querido referir solo a los 
que persiguen lucro, nota distintiva de lo 
mercantil, no tendría caso sustraerlos del 
concepto global. El artículo tercero crea 
un nuevo tipo mucho más amplio que el 


de comerciante, a saber: el proveedor. 


Cubre a los que no lo son ni habitual 
ni accidentalmente. En efecto, dice 
que son proveedores todas las personas 
enumeradas en el artículo segundo que ya 
hemos transcrito, para definir en seguida 
y en forma especial a los comerciantes, 
usando aproximadamente las viejas ideas 
del Código de Comercio, principalmente 
en sus artículos 3 fracción l y 75. 

Hay, pues, claros visos de 
inconstitucionalidad. En la práctica, 
las autoridades aplicadoras de la ley no 
paran mientes en cuestión tan importante 
y sujetan a sus funciones a toda clase de 
personas y de actos, comerciantes o no, 


organismos federales o locales. 


12.- En las últimas décadas se han 
multiplicado las leyes administrativas 
fallas de 


constitucionalidad. No parece que ello se 


con imperdonables 
deba a ignorancia ni incompetencia, sino 
más bien a un “criterio nuevo” sobre lo 
que es el federalismo y el cual viene a 
modificar una sólida tradición doctrinal. 
Acusa al mismo tiempo cierto desprecio 


por un orden fácil de alterar o destruir 
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sin más razón que la mera prepotencia. 
Hay también un desajuste entre lo que 
se dice y lo que se hace. Muchos no le 
dan importancia al fenómeno arguyendo 
que al fin y al cabo el centralismo ha sido 
una fuerza más real, histórica y tangible 
que el federalismo; pero no darle 
importancia a la contumaz incongruencia 
es algo que viene a agravar el problema, 
pues contribuye en forma decisiva a la 
deformación del ciudadano, que suele 
generalizar y ver en los actos de gobierno 
una mentira. El juego de las simulaciones 
y “los valores entendidos” se acentúa y 
el mexicano, de quien los filósofos han 
dicho que es inseguro, tardara más en 
ubicarse y en hallar la identidad que, 


según Octavio Paz, tanta falta le hace. 


13.- Otro aspecto inconstitucional 
aparece en el tercer párrafo del artículo 
primero, cuando se dice que serán 
órganos auxiliares de la Secretaría de 
Industria y Comercio para la vigilancia 
y cumplimiento de la ley toda clase 
de autoridades federales, estatales y 
municipales. No creemos que el Congreso 


dela Unióntenga facultades paraseñalarle 


obligaciones, así sean auxiliares, a los 
estados y a los Ayuntamientos, a menos 
que ello se desprenda directamente de la 


Constitución, lo cual no es el caso. 


14.- La ley del Consumidor no se 
aplica a relaciones laborales ni a servicios 


profesionales (artículo 3 parte final). 


Por lo que ve a servicios profesionales 
tal vez se pensó, con toda razón, que 
sería invadir las facultades legislativas 
de los Estados, pero no creemos que se 
haya tenido ese escrúpulo. Dentro del 
criterio general y dentro de la lógica 
empleada por la ley no deja de extrañar 
que una persona pueda ir a quejarse ante 
la Procuraduría del Consumidor de los 
malos servicios de un mecánico o de un 
plomero y en cambio no pueda hacerlo 
respecto de un médico, un ingeniero, o 


un abogado. 


15.- Hay otras materias respecto de 
las cuales no puede dudarse que la ley 


las abarca, habida cuenta de los términos 
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del artículo 53 constitucional, como las 
relacionadas con la minería, educación, 


energía eléctrica, etc. 


De la publicidad 


16.- El artículo 5 del capítulo segundo 
obliga a todo proveedor a informar 
veraz y suficientemente al consumidor, 
prohibiendotoda publicidad, indicaciones 
o leyendas que induzcan a error sobre las 
características del producto. El artículo 8 
advierte que la falta de veracidad motiva 
responsabilidad civil (pago de daños y 


perjuicios). 


Cuando el proveedor así lo quiera 
podrá solicitar de la Secretaría de Industria 
y Comercio “opinión o dictamen sobre 
la publicidad que pretenda realizar”. Si 
obtiene opinión o dictamen favorable 
queda liberado de la responsabilidad 
señalada en el artículo 8. Pero si se 
proporcionan datos falsos, la aprobación 
otorgada se considerara como no emitida 
e inexistente (tercer párrafo del artículo 
3) 


Consecuentemente lo único 
importante es que el proveedor sea 
veraz en su publicidad. La opción que 
se le da para solicitar su aprobación no 
tiene caso y suponemos que a nadie le 
interesa hacer uso de ella. Por otra parte, 
se puede ser veraz en el momento de 
pedir la autorización y después alterar 
el producto. En este caso tampoco 
opera la excepción a su responsabilidad 
a pesar de contar con un dictamen que 
en su momento fue correcto, según se 
desprende del artículo 19 del mismo 
capítulo, todo lo cual convierte en inútiles 


los trámites burocráticos del artículo 5. 


El artículo 15 define la “promoción” 
como el ofrecimiento de un objeto 
o servicio adicional a los adquiridos 
directamente. El 17 dice que se requiere 
previo permiso de la autoridad para 
cualquier promoción. No encontramos 
razones justificativas de este requisito 
burocrático, pues basta vigilar que se 


cumplan las condiciones de la promoción. 
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Si bien es cierto que las transacciones 
mercantiles deben ser serías y que 
ameritan vigilancia estatal, todo aquello 
innecesariamente las 


que enerve 0 


estorbe es conveniente evitarlo. 


Este punto, aunque de poca monta, 
nos puede servir de pretexto para hacer 
una observación de carácter general, en 
el sentido de que la ley acusa tendencias 
favorables aunproceso de burocratización 
que urge dosificar y no desbocar. Es un 
error suponer que el estado tiene que 
identificarse con burocracia. En su crítica 
a la filosofía del Derecho de Hegel, el 
propio Marx reprochaba tal suposición. 
El teórico Plejanov y Lenin siempre 
manifestaron gran temor por el hecho 
de que se pudiera confundir un sistema 
de dominación estatal con el llanamente 
burocrático. 
distingue 


Este último se 


abandonar el servicio que debe a la 


por 


sociedad invirtiendo los términos, es 
decir, poniendo la sociedad al servicio de 


la burocracia. 


17.- Se incluye en este capítulo sobre 
publicidad un artículo, el 19, relativo 
a los casos de error en los contratos 
de compraventa. El error puede ser 
de derecho o de hecho. La ley no hace 
distinción o podría interpretarse que hasta 
el error de derecho motiva la nulidad del 
contrato. También da a entender que 
aunque el error de hecho no haya sido 
determinante de la voluntad el contrato 
puede anularse. Dice: “en caso de que el 
consumidor o el proveedor incurran en 
error tratándose de la compraventa de un 
bien, uno y otro tendrán derecho dentro 
de los 3 días siguientes a la celebración 
del contrato, al cambio (sic) o a la 
bonificación del valor de la cosa por la 
compra de otra”. 

18.- Es difícil desentrañar el 
galimatías. ¿A cuál “cambio” se tiene 
derecho? ¿A cuál bonificación puede 
aspirar el proveedor mencionado como 
uno de los dos titulares de las facultades 


consignadas en el dispositivo?. 
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También nos preguntamos cuales son 
las consecuencias que se siguen si no se 
hace uso del derecho dentro de los tres 
días siguientes al de la celebración del 
contrato. Si caduca la acción de las partes 
resulta que, por lo que al consumidor 
toca, la ley resulta menos protectora que 
la mercantil y que la civil en las cuales 
una acción de nulidad o de rescisión se 


extingue en plazos más grandes. 


Ventas al fiado 


19.- El capítulo tercero se refiere a 
las operaciones a crédito. Su artículo 20 
establece la obligación del proveedor 
de informar al consumidor sobre las 
condiciones del contrato, plazos, 
intereses, etc... Aquí la ley confunde 
obligación con supuesto jurídico y 
no tiene objeto que se meta a normar 
conductas que ya están ampliamente 
tratadas con más acierto y conocimiento 


en las leyes comunes. 


El supuesto jurídico llamado 
consentimiento puede estar viciado por 
dolo o por mala fe (inducción al error o 
simulación del mismo). Este vicio anula 


los contratos. 


Agrega la disposición que se comenta 
que los requisitos que exige se deberán 
“señalar” con toda claridad en los 
contratos respectivos. Esto hace pensar 
que el legislador supuso que todas las 
ventas al fiado se deben formular por 


escrito, lo cual no es exacto. 


20.- El artículo 22 constituye una 
negación de los sanos propósitos de la 
ley, pues permite que en las operaciones 
a crédito se estipulen “cargos máximos 
adiciónales” (aparte de lastasas de interés) 
en contra del consumidor por “gastos 
de investigación, cobranza, quebrantos 
derivados de cuentas incobrables y de 
administración de créditos”. Es decir, 
esta ley vino a sancionar costumbres 
notoriamente injustas, permitiendo 
adicionar a los precios gastos propios del 


comerciante. 
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Es tan injusto como la repercusión de 
los impuestos en forma individualizada 
y concreta. Por otra parte, el dispositivo 
en cuestión es incongruente, pues al 
mismo tiempo que autoriza los cargos 
adicionales, previene en su segundo 
párrafo que la Secretaría tomará las 
“medidas necesarias” para que dichos 
cargos y los intereses no repercutan 
en el precio de los bienes o servicios. 
¿Le parecerá poca repercusión el 
cargarlos a la cuenta del consumidor 
independientemente del nombre que se 


les ponga?. 


21.- El artículo 29 comienza por 
considerar los derechos del vendedor 
cuando hay incumplimiento de las 
obligaciones del comprador; más en el 
caso de que este haya cubierto más de 
la mitad del precio, aquellos derechos 
desaparecen. Aunque el vendedor haya 
ejercitado acción de rescisión o de 
cumplimiento, el demandado incumplido 
es el que queda facultado para optar entre 
una cosa y otra. El espíritu proteccionista 
hacia el consumidor destruye toda 


técnica y se torna excesivo sin que lo 


informe un recto sentido de justicia. Más 
correcto sería prohibir simplemente la 
acción rescisoria al vendedor en toda la 
operación al fiado, como lo prohibía en 
su artículo 2858 el Código Civil de 1884. 

Responsabilidades por 


incumplimiento 


22.- El cuarto capítulo de la ley 
acusa en general buenos propósitos 
proteccionistas, pero no puede dejar de 
lamentarse su poca claridad y algunos 


graves errores. 


El artículo 31 concede un plazo de seis 
meses al consumidor para pedir rescisión 
o reducción de precio por defectos o 
vicios ocultos de la cosa objeto del 
contrato que la hagan impropia para los 
usos a que “habitualmente se destine” o 
que disminuyan su calidad o “posibilidad 
de uso”. Parece que su texto alude a bienes 
no fungibles. El propio artículo previene 
que en los casos mencionados se podrá 
reclamar igualmente indemnización por 


daños y perjuicios. 
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El artículo 32 que establece para el 
proveedor la obligación de reponer el 
producto, bonificación o devolución de 
parte del precio cuando la cosa no reúna 
las condiciones de cantidad por defectos 
de envase o medida (no se incluye peso), 
alude muy probablemente solo a bienes 
fungibles. 


El propio artículo 32 previene que 
la reclamación “deberá presentarse 
al proveedor dentro de los diez días 
siguientes a la fecha de haberse recibido 
el producto y que si el proveedor no 
satisface la reclamación en quince días 


incurrirá en mora”. 


23.- 


extrajudiciales 


Reglamentar reclamaciones 
carece de objeto si 
no se establecen como requisito de 
procedibilidad. En virtud de que el 
artículo 32 no nos dice cuáles pueden 
ser las consecuencias en caso de que 
el consumidor omita esa reclamación, 
deducimos que no las hay. Si las hubiese 


y esa falta de reclamación extinguiese 


el derecho subjetivo, es obvio que la ley 
más que un beneficio agregaría riesgos y 


cargas para el consumidor. 


24.- El artículo 34 previene que las 
reclamaciones a que se refiere el 33 
por inobservancia de las leyes o de los 
contratos, se formularan ante el proveedor 
dentro de los dos meses siguientes a la 
fecha en que se haya recibido el producto. 
Cabe hacer aquí los mismos comentarios 
expresados sobre el 32, en el sentido de 
que es ocioso normar las acciones frente 
a particulares cuando al mismo tiempo 
no se señalen las consecuencias. Por otra 
parte, siendo el contenido del artículo 
33 análogo al del 32, no hay razón para 
que en un caso el plazo dentro del cual 
se puede formular la reclamación sea de 


diez días y en otro de dos meses. 


25.- El artículo 35 


la comprobación de 


sujeta 
“Calidad, 
especificaciones de las cosas sujetas a 
operación o cualquier otra característica” 
a las “normas oficiales mexicanas o a 
falta de estas, a las normas, métodos 


o procedimientos que determine la 
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Secretaría de Industria y Comercio o la 
dependencia competente del Ejecutivo 
Federal, 


interesados”. 


previa audiencia de los 


La mayoría de los innumerables 
productos de mercado no están sujetos 
a normas oficiales. Es imposible que las 
dependencias del Ejecutivo suplan tal 
falta cada vez que alguien presente una 
reclamación, lo cual viene a cancelar en 
buena parte la operatividad de todo el 


capítulo. 


Nos preguntamos igualmente bajo 
que procedimiento y ante que autoridad 
han de ventilarse los conflictos que 
puedan dar lugar a la actualización de las 
normas de este capítulo cuarto. Podría 
contestarse que corresponde intervenir 
en todo caso a la Procuraduría del 
Consumidor, de la que se hablara más 
adelante, conforme al procedimiento 
conciliatorio o arbitral del cual también 
nos ocuparemos luego. De inmediato se 
advierte que no es posible aceptar esta 
respuesta porque la función conciliatoria 


o de arbitraje no puede sujetarse a reglas 


rígidas ni predeterminadas. Además 
debe considerarse que el proveedor 
puede lícitamente negarse a conciliar y 
también a someterse a un arbitraje. En 
este último supuesto el asunto pasará al 
conocimiento de los tribunales comunes, 


como lo previene el artículo 59. 


26.- Una vez radicado el conflicto en 
los tribunales judiciales es probable que 
éstos tengan que aplicar en los puntos 
conducentes la Ley del Consumidor 
siempre que se trate de conflictos 
mercantiles o de naturaleza netamente 
federal. En estos casos los interesados 
van a tropezar con serias dificultades 
de prueba. En efecto, el consumidor 
tendrá que basar sus reclamaciones en 
las normas oficiales de calidad. Pero si 
estas normas no están preestablecidas, 
tendrá que llevar a cabo gestiones 
previas por la vía administrativa, ante la 
Secretaría de Comercio o “dependencia 
competente del Ejecutivo”, oyéndose al 
futuro demandado, para que se fijen esas 
normas. Todo esto exige el artículo 35 del 
capítulo que se comenta y como puede 


verse más que proteger al consumidor 
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preserva al proveedor. Y el burocratismo 
innecesario a que aludimos en el punto 


16 aparece de nuevo. 


De los servicios 


27.- 


posibles aspectos inconstitucionales de 


Ya antes hablamos de los 


la ley en lo que respecta a servicios. El 
capítulo quinto se ocupa de precisar los 
derechos del consumidor frente a los 
prestadores de servicios y en él no se 
hace ninguna distinción entre servicios 
sujetos a legislación local y los sujetos 
a legislación federal. También se dijo 
que en la práctica las autoridades no 
discriminan. La amplitud de los textos 
de los artículos 39, 40, 41, 42, 43, 44 
y 45 del capítulo quinto confirman los 
argumentos expresados en los números 


8, 9 y 10 principalmente. 


Ventas a domicilio 


28.- El capítulo sexto trata de las 
ventas a domicilio. Se aplica solo a las 
personas físicas (artículo 46). No es 


fácil imaginar las razones que hubo para 


excluir a las personas colectivas que, 
al igual que las físicas, suelen comprar 


cosas en su domicilio. 


29.- El artículo 47 exige que en 
general las ventas a domicilio se 
hagan por escrito, especificándose las 
partes, el registro federal de causantes 
del proveedor, el precio y los demás 
requisitos del artículo 20 (operaciones de 
crédito), las facultades del consumidor 
para revocar el contrato, las condiciones 
de ejecución del contrato, la designación 
precisa de la naturaleza y características 


de los bienes o servicios prestados, etc. 


Sorprende en este artículo la exigencia 
de una formalidad escrita para cualquier 
caso de venta o prestación de un servicio 
y que evidentemente en la práctica raras 
veces se observará. No está destinada a 


tener facticidad. 


30.- El artículo 48 da derecho al 
consumidor a revocar su consentimiento 
dentro de los cinco días hábiles siguientes 
a la firma del contrato. Por este motivo 


se dice que el contrato no se perfecciona 


318 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


hasta el transcurso de esos cinco días. 
El aviso de revocación puede entregarse 
personalmente, por correo certificado o 
por cualquier otro medio fehaciente, pero 
nada se dice sobre la devolución de la cosa 
y precio que en muchos casos se entregan 
en el momento de cerrarse la operación. 
Tal vez se omiten las consecuencias 
de la revocación por considerar que el 
contrato no existe en cuanto no se ha 
perfeccionado. En realidad se trata de 
un error más de carácter técnico. La 
revocación que autoriza la ley resuelve 
un contrato que ya es perfecto. De lo 


contrario, nada habría que rescindir. 


Disposiciones generales 


El capítulo séptimo se denomina 
“Disposiciones Generales” y el artículo 
50 autoriza a la Secretaría de Industria y 
Comercio a sancionar a quien haciendo 
uso de los medios masivos de difusión 
pretenda cobrar alguna deuda a un 
consumidor. Nos preguntamos porque 
la Secretaría tiene que sancionar actos 
que no tienen naturaleza mercantil. 


Recordemos que conforme el artículo 


1050 del Código de Comercio toda 
contienda o conflicto se considera civil 
cuando el deudor no es comerciante 
y el consumidor no lo es según la ley 
que lo protege. Asoma aquí otro ribete 
inconstitucional. Por lo demás, el cobro 
público y difamatorio es un delito del 
orden común según el artículo 258 de 


nuestro Código Penal. 


32.- El artículo 52 de este capítulo 
dice que todo proveedor está obligado 
a respetar y cumplir las condiciones, 
términos, etc.. de los convenios o 
contratos que haya celebrado con un 
consumidor. Obviamente sale sobrando 
esta disposición, pero queda la duda 
de si el legislador no quiso excusar del 
cumplimiento de sus obligaciones al 
consumidor en cuanto ni siquiera lo 


menciona. 


33.- En la segunda parte el artículo 
54 faculta a los proveedores a detener 
al consumidor sorprendido en flagrante 
delito y ponerlo luego a disposición de la 
autoridad. Si el proveedor se excede en 


esta acción, se dice que serán aplicables 
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las sanciones del artículo 53 (multa, 
clausura, suspensión, etc.). Hace tiempo 
que el artículo 16 de la Constitución 
Federal previene cómo debe de obrarse 
en los casos de flagrante delito y en 
este sentido el artículo 54 de la ley 
carece de objeto. Lo que si es novedoso 
e inesperado es que se establezca 
que cuando se detiene a una persona 
sin estarse en los supuestos del 16 
Constitucional se apliquen las sanciones 
mencionadas. Quien priva a otra persona 
indebidamente de su libertad comete un 
delito (en el Código Penal de Guanajuato 
se encuentra previsto en artículo 236). En 
este caso la ley del consumidor vuelve a 
olvidar facultades legislativas locales y 


disposiciones ya existentes. 


La Procuraduría del Consumidor 


34.- El capítulo octavo de la ley se 
refiere a la Procuraduría Federal del 
Consumidor. Dice su artículo 57 que es un 
“organismo descentralizado de servicio 


social, con funciones de autoridad, con 


personalidad jurídica y patrimonio propio 
para promover y proteger los derechos e 


intereses de la población consumidora”. 


Es ardua tarea tratar de comprender 
el sentido y alcance de esta disposición 
legal. Siempre hemos pensado que los 
organismos descentralizados de servicio 
no pueden desempeñar ninguna función 
de autoridad. La Constitución del 
país divide el poder de la Federación 
en Legislativo, Ejecutivo y Judicial 
(artículo 49). Los estados miembros 
tienen como base de su organización 
política y administrativa al municipio 
libre (artículo 115). En el estado de 
Guanajuato esta forma de organización 
del poder se corrobora por los textos de 
los artículos 34, 35, 36, 45, 46,47, 48 y 
49 principalmente de la Constitución del 
Estado. 


No hay manera de ajustar ninguna 
descentralización de la autoridad a las 
bases constitucionales y doctrinales. 
Funcionan en el país muchos organismos 
descentralizados por servicio y entre 


ellos se pueden citar la Comisión Federal 
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de Electricidad, Petróleos Mexicanos, 
la gran mayoría de las Universidades, 
etc., ninguno de los cuales desempeña 


funciones de autoridad como atribución 


de derecho público. 
El artículo 57 de la Ley del 
Consumidor encierra, pues, una 


contradicción difícil de conciliar, pues 
una de dos: o la Procuraduría es un 
organismo descentralizado por servicio y 
entonces no tiene carácter de autoridad, 
o es autoridad con atribuciones de 
poder y entonces no es organismo 


descentralizado. 


35.- Hay otra contradicción entre el 
referido artículo 57 y el 1” de la propia 
ley. En efecto, este último ordena que 
la aplicación y vigilancia en la esfera 
administrativa de sus disposiciones 
corresponde a la Secretaría de Industria 
y Comercio “a falta de competencia 
específica de determinada dependencia 
del Ejecutivo Federal. Serán órganos 
auxiliares de la expresada Secretaría 
para la vigilancia del cumplimiento de 


esta Ley, en los términos que disponga 


el reglamento respectivo, toda clase 
de autoridades federales, estatales y 


municipales”. 


¿Cómo es entonces que el 57 concede 
a la Procuraduría del Consumidor 


“funciones de autoridad”?. 


Podría quizás contestarse que la 
Procuraduría del Consumidor es una 
del Federal 


creada precisamente para ver por la 


dependencia Ejecutivo 
aplicación de la ley; pero esta respuesta 
sería inaceptable ya que si se tratase 
de una dependencia del Ejecutivo no 
tendría objeto constituirla en organismo 
descentralizado. Recuérdese que una 
nota fundamental de la descentralización 
consiste en la desaparición formal de 
la relación jerárquica (Gabino Fraga) 
y tan es así que a tales organismos se 
les dota de personalidad y patrimonio 
propios. Tal vez debemos concluir de 
todo este embrollo que la Procuraduría 
del Consumidor no es autoridad en el 


sentido estricto del concepto. 
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36.- Como ya antes se hizo notar, el 
artículo lo. de la ley convierte a todas 
las autoridades en “órganos auxiliares” 
de la Secretaría de Industria y Comercio. 
Los gobernadores, los integrantes de 
los Poderes Judiciales de las Entidades 
Federativas y los Ayuntamientos, a más 
de ser depositarios de la republicana 
soberanía, en un momento dado son 
auxiliares de una secretaría federal en 


virtud de una ley secundaría. 


¿Quién duda que en efecto así es? el 
Centro está tan identificado con su fuerza 
y con las prácticas irregulares que parece 
que ya ni siquiera se advierte cuando las 


consagra en leyes viciosas. 


Y no es que no se quiera prestar 
auxilio a la noble labor de proteger a 
los consumidores (cuando les asiste 
la razón); no, lo que alarma es la 
demoledora facilidad con que se rompen 


los principios. 


37.- 


suficiente, el artículo 58 del capítulo 


Por si lo anterior no fuese 


octavo previene que “serán coadyuvantes 


de la Procuraduría (del consumidor) toda 
clase de autoridades federales, estatales y 


municipales...” 


Así 


auxiliares de una secretaría federal, 


pues, además de órganos 
todas las autoridades resultan ahora 
“coadyuvantes” de un organismo 
descentralizado, en pleno derroche 


legislativo. 


38.- Veamos ahora cuales son las 
facultades de la Procuraduría del 


Consumidor. 


La fracción 1 del artículo 59 le 
concede carácter de representante de la 
población consumidora ante toda clase de 
autoridades, mediante el ejercicio de las 
acciones, recursos, trámites o gestiones 
que procedan, encaminados a proteger 
sus intereses. 

La fracción IH. asigna a la 
Procuraduría la facultad de “representar 


colectivamente” a los consumidores 
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en cuanto tales. Seguramente se quiso 
decir: representar a una colectividad de 


consumidores. 


La fracción III le concede también 


facultades representativas, “previo 
el mandato correspondiente” de los 
consumidores cuando el problema pueda 
trascender o afectar intereses colectivos. 
Suponemos que esa trascendencia queda 


a juicio de la misma Procuraduría. 


La función conciliadora y arbitral 


39.- La fracción VIII alude a 
una de las principales funciones de 
la Procuraduría, a saber la del papel 
de conciliador 


-como amigable 


componedor- entre consumidores y 
comerciantes, industriales, prestadores 
de servicios, empresas de participación 
estatal, organismos descentralizados y 
órganos del estado. 

Conviene aquí recordar nuestros 
comentarios al artículo 2 (números 8 y 
9). Si queremos reconocer en el Congreso 


de la Unión una actitud respetuosa de la 


constitucionalidad de la que tanto hemos 
dudado a lo largo de estos comentarios, 
papel 
conciliador de la Procuraduría se tendrá 


debemos aclarar que este 
que reducir a aquellos casos en que los 
actos jurídicos motivo del conflicto caen 
bajo la esfera federal (como por ejemplo, 
actos de comercio). Quedarían excluidos 
una enorme gama de supuestos relativos 
a contratos, transacciones y servicios 
mantenidos hasta hoy en la esfera de las 


legislaciones locales. 


40.- Debemos admitir que no es esta 
la pauta que en la práctica ha seguido la 
Procuraduría y sus delegaciones, pues 
interviene en toda clase de asuntos sin 


importar su régimen legal. 


41.- Hay que anotar que no resulta 


explicable  encomendar la función 
conciliadora al procurador de una de las 
partes en conflicto. Si la Procuraduría 
tiene como misión proteger los derechos 
e intereses del consumidor (artículo 
ST) y es además su representante 
(fracciones I, II, IL, V, etc. del 59) no 


parece prudente encomendarle al mismo 
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tiempo el papel conciliatorio. Este papel 
lo desempeña, según la fracción VIII que 
se analiza, en una diligencia en la que 
reúne a las partes en conflicto, si no fuere 
posible un arreglo se les exhortara a que 
nombren voluntariamente como árbitro a 
la propia Procuraduría. Suponemos que 
esa designación voluntaria de parte del 
proveedor no será fácil que se dé, pues 
nadie razonablemente designara arbitro 
al procurador de su contra parte y en 
caso de que tal cosa suceda podrá decirse 
con toda verdad que la Procuraduría del 
Consumidor se convierte en juez y parte. 

En la práctica la Procuraduría 


y sus delegaciones logran muchas 
conciliaciones y tal vez suele actuar como 
árbitro, pero dadas las razones expuestas 
no aceptamos que esas conciliaciones o 


esos arbitrajes se ajusten a la ley. 


En esta parte el legislador pecó de 
ingenuo. ¿Cómo pudo suponer que los 
proveedores iban a aceptar conciliaciones 
o arbitrajes encomendadas al consumidor 


con el cual entró en conflicto? esto 


es desconocer la naturaleza humana. 
Entonces ¿Cómo ha sido posible lograr 


tantos arreglos y conciliaciones?. 


Debe echarse mano de otros medios, 
pues tampoco se puede creer que los 
encargados de la función tengan dotes 


persuasivas extraordinarias. 


42.- En la misma fracción VIII se 
previene que cuando no haya sido 
posible la conciliación ni se haya 
designado árbitro a la Procuraduría, el 
interesado podrá hacer valer sus derechos 
ante los tribunales competentes, pero 
“estos exigirán como requisito para su 
intervención una constancia de que se 


agotó el procedimiento conciliatorio”. 


He aquí de nuevo al Congreso de la 
Unión poniéndole condiciones para el 
ejercicio de sus funciones a toda clase 
de tribunales, inclusive los comunes 
estatales. Es claro que estos últimos no 
tienen por qué hacerle ningún caso a 
esta exigencia, excepto cuando actúan 
con competencia concurrente con los 


tribunales federales. 
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Los contratos de adhesión 


43.- Dentro del mismocapítuloes digno 
de comentario el artículo 63 que se refiere 
a los contratos de adhesión y, en general, 
a aquellos que formula unilateralmente 
el proveedor, cuyo contenido tiende a 
proteger al consumidor de cuya buena 
fe O ignorancia suele abusarse. Se le 
encomienda a la Procuraduría gestionar 
ante el proveedor de que se trate o ante el 
Ejecutivo Federal la modificación de las 


clausulas inequitativas. 


Parece ser que corresponde a la misma 
Procuraduría valorar el clausulado y 
condiciones de los contratos y decidir si 


son o no aceptables y justos. 


Ya las leyes mercantiles y civiles 
anteriores a la del consumidor especifican 
los requisitos de validez de un contrato 
delimitando el campo de libertad de los 
particulares. Recordemos que cualquiera 
que sea el objeto de los contratos tiene 
que ser no solo posible, sino licito. 


Ninguna prestación es exigible si 


contradice las normas jurídicas vigentes. 
En otras palabras, no somos libres de 
fijar el contenido de los contratos en 
forma absoluta. La lesión, por ejemplo, 
puede anularlos. En materia mercantil las 
causas que invalidan un contrato son en 
términos generales las mismas que rigen 
en materia civil (artículo 81 del Código 


de Comercio). 


No deja de extrañar que el requisito 
de equidad y de proporcionalidad quede 
a juicio de la Procuraduría por arriba de 


las bases legisladas y vigentes. 


44.- En la disposición 63 se dice 
que cuando los contratos hayan sido 
autorizados O aprobados por autoridad 
dicha 


autoridad previa audiencia del proveedor 


distinta a la Procuraduría, 
tomará las medidas pertinentes para la 
modificación de su clausulado si en ellos 
se faltase a la equidad. Probablemente 
la ley se refiere aquí a las “formas” o 
“machotes” que se usan para ciertas 
operaciones comerciales. No puede 
aludir a los contratos mismos, que solo 


los hay cuando el consentimiento de 
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las partes ya se ha dado. En este último 
supuesto es obvio que ninguna autoridad 
puede “tomar medidas pertinentes” 
para modificarlos ni en todo ni en 
parte, a menos que mediante un juicio 
se alcance tal propósito. Además, es 
difícil de entender que la autoridad que 
ha aprobado un contrato lo pueda luego 


modificar. 


Agrega el mismo artículo que cuando 
los contratos que juzgue inequitativos no 
sean de aquellos que otra autoridad deba 
aprobar o autorizar, la Procuraduría en 
un plazo no mayor de 5 días gestionará 
la modificación de clausurado. Si esto 
no se obtiene en un término de 30 días, 
dará a conocer al público su opinión 
sobre el particular y podrá demandar 
judicialmente la nulidad de las clausulas 


poco equitativas. 


Resulta harto difícil entender este 
curioso mecanismo y nos resistimos a 
creer que el artículo hable de contratos 


ya celebrados y con efectos legales. 


Es probable, repetimos, que más bien 
se haya querido referir a los textos de 


machote. 


Los medios de apremio 


45.- El artículo 66 


textualmente que “la Procuraduría para 


expresa 


el desempeño de las funciones que 
le atribuye la ley podrá emplear los 
siguientes medio de apremio: 1.- Multa 
hasta por veinte mil pesos; II.- El auxilio 
de la fuerza pública. Si fuere insuficiente 
el apremio procederá contra el rebelde 


por el delito en contra de la autoridad”. 


Advertimos en este artículo, como en 
muchos otros, incongruencia con el lo. 
de la ley. Este encomienda su aplicación 
a la Secretaría de Industria y Comercio, 
“a falta de determinada dependencia del 


Ejecutivo Federal”. 


Como se ha visto, la Procuraduría 
del Consumidor es un organismo 
descentralizado 
57), 


con “funciones 


de servicio (artículo 
con personalidad jurídica propia, 


de autoridad”. Estas 
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características le vienen del Poder 
Legislativo y no se presenta como una 
dependencia del Ejecutivo. Entonces no 
vemos por qué motivo tiene facultades 
aplicativas hasta el extremo de poder 
imponer multas, contrariando lo dicho 


en el artículo primero. 


Por lo demás, es del todo inusitado 
que un organismo descentralizado pueda 
usar medios coercitivos, como lo es la 


multa y el uso de la fuerza pública. 


46.- El supuesto en que deben aplicarse 
los medios de apremio es poco claro: los 
usara la Procuraduría para el desempeño 
de sus funciones. Es evidente que la única 
que puede cumplir o no sus funciones es 
la propia Procuraduría, o mejor dicho el 
procurador y sus auxiliares. Entonces 
¿los medios de apremio del artículo 66 
los aplicará la Procuraduría contra sí 
misma y contra sus propios servidores?. 

Ante conclusión 


consideramos que el legislador quiso 


esta imposible 


decir otra cosa: que los medios de 


apremio se aplicaran a los particulares que 


incumplan las determinaciones legales o 
acuerdos fundados de la Procuraduría o 
que de alguna manera impidan o estoven 


su recto funcionamiento. 


47.- Hecha la anterior consideración 
y tomando en cuenta las facultades que 
otorga el artículo 59 a la Procuraduría, 
vemos que estos medios de apremio 
prácticamente nunca tendrán ocasión de 
aplicarse en los casos de las fracciones 1 
a VII y IX a XIIL pues basta leerlas para 
comprender que las posibilidades de que 
algún particular obstaculice las funciones 
de la Procuraduría o desacate alguno de 
sus acuerdos, son nulas. 

Quedaría por analizar solo una 
fracción, la VIII. En esta se señala la 
función conciliadora de la Procuraduría. 
Para que esta misión se lleve a cabo, es 
necesario que los proveedores acudan a 
la junta a que se refiere el inciso b) de 
la fracción que comentamos, previa cita, 
y en la cual la Procuraduría trataría de 
desempeñar su función componedora. 
Si el proveedor no acude es posible que 


opere el artículo 66 y que se le imponga 
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una multa hasta de veinte mil pesos o que 
se use la fuerza pública, o que se consigne 
al rebelde por delito de desobediencia. 
¿Hasta veinte mil pesos de multa por no 
asistir a la junta de posible conciliación 
cuando además se puede usar la fuerza 
para hacer comparecer al negligente? 
Salta a la vista que se trata de una multa 
excesiva y que viola gravemente el 
artículo 22 de la Constitución Federal 
el cual ennumera entre las sanciones 
multas 


prohibidas precisamente las 


excesivas. 


En materia penal la multa como 
medio de apremio es de $200.00 y en 
caso necesario el auxilio de la fuerza 
pública (artículo 42 del Código de 
Procedimientos Penales). En materia 
civil la multa por igual concepto es 
cuando mucho de $1,000.00 y si se hace 
necesario se usará la fuerza pública. La 
experiencia muestra que estos medios de 
apremio son suficientes y eficaces y es 
raro que no se consiga la comparecencia 
de todas 


declaración se requiere. 


aquellas personas cuya 


48.- Fuera del caso que nos ocupa — 
desobediencia de un citatorio para acudir 
a la junta de posible conciliación— 
no encontramos ningún otro digno de 
mencionarse en el cual pueda emplearse 
el apremio. 

En efecto, el no aceptar las 
exhortaciones para una conciliación 
actitud 


obstaculizadora de las funciones de la 


no puede estimarse como 
Procuraduría. Mucho menos lo será 
el negarse a designarla como árbitro. 
Tan es así que cuando no se consigue 
la conciliación ni el arbitraje, las 
partes quedan en libertad de acudir a la 
jurisdicción ordinaría, según el inciso f) 


de la misma fracción. 


Competencia territorial 


49.- 


dejar de señalar en relación con este 


Por último, no es posible 


capítulo octavo la inseguridad en 
cuanto a las reglas de lo que podríamos 
llamar “competencia territorial” de la 


Procuraduría y de sus delegaciones. 
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El artículo 58 señala como domicilio 
de la Procuraduría la ciudad de México y 
agrega que se establecerán delegaciones 
“en todos y cada uno de los estados, así 
como en los lugares en que se considere 
necesario”. Aparte de la mala redacción, 
cabe preguntarnos hasta donde llega el 
ámbito de competencia territorial de la 
oficina principal ubicada en la ciudad 
de México. ¿Podrá citar a un proveedor 
que reside en Mérida o en Tijuana 
para que acuda al Distrito Federal a un 
trámite conciliatorio?. Se contestara que 
no, que para eso están las delegaciones 
estatales, pero ciertamente esta respuesta 
no se deriva del texto de la ley. También 
podríamos preguntarnos hasta dónde 
llega la jurisdicción de una delegación 
ubicada en un determinado Estado. La 


ley no da respuesta. 


Pero aceptando que cada delegación 
actúe dentro de los límites del estado en 
que se encuentra, las molestias inferidas 
a consumidores y proveedores que no 
residen en la ciudad o municipio donde 
se encuentre la delegación son evidentes 


y constituyen de suyo una sanción en 


pérdida de tiempo, traslado, alimentos, 
etc... No parece justo que el consumidor 
o proveedor de Acámbaro o de San Luis 
de la Paz tenga que ir a León a ventilar 
los asuntos de esta ley. Pensemos ahora 
en estados tan extensos como Chihuahua 
o Sonora. Posiblemente el día de mañana 
se multipliquen las delegaciones y se 
cree al mismo tiempo y necesariamente 
un monstruoso aparato burocrático 
para aplicar la ley. La verdad es que 
este panorama no se ofrece como muy 


atractivo. 


El Instituto del Consumidor 


50.- El capítulo noveno se refiere 
al Instituto Nacional del Consumidor, 
que al igual que la Procuraduría, se 
crea como organismo descentralizado 
con personalidad jurídica y patrimonio 
propio. Los fines de dicho Instituto, 
señalados en el artículo 68, pueden 
resumirse en una actividad orientadora 
y capacitadora del consumidor. Son 


encomiables. 
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Los medios de que el Instituto puede 
valerse para lograr sus fines se señalan en 
el artículo 69 que tiene seis fracciones. 
deben 


entenderse solo en sentido enunciativo y 


Es claro que estos medios 


no limitativo. 


El resto de este capítulo noveno se 
ocupa de detallar la organización y 
condiciones de trabajo del Instituto, 
sobre lo cual nada tenemos que 
comentar, a no ser que prueba una vez 
más la irrefrenable tendencia hacia el 


crecimiento burocrático. 


51.- El artículo 75 que se ocupa del 
patrimonio del Instituto, cuestión sin 
duda de importancia y que no se tomó 
en cuenta en el capítulo relativo a la 
Procuraduría. Es hasta el artículo 4o. 
donde 


la Secretaría de Hacienda ministrará 


transitorio encontramos que 
directamente a la Procuraduría los 
fondos necesarios para su organización y 


actividades. 


El 75 dice que, el patrimonio del 
Instituto se integrara con “los bienes 
y recursos que otorguen el gobierno 
federal, lo gobiernos de las entidades 
federativas y demás organismos del 
sector público, así como particulares 


para el cumplimiento de sus fines...”. 


Constitucionalmente no es posible 
que una entidad federativa destine ni 
un peso de sus recursos a organismos 
descentralizados federales. El Congreso 
de la Unión vuelve a exhibir en este 


dispositivo su desaprensión. 


Situación jurídica del personal 


52.- El capítulo décimo habla de 
la situación jurídica del personal 
que trabaje en la Procuraduría del 
Consumidor y en el Instituto. El artículo 
76 dice que las relaciones de trabajo se 
rigen por el apartado B del artículo 123 
de la Constitución del país y que, por lo 
tanto, les es aplicable la Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado. 
Pero es el caso que el apartado B solo 


cubre y reglamenta relaciones entre los 
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Poderes de la Unión, el gobierno del 
Distrito Federal y sus trabajadores. Hay 
muchos organismos descentralizados, 
de gran importancia, que regulan sus 
relaciones laborales por el apartado A 
y no por el B del 123, como Petróleos 
Federal de 


Electricidad, Ferrocarriles, etc. ¿Cuáles 


Mexicanos, Comisión 
serán las razones de estas diferencias? Es 


imposible saberlo. 


Inspección y vigilancia 


53.- El capítulo décimo primero se 
refiere a los servicios de inspección y 
vigilancia, para lo cual las personas 
físicas y morales permitirán que se les 
practiquen visitas a sus establecimientos 
y proporcionaran a las autoridades toda 
clase de informes para que se puedan 
cumplir los fines de la ley. Los artículos 
80 a 85 se ocupan de detallar la forma 
en que se practicaran las visitas de 


inspección. 


Todas 


abiertamente inconstitucionales, pues el 


estas disposiciones son 


Congreso olvidó que el artículo 16 de la 


Carta Magna prohíbe terminantemente 
a la autoridad administrativa practicar 
visitas, excepto cuando se trate de 
los 


averiguar si se han cumplido 


reglamentos sanitarios y policiacos 
o de examinar libros y papeles sobre 
cumplimiento de normas fiscales. Y 
aun en este caso deben observarse las 
reglas relativas al cateo, contenidas 
en la garantía del 16 mencionado y de 
las cuales también se olvida la Ley del 


Consumidor. 


Sanciones 


54.- El capitulo décimo segundo se 
ocupa de las sanciones por infracciones 
a la ley que comentamos. Consisten en 
multas de cien a cien mil pesos, clausura 
(al parecer del establecimiento industrial 
o comercial) hasta por 60 días, arresto 
administrativo hasta por 36 horas, más 
las que ya comentamos de los artículos 
53 y 54. 


El 87 dice que las sanciones serán 


impuestas con base en “las actas 


levantadas por la autoridad o con motivo 
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de los datos que aporten las denuncias de 
los consumidores”. Agrega que en todo 
caso las sanciones deberán ser fundadas 
y motivadas. Cuando hay reincidencia 
en la falta, la sanción pecuniaria puede 


triplicarse. 


Lo que resulta sorprendente, es que 
la autoridad pueda imponer multas hasta 
de cien mil pesos “con motivo de los 
datos que aporten las denuncias de los 
consumidores”. ¿Sin que la veracidad de 
estos datos o denuncias se verifiquen? 
¿Sin que la otra parte sea oída? El artículo 


87 no lo aclara. 


55.- Nos preguntamos qué autoridad 


está facultada para imponer estas 
sanciones. El artículo 86 dice que será la 
competente. ¿Y cuál es la competente? 
Tenemos que volver al artículo 1” de la ley 
que dice que a falta de la “competencia 
específica de determinada dependencia 
del Ejecutivo Federal”, la aplicación 
de la ley corresponde a la Secretaria de 


Industria y Comercio. No podrá, pues, 


aplicar estas sanciones ni la Procuraduría 
del Consumidor ni el Instituto Nacional 


del Consumidor. 


Recursos 


S6.- El capítulo décimo tercero y 
último habla de los recursos. El artículo 
91 dice que todo persona afectada por las 
resoluciones dictadas con fundamento 
en la Ley del Consumidor “podrán 
recurrirlas en revisión, por escrito que 
presentará ante la inmediata autoridad 
superior de la responsable dentro del 
término de 15 días hábiles siguientes a 


la fecha de notificación de la resolución”. 


La expresión “inmediata autoridad 
superior” es muy vaga y en el momento 
dado difícil de averiguar. Si la Secretaría 
se toma como una unidad, la única 
autoridad superior será la Presidencia de 


la Republica. 


Los artículos 93 y 94 dan al inconforme 
la oportunidad de ofrecer toda clase de 
pruebas, excepto la confesional, para lo 
cual se le puede conceder un plazo de 8 a 


30 días. Es curioso que esta posibilidad de 
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ofrecer pruebas y de disfrutar de un plazo 
para ello no se conceda antes de dictarse 
la resolución o de aplicar la sanción, sino 
hasta después, al ventilarse el recurso. 
Se invierte, pues, la lógica procesal más 
elemental y se establece la posibilidad 
de que la autoridad revisora examine la 
resolución recurrida utilizando elementos 


que nunca se presentaron ante el inferior. 


Las resoluciones de la Procuraduría 
no son recurribles conforme a este 
capítulo decimo, pues es el artículo 59 
el que señala que son revocables las que 
dicte durante su función conciliadora. 
El laudo arbitral solo admite aclaración. 
Debe hacerse notar que en ninguno 
de estos casos la ley señala plazos y 


procedimientos para el trámite. 


De la aplicación de la ley 


57.- La que más se manifiesta al 
público entre las actividades que derivan 
de la Ley del Consumidor es la que lleva 
a cabo la Procuraduría del Consumidor. 
En el estado de Guanajuato existe una 


delegación en León, la cual ha venido 


desempeñando una intensa labor. Según 
una nota aparecida en el diario A.M. el 
3 de enero del presente año, los asuntos 
atendidos en 1980 superaron en un 700 
por ciento a los ventilados en 1976. 
Sumados hacen un total de 17,326 en 
cinco años. No son muy buenas noticias, 
pues lo deseable sería que la conducta 
ilícita motivadora de tantos conflictos se 


hubiese reducido, no incrementado. 


Otra nota de “El Heraldo” de 3 de 
marzo de 1981 informa que en el mes 
de febrero del mismo año atendieron 
330 quejas (más de 11 por día) y que 
después de celebrarse 621 audiencias 
de conciliación se resolvieron 
favorablemente a los consumidores 293 


casos (casi el 89 por ciento). 


Atentas las consideraciones hechas 
al comentar el capítulo octavo y 
particularmente la fracción VIII del 
artículo 59, así como el 66, no es fácil 
comprender cómo se puede llegar a tan 
alto porcentaje. La Ley, según hemos 


visto, no da medios idóneos para ello. 


333 


S 
S 
a 
5 
S 
S 
E 
E 
== 


19 
S 
N 

ÉS 
a 

y 
= 
So 
S 
1 
ES] 
S 
S] 

= 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


58.- La delegación de León se 
encuentra en manos competentes y 
honestas, pero no cabe duda que ha 
recibido instrucciones de la Procuraduría 
de México de arreglar los conflictos que 
se le plantean a toda cosa. Se advierte el 


prurito. 


¿Qué se hace en la práctica para que el 
proveedor reconozca sus faltas en el 89 
por ciento de los casos ante una ley llena 
de buenas intenciones pero ingenua en el 


aspecto que analizamos?. 


Ya vimos que si el proveedor no acude 
a la cita para la junta de conciliación se le 
puede imponer una multa hasta de veinte 
mil pesos. Tenemos a la vista un citatorio 
impreso que contiene el apercibimiento 
de la sanción hasta por esa suma. Bajo el 
supuesto de que el proveedor comparezca, 
una vez discutido el asunto puede 
suceder que se niegue a toda conciliación 
o que los términos de su proposición no 
sean aceptados por el consumidor. En 
este caso el paso siguiente e inmediato 
consistirá en exhortar a las partes para 


que nombren árbitro a la Procuraduría y 


como seguramente no será atendida tal 
exhortación, en ese momento tendrá que 


concluir su intervención. 


59.- En la práctica no sucede eso. 
Tenemos a la vista copia de una acta de 
una junta de conciliación, expediente 
número 4308/0980, en la que se dice que 
en virtud de que no fue posible de que las 
partes conciliaran sus intereses, se cita a 
otra reunión, apercibiéndose otra vez al 
proveedor de que en caso de que no acuda 
se le multara. Como en esta segunda 
junta tampoco hubo arreglo, se cita a 
una tercera. Y así sucesivamente. En el 
expediente mencionado se celebraron 
siete audiencias de conciliación y se le 
impuso al proveedor una multa de veinte 
mil pesos que luego fue rebajada a dos 


mil, más gastos de ejecución. 


60.- Es explicable que la Procuraduría 
y sus delegaciones tengan que obrar así, 
pues si se apegasen a la ley su actividad 


sería prácticamente nula. 
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Pero es claro que la seguridad jurídica 
y quizás la justicia quedan con frecuencia 
mal paradas. La ineficacia de una ley 
no autoriza a ejercer presiones más o 
menos disimuladas mediante citatorios 
reiterados, repetición de diligencias, 


multas, etc. 


61.- Por lo que ve a la naturaleza 
de los asuntos se ha dicho antes que la 
Procuraduría conoce de todos, aunque los 
conflictos de que se trate no estén regidos 
por leyes propias de la esfera federal, 
únicos en los que podría válidamente 
intervenir. El particularparece que soporta 
esta práctica, tomando en cuenta que le 
resulta más caro y molesto combatirla. 
Ya se sabe que la incosteabilidad de la 
defensa en tiempo y dinero, origina la 
pasividad del afectado, como el menor de 
los males, ante leyes enrevesadas y ante 
ciertos actos de autoridad infundados. 
Todo esto, a la larga, creara mayores 
problemas. El comerciante -téngase por 
seguro- repercutirá en sus precios multas 
y demás. Los platos rotos a fin de cuentas 


los pagará el consumidor. 


62.- En varias ocasiones habíamos 
labor de la 


Procuraduría del Consumidor, no obstante 


aplaudido la exitosa 
la gran división de opiniones que hay 
sobre el tema. No nos disgusta incluso 
la imagen del viejo juez salomónico 
que al tiempo que exhorta blande el 
garrote sobre los pleiteantes. Por eso, en 
el fondo, vemos con simpatía aspectos 
sustanciales de la ley y la actividad de la 


Procuraduría. 


Algo muy importante se desprende 
también de todo esto, a saber: que 
las formas 


lentas, tradicionales y 


complicadas de administrar justicia 
tienen que revisarse, pues aparte de todos 
esos defectos resultan muy onerosas. 
El pobre no puede litigar. La abogacía 
tendrá que modernizarse también y poner 
sus miras en acciones más expeditas, 
de más buena fe, menos técnicas y más 
justas. El desempeño de la Procuraduría 
del Consumidor es, a pesar de todo, una 
advertencia que no puede pasarse por 


alto. 
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Procede corregir no solo la Ley del 
Consumidor, sino otras muchas, federales 
y locales, aunque más urgente es corregir 


hábitos de conducta. 
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Comentarios al artículo 
259 del código nacional de 
procedimientos penales 
Generalidades de la prueba en el 
sistema acusatorio mexicano 


Magistrado Mtro. Francisco Aguilera 
Troncoso (director) 
Lic. 


Mendoza (asistente de investigación) y 


Christian Ramón Campuzano 


Lic. Román Antonio Alejandro Vélez 


González (asistente de investigación) 


l artículo 259 está ubicado en 
el libro segundo del Código 
Nacional de Procedimientos 


Penales, segmento que regula el 
procedimiento penal y, concretamente, 
al título IV, que normaliza los datos de 


prueba, medios de prueba y pruebas. 


En primer momento, es importante 
destacar que los preceptos jurídicos 
materia del presente estudio fueron 
temas que abordó en su momento la 
reforma constitucional del 18 de junio 
del 2008, que, si bien es cierto, previo 


a esta trascendente reestructuración 


adjetiva, si se regulaban las pruebas en 
la materia; no se tenían contemplados 
una serie de principios que al día de hoy 
son rectores de la prueba en sus diversos 
momentos procesales; dígase: obtención, 
investigación, ofrecimiento, admisión, 


preparación y desahogo de la prueba. 


En la reforma estructural de la que 
se habla, se fijó como objetivo pasar 
de un sistema inquisitivo, a un sistema 
acusatorio adversativo, sustentado en la 
reforma del artículo 20 de la Constitución 
Política de Estados Unidos 


Mexicanos;' en concreto, en la adición de 


los 


los principios procesales de publicidad, 
inmediación, contradicción, continuidad 
y concentración, que además, tiene como 
base toral, el predominio de los derechos 
fundamentales tanto de las víctimas u 
ofendidos, así como de las personas que 
tienen el carácter de imputadas dentro 


del proceso penal. 


1 Publicada en el Diario Oficial de la Federación, 
del 18 de junio de 2008. 
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A partir de la reforma constitucional 
de dos mil ocho, y con el predominio 
de los derechos fundamentales durante 
las distintas etapas del procedimiento, 
además, ha traído consigo garantías 
para incorporar los elementos de 
prueba, por medio de los cuales, los 
distintos personajes involucrados en el 
procedimiento podrán aportar los medios 
idóneos para acreditar los hechos materia 
de la litis; un ejemplo claro de ello, es 
durante el desarrollo de la etapa de 
investigación, donde tanto el Ministerio 
Público, el imputado, su Defensor, la 
víctima y/u ofendido, así como su asesor 
jurídico? están facultados para realizar 
las diligencias para hacerse de las fuentes 
de prueba, mismas que una vez que sean 
debidamente admitidas durante la etapa 
intermedia, podrán ser desahogadas en 
la audiencia final de juicio; lo anterior 
tiene trascendencia dado que sienta las 
bases para el correcto desarrollo del 
procedimiento, así como del instante que 


guarda la prueba durante el mismo. 


2 Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Artículo 20, Apartados A, B y C. 


Dado el momento histórico que guarda 
el procedimiento penal en la actualidad, 
no se vislumbra de manera correcta 
el alcance legal de la introducción 
de los derechos fundamentales a la 
incorporación de los medios de prueba. 
Para mayor abundamiento, previo a 
la reforma constitucional de 2008, las 
diligencias realizadas por el Ministerio 
Público (como autoridad administrativa) 
ya eran consideradas como medios 
probatorios, ello, sin necesidad de 
ratificar en una audiencia de juicio o 
ante una autoridad jurisdiccional*; de lo 
anterior se advierte una arbitrariedad y 
una seria contradicción a los principios 
regidores de la prueba, lo anterior, con 
base en los lineamientos que señala 
la Constitución Política Federal en su 


artículo 20, párrafo primero. 


Dada la importancia que tiene la 


prueba en cualquier procedimiento 
jurisdiccional, más aún en un proceso 
de naturaleza penal, como medio idóneo 
para acreditar o desvirtuar un ilícito, 
3 Cfr. Dagdug Kalife, . A.: Manual de derecho 
procesal penal. Teoría y práctica. 1ra Edición. 
INACIPE Ubijus. México D.F. . 2016; p. 497. 
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necesario resulta que su valoración se 
realice bajo los principios de la lógica 
y la sana crítica, con el objeto de traer 
mayor certeza jurídica en las resoluciones 


judiciales. 


Resultando necesario recordar, que la 
pruebaeslaesenciadetodo procedimiento 
penal, con ella, se justifican todas las 
etapas del procedimiento, su inicio, 
investigación, ejercicio de la acción 
penal y el sustento de la misma, la 
acreditación de las afirmaciones y el 
contenido esencial de una sentencia, por 
ello, resultaría impensable concebir el 


procedimiento sin la prueba. 


Ahora bien, el Código Nacional de 
Procedimientos Penales estila en su 
artículo 259, las generalidades bajo 
las cuales han de observarse los datos 
de prueba, los medios de prueba y las 


pruebas. 


En su párrafo primero, deja sentado la 
amplia gama de posibilidades y medios 
a los que las partes tienen acceso para 


acreditar un hecho; con la salvedad 


que debe guardar ese medio aportado a 
juicio, a saber, el que sea obtenido por 
medios ilícitos o contrarios a derecho; 
asimismo, es dable afirmar que a través 
de los distintas probanzas que se hagan 
llegar al Juzgador, éste a través de un 
ejercicio lógico jurídico creará una 
reconstrucción mental de los hechos, 
mediante la comparación de los distintos 
elementos probatorios aportados por las 


partes durante el procedimiento. 


Por lo que respecta al párrafo segundo 
del presente numeral, este hace referencia 
a la valoración de los elementos 
probatorios por el órgano jurisdiccional 
del conocimiento; que hace alusión tanto 
al principio de inmediación, así como 
al principio universal de la prueba; en 
cuanto hace al principio de inmediación, 
este señala que todas las audiencias 
desahogadas durante un procedimiento 
judicial, se desarrollaran en presencia del 
órgano jurisdiccional del conocimiento, 
dejando cimentada la relación humana 
que entablaran las partes con el Juzgador, 
quien no sólo será la persona encargada 


de presidir esas diligencias, sino que tiene 


339 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


la obligación de explicar a las partes con 
palabras claras y concisas el objeto de 
cada una de las audiencias*. Por lo que 
hace al principio de universalidad de la 
prueba, este tendrá por objeto, que el 
Juzgador se pueda acercar a la verdad por 
medio de razonamientos lógico jurídicos, 
ello, en la medida de lo humanamente 


posible. 


En cuanto al tercer y cuarto párrafo 
del artículo 259, este hace hincapié en 
dejar de lado el efecto corruptor de la 
prueba. Explico, en el sistema tradicional 
de justicia penal, todo lo recabado en 
averiguación previa por el Ministerio 
Público como autoridad administrativa, 
a la postre tenía pleno valor probatorio; 
ahora por lo que hace al nuevo sistema 
de justicia penal, todas las pruebas que 
sean admitidas en la etapa intermedia, y 
desahogadas en audiencia final de juicio, 


tendrán pleno valor probatorio. 


4  Consultable en: https://www.gob.mx/segob/ 
articulos/que-es-el-principio-constitucional- 
de-inmediacion-en-el-nuevo-sistema-de- 
justicia-penal. Consultada el 4 cuatro de 
enero del año 2019. 


Con ello, no sólo se agilizan las 
diligencias de investigación para al 
Ministerio Público y las demás partes, 
sino que trae aparejada una garantía 
de seguridad a los intervinientes en el 


procedimiento. 


Para mayor entendimiento de lo 
anterior, resulta necesario esquematizar 
los momentos procesales y los estadios 
por los que atraviesa la prueba durante el 


desarrollo del éste: 


I. Etapa de investigación: Durante 
esta primera etapa, tanto el agente 
investigador, como las demás 


partes procesales, realizarán 
las diligencias necesarias para 
allegarse de las fuentes de prueba; 
encuentren 


una vez que se 


integradas en la carpeta de 
investigación, llevarán el nombre 
de datos de prueba. 

II. Etapa 


introducción al 


intermedia: Es la 
procedimiento 
de la fuente de prueba o dato de 
prueba; en este momento procesal 
se le nombrará como “medio de 


prueba. 
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III. Etapa de juicio oral: Por lo que 
hace a los medios de prueba que 
hayan sido admitidos en la etapa 
previa, en esta tendrá lugar la 
develación o el desahogo de esos 
medios previamente admitidos; en 
este estadio procesal, se le conoce 
como “prueba”. 

IV. Valoración de la prueba: Este no 
es como tal un momento procesal 
en el que tengan intervención las 
partes, sino que es el periodo en 
el cual el juzgador sabedor de las 
pruebas desahogadas en audiencia 
de juicio, se hará de la verdad 
por medio de la razón, emitiendo 
finalmente un fallo conforme a 


derecho. 


Por lo que hace a las excepciones de 
prueba que señala en su último párrafo el 
artículo 259; este se refiere a las pruebas 
anticipada, irrepetible y preconstituida, 
mismas que encuentran su fundamento 
legal en el artículo 20, apartado A, 
fracción III, de la Constitución Política 


de los Estados Unidos Mexicanos. 


La 


desahogarse en audiencias previas a la 


prueba anticipada puede 


de juicio oral, en los casos donde por 
su naturaleza, esta pueda ser destruida, 
degradada, que desaparezca, y en el 
caso de una testimonial, la muerte del 
deponente. En el caso en comento, el 
desahogo de dichas pruebas se hará en 
presencia del juez de control y en todo 
momento atendiendo a los principios 


rectores de la prueba”. 


5 Código Nacional de Procedimientos Penales. 
Artículo 304. Prueba anticipada Hasta antes 
de la celebración de la audiencia de juicio se 
podrá desahogar anticipadamente cualquier 
medio de prueba pertinente, siempre que se 
satisfagan los siguientes requisitos: |. Que sea 
practicada ante el Juez de control; Il. Que sea 
solicitada por alguna de las partes, quienes 
deberán expresar las razones por las cuales 
el acto se debe realizar con anticipación a 
la audiencia de juicio a la que se pretende 
desahogar y se torna indispensable en virtud 
de que se estime probable que algún testigo 
no podrá concurrir a la audiencia de juicio, por 
vivir en el extranjero, por existir motivo que 
hiciere temer su muerte, o por su estado de 
salud o incapacidad física o mental que le 
impidiese declarar; lll. Que sea por motivos 
fundados y de extrema necesidad y para evitar 
la pérdida o alteración del medio probatorio, 
y IV. Que se practique en audiencia y en 
cumplimiento de las reglas previstas para la 
práctica de pruebas en el juicio. 


341 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


La prueba irrepetible es aquella 
declaración o entrevista que se haya 
realizado a algún testigo, acusado o 
perito, en diligencia previa a la audiencia 
de juicio oral, inclusive durante la etapa 
de investigación, que consten o se tenga 
registro de ella por algún medio, y que 
por alguna razón se torne irrepetible su 
desahogo en audiencia de juicio oral, 
por muerte, trastorno mental transitorio 
o permanente, o pérdida de capacidad 
para poder declarar en juicio, ello, sin 
que se haya realizado previamente 
prueba anticipada. En ese supuesto, 
para su correcto desahogo, se podrá dar 
lectura al registro que contiene dicha 
diligencia, mismo que tendrá pleno valor 


probatorio?. 


6 Código Nacional de Procedimientos 
Penales. Artículo 386. Excepción para la 
incorporación por lectura de declaraciones 
anteriores Podrán incorporarse al juicio, 
previa lectura o reproducción, los registros 
en que consten anteriores declaraciones o 
informes de testigos, peritos o acusados, 
únicamente en los siguientes casos: l. El 
testigo o coimputado haya fallecido, presente 
un trastorno mental transitorio o permanente 
o haya perdido la capacidad para declarar en 
juicio y, por esa razón, no hubiese sido posible 


Finalmente, se entiende por prueba 
preconstituida, como aquella que por 
razón de urgencia para ser practicada, se 
debe llevar a cabo de forma inmediata 
en presencia de la autoridad competente 
(policía, Ministerio Público, médico 
legista, etc.), pero sin la presencia de todos 
los que deben intervenir en el desahogo 
de una prueba. Por ello, es importante 
destacar que dichas diligencias deben ser 
desahogadas con el mayor rigor posible, 
ello, con la finalidad de garantizar el 
correcto ejercicio del derecho de defensa 


al inculpado”. 


solicitar su desahogo anticipado, o Il. Cuando 
la incomparecencia de los testigos, peritos 
o coimputados, fuere atribuible al acusado. 
Cualquiera de estas circunstancias deberá 
ser debidamente acreditada. 


7 Cfr. Dagdug Kalife, . A.: Manual de derecho..., 
pp. 517 y ss. 
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El derecho constitucional a la 
prueba en el proceso penal 


Mtro. Jorge Arturo Porras Gutiérrez 
Introducción 

n virtud de la reforma 

constitucional de junio de 2011, 

el proceso penal, y en particular 

la actividad probatoria, se redimensiona 

más allá de la sola persecución de la 

verdad. Así, el proceso penal, debe partir 

del artículo 1%. constitucional, con el 

propósito de considerar que la actividad 

probatoria, tiene como principal finalidad 


salvaguardar el derecho humano de 


acceso a la jurisdicción. 


De esta guisa, en el marco del 
compromiso por el respeto a los derechos 
humanos, en este trabajo se pretende 
proporcionar herramientas legales y 
hermenéuticas útiles a las personas 
juzgadoras, a fin de promover un enfoque 
garantista, que se signifique en primar el 
derecho a la prueba en la energía motriz 


del debido proceso; lo anterior, pues la 


adecuada impartición de justicia, perfila 
la necesidad de considerar a la “prueba” 
como un derecho que asegura la 
efectividad del proceso, y la protección 
de los derechos humanos de las personas 
intervinientes en el proceso penal; de 
suerte que el derecho a la prueba, permite 
erradicar el vicio consistente en que los 
conflictos penales se resuelvan al arbitrio 


de la autoridad judicial. 
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L El derecho constitucional a la |a bien proponer”; ergo, este derecho 


prueba. 


omo un aspecto de orden 
preferente, explicaremos 
del 


constitucional a la prueba!, que le dan 


los principios derecho 
validez y legitimación a la resolución 
definitiva de responsabilidad penal en un 


procedimiento penal acusatorio.? 


El derecho fundamental a la prueba, 
que opera en el juicio penal acusatorio, no 
comprende un hipotético derecho a llevar 
a cabo una actividad probatoria ilimitada, 
pues las partes no están facultadas para 


exigir cualesquiera pruebas que tengan 


1 Sobre el particular, Lluch, Xabier Abel, Picó ¡ 
Junoy, Joan y González, Manuel Richard: La 
prueba judicial. Desafíos en las jurisdicciones 
civil, penal, laboral y  contencioso- 
administrativa. 1% edición. Madrid. 2011. 
Editorial La Ley, p. 325 a 339. 


2  Alrespecto, recordemos que el artículo 12 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales 
contempla el principio de juicio previo y 
debido proceso. 


se traduce en la recepción y práctica 
únicamente de las pruebas pertinentes. 
Entendiéndose la pertinencia probatoria, 
como la relación entre los hechos que se 


pretenden probar y el thema decidendi?. 


3  Recuérdese que el artículo 346 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales 
establece restrictivamente la metodología 
que ha de observar el juzgador, para excluir 
medios de prueba para la audiencia del 
debate. 


4  *(...)Si bien los hechos son el objeto de 
la prueba, no cualquiera de los múltiples 
hechos involucrados en la relación o situación 
jurídica debatida en la litis podrá constituirse 
en thema de la misma, y, por añadidura, en 
thema decidendum en el proceso, sino y 
por lo general sólo aquellos que hubiesen 
sido alegados o articulados por las partes 
(..." Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la 
prueba y los medios probatorios. 2*. edición 
actualizada. Argentina. 2001.  Rubinzal- 
Culzoni Editores. p. 48. “(...) Ahora bien, el 
ordenamiento procesal exige que el hecho, 
a la par de controvertido, sea conducente 
para constituirse en objeto de prueba, pues 
en rigor de verdad el hecho inconducente no 
podría ni debería ser materia de la actividad 
probatoria (frustra probatur quod probatum 
non - relevat), cuando  -—debemos 
reconocer- en la práctica ello no se observa, 
parte por inadvertencia de los litigantes, parte 
por el explicable temor de éstos de dejar sin 
prueba hechos que deberían haberlo sido, 


aun 
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En el procedimiento probatorio del 
proceso penal acusatorio, corresponde 
al juez de control (véase nota 3), el 
examen sobre la pertinencia y legalidad 
de las pruebas que ofrecen las partes; de 
suerte, que su actividad debe ceñirse a lo 


siguiente: 
Deberán admitirse las pruebas que: 


+ Estén reconocidas por el código 
nacional de procedimientos 
penales —artículo 360 (prueba 
testimonial); artículo 368 (prueba 
pericial); artículo 377 (declaración 
del acusado); artículo 380 
(prueba documental y material); 
y artículo 388 (otras pruebas)-; 
ya que el artículo 356 del código 
nacional de procedimientos 
penales señala: “(...) todos los 
hechos y circunstancias aportados 
para la adecuada solución del 


caso sometido a juicio, podrán 


parte por el cierto prejuzgamiento que para 
algunos magistrados esa desestimación 
podría implicar (...)”. Kielmanovich. Jorge L: 
Teoría de la prueba.... p. 51. 


346 


ser probados por cualquier 
medio pertinente producido e 
incorporado de conformidad con 
este código.(...)”, 

Sean pertinentes —esto es, que 
resulten relevantes para la 
decisión final, al versar sobre los 
hechos  litigiosos. Recuérdese 
que el primer párrafo del artículo 
346 señala que “(...) el juez de 
control ordenará fundadamente 
que se excluyan de ser rendidos 
en la audiencia de juicio, aquellos 
medios de prueba que no se 
refieran directa o indirectamente 
al objeto de la investigación y 
sean útiles para el esclarecimiento 
de los hechos (...)”; (lo subrayado 
es nuestro) y, 

Resulten lícitas y regulares, por 
haberse practicado conforme a 
las formalidades constitucionales 
y legales que para cada prueba 
establezca el ordenamiento 
aplicable. al respecto, considérese 
el artículo 357 del código nacional 
de procedimientos penales, que 


dice: “la prueba no tendrá valor 
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si ha sido obtenida por medio 
de actos violatorios de derechos 
fundamentales, o si no fue 
incorporada al proceso conforme a 
las disposiciones de este código.” 
precepto que se correlaciona con 
las reglas de exclusión probatoria, 
previstas en las fracciones II a 
IV del artículo 346 del propio 


código.? 


Es contrario al derecho al debido 


proceso y garantía de defensa, aquel 


procedimiento penal en el que, la falta de 


actividad probatoria se haya traducido en 


una auténtica indefensión del imputado, 


porque el juez de control le impidió a éste 


5 


Más adelante se estudiará lo concerniente 
a la prueba irregular y la prueba ilícita. Al 
respecto, conviene adelantar que un sector 
de la doctrina comparte la regla de exclusión 
de la prueba ilícita, como lo evidencia la 
siguiente reflexión: “(...) la prueba ilícita 
carece de toda eficacia probatoria inmediata 
y mediata, en tanto la exclusión aprehende 
también a cualesquiera otras fuentes (prueba 
“derivada”), si se quiere intrínsecamente 
inobjetables, descubiertas a consecuencia de 
la producción de aquella, por aplicación de la 
máxima nullum est, nullum producit effectum 
(...)" Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la 
prueba.... p. 144. 


probar los hechos que quiso demostrar, 
o no aplicó las reglas de exclusión 


probatoria. 
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TI. Obligaciones impuestas al juez 
de control, en virtud del derecho 
constitucional a la prueba, en la fase 


de admisión. 


ajo esta línea argumentativa, 
el juez de control debe atender 
las siguientes obligaciones en 
garantía del derecho constitucional a la 


prueba: 


1. Principio pro probatione o favor 


probationis. 


El principio pro probatione, o favor 
probationis, parte de la idea de que en 
casos de dudas o dificultades probatorias 
(difficilioris probationes) se deberá 
estar, aunque no necesariamente sujeto 
a estándares excesivamente rígidos, en 
favor de que la prueba sea susceptible 
de ser admisible en el juicio, sobre su 
idoneidad para demostrar un hecho, 
es decir, su conducencia, y ajustando 
el criterio que rige la admisibilidad y 


eficacia de la prueba. 


Por tal motivo, debe advertirse que, 
si la prueba que se intenta incorporar al 
juicio no es notoriamente improcedente, 
en caso de duda, se debe recibir; 
evidentemente, sin soslayar la valoración 
que se haga de las pruebas aportadas al 


proceso, cuando se dicte sentencia. 


En esta tesitura, dado que el derecho a 
la prueba es un derecho humano (perdón 
la perogrullada), el juez de control debe 
interpretar la regulación al derecho a la 
prueba en el sentido más favorable a su 
efectividad (principio que se armoniza 
con el diverso pro homine). por ello, 
en el caso de duda, el juez de control 
deberá inclinar su decisión a admitir 
la prueba propuesta; recuérdese que 
los artículos 17 constitucional y 8.1.2. 
c) y f) de la convención americana 
sobre derechos humanos, consagran el 
derecho a la protección judicial o tutela 
judicial efectiva, conforme al cual, las 
autoridades que dirijan un juicio o un 
procedimiento en forma de juicio, deben 
hacerlo de modo tal, que eviten dilaciones 
y entorpecimientos indebidos, esto es, 


deberán evitar las trampas procesales 
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en perjuicio del imputado; y habrán de 
privilegiar la solución del conflicto sobre 
los formalismos judiciales. 

Luego, la admisión de pruebas 
deberá hacerse con arreglo en la simple 
pertinencia de las pruebas ofrecidas y no 
con base en un vaticinio de relevancia, 
porque de lo contrario, podrían eliminarse 
pruebas que a la postre serían relevantes. 
Además la inadmisión de pruebas 
podría significarse en una inadecuada 
predeterminación al thema decidendi, 
pues la prueba desechada podría haber 
estado orientada, justamente, a la 
definición y demostración de éste. 

En dicho necesario 


destacar que el principio comentado no 


sentido, es 


implica ignorar la regla de exclusión de 
la sobreabundancia (fracción I, inciso 
a, del artículo 346 del código nacional 
de procedimientos penales); que se 
significa en que el juez de control, en 
caso de estar frente a un medio de 
prueba sobreabundante, dispondrá que 
la parte oferente de la prueba “reduzca 


el número de testigos o de documentos, 


cuando mediante ellos desee acreditar 
los mismos hechos o circunstancias con 


la materia que se someterá a juicio.” 


2. En materia de prueba, el juez 
de control debe actuar —dentro de los 
límites del debido proceso, el derecho 

de igualdad de armas y el equilibrio 
procesal-, bajo los principios de 
antiformalismo, razonabilidad y veda a 


la arbitrariedad. 


Los principios enunciados tienen su 
génesis en la tutela judicial efectiva; 


luego, lo que debe evitar el juez es: 


+ La exigencia de la forma por 
la forma, prescindiendo de la 
finalidad; 

+  Realizaraseveraciones apodícticas 
denegatorias de pruebas, por 
estimarse dogmáticamente (sin 
motivación) que la práctica de 
la prueba es intrascendente e 
irrelevante; y, 

+ — Emitiruna decisión desestimatoria 
de la defensa del imputado, porque 


no acreditó su defensa; cuando 
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precisamente ello obedeció, a 
un desechamiento  apriorístico 
e injustificado de las pruebas 


ofrecidas. 


A. En la fase práctica, el juez está 
obligado a velar por el respeto del 
principio de igualdad de las partes y de 


contradicción. 


La igualdad impone al juez evitar 
que la fiscalía tenga privilegios frente al 
imputado; mientras que, para respetar el 
principio de contradicción, no basta con 
la posibilidad de proponer prueba frente a 
la ofrecida por la autoridad investigadora, 
sino que es menester asegurar el derecho 
a intervenir contradictoriamente en la 


prueba de la autoridad investigadora. 


“(...) El principio de contradicción de 
la prueba, de raigambre eminentemente 
constitucional... implica que la misma, 
para ser válida o por lo menos eficaz, 
debió haber sido producida con audiencia 
o con intervención de la parte contraria, de 


modo que ésta pudiese haber fiscalizado 


su ordenada asunción y haber contado 
con la posibilidad de ofrecer prueba en 


descargo. 


El derecho de defensa en juicio no 
es pues una estéril garantía que se agota 
en un puro ejercicio de contradicción 
a la pretensión invocando defensas o 
excepciones, o que se acuerda para la 
impugnación de los actos procesales, 
sino que se extiende naturalmente a la 
materia de la prueba, particularmente por 
la dramática incidencia que los hechos y 
su acendrada comprobación tienen para 
la existencia de los derechos sustantivos 
y la efectividad de los procedimientos 


judiciales.(...)”* 


Recordemos, en relación con este 
tópico, que el derecho al debido proceso 
reconocido a favor de los gobernados 
en el artículo 14 constitucional (y 
refrendado en el artículo 12 del código 
nacional de procedimientos penales), 
lleva implícita la necesidad de que en 


el proceso penal rijan en la materia 


6  Kielmanovich. Jorge L.: Teoría de la prueba.... 
p. 64. 
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probatoria, entre otros, los principios de 
contradicción, legalidad, oportunidad, 
igualdad de armas, probidad, lealtad y 
buena fe, apreciación legal de la prueba, 
economía procesal e inmutabilidad de las 
resoluciones judiciales; cuyo contenido 
está encaminado a garantizar que el 
imputado, en un juicio penal, tenga el 
derecho de ser escuchado, de ofrecer 
pruebas, alegar y recurrir las resoluciones 


que no les resulten favorables. 


De los anteriores principios destacan 
el de contradicción y el de igualdad de 
armas, reconocidos, respectivamente, 
en los artículos 14, numerales 1 y 3, 
incisos b, c, d y e, del pacto internacional 
de derechos civiles y políticos; y 8, 
numerales 1 y 2, incisos ce y f, de la 
convención americana sobre derechos 


humanos. 


El principio de contradicción tiene 
aplicación en la materia probatoria. se 
encuentra recogido en el último párrafo 
del artículo 261 del código nacional de 
procedimientos penales; y su principal 


objetivo es permitir la refutación, ya que 


por medio de aquél se posibilita debatir 
sobre la prueba de la parte contraria, 
de manera que constituye un examen 
de veracidad al que son sometidos los 
medios de convicción, porque a través 
de este principio, se establece que tiene 
razón o una parte u otra, pero no las 
dos en el mismo tiempo y en el mismo 


proceso. 


El principio de contradicción, no 
huelga mencionar, es de particular 
relevancia en lo que concierne a la 
eficacia de la prueba producida en otros 


autos; pues: 


“(...) En cuanto a la eficacia de la 
prueba producida en un expediente 
judicial tramitado entre las mismas partes, 
ella, como regla, es plenamente eficaz en 
tanto ambos litigantes hayan tenido la 
oportunidad de ejercer su control con las 
garantías del debido proceso legal, en el 
caso, de ofrecer toda la prueba contraria 
que hubiesen estimado conveniente, y 
de fiscalizar la producida, no siendo por 
ello indispensable su ratificación en el 


segundo proceso. 
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Así nada impide hacer mérito de 
las pruebas arrimadas a causas de otra 
índole, siempre que se refieran a los 
mismos hechos, sin perjuicio de las 
distintas consecuencias que de ellos 
puedan emanar, máxime cuando nada 
se invoca ni se advierte, que impida la 
apreciación de las aludidas pruebas por 
razones que se vinculan con la defensa 


en juicio o el debido proceso adjetivo. 


En 
Echandía que dada la unidad de la 


este contexto señala Devis 
jurisdicción, no obstante la división y 
especialización que para su ejercicio 
se haga. “es jurídicamente igual que 
la prueba trasladada se haya recibido 
en un proceso anterior civil o penal o 
contencioso-administrativo, etcétera, 
siempre que haya sido pública y 
controvertida por la parte contra quien 
se aduce en el nuevo proceso” [Devis 


Echandía, ob. cit., t. L, p. 373]. 


De igual forma, es eficaz la prueba 
producida en otro expediente —civil o 


penal- seguido no entre las mismas 


partes, sino entre un tercero y una de las 
partes contra quien se la pretende oponer, 
en tanto, claro está, ésta haya tenido la 
oportunidad de intervenir y controlar su 
producción [Devis Echandía, ob. cit., t. 
Lp. JOTL EJ 


A modo de corolario, la eficacia de 
las pruebas producidas en otros autos, 
está condicionada básicamente a la 
observancia de una formalidad esencial 


en el procedimiento, a saber: 


La eficacia de las pruebas que se 
incorporan a diverso juicio, depende de 
que se hayan practicado respetando la 
audiencia de la persona o parte a la que 
se pretenden oponer, esto es, sólo si se 
salvaguardó el derecho de contradicción 
de la parte en el desahogo de las pruebas 
que se busca incorporar a causa de otra 
índole, ya sea que haya identidad de 
partes en el juicio previo; o que dicho 
juicio haya sido entre un tercero y la parte 


contra quien se invocan las pruebas. 


7  Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba.... 
p. 150. 
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En otro orden, el principio de igualdad 
de armas tiene una connotación más 
amplia, pues exige el reconocimiento a la 
igualdad probatoria; derecho que cobra 
especial trascendencia cuando, como 
se ha sostenido en la jurisprudencia 
mexicana, “(...) en el proceso existe una 
situación disímil entre las partes, ya sea 
por su condición económica, social o por 
el carácter de autoridad con que se actúa, 
que se refleja en una desigualdad en la 
posibilidad de defensa (...)” 

Así, en lo que concierne al 
procedimiento penal, el principio de 
igualdad de armas implica equilibrio en 
las posiciones de las partes procesales, 
equivalencia de oportunidades, 
homogeneidad razonable de medios, 
e identidad de facultades 


desempeño de sus respectivos roles; 


para el 


todo ello con la finalidad constitucional 


de zanjar cualquier eventual desventaja 


8 Décima época. Registro digital: 2001157. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tesis: 1.150.A4.2 K  (10a.).  Materia(s): 
Constitucional, Común. Tipo: Aislada. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Libro X, Julio de 2012, Tomo 3, 
página 2035 


del imputado, frente a la posición 
privilegiada del ente acusador; garantía 
que se concreta en el derecho de la 
defensa a tener las mismas posibilidades 
de la acusación, a ser oída y a evacuar la 


prueba, en las mismas condiciones.” 


En el plano puramente normativo, la 
igualdad de armas es uno de los principios 
inherentes a la persona humana, un valor 
superior, una garantía de los justiciables, 
un derecho prevalente que lleva ínsita 
la eliminación de la arbitrariedad, y 


un mandato antidiscriminatorio, que 


no puede quedar en el terreno de la 


especulación teórica.'% 


9 Recordemos que en la etapa de investigación 
los actos de ésta tendrán el carácter de 
reservados, en términos del artículo 218 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales. 


10 Alrespecto, el artículo 10 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales salvaguarda 
la igualdad procesal entre las partes; y la 
prohibición de discriminación. 

El artículo 262 del propio Código protege el 
derecho de las partes a ofrecer medios de 
prueba. 

El artículo 356 del citado Código prevé la libertad 
probatoria. 
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3. El principio de verdad material 
y su correlación con el principio de 


presunción de inocencia. 


Recordemos que uno de los principios 
generales del proceso penal acusatorio, es 
tener por objeto el “esclarecimiento de los 
hechos”, que se traduce en el principio de 
“verdad material” (artículo 20, apartado 
A, fracción l, de la constitución política 


de los estados unidos mexicanos). 


La búsqueda de la verdad material, 
supone que se deseche la prevalencia de 
criterios que acepten como verdadero algo 
que no lo es o que nieguen la veracidad de 
lo que sí lo es. entonces, los operadores 
del proceso penal, contemplados en 
el artículo 105 del código nacional de 
procedimientos penales, deben descartar 
la “verdad formal”, que implica la 
adecuación entre la idea que se tiene 
de una conducta, de acuerdo al material 
convictivo presentado por la autoridad 
investigadora, y lo que ésta parece ser en 


la realidad. 


“(...) Indudablemente que, en términos 
de verdad, “el resultado de la búsqueda 
jurídicamente limitada o regulada no es, 
pues la verdad material o, como diríamos 
mediante una eficaz redundancia, la 
verdad verdadera, sino una verdad 
convencional [...] o judicial, porque se la 
busca mediante leyes jurídicas y no sólo 
mediante leyes lógicas, y únicamente en 
virtud de esas leyes jurídicas reemplaza a 


la verdad material” 


En efecto, la sentencia que admite el 
progreso de la demanda, la defensa o la 
excepción no presupone que el hecho 
sea necesariamente verdadero según la 
realidad, sino, en todo caso, “verdadero” 
según normas jurídicas, en grado de 
intensidad —en cuanto a la convicción 
del juez- suficiente de acuerdo a las 
exigencias que el propio ordenamiento 


señala. 


El principio de la “verdad material”, 
en cambio, supone ya apriorísticamente 
que el proceso puede acceder, sin más, 
al conocimiento de los hechos tal cual 


real y materialmente sucedieron, puede 
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descifrar el “estado objetivo de las cosas” 
(los hechos comprobables), o alcanzar, 
lisa y llanamente, la verdad verdadera... 
a pesar de las limitaciones establecidas, 
tanto en y para el proceso civil dispositivo 


como para el inquisitivo (...)”" 


El proceso penal acusatorio, entonces, 
debe 


restricciones cognoscitivas que puedan 


adaptarse, para superar las 
derivar de la verdad jurídica meramente 
formal, presentada por la autoridad 


investigadora. 


De esta suerte, las reglas vinculadas 
a la prueba deben ser apreciadas de 
acuerdo con el principio de “verdad 
material”; principio que da primacía a 
la verdad jurídica objetiva, de forma que 
su aclaración no se vea afectada por un 


excesivo rigor formal. 


11 Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba.... 
p. 61. 


En el proceso penal no se podrá, por 
ende, aplicar ritualmente la regla que 
reza: nemo tenetur edere contra se (nadie 
está obligado a suministrar prueba a su 


adversario)”. 


De esta guisa, si la prueba es el único 
medio seguro de lograr la reconstrucción 
conceptual de los hechos, de modo 
comprobable y demostrable; ello 
conduce a que la sentencia, en el proceso 
penal, en absoluto podrá desconocer el 
principio de presunción de inocencia, 
consagrado en el artículo 13 del código 


nacional de procedimientos penales. 


Para explicar la importancia del 
principio de presunción de inocencia, 
en relación con el tema del derecho 
constitucional a la prueba; citamos la 
jurisprudencia la./J. 28/2016 (10a.), 
de la primera sala de la suprema corte 
de justicia de la nación, consultable 


en la Décima Época de la Gaceta del 


12 Recuérdese que el artículo 337 Código 
Nacional de Procedimientos Penales dispone 
que las partes tienen la obligación de darse 
a conocer entre ellas, el descubrimiento 
probatorio. 
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Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 31, Junio de 2016, Tomo l, página 
546, de texto: 


“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 
COMO ESTÁNDAR DE PRUEBA. 
CONDICIONES PARA ESTIMAR 
QUE EXISTE PRUEBA DE CARGO 
SUFICIENTEPARADESVIRTUARLA. 
Para poder considerar que hay prueba 
de cargo suficiente para enervar la 
presunción de inocencia, el juez debe 
cerciorarse de que las pruebas de cargo 
desvirtúen la hipótesis de inocencia 
efectivamente alegada por la defensa en 
el juicio y, al mismo tiempo, en el caso 
de que existan, debe descartarse que las 
pruebas de descargo o contraindicios 
den lugar a una duda razonable sobre la 
hipótesis de culpabilidad sustentada por 


la parte acusadora.” 


Bajo esa línea argumentativa, el 
principio de verdad material se erige 
como la piedra angular del derecho 
humano al debido proceso del imputado, 
pues tal principio debe ser celosamente 


custodiado por el juzgador, en virtud de 


que el objeto del proceso penal acusatorio 
no es castigar, sino encontrar la verdad, a 


través del esclarecimiento de los hechos. 


A. Excepción organizativa al principio 
de presunción de inocencia, en la etapa 


de investigación. 


El código nacional de procedimientos 
penales prevé en sus artículos 132, 
fracción VII, y 212, que la policía tiene 
la obligación de investigar y reportar sus 
resultados al ministerio público; y el deber 
de éste, cuando tenga conocimiento de la 
existencia de un hecho que la ley señale 
como delito, de dirigir la investigación 


penal. 


Respecto de estas disposiciones, se 
presenta una excepción “organizativa” 
a la presunción de inocencia, pues “(...) 
un policía en la etapa de investigación, 
se me permite la expresión, es “juez” y 
parte. Por mucho que las actuaciones 
policiales vengan propiciadas por una 
denuncia, si se investigan los hechos 
denunciados es porque se les da crédito, 


aunque sea mínimo, y se produce una 
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efectiva implicación en los mismos de 
la policía al investigarlos, puesto que 
se analiza exclusivamente la hipótesis 
del denunciante. Y esa es la única guía 
de la investigación, la culpabilidad, al 
contrario de lo que sucede durante el 
juicio oral, en el que la inocencia es la 
guía. Aunque se atiendan en dicho juicio 
a las posiciones de ambas partes y, con 
ello, se ponga en cuestión la inocencia, 
ello no obsta, como ya vimos, a que la 
inocencia siga realizando esa labor de 


guía. 


Por el contrario, la policía investiga 
porque los hechos denunciados no son 
considerados manifiestamente falsos... 
Y en esa consideración, insisto, no se 
tiene en cuenta en ningún momento la 
inocencia del investigado, puesto que, 
de lo contrario, no se le investigaría, y 
hasta llegaría a advertírsele, en todo 
caso, de que existe una denuncia, o una 
sospecha, contra él, cosa que no siempre 
se hace para no frustrar el éxito de la 
investigación. Pero fijémonos en que si 
partimos de la base de que el investigado 


puede frustrar el éxito de la investigación 


es porque, aunque sea provisionalmente, 
prima facie si se quiere, le estamos 


considerando responsable de los hechos. 


Por consiguiente, la presunción de 
inocencia es ajena a la actuación policial, 
y de hecho así debe serlo para que la 
misma tenga la eficacia deseada, tanto 
en cuanto a la prevención como a la 


asistencia judicial en la investigación. 


0 


dicha 


“organizativa” tiene remedio en el código 


Sin embargo, excepción 
nacional de procedimientos penales, 
toda vez que el estándar de valoración 
para el dictado del auto de vinculación a 
proceso, no puede rebasar el de los datos 


de prueba.!* Me explico: 


El juez de control, al resolver, según 
sea el caso, sobre la vinculación o no a 


proceso del imputado, no debe estudiar 


13 Nieva Fenoll, Jordi: La duda en el proceso 
penal, (Colección: Proceso y derecho). Sin 
edición. Madrid. 2013. Marcial Pons. p. 97. 


14 No debe perderse de vista el primer párrafo 
del artículo 261 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 
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los datos de la carpeta de investigación, 
sino valorar la razonabilidad de las 
manifestaciones expuestas por la fiscalía 
y, en su caso, la contra-argumentación o 
refutación del imputado o su defensor, 
considerando ambas hipótesis O 
teorías del caso, “(...) respaldadas en 
datos provenientes de la carpeta de 
investigación del Ministerio Público o 
de la investigación de la defensa, y aun 
en caso de haber desahogado medios de 
prueba en la etapa inicial el imputado 
o su defensor, deben valorarse con el 
mismo rango que los datos de prueba 
del Ministerio Público, pues sólo sirven, 
las pruebas, en esta etapa, para integrar 
datos de prueba, por lo que darle un 
mayor valor a la prueba en ese momento, 
rebasaría las directrices constitucionales, 
además de que originaría desigualdad de 
la defensa con el Ministerio Público y la 


víctima u ofendido.(...)”'* 


15 Precedente de la Décima Época. Registro 
digital: 28016. Asunto: AMPARO EN 
REVISIÓN 60/2017. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 
57, Agosto de 2018, Tomo lll, página 2355 


Así, el test que procede aplicar para el 
estudio de los datos de prueba, a partir de 
los cuales puede establecerse que se ha 
cometido un hecho imputado como delito 
—el cual tiene como objetivo diferenciar 
el nivel de exigencia probatoria, que es 
aplicable en las resoluciones susceptibles 
de ser dictadas en la audiencia inicial, 
frente a la sentencia definitiva dictada en 


el juicio oral-; requiere:** 


+ Una hipótesis (teoría del caso): Es 
una proposición que tiene como 
sustento un hecho captado por 
medio de los sentidos. 

+ Los enunciados que integran la 
hipótesis; razonamientos con cierta 
probabilidad o verosimilitud. 

+ La  verificabilidad de 


enunciados, mediante la existencia 


los 


de datos que establezcan que 
se ha cometido un hecho que 


la ley señala como delito y la 


16 Décima Época. Registro digital: 2017728. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tesis: XVIl.lo.P.A. J/19 (10a.). Materia(s): 
Penal. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 57, Agosto de 2018, Tomo lll, página 
2388. 
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probabilidad de que el imputado 
lo cometió o participó en su 
comisión. 

Luego, la valoración del juez 
debe ser racional, es decir, ha 
de emplear elementos o reglas 
racionales, lógicas, máximas de 
experiencia, método científico 
y pensar reflexivo, para valorar 
e interpretar los resultados de la 
aportación de datos de prueba 
en conjunción con lo alegado, 
para determinar qué puede dar 
o considerar como probado; 
en otras palabras, el juez debe 
evaluar el grado de probabilidad, 
con fundamento en los medios 
disponibles, a efecto de considerar 
como verdadera una hipótesis 
sobre los hechos. 

La 

de la 


argumentación de la hipótesis 


aceptación o rechazo 


hipótesis, mediante la 
aceptada y la refutación, por 
contrastabilidad, de la rechazada. 
La aceptabilidad de una hipótesis 
es un juicio sobre su confirmación 


y no refutación. 
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Una vez confirmada debe someterse 
aún a la refutación examinando los 
-de 


invalidarán o reducirán el grado de 


posibles hechos que existir- 
probabilidad de la hipótesis, es decir, 
el Juez contrasta unas afirmaciones 
-hipótesis- poniendo a prueba su valor 


explicativo. 


Una hipótesis se considera confirmada 
por un dato o medio de prueba si existe 
un nexo causal o lógico entre ambas, de 
modo que se configure una razón para su 
aceptación. La confirmación corresponde 
a una inferencia en virtud de la cual, a 
partir de unos datos de prueba y de una 
regla que conecta a esos datos de prueba 
con la hipótesis, se concluye aceptando 


la veracidad de esta última. 


En esta tesitura, de acuerdo con 
los principios del código nacional de 
procedimientos penales, el único que 
puede desahogar prueba durante el 
plazo constitucional, o su ampliación, 
es el imputado; y esa prueba debe 


valorarse con el mismo estándar del 
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dato de prueba; con el propósito de no 
colocar al imputado en una situación 
invariablemente privilegiada, violando 


el principio de igualdad de las partes. 


Lo anterior, no obstante que la fiscalía 
en la carpeta de investigación reúna 
pruebas y no datos necesariamente, pues 
al igual que los de la defensa, deben 
valorarse en la etapa inicial como datos, 
en atención al principio de igualdad 
previsto en el artículo 10 del código 


mencionado.!'” 


De esta guisa, al decidir sobre la 
procedencia del auto de vinculación 
a proceso, el juez de control no debe 
imponerse de los datos que integran 
la carpeta de investigación, sino que, 
en observancia al derecho de defensa 
contradictoria de las partes contendientes, 
ha de resolver conforme a las cuestiones 


efectivamente debatidas en la audiencia. 


17 Décima Época. Registro digital: 2015953. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tesis: XVIl.10.P.A.53 P (10a.). Materia(s): 
Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 
50, Enero de 2018, Tomo IV, página 2082 


Lo anterior, a fin de evitar la formación 
de un criterio propio que afecte su 
objetividad e imparcialidad; y que su 
decisión se emita únicamente conforme 
a las cuestiones debatidas en la audiencia 
desahogada ante él; pues el principio en 
comento, no otorga privilegios a ninguna 
de las partes, ni existe suplencia para 
corregir, subsanar o complementar sus 
intervenciones, sino que la actividad 
procesal depende de la intervención 
de éstas, quienes deben exponer sus 


respectivas afirmaciones y defensas 
ante el juez de garantía, discutirlas en 
un debate pleno y contradictorio sobre 
los aspectos ahí ventilados, produciendo 
argumentos o pruebas en que se sustenten 
y, con base en ello, el juez resuelve 
conforme a derecho, con los elementos 
que le suministraron los contendientes, y 


de acuerdo con lo propuesto por ellos.'* 


18 Cfr. las siguientes tesis: Décima Época. 
Registro digital: 2015953 XVII. 
Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: 
XVll.10.P.A.53 P (10a.). Materia(s): Penal. 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 50, Enero de 
2018, Tomo IV, página 2082 


Instancia: 
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4. El juez no puede permanecer 

pasivo en relación con la práctica de las 
pruebas periciales admitidas, sino que 
debe colaborar diligentemente en las 


mismas. 


Cuando en el procedimiento penal se 
ofrece la prueba pericial, y alguna de las 
partes pide que los gastos de producción 
de esa prueba sean soportados por el 
Estado; el juez debe velar por el desahogo 
de la pericial, requiriendo la designación 
de peritos de instituciones públicas, 
las que estarán obligadas a practicar el 
peritaje correspondiente; pues la práctica 
de la prueba no puede entenderse como 
algo a merced exclusiva del principio 
dispositivo, porque a partir de la petición 


de alguna de las partes, existe un interés 
Décima Época. Registro digital: 2017728. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tesis: XVll.1o.P.A. J/19 (10a.). Materia(s): 
Penal. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
57, Agosto de 2018, Tomo !!l, página 2388. 
Registro digital: 2013411. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tesis: Vl.20.P.38 P (10a.). Materia(s): Penal. 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 
2017, Tomo IV, página 2436 


Décima Época. 


público en que esa prueba se practique. 
Lo anterior, se reconoce en el artículo 103 
del código nacional de procedimientos 


penales. 


A. El tribunal de enjuiciamiento está 
obligado a asegurarse, antes de cerrar la 
fase probatoria, de que se han practicado 


las pruebas admitidas. 


El tribunal de enjuiciamiento debe 
posibilitar la práctica de todas las pruebas 
admitidas al probable responsable, no 
pudiendo subordinar ese deber a la 
rapidez de la resolución o a intereses que, 
so pretexto de optimizar la economía del 
procedimiento penal, la mayor celeridad 
de éste, o la eficacia en la administración 
de justicia, socaven el derecho de defensa 


del probable responsable. 


En este sentido, vale la pena subrayar 
que la salvedad a que se refiere el 
artículo 20, apartado B, fracción VII, de 
la constitución política de los estados 
fue 


en beneficio del imputado; y permite 


unidos mexicanos, establecida 


identificar el tiempo máximo en que las 
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partes pueden desplegar su actividad 
probatoria, y en el que el juez puede 
ejercer sus facultades para recabar de 
oficio las pruebas necesarias en búsqueda 


de la verdad histórica. 


En este sentido, la negativa a decretar el 
cierre de la instrucción del procedimiento 
penal por falta de desahogo de pruebas, 
con el consiguiente retraso en el dictado 
de la sentencia; sólo se justifica cuando 
las pruebas pendientes de desahogo 
hayan sido ofrecidas por el imputado 
o su defensor, sin que hayan desistido 


expresamente de ellas.!” 


Por tanto, es ilegal que, so pretexto 
de otorgar igualdad de condiciones de 
contienda, se realicen por el tribunal 
de enjuiciamiento, sin limitación de 
plazo alguno, las gestiones tendentes 
a desahogar las pruebas que la fiscalía 
ofreció, cuando es a ésta a quien 
19 Décima Época. Registro digital: 2019535. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 

Tesis: Il.30.P.56 P  (10a.). Materia(s): 

Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 

Gaceta del Semanario Judicial de la 


Federación. Libro 64, Marzo de 2019, Tomo 
111, página 2580 


corresponde la carga de agotar los medios 
legítimos a su alcance para desahogar los 
medios de prueba de cargo que darán 
sustento a su acusación, en la audiencia 
de debate de juicio (véase el artículo 395 
del código nacional de procedimientos 
penales); pues no debe soslayarse el 
derecho humano del imputado a ser 


juzgado en un plazo razonable. 


En relación con tal tópico, el derecho 
a ser juzgado antes de un año (tratándose 
de delitos cuya pena máxima exceda 
de dos años —artículo 20, apartado B, 
fracción VII de la constitución política de 
los estados unidos mexicanos—); destaca 
que la primera sala de la suprema corte 
de justicia de la nación, admitió revisar 
la sentencia pronunciada en un juicio 
de amparo directo, promovido por una 
persona que recibió fallo condenatorio 


después del plazo máximo de un año. 


Lo 


sentenciada en la causa penal promovió 


anterior, porque la persona 
juicio de amparo directo en el que planteó, 
esencialmente, que el desconocimiento 


del plazo máximo de un año para juzgar 
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en materia penal provoca la extinción de 
la jurisdicción penal y, en consecuencia, a 
criterio del quejoso, en el amparo directo 
en revisión 3962/2020, ya no era posible 


emitir sentencia en ningún sentido. 


Al respecto, la primera sala, en el 
recurso de reclamación 173/2021 -— 
interpuesto en el amparo directo en 
revisión 3962/2020 (reclamación resuelta 
el 2 de junio de 2021)-; concluyó que la 
suprema corte de justicia de la nación 
tendrá oportunidad de analizar y, en 
su caso, emitir un criterio que podría 
incidir en una cuestión central para la 
impartición de justicia penal en todo el 
país: la resolución pronta de los procesos 
de esa naturaleza, así como los efectos y 
las consecuencias jurídicas derivadas de 


la falta de decisión oportuna. 


En lo que concierne al thema decidendi 
delimitado en la reclamación 173/2021, 


la primera sala advirtió: 


“(...) en el caso, se trata de 
un juicio de amparo directo 


en el que debe analizarse en 
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retrospectiva el proceso penal, 
de modo tal que si se concluyera 
que fue excesivo e injustificado 
el tiempo transcurrido entre 
la emisión del auto de formal 
procesamiento y el dictado de 
la sentencia definitiva, debe de 
alguna manera sancionarse a las 


autoridades penales. 


Por último, el análisis de 
la propuesta interpretativa 
formulada por el quejoso 
requiere verificar si hay un 
entramado constitucional 
que le dé sustento o si, por el 
contrario, existen otros bienes 
relevantes desde un punto de 
vista constitucional que podrían 
verse afectados si se aceptara tal 


interpretación. 


En resumen, a juicio de esta 
sala, la resolución del amparo 
directo en revisión interpuesto 
por el quejoso permitiría la 
emisión de un pronunciamiento 


de relevancia jurídica para 
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el orden nacional, en el que 
podrían analizarse, de manera 
enunciativa —y no limitativa—, 
cuando menos los siguientes 
aspectos: 
Vigencia. esto es, si la 
interpretación del artículo 20 
constitucional adoptada por el 
tribunal colegiado se encuentra 
o no vigente, puesto que 
existe un precedente emitido 
posteriormente por esta sala, en 
el que se realizaron importantes 
acotaciones y diferenciaciones 
con motivo de la definición 
del parámetro de regularidad 
constitucional efectuada 
por el tribunal pleno en la 


contradicción de tesis 293/2011. 


Aplicabilidad. Lo 


determinar si 


que 
requiere las 
consideraciones de los amparos 


en revisión 27/2012” (invocado 


20 Se trata de un precedente aislado cuya 
problemática giraba sí, en torno la falta de 
sentencia en la instancia penal, pero más 


por el colegiado) y 205/2014”!, 
constituyen un razonamiento 
completo que permite descartar 


la propuesta interpretativa 


del artículo 20 constitucional 
efectuada por el quejoso o si, 
por el contrario, son sólo un 


tramo del razonamiento que 


como una cuestión que ocasionaba prolongar 
la duración de la prisión preventiva a que se 
encontraba sometida la persona acusada. 


21 Del amparo directo en revisión 205/2014, 
derivaron las tesis cuyos datos de localización 
son: 

Décima Época. Registro digital: 2014013. 
Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. XXXIX/2017 
(10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 
2017, Tomo |, página 448 

Décima Época. Registro digital: 2014015. 
Instancia: Primera Sala. Tesis: la. XL/2017 
(10a.). Materia(s): Constitucional, 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 
2017, Tomo |, página 450 

Décima Época. Registro digital: 2014014. 
Instancia: Primera Sala. Tesis: la. XL1/2017 
(10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 
2017, Tomo |, página 449 


Penal. 
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esta sala habrá de completar al 
resolver el fondo del amparo 


directo en revisión. 


Plausibilidad. Y que se relaciona 
con la respuesta final de la 
problemática involucrada en este 
caso, es decir, si es viable desde 
un punto de vista constitucional 
el entendimiento del artículo 20 
de la norma fundamental que 
propone el quejoso, o en su caso 
cuáles son las razones por las 
que no es posible aceptar dicha 


interpretación. (...)” 


B. El tribunal de enjuiciamiento, 
en virtud del derecho constitucional a 
la prueba, en la fase de valoración, no 
puede ignorar o prescindir de la prueba 


de una parte. 


Al 


penal, el tribunal de enjuiciamiento 


resolverse el procedimiento 
no puede ignorar la prueba practicada 
por las partes. De ser así, resultaría 
vulnerador del derecho a la prueba y 


a la tutela judicial efectiva, teniendo 


como consecuencia que el proceso sea 
resuelto atendiendo exclusivamente a 
las pruebas de la autoridad investigadora 
(confróntese, al respecto, el artículo 402 
del código nacional de procedimientos 


penales). 


5. Necesidad de exclusión de la 


prueba ilícita. 


A efecto de reconocer la prueba ilícita, 
es conveniente presentar el siguiente 


esquema comparativo: 
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terísti- | imperfecta 


Prueba practi- 
cada irregular- 
mente, al ha- 
berse omitido 
una formalidad 
procesal que le 
es propia. 


Prueba 
ilícita 


Prueba ob- 
tenida O 
incorpora- 
da al pro- 
cedimiento 
penal en 
transgre- 
sión a los 
derechos 
fundamen- 
tales, a sa- 
ber: la vida, 
integridad, 
libertad, in- 
violabilidad 
del domici- 
lio y defen- 
sa. 
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Es irregular en 
cuanto a su des- 
ahogo, por no 
cumplir con las 
formalidades 
de la ley pro- 
cesal; lo cual 
no determina 
necesariamente 
su carácter de 
inutilizable, al 
no impedir su 
potencial  rei- 
teración O Cco- 
rrección futura, 
siempre que 
dicha  anoma- 
lía meramente 
formal no con- 
lleve, a su vez, 
una  vulnera- 
ción sustancial 
de derechos o 
prerrogativas 
constituciona- 
les. 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Denota una 
vulneración 
sustancial 
de derechos 
O prerroga- 
tivas cons- 
tituciona- 
les. 


Es inaplicable 
la teoría de los 
frutos de actos 
viciados. En 
consecuencia, 
el tribunal de 
enjuiciamiento 
deberá atender 
al principio de 
contradicción, 
confrontando 
las evidencias 
derivadas de la 
prueba “imper- 
fecta”, con el 
resto del mate- 
rial de cargo, 
en resguardo 
del derecho del 


probable  res- 
ponsable de 
que se ponde- 
ren con el apor- 
tado con fines 
de descargo. 


Las eviden- 
cias  con- 
dicionadas 
por una 
prueba  ilí- 
cita, al te- 
ner origen 
en ella, re- 
sultan con- 
taminadas 
también; 
y, en con- 
secuencia, 
habrán de 
anularse. 
Luego, es 
aplicable 
la teoría de 
los frutos 
de los actos 
viciados. 
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Es susceptible 
de  convalida- 
ción, perfeccio- 
namiento o re- 
petición, salvo 
que, la irregula- 
ridad conlleve 
la violación de 
derechos o ga- 
rantías del pro- 
bable responsa- 
ble. 
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En cuanto 
a la ilicitud 
de la prue- 
ba (que no 
es lo mis- 
mo que su 
simple defi- 
ciencia for- 
mal o irre- 
gularidad), 
existe como 
regla de ex- 
clusión, la 
prohibición 
de  admi- 
sión y de 
valoración 
de las prue- 
bas obteni- 
das, directa 
o indirecta- 
mente con 
vulneración 
de dere- 
chos funda- 
mentales y 
libertades 
públicas 
(detención 
ilegal,  tor- 
tura, viola- 
ción a la in- 
timidad del 
domicilio, 
etcétera). 


Las pruebas se- 
ñaladas como 


irregulares 
por haber sido 
inicialmente 
obtenidas e in- 
corporadas al 


procedimiento 
sin ajustarse 
a las formali- 
dades legales, 
pueden ser per- 
feccionadas O 
reiteradas por 
no haber sido 
calificadas de 
ilícitas (con 
violación de 
derechos  fun- 
damentales). 


A  diferen- 
cia de los 
supuestos 
de pruebas 
obtenidas 
irregu- 
larmente, 
exclusi- 
vamente 
desde una 
perspecti- 
va formal 
subsanable, 
la prueba 
ilícita no 
admite con- 
validación. 
Además, su 
exclusión 
alcanza no 
sólo a la 
prueba ob- 
tenida  di- 
rectamente 
con vulne- 
ración de 
un derecho 
fundamen- 
tal, sino 
también a 
las  poste- 


riores prue- 


bas cuya 
obtención 
deriva de la 
considerada 
iltiaitas 
salvo 
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las excep- 
ciones legal 
y jurispru- 
dencial- 
mente pre- 
vistas; esto 
es, lo que 
se  cono- 
ce como la 
doctrina de 
“los frutos 
del árbol 
envenena- 
do”. 


En esta tesitura, tenemos que: 


“(...) Es prueba ilícita la que se 
obtiene con vulneración de garantías 
constitucionales (como la inviolabilidad 
del domicilio o el secreto de las 
comunicaciones: por ejemplo, el acta 
de entrada y registro practicada sin 
consentimiento del titular o resolución 
judicial, o la transcripción de unas 
escuchas telefónicas practicadas de la 
misma manera); o lesionando derechos 
constitucionales (como el derecho 
a la defensa: así, la declaración del 
imputado sin haber sido informado de 


sus derechos); o a través de medios que 
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la constitución prohíbe (por ejemplo, la 
confesión arrancada mediante tortura, 
que vulnera el derecho a la integridad 
física, o una coacción para obtener 
declaraciones sobre “ideología, religión 
o creencias”, proscrita por el derecho a la 
libertad ideológica y de conciencia). En 
definitiva, y por simplificar, es ilícita la 
prueba obtenida en violación de derechos 
fundamentales. Estamos hablando pues 
de un tipo de prueba inconstitucional, y 
los derechos constitucionales que más 
veces suelen provocar ilicitud probatoria 
son el derecho a la integridad física y 
moral (y la consiguiente prohibición 
de tortura y tratos inhumanos y 
degradantes), el derecho del detenido 
a ser informado de sus derechos, a no 
declarar y a la asistencia letrada, la 
inviolabilidad del domicilio y el secreto 


de las comunicaciones (...)? 


22 Gascón Abellán, Marina: “Freedom of proof? 
El cuestionable debilitamiento de la regla de 
exclusión de la prueba ilícita”. En Estudios 

prueba, (Colección: Doctrina 

Jurídica Contemporánea). México. 2008. 

Distribuciones Fontamara, S.A. p. 71. 


sobre la 


Ahora, analicemos la prueba ilícita. 
Para tal efecto, es necesario recordar que 
el artículo 15 de la convención contra 
la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes establece que 
“(...) [tlodo estado parte se asegurará 
de que ninguna declaración que se 
demuestre que ha sido hecha como 
resultado de tortura pueda ser invocada 
como prueba en ningún procedimiento, 
salvo en contra de una persona acusada 
de tortura como prueba de que se ha 


formulado la declaración”.2 


En tanto que, el artículo 10 de la 
convención interamericana para prevenir 
y sancionar la tortura indica que “(...) [n] 
inguna declaración que se compruebe 
haber sido obtenida mediante tortura 


podrá ser admitida como medio de prueba 


23 Organización de las naciones unidas: 
Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes. Recurso digital disponible 
en https: //www.ohchr.org/es/instruments- 
mechanisms/instruments/convention- 
against-torture-and-other-cruel-inhuman- 
or-degradingH*:-:text=Art%C3%ADculo%20 
15,se%20ha%20formulado%20la%20 
declaraci/C3%B3n. consultado el 26 de 
octubre de 2022. 
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en un proceso, salvo en el que se siga 
contra la persona O personas acusadas 
de haberla obtenido mediante actos de 
tortura y únicamente como prueba de 
que por ese medio el acusado obtuvo tal 


declaración. (...)”2* 


En este sentido, la organización de 
la naciones unidas, a través del comité 
contra la tortura ha señalado que “(...) 
las obligaciones previstas en los artículos 
2 (según el cual “en ningún caso podrán 
invocarse circunstancias excepcionales 
como justificación de la tortura”), 15 
(que prohíbe admitir como prueba las 
confesiones obtenidas mediante tortura, 


salvo en contra del torturador) y 16 


24 Organización de estados americanos: 
Convención interamericana para prevenir y 
sancionar la tortura Recurso digital disponible 
en https:/Awww.oas.org/juridico/spanish/ 
tratados/a-51.htmlf*:-:text=Ninguna%20 
declaraci4C3%B3n%20que%20se%20 
compruebe,el%20acusado%20obtuvo%20 
tal%20 declaraci/.C3%B3n. consultado el 26 
de octubre de 2022. 


(que prohíbe los tratos o penas crueles, 
deben 


respetarse en todo momento (...)”.2 


inhumanos O degradantes) 


Y ha indicado que “(...) el amplio 
alcance de la prohibición que figura en 
el artículo 15, en el que se prohíbe que 
pueda ser invocada como prueba “en 
ningún procedimiento” toda declaración 
que se demuestre que ha sido hecha 
como resultado de tortura, obedece al 
carácter absoluto de la prohibición de 
tortura y, en consecuencia, supone la 
obligación de que cada Estado Parte se 
cerciore de si las declaraciones admitidas 
como prueba en cualquier procedimiento 


sobre el que tenga jurisdicción, incluidos 


25 Organización de las Naciones Unidas: 
Convención contra la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes 
observación general N* 2 Aplicación del 
artículo 2 por los Estados Partes. Recurso 
digital disponible en https://www.acnur.org/ 
fileadmin/Documentos/BDL/2012/8782. 
pdf?view, consultado el 26 de octubre de 
2022. 
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los procedimientos de extradición, se han 


obtenido o no como resultado de tortura. 


(ys 


Igualmente, su comité de derechos 
humanos ha indicado lo siguiente: “Las 
garantías procesales nunca podrán ser 
objeto de medidas derogatorias que 
soslayen la protección de derechos que 
no son susceptibles de suspensión. (...) 
ninguna declaración o confesión o, en 
principio, ninguna prueba que se obtenga 
en violación de esta disposición podrá 
admitirse en los procesos previstos por 
el artículo 14, incluso durante un estado 
de excepción, salvo si una declaración 
o confesión obtenida en violación del 
artículo 7 se utiliza como prueba de 
tortura otro trato prohibido por esta 


disposición. (...)”? 


26 Universidad de Minnesota: Sra. G. K v. 
Switzerland, Comunicación No. 219/2002, 
UN. CAT/C/30/D/219/2002 (2002) 
en Humans Rigth Library. Recurso digital 
disponible en http://hrlibrary.umn.edu/ 
cat/spanish/Sswitzerland219-2002.html 
consultado el 26 de octubre de 2022. 


Doc. 


27 Comité de derechos humanos de las 
naciones unidas: Observación general n* 32. 
Recurso digital dis-ponible en http://docstore. 


Así debe 


paradigmático caso Cabrera García y 


mismo, aludirse al 


Montiel Flores vs. México; en cuya 


sentencia de 26 de noviembre de 


2010 (Excepción Preliminar, Fondo, 


Reparaciones y Costas); la corte 


interamericana de derechos humanos, 
resolvió en cuanto hace al tema de la 


prueba ilícita: 


ohchr.org/SelfServices/FilesHanadler. 
ashx?enc=60kG1d%2FPPRIiCAqhKb7yhs- 
qa5DefBGJZjZNraKpzvQGXixGvd 
ICTXqqhY2ZVRGVkdbfbdncyjwQB 
fLOd8HLPu71Zt%2FK8DKk9wIh%- 
2B1BeAGW5n10QwsnGQerbRej%2Ba3sdJ- 
QUGxfAQMLd3I1%2B9is9zB6E2pw%3D%3D 
consultado el 26 de octubre de 2022. 


28 Sentencia que le es obligatoria al Estado 
Mexicano y, por tanto, al Poder Judicial de 
la Federación, al tenor de los siguientes 
criterios: 

Décima Época. Registro digital: 2006181. 
Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. CXLIV/2014 
(10a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: 
Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 
2014, Tomo |, página 823 


Décima Época. Registro digital: 160482. 
Instancia: Pleno. Tesis: P. LXV/2011 (9a.). 
Materia(s): Constitucional. Tipo:  Aislada. 


Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. Libro lll, Diciembre de 2011, 
Tomo 1, página 556 


3/1 


“(...) 163. La comisión y los 
representantes indicaron que 
las víctimas, “al realizar sus 
declaraciones autoinculpatorias 
ante el ministerio público federal 
y el juez del distrito judicial de 
mina[,] todavía se encontraban 
bajo los efectos del miedo, 
la angustia y sentimientos de 
inferioridad, puesto que sólo 
habían pasado unos cuantos 
días desde su detención y 
maltratos físicos”. La comisión 
consideró que la falta de “una 
investigación seria, exhaustiva 
e imparcial de los alegados 
hechos de tortura” generó que 
no se subsanaran “los posibles 
vicios de las confesiones 
rendidas [...], y por tanto, el 
estado no podía hacer uso de 
dichas declaraciones como 
medio probatorio”. Además, la 
comisión y los representantes 
señalaron que la práctica de 
tortura se ve aumentada por 


la fuerza jurídica otorgada 
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a la primera declaración del 
inculpado, la cual es realizada 
por el ministerio público y no 
por un juez, a lo que añadió el 
valor primario otorgado a esta 
declaración por los tribunales 
mexicanos. Por su parte, los 
representantes señalaron que 
“las confesiones de las víctimas 
debieron haber sido excluidas 
del proceso penal? y que no 
debió tenerse en cuenta la 
ratificación de las declaraciones 
ante el Juzgado, puesto que 
los señores Cabrera y Montiel 
“aún se encontraban bajo los 
efectos de la tortura y amenazas 
y sin entender qué significado o 


alcances tenía la ratificación”. 


“164. El estado indicó que la 
sentencia condenatoria “no había 
sido fundada exclusivamente 
en las confesiones hechas por 
los sentenciados”. Agregó que 
el juez de la causa “conoció, 
valoró y adminiculó la totalidad 


de las pruebas y constancias 


integradas al expediente” y que 
si se demostrara que la sentencia 
“contra las [...] víctimas se fundó 
en la confesión obtenida en las 
circunstancias destacadas, ello 
traería como consecuencia que 
la autoridad competente le reste 
eficacia probatoria y resuelva 
conforme al demás caudal 
probatorio lo que en derecho 
corresponda y determine 
entonces si tal violación dejó 
sin defensas al indiciado y 
trascendió al resultado del 
fallo”. 


“165. Al respecto, la corte 
observa que la regla de exclusión 
de pruebas obtenidas mediante 
la tortura O tratos crueles e 
inhumanos (en adelante “regla de 
exclusión”) ha sido reconocida 
por diversos tratados y Órganos 
internacionales de protección 
de derechos humanos que han 
establecido que dicha regla 
es intrínseca a la prohibición 


de tales actos. Al respecto, la 
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corte considera que esta regla 
ostenta un carácter absoluto e 


inderogable. 


“166. En este sentido, la corte 
ha sostenido que la anulación 
de los actos procesales 
derivados de la tortura o tratos 
crueles constituye una medida 
efectiva para hacer cesar las 
consecuencias de una violación 
a las garantías judiciales. 
Además, el tribunal considera 
necesario recalcar que la regla 
de exclusión no se aplica 
sólo a casos en los cuales se 
haya cometido tortura o tratos 
crueles. Al respecto, el artículo 
8.3 de la convención es claro 
al señalar que “[lla confesión 
del inculpado solamente es 
válida si es hecha sin coacción 
de ninguna naturaleza”, es decir 
que no se limita el supuesto de 
hecho a que se haya perpetrado 
un acto de tortura o trato cruel, 
sino que se extiende a cualquier 


tipo de coacción. En efecto, al 


comprobarse cualquier tipo de 
coacción capaz de quebrantar 
la expresión espontánea de 
la voluntad de la persona, 
ello ¡implica necesariamente 
la obligación de excluir la 
evidencia respectiva del 
proceso judicial. Esta anulación 
es un medio necesario para 
desincentivar el uso de cualquier 


modalidad de coacción.” 


“167. Por otra parte, este tribunal 
considera que las declaraciones 
obtenidas mediante coacción 
no suelen ser veraces, ya que 
la persona intenta aseverar lo 
necesario para lograr que los 
tratos crueles o la tortura cesen. 
Por lo anterior, para el Tribunal, 
aceptar o dar valor probatorio 
a declaraciones o confesiones 
obtenidas mediante coacción, 
que afecten a la persona o a 
un tercero, constituye a su vez 
una infracción a un juicio justo. 
Asimismo, el carácter absoluto 


de la regla de exclusión se ve 
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reflejado en la prohibición 
de otorgarle valor probatorio 
no sólo a la prueba obtenida 
directamente mediante 
coacción, sino también a la 
evidencia que se desprende de 
dicha acción. En consecuencia, 
la corte considera que excluir la 
prueba que haya sido encontrada 
o derivada de la información 
obtenida mediante coacción, 
garantiza de manera adecuada 


la regla de exclusión. 


“169. Sin perjuicio de lo 
anterior, este Tribunal observa 
que el comité contra la tortura, 
a partir de una visita realizada 
a México en 2001, indicó que 
*“[nJo obstante las perentorias 
disposiciones constitucionales 
y legales [mexicanas] sobre la 
inadmisibilidad probatoria de 
una declaración coaccionada, 
en los hechos resulta 
extraordinariamente difícil 
para el inculpado lograr la 


exclusión del acervo probatorio 
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de la confesión obtenida 
forzadamente. En la práctica los 
tribunales, ante la retractación 
del procesado de la confesión 
invocada por el ministerio 
público como fundamento de la 
consignación, denunciando la 
tortura o coacción mediante la 
cual se le obligó a prestarla, no 
disponen ningún procedimiento 
independiente para establecer 


si la confesión fue voluntaria”. 


(y 


Veamos cómo define la primera sala 
de la suprema corte de justicia de la 
nación, la prueba ilícita en la tesis la. 
CLXII[/2011, publicada en la novena 
época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, tomo XXXIV, 
agosto de 2011, página 226, de texto: 


“PRUEBA ILÍCITA. 
LAS PRUEBAS 
OBTENIDAS, DIRECTA 
O INDIRECTAMENTE, 


VIOLANDO DERECHOS 
FUNDAMENTALES, NO 
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SURTEN EFECTO ALGUNO. 
La fuerza normativa de la 
Constitución y el carácter 
inviolable de los derechos 
fundamentales se proyectan 
sobre todos los integrantes de 
la colectividad, de tal modo 
que todos los sujetos del 
ordenamiento, sin excepciones, 
están obligados a respetar 
los derechos fundamentales 
de la persona en todas sus 
actuaciones, incluyendo la de 
búsqueda y ofrecimiento de 
pruebas, es decir, de aquellos 
elementos o datos de la 
realidad con los cuales poder 
defender posteriormente sus 
pretensiones ante los órganos 
jurisdiccionales. Así, a juicio de 
esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, 
las pruebas obtenidas, directa 
o indirectamente violando 
derechos fundamentales, 
no surtirán efecto alguno. 
Esta afirmación afecta tanto 


a las pruebas obtenidas por 


los poderes públicos, como 
a aquellas obtenidas, por 
su cuenta y riesgo, por un 
particular. Asimismo, la 
ineficacia de la prueba no sólo 
afecta a las pruebas obtenidas 
directamente en el acto 
constitutivo de la violación 
de un derecho fundamental, 
sino también a las adquiridas a 
partir o a resultas de aquéllas, 
aunque en su consecución 
se hayan cumplido todos los 
requisitos constitucionales. 
Tanto unas como otras han 
sido conseguidas gracias a 
la violación de un derecho 
fundamental -las primeras de 
forma directa y las segundas de 
modo indirecto-, por lo que, en 
pura lógica, de acuerdo con la 
regla de exclusión, no pueden 
ser utilizadas en un proceso 


judicial.” 
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En este orden de ideas, exigir la nulidad 
de la prueba ilícita es una garantía que 
le asiste al imputado; y cuya protección 
puede hacer valer frente a la autoridad 


judicial alegando como fundamento: 


+ El artículo 14 constitucional, 
establece como condición de 
validez de una resolución de 
responsabilidad penal, el respeto 
a las formalidades esenciales del 
procedimiento; 

+ El imputado tiene el derecho 
de que el juez se conduzca con 
imparcialidad, en términos del 
artículo 17 constitucional; y, 

+ Al imputado le asiste el derecho a 
una defensa adecuada, de acuerdo 
con el artículo 8., epígrafes 1., 2, 
incisos c, d, f y g de la convención 


americana de derechos humanos. 


En este sentido, si se pretende el 
respeto al derecho del imputado a ser 
juzgado por una autoridad imparcial, y el 
derecho a una defensa adecuada, es claro 
que una prueba que haya sido obtenida, 


en contravención al orden constitucional, 
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no puede sino ser considerada inválida. 
De otra forma, es claro que el imputado 
sujeto a procedimiento penal estaría en 
condición de desventaja para hacer valer 
su defensa. Por ello, la regla de exclusión 
de la prueba ilícita se encuentra prevista 
en nuestro orden constitucional (artículo 
20, apartado A, fracción IX, de la 
constitución política de los estados 


unidos mexicanos).?? 


Ahora, en el sistema de justicia penal 
acusatorio, al cierre de la investigación 
formalizada, no sigue inmediatamente la 
realización del juicio oral, sino una etapa 
intermedia que también se realiza ante 
el juez de control. Dicha etapa, inicia 
con la formulación de la acusación por 
parte del ministerio público, y tiene por 
objeto principal la preparación del juicio, 
fijando de modo preciso su objeto, los 
sujetos intervinientes y los medios de 
prueba que deberán ser desahogados. 

29 Consúltese la jurisprudencia de la Décima 
Epoca. Registro digital: 160509. Instancia: 
Primera Sala. Tesis: la./J. 139/2011 (9a.). 
Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial 


de la Federación y su Gaceta. Libro lll, 
Diciembre de 2011, Tomo 3, página 2057 


Una de las principales funciones 
del juez de control, durante esta etapa, 
consiste en asegurarse que durante 
la investigación no se hubieran 
cometido transgresiones a los derechos 
fundamentales del imputado y, en su 
caso, garantizar que las consecuencias de 
éstas no se trasladen a la etapa de juicio 
oral. Así, al dictar el auto de apertura a 
juicio, el juez de control debe verificar 
esta situación, y excluir cualquier medio 
de prueba obtenido a partir de una 


violación a derechos fundamentales. 


En consecuencia, será precisamente 
durante la etapa intermedia, cuando 
deba 


planteamientos que considere pertinentes, 


el imputado expresar los 
en torno a la vulneración de sus derechos 
fundamentales, que hayan tenido un 
impacto en la obtención de medios de 
prueba y, en consecuencia, solicitar la 
exclusión de estos del material probatorio 


que va a ser desahogado en el juicio oral. 


y NÍ 
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No hay que perder de vista que, para 
que el nuevo sistema de justicia penal 
funcione adecuadamente, es necesario 
que las cuestiones relativas a la exclusión 
probatoria, derivada de violaciones 


a derechos fundamentales, queden 
definitivamente dilucidadas de forma 
previa a la apertura del juicio oral, de tal 
manera que el juzgador, en esta última 
etapa, tenga como función exclusiva el 
análisis de las pruebas, para determinar la 
existencia del delito y la responsabilidad 


del acusado.*% 


A. Casos paradigmáticos de la prueba 


ilícita. 


a. La confesión obtenida mediante 


engaños. 


Para referir un ejemplo de prueba 
ilícita, cabe citar la confesión obtenida 


mediante engaños; engaños que pueden 


30 Décima Época. Registro digital: 2017059. 
Instancia: Primera Sala. Tesis: la. Lll/2018 
(10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 55, Junio de 
2018, Tomo Il, página 962 


darse, verbigracia, a través de la petición 
de un testimonio a cargo de la persona que 
investiga el ministerio público; omitiendo 
deliberadamente hacer del conocimiento 
del investigado, el derecho contenido 
en el segundo párrafo del artículo 360 
del Código Nacional de Procedimientos 
Penales. Dicha prueba debe excluirse 
al tenor de los artículos 14, numeral 
3, inciso g, del pacto internacional de 
derechos civiles y políticos; y 8, numeral 
2, inciso g, de la convención americana 


sobre derechos humanos. 


A fin de 


precedente, setranscribelaargumentación 


ilustrar la conclusión 


de la primera sala de la suprema corte 
de justicia de la nación, derivada de la 
ejecutoria dictada en el amparo directo 
en revisión 3457/2013. 


Dicha ejecutoria entraña la siguiente 


conclusión: La confesión rendida 
mediante engaños, debe excluirse 
porque: 
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No se informa al imputado 
que el propósito de la solicitud 
de testimonio, es obtener 
material de cargo para fortalecer 
la  judicialización de una 
investigación; de suerte que, por 
esa maquinación, no se respeta 
el derecho humano a la no 
autoincriminación y a guardar 
silencio, del que goza el individuo 
(artículo 20, apartado B, fracción 
IL, de la constitución política de 
los estados unidos mexicanos); 
La fiscalía viola la prohibición 
que la constitución política de 
los estados unidos mexicanos 
le impone, de obtener a 
través de engaño, evidencia 
autoincriminatoria producida 
por el imputado; al ocultarle que 
solicita su testimonio porque 
lo está investigando o pretende 
hacerlo; 

La declaración obtenida con 
violación al derecho a la no 


autoincriminación tiene que 


declararse nula, con independencia 
del medio a través del cual se 
introdujo al procedimiento; y, 

+ La declaración de referencia 
no puede tener ni siquiera un 
valor indiciario, porque tiene 
como objeto una declaración 
autoinculpatoria, obtenida 
con vulneración de derechos 


fundamentales. 


Ahora, la argumentación del amparo 
directo en revisión 3457/2013; se 
cristaliza en la tesis la. CCXXII/2015 
(10a.), de la primera sala de la suprema 
corte de justicia de la nación, publicada 
en la décima época de la gaceta del 
semanario judicial de la federación, libro 
19, junio de 2015, tomo I, página 579, 


que a la letra reza: 


“DERECHO A LA NO 
AUTOINCRIMINACIÓN. 
CASO HEN QUE DEBE 
DECLARARSE NULA Y 
EXCLUIRSE DEL MATERIAL 
PROBATORIOSUSCEPTIBLE 
DE VALORACIÓN 
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LA PRUEBA QUE 
INTRODUCE AL PROCESO 
UNA DECLARACIÓN 


INCRIMINATORIA DEL 
IMPUTADO. El derecho a la no 
autoincriminación, entendido 
como una especificación de 
la garantía de defensa del 
inculpado, está previsto en la 
fracción II del apartado A del 
artículo 20 constitucional y 
en el artículo 8.2, inciso g), 
de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. Este 
derecho no sólo comporta el 
derecho a guardar silencio, 
sino también una prohibición 
dirigida a las autoridades 
de obtener evidencia 
autoincriminatoria producida 
por el propio inculpado a través 
de coacción o engaño. Ahora 
bien, para garantizar que este 
derecho no sea violado, las 
autoridades tienen una serie 
de obligaciones en relación 
con cualquier persona que 


sea sometida a interrogatorio 
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mientras “se encuentra en 
custodia policial o detenida 
ante el Ministerio Público, entre 
las que destacan informar al 
detenido sobre los derechos que 
tienen los acusados a guardar 
silencio y a contar con un 
abogado defensor. En esta línea, 
las autoridades policiacas que 
realizan una investigación sobre 
hechos delictivos o que llevan a 
cabo una detención no pueden 
en ningún caso interrogar al 
detenido. En consecuencia, 
cualquier declaración del 
imputado que se obtenga en 
esas circunstancias tiene que 
declararse nula por violación 
al derecho fundamental a la 
no  autoincriminación. — En 
esos casos, la declaración 
autoincriminatoria debe 
excluirse del material probatorio 
susceptible de valorarse con 
independencia del medio através 
del cual se haya introducido 
formalmente al proceso, ya 


sea propiamente mediante una 
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confesión del inculpado rendida 
ante el Ministerio Público o 
un testimonio de referencia de 
un policía u otra autoridad que 
aduzca tener conocimiento de la 
declaración autoincriminatoria 


llevada a cabo por el inculpado.” 


b. Inobservancia al principio de 
mismidad, en la recaudación de la prueba 


electrónica. 


Es frecuente que en los procesos 
penales, la fiscalía invoque como prueba 
de cargo, las publicaciones hechas en 
alguna red social. Ahora bien, para que las 
publicaciones tengan valor probatorio, es 
indispensable que la prueba en comento, 
cuente con una cadena de custodia que 
proporcione certeza mínima de su origen 
(confróntese el artículo 227 del código 


nacional de procedimientos penales)*'. 


31 Por su importancia, cito la tesis la. 
CCxXCv/2013 (10a.), de la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en la Décima Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 
XXV, Octubre de 2013, Tomo 2, página 1043, 
de texto: “CADENA DE CUSTODIA. DEBE 
RESPETARSE PARA QUE LOS INDICIOS 


Recordemos que la finalidad de la 
cadena de custodia es demostrar la 
autenticidad de los elementos materiales 
probatorios, y de la evidencia física; y 
se aplicará considerando los siguientes 
elementos: identidad, estado original, 


condiciones derecolección, preservación, 


RECABADOS EN LA ESCENA DEL CRIMEN 
GENEREN CONVICCIÓN EN ELJUZGADOR. 
Como la intención de recabar indicios en una 
escena del crimen es que éstos generen el 
mayor grado de convicción en el juzgador, 
es necesario respetar la llamada 'cadena 
de custodia”, que consiste en el registro de 
los movimientos de la evidencia, es decir, 
es el historial de 'vida' de un elemento de 
evidencia, desde que se descubre hasta que 
ya no se necesita. Así, en definitiva, la cadena 
de custodia es el conjunto de medidas que 
deben tomarse para preservar integralmente 
las evidencias encontradas en una escena 
del crimen, requisitos 
esenciales para su posterior validez. Su 


convirtiéndose en 


finalidad es garantizar que todos los indicios 
recabados sean efectivamente los que se 
reciban posteriormente en los laboratorios 
para su análisis, debiendo conocer para tal 
efecto el itinerario de cómo llegaron hasta 
tal fase, así como el nombre de las personas 
que se encargaron de su manejo, pues, de 
lo contrario, no podrían tener algún alcance 
probatorio, pues carecerían del elemento 
fundamental en este tipo de investigaciones 
consistente en la fiabilidad.” 
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embalaje y traslado, lugares y fechas de 
permanencia, y los cambios que cada 


custodio le haya realizado. 


En otras palabras, la finalidad de la 
cadena de custodia es saber dónde se 
encuentra o ubica la evidencia, desde 
que se localiza hasta que deje de ser útil, 
por acuerdo o resolución de autoridad 
competente y bajo la responsabilidad 
de quien tenga a su cargo el caudal 
probatorio aportado por las partes, para 
garantizar que durante todo ese recorrido 
la evidencia es la misma. A esto se le 


conoce como principio de mismidad.*? 


El principio de mismidad determina 
que, invariablemente, lo mismo que se 
encontró en el lugar de los hechos, sea 
lo mismo que sirva de sustento para 
una determinación de responsabilidad 


penal.** 


32 Poder judicial de la federación: Amparo 
directo 97/2016. Segundo tribunal colegiado 
en materia penal del primer circuito. Versión 
pública de la sentencia. p. 103 


33 Poder judicial de la federación: Amparo 
directo 97/2016... p. 103 


Así, en el proceso penal, las evidencias 
obtenidas de medios informáticos, que 
podrían adjetivarse con el carácter de 
prueba electrónica o digital, necesitan 
contar con los registros conducentes que, 
a guisa de cadena de custodia, den certeza 
de su recolección del medio electrónico 


del que dicen provenir.?* 


Como paréntesis, el término evidencia 
electrónica se ha ampliado para incluir, 
enunciativa, mas no limitativamente, 
los registros generados, almacenados 
o distribuidos mediante formato 
electrónico, sino que incluye mensajes de 
texto, chatrooms, mensajes instantáneos, 


entre otros. 


Bajo ese contexto, recordemos que es 
jurídicamente viable el que los avances 
tecnológicos den la posibilidad a 
cualquier persona de poder manipular un 
archivo digital, o el documento impreso 


de su presunto contenido, verbigracia, 


34 Poder judicial de la federación: Amparo 
directo 97/2016... p. 104 
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una nota periodística, una fotografía, 
un reporte estadístico, una factura, una 


conversación, etcétera.** 


De ahí la necesidad de contar con una 
cadena de custodia que, como estándar 
mínimo, dé certeza de que lo aportado 
como prueba digital, ya sea en forma 
meramente electrónica (un archivo) o su 
versión impresa, efectivamente proviene 
de la fuente mencionada, y que su 


contenido es el plasmado en ésta. 


O dicho de otra forma, la cadena de 
custodia, entendida como la puesta en 
marcha del principio de mismidad, busca 
que lo aportado como evidencia digital 
tenga correspondencia con su fuente 


originaria. 


De lo 


en el exceso de considerar veraz la 


contrario, podría caerse 
simple impresión o transcripción de 
una fotografía, o de una conversación 
sostenida mediante medios electrónicos, 


sin mayor soporte más que el dicho de 


35 Poder judicial de la federación: Amparo 
directo 97/2016... p. 104 


quien la aportó. En suma, la cadena de 
custodia se erige como garante de la 
fuente y contenido de la evidencia digital 


que se pretenda ofrecer. 


Por ende, si no se respeta la aludida 
cadena de custodia, esto significa que 
las impresiones obtenidas de una red 
social (fotografías, conversaciones, 
comentarios, opiniones), no son dignas de 
valor probatorio, ante la incertidumbre de 
que efectivamente provienen del aludido 
medio de comunicación electrónica, y 
mucho menos de que su contenido sea el 


que obra en el expediente penal. 


Argumentación, la anterior, que se 
adopta de la sentencia dictada en el 
amparo directo 97/2016, por el segundo 
tribunal colegiado en materia penal del 
primer circuito*; y de la que derivó la 
tesis: 1.20.P.49 P (10a.), consultable en la 


décima época de la gaceta del semanario 


36 Vid in extenso: Poder judicial de la federación: 
Amparo directo 97/2016. Segundo tribunal 
colegiado en materia penal del primer circuito. 
Versión pública de la sentencia. 
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judicial de la federación, libro 38, enero medio O artificio técnico 
de 2017, tomo IV, página 2609, que es 


del tenor siguiente: 


desarrollado a la luz de las 


nuevas tecnologías, desde el 


PRUEBA ELECTRÓNICA O 
DIGITAL EN EL PROCESO 
PENAL. LAS EVIDENCIAS 
PROVENIENTES DE UNA 
COMUNICACIÓN PRIVADA 
LLEVADA A CABO EN 
UNA RED SOCIAL, VÍA 
MENSAJERÍA SINCRÓNICA 
(CHAT), PARA QUE TENGAN 
EFICACIA PROBATORIA 
DEBEN SATISFACER COMO 
ESTÁNDAR MÍNIMO, 
HABER SIDO OBTENIDAS 
LÍCITAMENTE Y QUE SU 
RECOLECCIÓN — CONSTE 
EN UNA CADENA DE 
CUSTODIA. El derecho 
a la inviolabilidad de las 
comunicaciones privadas, 
previsto en el artículo 16 de 
la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 
se extiende a las llevadas 


a cabo mediante cualquier 
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correo o telégrafo, pasando por 
el teléfono alámbrico y móvil, 
hasta las comunicaciones que se 
producen mediante sistemas de 
correo electrónico, mensajería 
sincrónica (chat), en tiempo 
real o instantánea asincrónica, 
intercambio de archivos en 
línea y redes sociales. En 
consecuencia, para que su 
aportación a un proceso penal 
puedasereficaz, lacomunicación 
debe  allegarse  lícitamente, 
mediante autorización judicial 
para su intervención o a través 
del levantamiento del secreto 
por uno de sus participantes 
pues, de lo contrario, sería una 
prueba ilícita, por haber sido 
obtenida mediante violación 
a derechos fundamentales, 
con su consecuente nulidad 
y exclusión valorativa. De 
igual forma, dada la naturaleza 


de los medios electrónicos, 


generalmente intangibles hasta 
en tanto son reproducidos en una 
pantalla o impresos, fácilmente 
susceptibles de manipulación 
y alteración, ello exige que 
para constatar la veracidad 
de su origen y contenido, en 
su recolección sea necesaria 
la existencia de los registros 
condignos que a guisa de 
cadena de custodia, satisfagan el 
principio de mismidad que ésta 
persigue, o sea, que el contenido 
que obra en la fuente digital 
sea el mismo que se aporta al 
proceso. Así, de no reunirse los 
requisitos mínimos enunciados, 
los indicios que eventualmente 
se puedan generar, no tendrían 
eficacia probatoria en el proceso 
penal, ya sea por la ilicitud de 
su obtención o por la falta de 
fiabilidad en ésta. 
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En primer orden, conviene establecer 
cuál es la naturaleza de la tortura; para lo 
cual cito la tesis P. XXI1/2015 (10a.), del 
pleno de la suprema corte de justicia de 
la nación, publicada en la décima época 
de la gaceta del semanario judicial de la 
federación, libro 22, septiembre de 2015, 
tomo I, página 234, de texto: 


ACTOS DE TORTURA. SU 
NATURALEZA JURÍDICA. 
De los criterios jurisdiccionales 
emitidos por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, se 
advierte que se está frente a 
un caso de tortura cuando: (1) 
la naturaleza del acto consista 
en afectaciones físicas 0 
mentales graves; (II) infligidas 
intencionalmente; y, (IM) con 
un propósito determinado, ya 
sea para obtener una confesión 
o información, para castigar 


o intimidar, o para cualquier 


c. Ilicitud derivada de tortura, otro fin que tenga por objeto 
incomunicación y falta de asistencia de menoscabar la personalidad o 
un defensor. la integridad física y mental de 


la persona. Al respecto, debe 
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precisarse que la tortura es una 
práctica proscrita de forma 
absoluta en nuestro sistema 
normativo y constitucional, 
es decir, su prohibición es 
un derecho humano que no 
debido 


a su gravedad y la capacidad 


admite excepciones 
de reducir la autonomía de la 
persona y la dignidad humana a 
grados ignominiosos y, porende, 
su vigencia no puede alterarse ni 
siquiera durante una emergencia 
que amenace la vida de la 
Nación. En ese contexto, si el 
derecho a la integridad personal 
comprende, necesariamente, 
el derecho fundamental e 
inderogable a no ser torturado 
-ni a ser sometido a tratos o 
penas crueles, inhumanos o 
degradantes-, es dable colegir 
que la tortura actualiza una 
categoría especial y de mayor 
gravedad que impone a los 
juzgadores hacer un análisis 
estándares 


cuidadoso bajo 


nacionales e internacionales, 
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tanto en su impacto de violación 
de derechos humanos, como de 
delito. 


También recordemos que la primera 
sala de la suprema corte de justicia de 
la nación, al resolver la contradicción 
de tesis 29/2004-PS, sostuvo que “(...) 
el derecho de no autoincriminación 
debe ser entendido como el derecho que 
tiene todo inculpado a no ser obligado a 
declarar, ya sea confesando o negando 
los hechos que se le imputan; razón por 
la cual se prohíben la incomunicación, 
la intimidación y la tortura e, incluso, 
se especifica que la confesión rendida 
ante cualquier autoridad distinta del 
Ministerio Público o del Juez, o ante 
éstos sin la presencia de su defensor, 


carecerá de valor probatorio. (...)” 


Enconsecuencia,cualquierdeclaración 
autoincriminatoria del imputado rendida 
ante autoridad distinta de la fiscalía o 
del Juez, o ante éstos, sin la presencia 
del defensor, debe declararse nula por 
violación al derecho fundamental a la no 


autoincriminación, con independencia 
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del medio a través del cual se haya 
introducido formalmente al proceso, 
pues es evidente que a dicha declaración 
no puede otorgarse ni siquiera un valor 
indiciario, al ser autoinculpatoria y 
haberse obtenido con vulneración de los 


derechos fundamentales del inculpado.” 


Ahora, de la interpretación al artículo 
16 delaconstitución política delos estados 
unidos mexicanos, deriva que, una vez 
que es detenida una persona por policías, 
al considerar que está cometiendo un 
delito, o inmediatamente después de 
haberlo cometido —lo que se conoce 
como flagrancia—, la obligación de éstos 
es presentarla sin demora injustificada 
ante la autoridad competente (véanse los 
artículos 147 y 308 del código nacional 
de procedimientos penales), a fin de 


que el ministerio público determine si 


37 Décima Época. Registro digital: 2014522. 
Instancia: Plenos de Circuito. Tesis: PC.!II.P. 
3112 P (10a.). Materia(s): Constitucional, 
Penal. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 43, Junio de 2017, Tomo lll, página 1687 


es correcta la causa que dio lugar a esa 
detención, y definir su situación jurídica, 


de lo cual debe quedar registro. 


Así, la obligación de la policía 
consiste en conducir al detenido de 
inmediato a la autoridad ministerial, e 
informar cualquier eventualidad durante 
la ejecución de dicho acto (como por 
ejemplo, una emergencia médica del 
detenido, si la patrulla presentó una 
falla mecánica, o si sufre un percance 


vehicular), para lo cual**: 


+ Los policías no deben desviarse, 
así sea para investigar, en este 
caso, el paradero del denunciante; 

+ Una vez detenido, debe ponerse 
a disposición de la autoridad 
ministerial para que ésta: A. Evalúe 
la legalidad de la detención; y, 
B. Decida si sigue detenido o es 
puesto en libertad. 

38 Décima Época. Registro digital: 2020460. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tesis: 1.10.P.165 P  (10a.) Materia(s): 
Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la 


Federación. Libro 69, Agosto de 2019, Tomo 
IV, página 4529 
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En este sentido, recordemos que 


la corte interamericana de derechos 
humanos, en los párrafos 139 y 140 de 
la sentencia de 23 de noviembre de 2009, 
del caso Radilla Pacheco Vs. Estados 
Unidos 


Preliminares, Fondo, Reparaciones y 


Mexicanos (Excepciones 
Costas), sostiene que las autoridades que 
efectúan la detención son responsables 
de salvaguardar los derechos de los 
detenidos, es decir, atribuyen la calidad 
de garantes a aquéllas respecto a estos, 
pues afirma que el sometimiento de 
detenidos a cuerpos represivos oficiales 

y agentes estatales que actúen con 

tolerancia o aquiescencia del estado, y que 

impunemente practiquen actos contrarios 

a los derechos a la vida e integridad 

personal, representan una infracción al 

deber de prevención de violaciones a los 
citados derechos, aún en el supuesto de 
que no puedan demostrarse.*” 

39 Décima Época. Registro digital: 2020460. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tesis: l1.10.P.165 P  (10a.). Materia(s): 
Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la 


Federación. Libro 69, Agosto de 2019, Tomo 
IV, página 4529 


Luego, “(...) si 


injustificada de la detención generó la 


la prolongación 


producción e introducción de datos de 
prueba, éstos deben declararse ilícitos, 
lo mismo que las diligencias pertinentes 
se hayan realizado en condiciones que 
no permitieron al inculpado ejercer 
el derecho de defensa adecuada, de 
conformidad con los principios de 
debido proceso y obtención de prueba 


lícita. (...) 


En otras palabras, “(...) si la detención 
de una persona, por aducida flagrancia, 
no se da bajo el respeto irrestricto del 
sistema constitucional y convencional, es 
decir, a partir del estricto cumplimiento de 
los requisitos y garantías establecidos de 
forma mínima a favor de la persona que 
sufrió la detención, ésta será considerada 
como arbitraria, al estar prohibida tanto 


a nivel nacional como internacional. Las 


40 Décima Época. Registro digital: 2006471. 
Instancia: Primera Sala. Tesis: la. CCI1/2014 
(10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 6, Mayo de 
2014, Tomo l, página 540 
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consecuencias y efectos de la vulneración 
a lo anterior son la invalidez legal de la 
propia detención, así como de los datos 
de prueba obtenidos de forma directa e 
inmediata con motivo de la misma; esto 
conforme además a los principios de 
debido proceso y obtención de prueba 


lícita.(...)?4 


Luego, “(...) se está ante una dilación 
indebida en la puesta a disposición 
inmediata del detenido ante el ministerio 
público, cuando no existan motivos 
razonables que imposibiliten esa puesta 
inmediata, los cuales pueden tener como 
origen impedimentos fácticos reales, 
comprobables y lícitos, los que deben ser 
compatibles con las facultades concedidas 
a las autoridades, lo que implica que 
los agentes aprehensores no pueden 
retener a una persona por más tiempo del 
estrictamente necesario para trasladarla 


ante el ministerio público; desechando 


41 Décima Época. Registro digital: 2006477. 
Instancia: Primera Sala. Tesis: la. CCI/2014 
(10a.). Materia(s). Constitucional, Penal. 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 6, Mayo de 
2014, Tomo l, página 545 


cualquier justificación que pueda estar 
basada en una supuesta búsqueda de la 
verdad o en la debida integración del 
material probatorio y, más aún, aquellas 
que resulten inadmisibles como serían la 
presión física o psicológica al detenido 
para que acepte su responsabilidad o la 
manipulación de las circunstancias y 


hechos de la investigación. 


En suma, [la] primera sala de la 
suprema corte de justicia de la nación 
estima que la violación al derecho 
fundamental de “puesta a disposición del 
indiciado ante el ministerio público sin 


demora” genera como consecuencias: 


a) la anulación de la confesión del 
indiciado, obtenida con motivo de esa 
indebida retención; 

b) la invalidez de todos los elementos 
de prueba que tengan como fuente directa 
la demora injustificada, los cuales no 
producirán efecto alguno en el proceso 
ni podrán ser valorados por el juez; y, 

c) la nulidad de aquellas pruebas que 
a pesar de estar vinculadas directamente 


con el hecho delictivo materia del proceso 
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penal, sean recabadas por iniciativa de 
la autoridad aprehensora so pretexto 
de una búsqueda de la verdad o debida 
integración del material probatorio -en 
el supuesto de prolongación injustificada 
de la detención-, sin la conducción y 
mando del ministerio público; es decir, 


sin la autorización de este último. 


No obstante, debe precisarse que las 
pruebas obtenidas estrictamente con 
motivo de una detención en flagrancia 
no pueden ser invalidadas por actos 
posteriores, como la obtención de 
pruebas que tengan como fuente directa 
la demora injustificada, a menos que se 
acredite la existencia de vicios propios 
de la misma detención del inculpado 
que determinen que ésta sea considerada 


inconstitucional. (...)”? 


d. Ilicitud emanada de intromisión al 


domicilio sin orden de cateo 


42 Décima Época. Registro digital: 2005527. 
Instancia: Primera Sala. Tesis: la. LlI1/2014 
(10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 3, Febrero de 
2014, Tomo |, página 643. 


Conforme al párrafo once del artículo 
16 de la constitución política de los 
estados unidos mexicanos, se requiere 
una resolución judicial (cateo) para que 
la autoridad perturbe el domicilio del 
particular. Ahora, el código nacional 
de procedimientos penales, en esencia, 
regula dicha institución (cateo), en 
los artículos 282, a 284, 286 a 288; 


destacando este último normativo: 


“(...) Artículo 288. Formalidades 


del cateo 


Será entregada una copia de los 
puntos resolutivos de la orden 
de cateo a quien habite o esté 
en posesión del lugar donde se 
efectúe, o cuando esté ausente, 
a su encargado y, a falta de éste, 
a cualquier persona mayor de 


edad que se halle en el lugar. 


Cuando no se encuentre persona 
alguna, se fijará la copia de 
los resolutivos 


puntos que 


autorizan el cateo a la entrada 
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del inmueble, debiendo hacerse 
constar en el acta y se hará 
uso de la fuerza pública para 


ingresar. 


Al concluir el cateo se 
levantará acta circunstanciada 
en presencia de dos testigos 
propuestos por el ocupante del 
lugar cateado, o en su ausencia 
o negativa, por la autoridad 
que practique el cateo, pero la 
designación no podrá recaer 
sobre los elementos que 
pertenezcan a la autoridad que 
lo practicó, salvo que no hayan 
participado en el mismo. Cuando 
no se cumplan estos requisitos, 
los elementos encontrados 
en el cateo carecerán de todo 
valor probatorio, sin que sirva 
de excusa el consentimiento 
de los ocupantes del lugar. [Lo 


subrayado es propio]. 


Al terminar el cateo se cuidará 
que los lugares queden 
cerrados, y de no ser posible 
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inmediatamente, se asegurará 
que otras personas no ingresen 


en el lugar hasta lograr el cierre. 


Si para la práctica del cateo 
es necesaria la presencia de 
alguna persona diferente a los 
servidores públicos propuestos 
para ello, el ministerio público, 
deberá incluir los datos de 
aquellos así como la motivación 
correspondiente en la solicitud 


del acto de investigación. 


En caso de autorizarse la 
presencia de particulares en 
el cateo, éstos deberán omitir 
cualquier intervención material 
en la misma y sólo podrán tener 
comunicación con el servidor 
público que dirija la práctica del 


cateo. (...)” 


A la luz de esa normatividad, las 
pruebas que se obtengan a partir 
de un cateo que no cumpla con los 
requisitos establecidos en el código 


nacional de procedimientos penales, 
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carecen de eficacia probatoria; ello con 
independencia de la responsabilidad en 
que las autoridades que irrumpan en el 


domicilio pudieran incurrir. 


6. Necesidad de fallo exculpatorio 
en los procedimientos penales, ante la 


presencia de un efecto corruptor. 


En 


“que toda prueba obtenida, 


primer orden, recordemos 
directa 
o indirectamente violando derechos 
fundamentales, no surtirá efecto 
alguno. [Así] la ineficacia de la prueba 
no sólo afecta a las pruebas obtenidas 
directamente en el acto constitutivo de 
la violación de un derecho fundamental, 
sino también a las adquiridas a partir 
o a resultas de aquéllas, aunque en su 
consecución se hayan cumplido todos los 
requisitos constitucionales. Tanto unas 
como otras han sido conseguidas gracias 
a la violación de un derecho fundamental 
—las primeras de forma directa y las 
segundas de modo indirecto—, por lo que, 
en pura lógica, no pueden ser utilizadas 
en el proceso penal. A esta cuestión se 


le conoce como la regla de exclusión de 


la prueba ilícitamente obtenida, la cual 
tiene como objetivo eliminar del caudal 
probatorio aquellas pruebas que hayan 
sido obtenidas contraviniendo las normas 
constitucionales, pero que, sin embargo, 
no afecta la validez del proceso, ya que 
el juez podrá valorar el resto de pruebas 
no afectadas, ya sea en ese momento 
procesal o en una futura reposición del 
procedimiento. Por el contrario, cuando 
el juez advierta la actualización de 
los supuestos que actualizan el efecto 
corruptor del proceso penal, de acuerdo 
a lo establecido por [la] primera sala 
[de la suprema corte de justicia de la 
nación], no podrá pronunciarse sobre la 
responsabilidad penal del acusado, ya 
que el actuar de la autoridad ha provocado 
condiciones sugestivas en la evidencia 
incriminatoria que conllevan la falta de 
fiabilidad de todo el material probatorio, 
viciando tanto el procedimiento en sí 
mismo como sus resultados, por lo que 
procede decretar la libertad del acusado 
cuando la violación produce la afectación 
total del derecho de defensa.”** 

43 Décima Época. Registro digital: 2003564. 


Instancia: Primera Sala. Tesis: la. 
CLXVII/2013 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: 
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Ahora, es importante tener en cuenta, 
que la vulneración de los derechos 
del 


procedimiento penal, puede provocar, 


fundamentales imputado en el 
en determinados supuestos, la invalidez 
de todo el proceso, así como de sus 
resultados, lo cual imposibilitará al 
juzgador para pronunciarse sobre la 


responsabilidad penal del imputado. 


El efecto corruptor se actualiza 
cuando, en un caso concreto, concurren 


las siguientes circunstancias: 


+ La fiscalía realiza alguna conducta 
fuera de todo cauce constitucional y 
legal; 

+ La conducta de la fiscalía provoca 
condiciones sugestivasenlaevidencia 
incriminatoria que conlleven la falta 
de fiabilidad de todo el material 


probatorio; y, 


Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 
2013, Tomo 1, página 537 


+ La conducta de la fiscalía impacta 
en los derechos del imputado, de tal 
forma que se afecte de forma total 
el derecho de defensa y lo deje en 


estado de indefensión. 


Así las cosas, cuando se advierta 
la actualización de estos supuestos, 
se impondrá concluir que no existen 
elementos para advertir la existencia de 


alguna causa de responsabilidad penal.** 


Conclusión 


modo de corolario, el derecho 
a la prueba interactúa con el 
erecho a la defensa adecuada, 
y el derecho al debido proceso; pues 
tales derechos guardan una relación de 
interdependencia, y se traducen en la 
obligación de las personas juzgadoras 
de garantizar la efectividad del proceso, 


y asegurar el pleno goce del derecho 


44 Cfr. Décima Época. Registro digital: 
2003563. Instancia: Primera Sala. Tesis: la. 
CLXVI/2013 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: 
Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 
2013, Tomo 1, página 537. 
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humano de acceso a la justicia. Ergo, la 
impartición de justicia en materia penal, 
debe reconocer la trascendencia de la 
participación de las partes en un proceso 
penal, misma que se hace patente a 
través de su derecho a ofrecer pruebas 
y esgrimir la defensa de éstas, pues a 
través del enfoque garantista propuesto, 
se asegura que las personas juzgadoras 
resolverán las controversias penales, 
sobre la base del respeto a los derechos 


humanos. 


Así, la 


y admisión de pruebas, entraña la 


etapa de ofrecimiento 
obligación para las personas juzgadoras 
de erigirse más allá de observadores 
formales del proceso, pues la labor 
jurisdiccional requiere el aseguramiento 
de estándares adecuados al derecho de 
acceso a la justicia; por ende, los criterios 
de relevancia y admisión de los medios 
de prueba se significan en un filtro que 
de exclusión de medios probatorios, 
que deberán regirse por los principios 
pro probatione o favor probationis, 
contradicción, igualdad de armas, licitud 


y regularidad probatoria. 
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Prueba, valoración e inferencias. 
El razonamiento probatorio 
en la motivación de los hechos 
a propósito del análisis del 
razonamiento probatorio de la 
sentencia 2182/2018 del Tribunal 
Superior Español 


Juez Mtro. Jahaziel Reyes Loaeza 
Introducción 


no de los ejes esenciales de 
la sentencia penal, ha sido la 
motivación como mecanismo 
para frenar los actos arbitrarios de los 
jueces,' por las relevantes consecuencias 
y efectos que producen sus decisiones, 
dentro de las cuales encontramos 
principalmente la afectación a la libertad, 
entre otras consecuencias jurídicas. 


Razón por la cual, la fundamentación y 


1 Andrés, P: Los hechos en la sentencia penal. 
1? . Ed. México. 2007; p. 43. 


motivación constituyen el eje que soporta 
la validez y legitimidad? de la decisión 
judicial.? 

Si de motivación hablamos en 
el escenario del proceso judicial, es 
necesario reconocer que dentro de la 
argumentación que se expresa en la 
sentencia, existe un doble análisis. Por un 
lado, la motivación fáctica o el juicio de 
hechos; y por otro, la motivación jurídica 


o juicio de derecho.* 


Para los efectos del presente, dado 
que este análisis se direcciona hacia el 
razonamiento probatorio, prescindiremos 
del juicio de derecho y únicamente nos 


avocaremos al juicio de hechos. 


2  Ferrajoli, L: Derecho y razón. Teoría del 
garantismo penal. Traducción Andrés lbañez 
y otros. Madrid, España. 1995; p.622 y 623. 


3 Arroyo, J. M y Rodríguez, A: Lógica Jurídica 
y motivación de la sentencia penal. San José, 
Costa Rica.2002; pp 4 y 5. 


4 Arroyo, J. M y Rodríguez, A: Lógica Jurídica 
y..., Pp. 98 y ss. 
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La justificación de los hechos 
involucra algunas reflexiones respecto 
de cuál es verdaderamente el objeto 
del juicio fáctico en donde juega un rol 
fundamental la prueba, dado los diversos 
posicionamientos doctrinarios que se 
han generado al respecto. Por un lado, 
un grupo importante sostiene que toda la 
actividad probatoria se encuentra dirigida 
a la justificación o acreditación de los 
hechos; por otro lado, mayoritariamente 
la doctrina sostiene que los hechos como 
circunstancias del mundo y ajenas al 
proceso, no pueden demostrarse, por lo 
que únicamente puede ser materia de la 


prueba las afirmaciones de hechos.* 


Adoptaremos esta segunda idea, pues 
en mi opinión los hechos como parte de la 
realidad suceden o acaecen en el mundo, 
con total independencia del contexto 
jurídico y mucho menos de la existencia 
o no del proceso, de lo que se sigue que 


éstos en el ámbito del mundo no pueden 


desarrollo de dichos 
posicionamientos en Miranda, M: La mínima 
actividad probatoria en el proceso penal. 


Barcelona, España.1997; pp. 26 y ss. 


5 Véase el 


calificarse de falsos o verdaderos, sino 
simplemente de acaecidos o no, pues su 


naturaleza es ajena a la verdad.* 


dada la 


inescindible que se asume entre prueba 


Pero vinculación tan 
y verdad, - de donde se han originado 
grandes debates respecto a la finalidad 
de la prueba, cuyo análisis escapa de 
esta pequeña reflexión- asumiré que 
efectivamente existe una relación de 
la prueba, pero principalmente con los 
hechos, bajo la óptica de que su relación es 
en atención a las afirmaciones de hechos 
y no a hechos desnudos o acaecidos en 
el pasado, si queremos llamarlos así, más 
allá de si el proceso busca o no la verdad 


de esas afirmaciones de hechos. 


Por tanto, aceptaremos como plausible 
que una de las finalidades institucionales 
de la prueba jurídica es la determinación 
de la veracidad o no de las afirmaciones 
de hechos como horizonte a dirigir la 
actividad probatoria, sin desconocer 


que existen otros fines igualmente 


6 González, D: Questio Facti. En Ensayos 
sobre prueba, causalidad y acción. Bogotá, 
Colombia. 2005; p. 97. 
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institucionales dentro del proceso, como 
es el respeto a los derechos fundamentales 


en la recolección probatoria, entre otros.” 


Esto hace necesario determinar qué 
debe entenderse inicialmente por prueba, 
así como las distintas concepciones que 
se utilizan tan de manera disímbola al 


referirse a dicho concepto. 


Si nos referimos al concepto “prueba” 
fuera del 


específicamente en el ámbito científico, 


contexto jurídico, más 
se entenderá que se hace referencia a 
un fenómeno observable que permite la 
comprobación empírica, a través de la 
verificación de procedimientos reiterados 
que produzcan el mismo resultado en 
análogos procesos, para determinar la 
veracidad, no absoluta sino al menos 
refutable, de una regla general o universal 


determinada inductivamente.* 


7 Dela misma posición Ferrer, J: Motivación y 
racionalidad de la prueba. Lima, Perú. 2016; 
p. 154. 


8  Magee, B: Popper, México. 2000; pp. 24 y ss. 


I. La prueba en el contexto jurídico 


a prueba en el hábito jurídico 

es considerablemente diferente 

a la de otras ciencias, como 
las naturales, por citar un ejemplo, en 
atención a: 1.- La clase de conclusiones 
que pretende extraerse de ellas —la 
determinación de la veracidad de 
afirmaciones de hechos; 2.- Su limitación 
a hechos particulares o individuales 
3.- 


esos hechos 


jurídicamente relevantes; Su uso 
inferencial que parte de 
particulares, para asumir conclusiones 
relativas; 4.- Su fin particular de otorgar 
consecuencias jurídicas; 5.- No busca 
establecer leyes generales, sólo tiene 
aplicación relativa para la resolución de 


un conflicto.? 


Adicionalmente, no debemos perder 
de vista todas las limitaciones que 
presenta la prueba jurídica y que afecta 
la calidad epistémica del conocimiento 
que se pueda adquirir en el proceso, 


que en muchos casos resultan contra- 


9 Ferrer, J: Motivación y racionalidad, pp. 180 y 
ss. 
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epistémicas, como son: 1.- Las que 
impone el propio proceso judicial, es 
decir, el marco formal y reglado en que 
se debe generar la producción de la 
prueba; el lapso temporal en que deban de 
producirse, así como en el que el juez debe 
decidir la controversia; la circunstancia 
que sean las partes quienes incorporen 
la prueba al proceso, quienes persiguen 
intereses específicos y no necesariamente 
la búsqueda de la verdad; la eventual 
manipulación del material probatorio o 
bien, la omisión de presentar medios de 
prueba que pudieran ser perjudiciales a 
los propios intereses de las partes. 2.- La 
institución de cosa juzgada al establecer 
un límite a la discusión jurídica, pues 
una vez decididos los hechos de la 
sentencia y adquiriendo firmeza dicha 
decisión judicial, constituye la veracidad 
de las afirmaciones de los hechos; y no 
puede someter a discusión los hechos ya 
decididos en un ulterior proceso. 3.- Las 
reglas sobre la prueba, dado que existe 
una gran cantidad de reglas jurídicas 
acerca de la recolección, ofrecimiento, 
admisión y desahogo de los medios 


de prueba, así como limitantes contra- 


epistémicas como la exclusión de 
prueba relevante pero obtenida con 
vulneración de derechos fundamentales, 
las prohibiciones probatorias, entre otras 


más. 


1. Diversidad de concepciones acerca 


de la prueba 


Ya marcados algunos matices o rasgos 
que pueden diferenciar a la prueba en los 
contextos científicos y en los jurídicos a 
través de sus características, es oportuno 
referirnos a qué se ha entendido por 
prueba en el ámbito jurídico. Al 
respecto existe una gran diversidad 
conceptual de la prueba, pareciera así 
que el término “prueba” goza de una 
extrema ambigúedad por tener una gran 
diversidad de significados, dependientes 
de cada autor. De ahí que es indispensable 
hacer una distinción conceptual que 
englobe las distintas concepciones y nos 
permita establecer claras diferencias para 
saber a qué nos estaremos refiriendo en 
lo sucesivo como prueba, lo cual nos 
permitirá hacer una distinción entre 


“prueba” y “razonamiento probatorio”. 
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Así, se asumen las tres perspectivas 
más consolidadas de los distintos usos 
del vocablo “prueba” dentro del contexto 
jurídico, las cuales son: prueba como 
medio de prueba; prueba como actividad 


probatoria y prueba como resultado. '” 
A. Prueba como medio de prueba 


Se concibe como los datos O 


informaciones susceptibles de ser 
percibidos a través de los sentidos, 
que constituyen elementos de juicio 
a favor o en contra de la verdad de 
alguna afirmación relativa a un hecho 
jurídicamente relevante. Aunque Ferrer 
hace dos distinciones desde este punto de 
vista de la prueba: aquella que la visualiza 
como abstracta o genérica y otra como 
concreta o específica. En la primera, 
hace referencia a los tipos o clases de 
antecedentes que pueden ser utilizados en 
juicio sin personalizar el medio de prueba 
(testimonial, documental, pericial, etc); 


en tanto que la segunda, hace alusión al 


10 Gascón, M: Los hechos en el derecho. 
Barcelona, España. 2010; pp 76-85. 


medio de prueba individualizado dentro 
de un determinado proceso (ejemplo el 


testigo “X”, el documento ““Y”). 


B. Prueba como actividad probatoria 


En este sentido se hace referencia 
al procedimiento formal y reglado que 
establece el marco institucional del 
proceso para incorporar los medios de 
prueba específicos al juicio y se funde en 
ellos la decisión judicial. Incluyéndose 
desde luego la actividad desarrollada 
de las partes, para la conformación 
de la prueba y con los controles de 
contradicción previamente establecidos. 
Esta actividad probatoria determina con 
qué base probatoria se contará para tomar 


la decisión judicial sobre los hechos. 


C. Prueba como resultado probatorio 


Es utilizada para designar la 


comprobación de una determinada 
hipótesis de hecho que constituye el 
resultado de la valoración probatoria 
por parte del juez tanto individualizada 


como en su conjunto, de los medios de 
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prueba aportados al proceso. También 
se puede estar refiriendo al resultado 
de la valoración conjunta de todos 
los medios de prueba aportados al 
proceso y considerar si ellos resultan 
o no suficientes para la acreditación de 
una hipótesis de hecho, conforme a los 


estándares de prueba requeridos. 


Como podrá advertirse, estas tres 
concepciones de prueba abarcan las 
múltiples visiones de lo que se ha 


denominado prueba jurídica. 


Ahora, cuando hablamos de “prueba 


como resultado probatorio”, nos 
remitimos a los resultados finales de 
la valoración de la prueba que realiza 
el juez, es decir, damos por sentada la 
crítica racional intermedia que hace el 
juzgador de cada uno de los medios de 
prueba, y de éstas en su conjunto, así 
como las inferencias probatorias que le 
permiten tener como verdaderas ciertas 


afirmaciones de hechos. 


2. Aclaraciones sobre la prueba 


directa y la indirecta 


En función de ello y para comprender 
de manera adecuada el iter probatorio 
que lleva de la prueba —como medio 
de prueba- al establecimiento de los 
hechos en la sentencia penal, al cual 
llamaremos razonamiento probatorio, es 
fundamental abordar una distinción más 
que ha originado durante largo tiempo 
una confusión terrible tanto en el ámbito 
de la valoración como en el ámbito del 
establecimiento de los hechos probados. 

Me refiero a la 


distinción de la llamada prueba directa 


concepción y 


y prueba indirecta, para poder clarificar 
ciertos malos entendidos y darles el 
lugar que verdaderamente merecen 
en ese iter probatorio. De esta manera 
podremos sugerir más adelante lo 
que ontológicamente debe asumirse, 


especialmente por prueba directa. 


Han sido diversas las concepciones de 
prueba directa y prueba indirecta, como 


se muestra enseguida: 
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Algunas veces la distinción entre 
prueba directa e indirecta se funda en 
el carácter mediato o inmediato del 
conocimiento de los hechos, por lo que, 
bajo esta concepción, prueba directa sería 
la observación inmediata del hecho al 
que ese enunciado se refiere; en tanto que 
prueba indirecta sería el procedimiento 
probatorio a través de inferencias que 
permiten llegar al hecho que se prueba 
a partir de otros datos o hechos probados 


directamente. 


Otras veces se funda en la diferente 
estructura lógica de la inferencia. De tal 
suerte, que sería prueba directa cuando 
en la inferencia se utilizan leyes lógicas 
y científicas que conducen a resultados 
necesarios; y prueba indirecta sería 
cuando en la inferencia se usan simples 
máximas de experiencia que conducen a 


resultados sólo probables. 


Aunque la concepción mayoritaria 
sobre esta distinción, a la que Gascón 
llama “canónica” por ser la más usada en 


la doctrina, así como en la jurisprudencia, 


asume a la prueba directa como aquella en 
la que el hecho que se quiere probar surge 
directa y espontáneamente sin mediación 
alguna de raciocinio, del medio o fuente 
de prueba y adicionalmente, es capaz 
por sí sola de fundar la convicción 
judicial sobre ese hecho (tales como la 
testimonial y la documental). En tanto 
que, la prueba indirecta sería aquella 
en la que el hecho que se quiere probar 
no surge directamente del medio o 
fuente de prueba, sino que se precisa 
adicionalmente del razonamiento del 
juzgador y además es incapaz por sí sola 
de fundar la convicción judicial sobre ese 
hecho.'' 
Desafortunadamente tanto en la 
doctrina como a nivel jurisprudencial, 
se ha sostenido con toda convicción que 
la prueba directa es aquella en la que 
la demostración del hecho enjuiciado 
surge de modo directo e inmediato del 
medio de prueba utilizado; en cambio 
en la prueba indirecta o llamada por 
algunos, prueba indiciaria es aquella 
11 Alrespecto véanse las distintas concepciones 


de prueba directa e indirecta en Gascón, M: 
Los hechos en..., pp. 86 y ss. 
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que se dirige a mostrar la certeza de 
unos hechos parciales —indicios- que 
no son los constitutivos del delito, pero 
de los que pueden inferirse éstos y la 
participación del acusado por medio 
de un razonamiento basado en el nexo 
causal y lógico entre los hechos probados 


y los que se trata de probar.'? 


Sin embargo, dicha concepción de 
prueba directa a pesar de ser mayoritaria 
y sostenida en la jurisprudencia, tal como 
lo señala Gascón, resulta equivocada 
por fundarse en una acrítica percepción 
de la estructura de los procedimientos 
dado 


sustanciales 


probatorios, que no existen 


diferencias entre las 
llamadas pruebas directas e indirectas al 
menos desde la óptica del razonamiento 
probatorio, pues en ambos casos están 
presentes inferencias probatorias como 
parte del razonamiento que realiza el 
juzgador en la valoración de la prueba 


para la acreditación de los hechos. '* 


12 De esta manera resume Miranda, M: La 
mínima actividad probatoria, pp 217-22, la 
definición del Tribunal Constitucional 


13 De la misma posición González, D: Questio 
Facti..., pp. 92 Y SS. 


De ahí, que la prueba directa solamente 
cobra sentido si se refiere a prueba en 
sentido estricto y no a los procedimientos 
probatorios —inferencias-, es decir, que 
únicamente puede tener como distintivo 
que la información versa directamente 
sobre el hecho principal que se pretende 
probar y no más. Pero tal circunstancia, 
no implica que por ese sólo hecho tenga 
la capacidad convictiva para que el juez 
sin más, deba tener por acreditado el 
hecho. 


Una cosa es que el contenido de la 
prueba directa recaiga sobre la percepción 
del hecho principal y otra muy distinta, 
que la valoración de la prueba directa — 
que es el momento donde se manifiesta el 
razonamiento probatorio-, eventualmente 
pueda ser mayor que el de la prueba que 
no verse directamente sobre los hechos, 
por su menor cadena inferencial para 
el establecimiento de los hechos con 


respecto a la prueba indirecta. 
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Motivo por el cual trataremos de 
corroborar a lo largo de este trabajo la 
hipótesis sostenida por Gascón, aunque 
desde un punto de vista diverso, es 
decir, no respecto al contenido sobre lo 
que versa la prueba directa, ya que tal 
situación no se discute sino que la prueba 
directa como tal no existe desde la óptica 
de demostración inmediata o directa de 
los hechos, en el sentido que tal prueba 
no pone al juez en contacto directo con 
los hechos para darlos por probados sin 
más, sino depende, en todo caso, de la 
valoración que se realice del medio de 
prueba, lo cual implica la ineludible 


existencia de inferencias.!* 


3. Algunas referencias a la prueba 
personal y sus malos entendidos. La 
necesaria inferencia en la prueba directa 


y en la prueba indirecta 


Volviendo sobre la prueba directa, 
generalmente se le ha ligado con la 


prueba personal o testimonial, en los 


14 De esta misma opinión Andres Ibañez, P.: 
Los hechos en la sentencia penal. México. 
Ed. Fontamara; p. 218.; así como González 
Laguier, D.: Questio Facti..., pp. 92 y ss. 


supuestos en que el testigo pudo percibir 
en su totalidad el evento delictivo. 
Por ejemplo: “Juan vio matar a Pedro 
con un arma de fuego en determinadas 
circunstancias” y que con posterioridad 


lo narre en el tribunal. 


Por ende, al escuchar su testimonio 
durante el juicio afirma que vio oO 
pudo de percatarse de dicho suceso. 
Desafortunadamente, existe la 
equivocada creencia que en tales casos, 
no hay otra cosa sino creerle o no 
creerle al testigo para la determinación 
del hecho, mientras que cuando se vale 
de indicios, llega al hecho a probar a 
través de un razonamiento más o menos 


complicado. '* 


En tales condiciones, lo dicho por 
Juan no puede llevar al juzgador sin 
más a sostener que efectivamente “Juan 
mató a Pedro con un arma de fuego”, 
pese a que el testigo hubiese narrado con 
toda claridad y detalle tal circunstancia, 
pues de hacerlo así, se suprimiría el 
15 Carnelutti, F.: Derecho y Proceso. Traducción 


de Sentis Melendo. Ed. Ejea. Buenos Aires. 
1971; pp. 145 y146. 
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razonamiento probatorio consistente en 
la valoración de la prueba, en el caso 
de la declaración de Juan, pues para 
que el juzgador se encuentre en aptitud 
de tener por cierta tal afirmación, 
necesariamente deberá de manera previa 
hacer una evaluación de la credibilidad 
del testimonio de Juan a través de la 
valoración específica de esa fuente de 
prueba. Aún cuando no existan reglas 
determinadas para tal fin, dada la libre 
valoración de la prueba, ésta se encuentra 
sujeta en todos los casos a parámetros 
de racionalidad para poder generar un 
control intersubjetivo posterior!? y es en 
dicha evaluación, donde también resultan 
aplicables los procesos inferenciales 
para la determinación de la credibilidad, 
pues ésta no se evalúa por la simple 
intuición del juzgador'”. Será después 
de la valoración que se realice de dicho 
testimonio, tanto individualmente como 
a través del contraste con las otras fuentes 


de prueba, que podrá considerarse a dicho 


16 Ferrer Beltrán, J.: Motivación y racionalidad 
.., p. 155. 


17 Al menos en los sistemas que adoptan el civil 
law, al exigir la motivación de la sentencia por 
parte del tribunal letrado. 


testimonio como prueba válida para 
efectos de tener por ciertas determinadas 


afirmaciones de hechos. 


De igual manera el ejercicio inferencial 
que abarca el razonamiento probatorio en 
la valoración no solamente se encuentra 
presente en la prueba directa, sino 
también en la llamada prueba indirecta, 
aun cuando ésta no recaiga sobre los 


hechos principales. Ejemplos: 


- Santiago vio entrar a Juan al 
domicilio de Pedro y enseguida 
escuchó un disparo. 

- Que el policía afirmó detener a 
Juan cinco minutos después del 
disparo y le aseguró un arma de 
fuego. 

- Que el perito químico sostuvo 
que se encontraron restos de bario 
y plomo en las manos de Juan, 
que pueden ser compatibles con 
vestigios de pólvora por realizar 


un disparo. 
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- Que el perito médico sostuvo que 
Pedro murió a consecuencia de un 
disparo por un hemorragia masiva 
interna. 

- Que el perito en balística afirmó 
que la ojiva encontrada dentro del 
cuerpo de Pedro, fue disparada del 
arma que le fue asegurada a Juan. 

- Que el perito en dactiloscopia 
afirma que fueron encontradas 
las huellas de Juan en el arma 


homicida - etc. 


Como puede verse en el ejemplo, 
cada fuente de prueba informa hechos 
parciales que no abarcan directamente 
el hecho principal, a lo que se hacen 
necesarios dos pasos. Primero, evaluar 
individualmente cada fuente de prueba 
a través de la valoración dentro de 
necesariamente 


la cual se realiza 


un razonamiento  inferencial —que 


llamaremos inferencia valorativa-, y 
de ser positivamente creíble, dar por 
cierto el hecho parcial que derive de su 
contenido, para posteriormente, realizar 
un segundo razonamiento inferencial — 


que llamaremos inferencia probatoria, 


para distinguirla de la anterior- que 
conecte los hechos asumidos como 
ciertos, con aquellos sobre los cuales 
no existe información directa de alguna 
fuente de prueba, para asumirlos como 


ciertos, en un alto grado de probabilidad. 


Luego, las inferencias valorativas no 
son exclusivas de la prueba indirecta, 
sino de igual manera se ven presentes 
en la valoración de la prueba directa, al 
momento de determinar su credibilidad, 
tanto de una como de la otra; las cuales 
habrán de distinguirse de las inferencias 
probatorias que se encuentran fuera 
de la valoración de la prueba, al partir 
de hechos base probados, para la 
determinación de otros hechos sobre los 


que no existe información. 


4, El problema de la inmediación en 


la prueba personal 


La inmediación en la práctica de la 
prueba a lo largo del tiempo ha generado 
diversos posicionamientos en relación a 
su impacto en la valoración de la prueba, 


sosteniendo en algunos momentos que 
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resulta especialmente relevante que el 
juez reciba la prueba de manera directa 
para poder obtener impresiones que 
son difícilmente comunicables, pero 
que le ayudan a valorar la prueba y 
adicionalmente, que esta valoración es 
subjetiva y por tanto, no puede motivarse 


o justificarse. '* 


Se ha afirmado también la superioridad 
del juicio presencial que ofrece la ventaja 
que en la viva voz hablan también el 
rostro, los ojos, el color, el movimiento, 
el tono de voz, el modo de decir y tantas 
otras pequeñas circunstancias, que 
modifican y desarrollan el sentido de las 
palabras y suministran tantos indicios 
a favor o en contra de lo afirmado con 


ellas.!? 


El gran problema de la inmediación 
surge en el momento de la adopción de la 
libre valoración de la prueba, pues al no 


haber reglas específicas al respecto, fue 


18 Véase una posición crítica a este respecto en 
González, D: Questio Facti..., p. 155. 


19 Pagano, F: Considerazioni sul processo 
criminale. Napoli. 1749; p. 106, cit. pos, 
Ibañez, P: Los hechos en..., p. 194. 


entendida como la captación emocional 
o intuitiva de lo expresado por la 
prueba, como una suerte de adivinación 
o capacidad especial del juzgador para 
leer el cuerpo como factor de valoración 
para formar su convicción, lo que 
vuelve imposible cualquier intento 
de racionalizar u objetivar el proceso 
de formación de conocimiento en la 
determinación de los hechos anclarse 
tales circunstancias en la subjetividad del 


juzgador.? 


No obstante lo anterior, no debe 
afirmarse que la inmediación no tiene 
ninguna relevancia dentro del juicio. 
Todo lo contrario, pero debe ser entendida 
de una manera totalmente separada de la 
valoración de la prueba. Lo que implica 
que su alcance incida únicamente en la 
formación y producción de la prueba, es 


decir, en la recepción de la información 


20 Así fue sostenido en otros tiempos por la 
Sala Segunda del Tribunal Supremo en la 
Sentencia 2039/2001 en la que se sostenía 
“esta Sala carece de la posibilidad de modificar 
una decisión sobre los hechos fundada 
en la impresión obtenida por el tribunal de 
instancia directamente de las declaraciones 
presentadas en el plenario”. 
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de las verdaderas fuentes de prueba?!, y 
no acerca de la información referida por 
terceros que no percibieron los hechos. 
Adicionalmente, la  inmediación 
juega un papel instrumental para la 
efectividad de otro principio como lo es 
la contradicción, el cual a través de los 
cuestionamientos de las partes —examen 
y contraexamen- brinda la posibilidad 
de confrontar una versión lineal, pedir 
explicaciones, rectificaciones, evidenciar 
autocontradicciones de lo afirmado, todo 
con el fin de elevar el nivel de confianza 
de la 


fuente de prueba, para ser sometida a la 


información resultante de la 


valoración crítica del juzgador. 


21 Las referencias aquí vertidas sobre “fuente 
de prueba” deben entenderse en el contexto 
utilizado por Sentis, S: La prueba. Los 
grandes temas del derecho probatorio. 
Buenos Aires. pp. 147 y ss, esto es, como la 
parte de la realidad que constituye materia 
de percepción. Así, la fuente de prueba es el 
hecho del cual se sirve el juez para deducir 
la propia verdad; y aterrizando esta visión, 
la fuente de prueba sería la declaración del 
conocimiento del testigo. 


Pero de ninguna manera puede 
aceptarse la lectura del lenguaje gestual, 
la actitud del declarante, nerviosismo, 
tartamudeo, inseguridad en la expresión, 
entre otros, pues tales escenarios 
conductuales pueden tener su origen en 
una gran diversidad de circunstancias 
ajenas a la credibilidad o fiabilidad de 
un testigo, dado que no existe respaldo 
empírico o científico consolidado 
que asuma al lenguaje corporal como 
indicadores de veracidad o mendacidad 


en las declaraciones. 


Por ello, estoy convencido que no 
pueden considerarse esos elementos en 
la valoración para que el juez asuma 
su convicción sobre la veracidad de los 
hechos, pues no habría forma de control 
de dicha valoración por tener un respaldo 
en las meras creencias del juzgador, lo que 
la convertiría no solamente en subjetiva, 
sino además en irracional; aunque el 
gran peligro es que realmente incidan en 
su decisión, pero no sean manifestados 
en la motivación y se incurra en una 


sobrevaloración de lo afirmado por un 
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testigo. De ahí que debe haber controles 
para la determinación de la solidez de las 


inferencias que se realicen al respecto.” 


Esa es la razón por la que se coincide 
con Andrés Ibáñez, en el sentido que 
la inmediación no es un método de 
adquisición de conocimiento, sino un 
medio de empleo en el juicio de instancia 
necesario pero no suficiente a aquel 
efecto, necesario por permitir que se 
incorpore información a través de las 
fuentes de prueba, pero insuficiente en 
atención a que debe pasar tal información 
por el tamiz de la valoración de la prueba 
para poder producir efectos probatorios 


de acreditación. 


5. La valoración de la prueba y las 


inferencias 


22 Véase el modelo de control de la justificación 
de los enunciados probatorios en Accatino, 
D:(coordinadora) Formación y valoración de 
la prueba en el proceso penal. Chile. 2010; 
pp. 125 y ss.. 


23 Andrés, P: Los hechos en ..., p. 216. 


Hasta aquí he tratado de clarificar 
la necesaria existencia de inferencias 
en la valoración de la prueba directa e 
indirecta, lo que me lleva a aseverar que 
la valoración de la prueba —especialmente 
la valoración individual de un medio de 
prueba- no es otra cosa que una cadena 
más o menos compleja de argumentos 
unidos a través de una inferencia para 
otorgarse credibilidad a la información 
producida y así pueda tener efectos de 
acreditación de hechos. 

Pero al mismo 


tiempo, en un 


determinado aspecto, la inferencia 
puede desvincularse de la valoración 
de la prueba y aun así subsistir en el 
razonamiento probatorio del juzgador — 
a la que hemos denominado inferencia 
probatoria, en contraposición de la 
inferencia valorativa- para la acreditación 
de determinadas afirmaciones de hechos, 
especialmente cuando se carece de 
información específica o directa sobre tal 
hecho. Me refiero aquí a lo que durante 
mucho tiempo y de manera errónea han 


denominado prueba indiciaria, pues en 
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sentido estricto no es sino una inferencia 
probatoria, cuyo punto de partida no es 


la prueba, sino los hechos base probados. 


Ahora bien, se ha sostenido que la libre 
valoración de la prueba es tal en tanto no 
se encuentra sujeta a ataduras legales 
o normas jurídicas que predeterminen 
el resultado de esa valoración,?** lo cual 
no implica que otorgue una posición al 
juzgador de absoluta libertad, pues por el 
contrario, tal actividad intelectiva debe 
ser sometida a las reglas de la lógica 
y a la racionalidad?” con el único fin 
de poder generar un control posterior 


intersubjetivo en instancias superiores 


24 Ferrer, J: La valoración racional de la prueba. 
Madrid. 2007; p. 45. 


25 En este punto abandonamos las frases 
sacramentalmente utilizadas en la mayoría de 
códigos “las máximas de la experiencia y los 
conocimientos científicamente afianzados” 
para sustituidos por 
“racionalidad” pues tales parámetros están 
justamente dentro de la racionalidad, como se 
explicará en el desarrollo de los parámetros 
de solidez de las inferencias. 


ser el concepto 


en caso de impugnación de la decisión 
por inadecuada motivación del juicio 
fáctico. 

No obstante lo antes señalado, 
empezaré por tratar de clarificar cuál es 
el papel que juegan las reglas de la lógica 
— en específico la proposicional- en la 
valoración de la prueba. Considero que la 
respuesta a dicho cuestionamiento es que 
ninguno —al menos en el acto mismo de 
la valoración-; es decir, las reglas lógicas 
están pensadas como fórmulas para 
estructurar un razonamiento correcto, 
aunque no necesariamente verdadero, 
pues esto dependerá de las premisas 
que fijemos en cada parte del silogismo. 
Así, aun cuando se utilice un método 
deductivo que asegura una conclusión 
correcta, si las premisas utilizadas en 
dicho silogismo son falsas, aun así el 
razonamiento sería correcto, aunque no 
verdadero a consecuencia de la falsedad 


de las premisas. 


26 Cerda, R.A: Valoración probatoria y control 
del juicio fáctico, México. 2016; pp. 151 y 152. 
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Entonces, las reglas de la lógica 
proposicional son de utilidad no en la 
valoración misma de la fuente de prueba, 
sino en la estructuración del argumento 
valorativo, lo que las convierte en una 
camisa de fuerza de la cual no pueden 
escapar los argumentos de valoración. 
Así, éstas nos permitirán analizar si el 
argumento de valoración para determinar 
la credibilidad o no del medio de 
prueba, o bien, la acreditación de un 
hecho inferido, se realiza mediante un 


razonamiento correcto. 


Si lo anterior es así, la valoración de la 
prueba únicamente se encuentra sometida 
a parámetros de racionalidad, es decir, el 
juzgador cuenta con absoluta libertad 
para establecer las razones por las cuales 
valora positiva o negativamente un 
medio de prueba, con la única sujeción 
a que tales razones sean racionales en 
el contexto específico del caso que se 
evalúa. Sería imposible expresar en el 
presente análisis cuales podrían ser esos 
parámetros racionales de valoración, 
pues siempre dependerá del caso y 


contexto particular. No obstante, la 


doctrina y la jurisprudencia, asumiendo 
diversos hallazgos de la psicología del 
testimonio así como de la psicología 
de la memoria, han trazado algunos 
parámetros para la crítica de la prueba 
personal desde la racionalidad lo mismo 
ha sucedido con las pruebas científicas 
o periciales, donde se han establecido 
parámetros para su apreciación desde la 
epistemología de la ciencia, aunque tales 
parámetros deben ser considerados de 
manera relativa, es decir, como un norte 
orientador pero en ningún caso como 
reglas o leyes universales que inserten 
por esa vía nuevamente un sistema de 


prueba tasado. 


Sino es posible enlistar los parámetros 
de racionalidad en la valoración de 
la prueba y las reglas de la lógica 
únicamente nos serán útiles para analizar 
si la conclusión de la valoración —positiva 
o negativa- en función de las premisas 


utilizadas es racional. 


Lo que debe ser sujeto de control 
intersubjetivo posterior, en la valoración 


de la prueba, son dos parámetros: por 
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un lado, la solidez de la máxima de 
la experiencia o argumento racional 
utilizado como premisa en el ejercicio 
inferencial, así como que el resultado 
obtenido —ya sea de credibilidad o de 
acreditación de hechos- sea producto de 


una inferencia correctamente realizada. 


En otras palabras, que el argumento 
utilizado para la valoración sea racional 
y que su aplicación en la inferencia sea 
efectivamente su resultado consecuente. 
De tal suerte, que habrá una incorrecta 
motivación de hechos, el argumento 
utilizado en la valoración no es racional, 
o bien, siendo racional no produzca la 
conclusión a la que se arriba por una 


incorrecta formulación de la inferencia. 


6. Las inferencias probatorias. Su 


estructura 


Por lo expuesto, es indispensable 
analizar a mayor detalle lo que es 
una inferencia probatoria para no 


confundirla con saltos lógicos o saltos 


de fe en la valoración de la prueba, que 
recurrentemente sucede en la motivación 


de los hechos. 


Como hemos dicho, las inferencias son 
el respaldo del razonamiento probatorio 
y se encuentran necesariamente 
implícitas tanto en la valoración de la 
prueba, como en la acreditación de los 
hechos respecto de aquellos sobre los 
que no existe información, siempre y 
cuando otros hechos secundarios estén 
acreditados para poderlos inferir en un 
enlace necesario que lo hará más o menos 


probable. 


Por ello, para conocer la estructura 
de una inferencia, podemos acudir a 
Toulmin?”” quien nos ofrece un método 


crítico para garantizar la confiabilidad —o 


27 Para mayor desarrollo de la justificación de la 
garantía y su respaldo, véase Toulmin, S: Los 
usos de la argumentación, trad. de Morras, 
María y Pineda, V. Barcelona. 2007; pp. 132 
y ss. Así también, véase una concepción 
resumida y crítica de la contribución de 
Toulmin a la argumentación, en Atienza, M: 
Las razones del derecho. México. 2005; 
pp.87 y ss. 
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al menos plausibilidad- de la conclusión 
—argumentos-. Con tal fin, observemos el 


diagrama propuesto por dicho autor.? 


Tal diagrama es utilizado para exponer 
la solidez de los argumentos en general, 
implica explicar por qué las razones 
apoyan la pretensión a través de un 
enunciado que exprese una regularidad 
—regla, norma o enunciado general- que 
correlacione el tipo de hechos con la 
pretensión, lo cual constituiría la garantía 
del argumento y a su vez, la garantía 
contará con un respaldo que trate de 


demostrar la vigencia de esa regularidad. 


Pero tales parámetros igualmente son 
utilizados en el razonamiento probatorio 
tanto para la valoración de la credibilidad 
de los medios de prueba, como para la 
acreditación de los hechos. A fin de 
graficar lo antes dicho se presentan dos 


diagramas.” 


28 Para tal fin remítase al anexo 1. 


29 Para tal fin remítase a los anexos 2 y 3. 


En el primer diagrama se trata de 
mostrar la inferencia utilizada en la 
valoración de un medio de prueba 
individual, para el efecto de determinar 
si debe tener o no credibilidad; en el 
caso, la razón constituye lo informado 
por el testigo, la pretensión consistiría en 
otorgarle credibilidad, la garantía sería 
el medio a través del cual lo percibió 
y el respaldo, como regla general que 
efectivamente ese tipo hechos externos 
son susceptibles de apreciarse por ese 
medio de percepción. En el segundo la 
inferencia sucede fuera de la valoración 
de la prueba, partiendo de hechos 
probados que constituyen la razón, para 
inferir quien fue el sujeto responsable del 
hecho, lo que constituye la pretensión; la 
garantía estaría constituida por el enlace 
teleológico de esos hechos base y el 
respaldo, las razones que asumir como 


aceptable dicho enlace. 


Aunque los diagramas antes citados 
nos resultan útiles para comprender 
la estructura de una inferencia, es de 
extrema relevancia tener presente que 


dada la vinculación de prueba y normas 
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jurídicas, no solamente podría darnos 
como resultado tener por acreditados 
ciertos hechos, sino de igual manera 
enunciados acerca de la existencia de 
determinadas normas o deberes jurídicos; 
los hechos probatorios pueden a su vez ser 
el resultado de una inferencia previa, para 
realizar una segunda inferencia respecto 
de hechos que carecen de información 
como respaldo; la garantía la constituirán 
las máximas de la experiencia, ya sea de 
carácter científico, como la que aportan los 
peritos de carácter jurídico, que derivan 
del ejercicio de la función judicial, así 
como de la experiencia común; o bien, 
las presunciones establecidas legal o 


jurisprudencialmente. 


Ahora, para determinar la validez de 
la inferencia probatoria, debemos utilizar 
el método de la inferencia, es decir, si es 
a través de la deducción o inducción que 
llegamos al resultado inferido; pues como 
ya se había dicho la lógica deductiva 
nos ofrece un razonamiento correcto, 
pero no verdadero o falso, pues eso 
dependerá de las premisas; en tanto que 


en la inducción extraemos una premisa 


de carácter general a partir del examen 
de una serie limitada de supuestos, por 
lo que aquí la verdad de las premisas 
no necesariamente nos garantizan la 
verdad de la conclusión, de hecho esta 
última será más o menos probable, pero 
nunca infaliblemente verdadera. Aunque 
debe reconocerse que las inferencias no 
pueden proceder de una deducción dada 
su estructura, sino en todos los casos 
siempre procederán de la inducción, 
motivo por el cual nunca podrá asumirse 


una certeza total. 


7. La solidez de la inferencia. 
Confiabilidad de la garantía y de la 


hipótesis 


Finalmente, siguiendo a González 


Laguier, podríamos asumir como 
criterios para determinar la solidez de una 


inferencia probatoria, los siguientes:* 


A.- Qué tan fiables son los hechos 
que le refirieron al juzgador, esto es, si 
se apoyan en conocimiento científicos o 


únicamente en máximas de la experiencia 


30 30 González, D: Questio Facti..., pp. 79-94. 
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y de ser así, que tan fuerte o débil es el 
respaldo empírico de la máxima de la 


experiencia; 


B.- La suficiencia para dar por 
acreditado un hecho del cual no existe 
información directa dependerá siempre 
de cuántos más hechos probados apunten 
a la hipótesis más seguridad tendremos 
en su corrección, y aun cuando este 
parece un parámetro cuantitativo, es 
mucho más relevante el cualitativo 
respecto a la calidad y diversidad de 
medios de prueba que acreditaron los 
distintos hechos base. Adicionalmente, 
la diversidad podrá contribuir a eliminar 


hipótesis alternativas?*'; 


31 En cuanto al tema de la suficiencia, González 
Laguier la reconoce como parámetro en 
la metodología de la valoración y no como 
un estándar de prueba, aunque no niega 
la necesidad de delimitar un estándar en el 
proceso penal; en tanto que de una posición 
contraria resulta Ferrer Beltrán, quien asume 
que la suficiencia soportada por la calidad, 
cantidad oO diversidad de conocimiento 
para la confirmación de la hipótesis deben 
ser utilizados para la determinación de un 
estándar y no como un mero parámetro de 
valoración, para entender en que momento 
esa Calidad, cantidad y diversidad de 
confirmación ha alcanzado el umbral de 


C.- Los hechos base deberán ser 
pertinentes, lo que se determina en 
función de la conexión teleológica del 
hecho a probar, pues no todos los hechos 
base probados son relevantes para 


confirmar una hipótesis. 


Respectoaloscriteriosdeconfiabilidad 
de la garantía, debemos atender a si está 
suficientemente fundada, es decir, las 
máximas de la experiencia son sólidas y 
generalmente aceptables o existen otras 
máximas mejor fundadas, aunque en 
algunos casos las presunciones pueden 
verse como máximas institucionalizadas 
y de autoridad. También es preciso 
verificar si existe una relación causal 
suficiente, pues es posible apoyarse 
de máximas que establezcan que si un 
fenómeno ocurre, le seguirá con un 


alto grado de probabilidad otro, por 


suficiente exigido normativamente, de ahí 
que sugiera la existencia de estándares de 
prueba, debido a que la valoración de la 
prueba no puede dar solución al tema de la 
suficiencia. 
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lo que, cuando mayor o menor sea el 
grado de probabilidad causal, así será la 


probabilidad inferencial. 


En cuanto a la hipótesis, debemos tener 
presente si ha sido refutada, pues aun 
cuando se encuentre confirmada, hay que 
someterla a refutación y sólo cuando no 
sea contradictoria prevalecerá, debiendo 
resultar incompatible con otras hipótesis; 
de igual manera si se pueden confirmar 
con un grado de probabilidad suficiente 
las hipótesis derivadas de la hipótesis 
principal, el grado de credibilidad de 
ésta aumentará, debiéndose descartar 
las hipótesis alternativas y optar por 
la más sólida, pues no hay que olvidar 
que mientras más hipótesis alternativas 
existan en esa medida disminuirá la 
credibilidad de la hipótesis principal; 
hay que tener en cuenta la coherencia 
de la hipótesis que explica mejor los 
hechos, exigiéndose tanto coherencia 
en sí misma, así como con el resto de 
conocimiento disponible que resultó de 


la prueba. 


Reconociendo todo lo anterior, la 
jurisprudencia ha otorgado algunos 
criterios para valorar la fortaleza o 
debilidad de la inferencia, dentro de los 
que contempla la fiabilidad de los indicios 
acreditados; una cantidad considerable 
de indicios; que tengan relación con 
los hechos; que presenten armonía o 
concordancia con los hechos base; que las 
máximas de la experiencia que las apoyen 
se encuentren bien fundadas eliminando 
hipótesis alternativas inhabilitando los 


contra-indicios que pudieran existir.*? 


32 Tales parámetros fueron reconocidos por 
la Sala Segunda del TS en la sentencia de 
fecha 14 de octubre de 1986, así como en 
numerosas sentencias desde aquel momento 
hasta esta fecha, citando como referencia la 
de 24 de Junio de 1994 que afirma “la prueba 
indiciaria permite llegar a la certeza del hecho 
consecuencia, que es delictivo, por medio del 
acreditamiento de dos o más hechos base, en 
sí no constitutivos de infracción penal alguna, 
siempre y cuando entre uno y otro exista la 
debida relación causal obtenida por los jueces 
de manera racional, lógica y nunca arbitraria, 
en las vías de la experiencia y del mejor 
criterio humano que señala adecuadamente 
el artículo 1253 del Código Civil, en relación 
con los artículos 1215 y 1249 de igual norma 
sustantiva” . 
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TI. Análisis de los argumentos de 
razonamiento probatorio de la 
sentencia 2182/2018 


l análisis previo es justamente 
realizado con la pretensión de 
establecer el estrecho vínculo 
existente entre la prueba, la valoración 
de la prueba y las inferencias como 
parte del razonamiento probatorio en la 
motivación de los hechos en la sentencia, 
para poder otorgar herramientas de 
control intersubjetivo posterior del juicio 


fáctico. 


Por tal motivo, abordaremos ahora 
el análisis de una sentencia de la Sala 
de lo Penal del Tribunal Supremo de 
España, únicamente en lo que respecta 
a los contenidos relacionados con 
el razonamiento probatorio bajo las 
reflexiones realizadas en líneas que 
preceden, prescindiendo del análisis 


jurídico o conclusiones a las que arribó. 


Así, 


analizó la sentencia condenatoria de 


el TS en vía de casación 


la Audiencia Provincial de Alicante, 


en la cual el imputado fue sentenciado 
por los delitos de asesinato en grado de 
tentativa con la agravante de parentesco, 
quebrantamiento de medida cautelar, 
allanamiento de morada y tenencia ilícita 
de armas. Para lo cual, la Audiencia 
Provincial tuvo por acreditados los 


hechos que se reflejan en la sentencia. 


1. Estudio de los argumentos de 
control en la casación por parte de la Sala 


Penal del Tribunal Superior Español 


Respecto de uno de los motivos de 
reproche vinculados con el razonamiento 
probatorio, el impugnante se duele de: A.- 
La violación a la tutela judicial efectiva; 
B.- Que no hay prueba suficiente de 
cargo para condenarle por los delitos, 
pues existen alternativas de condena; 
C.- Que a la víctima se le ha otorgado 
mayor credibilidad que a la versión del 
recurrente; y D.- Que no quedó acreditada 


la intención de matar. 


En este apartado la Sala Penal no 
analiza las razones del por qué da mayor 


crédito al dicho de la víctima, es decir, si 
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influyó su percepción, la coherencia de 
su declaración, el número de detalles que 
la hicieron más creíble, su corroboración 
periférica con otro elementos de prueba, 
que la hipótesis narrada explicaba de 
una mejor manera los hechos, debido a 
que no basta señalar que el tribunal de 
instancia manifestara que eran coherente, 
sino analizar la racionalidad de esas 
razones del por qué esa coherencia. 
Tampoco bastaba que se señalara que se 
corroboraban con las testimoniales, sino 
en qué parte de la hipótesis se consideraba 
esa corroboración y si la misma es en 
verdad una corroboración cualitativa o 


simplemente cuantitativa. 


Adicionalmente, no explica cómo se 
llegó a la acreditación del hecho de que 
el acusado se encontraba sujeto a una 
prohibición de acercamiento a la víctima, 
pues simplemente lo da por sentado, pero 
no señala probatoriamente como se llega 


a ese resultado. 


Al hablar de suficiencia de prueba 
de cargo, omite pronunciarse sobre la 


existencia de un estándar de prueba y 


las razones del por qué ese estándar 
efectivamente se había alcanzado para 
poder enervar la presunción de inocencia. 

No obstante, el debate sobre si 
existía o no la intención de matar fue 
correctamente abordado, aunque cuando 
analiza tal punto, lo hace a partir de 
premisas jurídicas y no fácticas, y no es 
sino en otros párrafos donde se analiza 
el descarte de la hipótesis alternativa 
donde 


verdaderamente justifica la validez y 


que propone el acusado, 
solidez de la inferencia realizada por el 


tribunal sentenciante. 


La mayoría de su razonamiento parte 
siempre de los hechos que el tribunal 
tuvo por probados y muy poco examina 
la forma racional en cómo se llegó al 
establecimiento de esos hechos; es decir, 
si fue o no una valoración racional la 
realizada por el tribunal de instancia, 
ya que en algunos momentos bajo la 
metodología de la inferencia utiliza 
diversas máximas de experiencia para 


justificar los hechos probados. 
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El tribunal de casación admite la 
versión del tribunal sentenciante por 
dadas de credibilidad; 


desafortunadamente, también lo hace 


las razones 
porque privilegia la inmediación que tuvo 
con la prueba para formar su convicción 
en la valoración de la misma y en la 
acreditación de los hechos; resultando 
que en dicha parte, tales argumentos 
escapan al control intersubjetivo al 
aceptar que la ponderación de la prueba 
testifical depende sustancialmente de la 
percepción directa que en su producción 
hayan tenido los tribunales de instancia; 
motivos que hacen imposible el control 
intersubjetivo de dicha ponderación 
valorativa, por carecer de racionalidad 
influencia del 


objetiva la lenguaje 


corporal para la valoración de la prueba. 


A pesar de ello, si aborda -retomando 
los parámetros de la jurisprudencia-, tres 
esquemas de racionalidad orientados 
para la crítica en la valoración del 
dicho de la víctima y califica en general 
los argumentos de instancia como 
“racionales”, sin explicitar el porqué de 


esa racionalidad. 


Para la mayor credibilidad de la 
víctima, retoma máximas de experiencia 
vinculadas con delitos de género, aunque 
ello no lo traduce en una credibilidad 
automática, sino como parámetros de 
descarte de la credibilidad cuando exista 
una circunstancia que pudiera afectar su 
credibilidad subjetiva. Aunado a ello, 
requiere la existencia de elementos de 
corroboración, pero sin perder de vista las 
circunstancias especiales de la víctima, 
por tratarse de delitos cometidos en razón 
de género; pero desafortunadamente, de 
nueva cuenta, da un lugar privilegiado a 
la inmediación para su valoración como 
circunstancias vinculadas con sus gestos, 
forma de responder, su firmeza a la hora 
del interrogatorio, etc, incurriendo en 
parámetros de imposible control de la 


valoración. 


Respecto del segundo motivo de 
inconformidad, alega violación a un 
proceso público con todas las garantías, 
así como que se ha faltado al in dubio 


pro reo por omisiones y posibles 
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contradicciones entre los dichos de 
la víctima y los testigos, lo que debió 


generar duda en el tribunal de instancia. 


El tribunal lo analiza desde la 
perspectiva de la presunción de inocencia 
y sus requisitos para  desvirtuarla, 
analizando su vertiente de regla de 
juicio, aunque la asume como una 
postura separada del in dubio pro reo sin 
embargo como regla de juicio reconoce 
que nadie puede ser condenado, sin 
prueba de cargo válidas, lo que implica 
una indispensable actividad probatoria 
realizada con las garantías necesarias, 
referida a todos los elementos esenciales 
del delito y quepa inferir razonablemente 


los hechos y la participación del acusado. 


Lo anterior, implica cuatro planos de 
análisis; primero, el relativo a la legalidad 
de la prueba, tanto en su obtención, como 
en su desahogo; segundo, el análisis 
sobre la racionalidad de la valoración 
de la prueba; tercero, que las inferencias 


de la valoración como resultado, sean 


consecuentes de las premisas racionales; 
y finalmente, el juicio de suficiencia de la 


prueba de cargo. 


Sin embargo, aun cuando analiza los 
tres parámetros iniciales en el ámbito de 
la suficiencia de la prueba de cargo, omite 
en análisis de un estándar de prueba —su 
existencia y su umbral- y lo confunde con 
la corroboración de la hipótesis como 
requisito para la solidez de la inferencia 
dentro de la valoración pues una cosa es 
que se requiera corroboración cualitativa 
para la credibilidad de un testimonio 
como parámetro de valoración y otra, 
cuál debe ser el umbral para tener por 
acreditados los hechos incriminatorios 
que hagan enervar la presunción de 
credibilidad 


de una versión por la conjunción de 


inocencia. Sostener la 
elementos probatorios no nos dice nada 
respecto al nivel de suficiencia como 
umbral mínimo necesario, a través de 
un estándar determinado, para tener por 


cierto un hecho. 


425 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Lo sostenido no implica que no se 


hubiese satisfecho tal umbral, sino 
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Anexo 1 


Respaldo 


Garantía 


Pretensión 


Brueba 
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Anexo 2 


Los hechos externos son 
perceptibles a través de los sentidos 


Lo percibió a través de la vista 


El testigo afirmó 
ver a Juan 
disparar a Pedro 


Credibilidad 
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Anexo 3 


La proximidad de una persona en el lugar de los hechos, 
con otros indicios pueden presumir su responsabilidad. 
Quien dispara un arma recientemente, conserva restos de bario y plomo. 
Quien posee el arma homicida podría ser el autor del hecho. 
Etc. 


Ubican a Juan en el lugar de los hechos. 
Le encontraron vestigios de pólvora a Juan. 
El arma que le aseguraron tenía sus huellas. 
La víctima murió a consecuencia de un disparo y 
encontraron ojivas dentro de su cuerpo. 
El arma que le aseguraron a Juan, fue la que produjo el disparo 
de las ojivas encontradas en el cuerpo de la víctima. 


Hechos probados: 

Vieron entrar a Juan a la casa de Pedro. 

En seguida se escuchó un disparo. Fue Juan quien le 
Le aseguraron el arma homicida a Pedro. disparó a Pedro. 
La víctima murió a consecuencia de un disparo. 

El disparo provino del arma asegurada a Pedro. 

Etc. 


Brueba 
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Los horizontes hermenéuticos 
de J. H. Newman y B, 
Lonergan como paradigmas de 
vinculación entre la ley general 
y las narrativas de los hechos 

contextualizados 
filosofía Allan 


Covarrubias M. 


Dr. en Christian 


I. El problema hermenéutico: entre 
de la 


comprensión y la particularidad de los 


la universalidad racional 


hechos 


a aplicación jurídica sostenida 

en el entendimiento de un 

texto legal puede estar abierta 
a múltiples posibilidades. El problema 
se agudiza cuando los contextos 
sociales e individuales, con su carga de 
entendimiento político, de comprensión 
de la historia, de noción de bien común, 
del estado de defensa ante los peligros 
circundantes, de la conciencia sobre 
el seguimiento de la ley, entre otros 


factores, son variables. 


Por otro lado, cuando se intenta 
comprender el grado de responsabilidad 
consciente de un imputado para 
establecer una sanción o pena adecuadas, 
se requiere una lectura de la ley ajustada 
al conjunto de hechos que determinan el 


grado de culpabilidad. 


Sin embargo, como bien saben los 
juristas, la relación que guarda dicho 
conjunto de hechos demostrados con 
el grado de conciencia responsable del 
imputado y la ley escrita involucra un 
problema de ajuste entre la universalidad 
objetiva de la ley y el acaecimiento de las 
circunstancias que detonaron un delito 


con sus hechos particulares. 


En pocas palabras, dicho problema se 
sintetiza en determinar si la aplicación 
realmente justa de la ley obedece, 
sobretodo, a una racionalización 
universal que integre, en la medida de lo 
posible, todo evento y circunstancia para 
implementar adecuadamente la norma; o 


bien, si dicha aplicación se inclina hacia 
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las consideraciones circunstanciales que 
programaron un delito o controversia, 


además de su facticidad particular. 


Filosóficamente, este problema es 
trasladado a la evaluación de si existe 
una especie de razón universal que 
comprenda unilateral, integrada y 
objetivamente la totalidad posible de 
los hechos que se verifiquen según la 
predicción de la norma de comprensión 


lingúística y su consigna textual. 


O, por el otro lado, se trata de verificar 
si los hechos están determinados por 
históricas, 


circunstancias políticas, 


lingúísticas, religiosas, sociales y 
de visión de gobierno variables e 
inidentificables con respecto a otros 
condicionaron la 


contextos, que 


expresión textual consiguiente. 

Se verifica así el problema 
hermenéutico fundamental que implica 
a la cuestión de comprensión de lo que 
ocurrió y su relación con lo dicho por 


parte de los actores. 


Dicho problema se agudiza cuando los 
encargados de sancionar el significado 
de un conjunto de hechos están 
alejados en espacio, tiempo, cultura, 
historia, situación geográfica, idioma, 
religión, comunidad, etc., con respecto 
a los actores de dichos hechos y sus 


expresiones lingúísticas respectivas. 


diversidad de 
realidad 


reclama el establecimiento, al menos 


Esta 


entendimientos 


gran 
sobre la 
criterios 


aproximado, de algunos 


que sirvan como referentes para 


interpretar adecuadamente, tomando 


en consideración las diferencias 
contextuales y atendiendo sobretodo a 
aquello que resulta común entre todo 
individuo que comprende el mundo y se 


expresa en él. 


Aquí la fundamentación hermenéutica 
se encargará de realizar el análisis puntual 
sobre los criterios y/o metodologías 
que salvaguarden la proximidad de un 
entendimiento común con respecto al 


significado de los hechos en cualquier 
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interlocución humana y la deliberación 
sobre su significado para una aplicación 


correcta de la norma. 


Ahora bien, para ubicar el problema 


de la hermenéutica en la época 
contemporánea, y sobre todo de cara a 
las valiosas propuestas de los autores 
referidos en el título del presente trabajo, 
hemos de apelar a los dos horizontes 
más representativos que han intentado 
resolver el problema de la interpretación: 
de un lado tenemos al interés científico 
de la edad moderna por la descripción de 
los fenómenos. 

Este interés se basaba en una 
epistemología en la que el sujeto se 
instauraba como condición de posibilidad 
de todo conocimiento, el cual no estaba 
mediado por la diversidad de los hechos y 
de las experiencias posibles de cualquier 
realidad sujetos a un marco contextual, 
histórico o social. 

Antes intentaba ceñirse a 


las prerrogativas del sujeto, que en 


bien, 


la inmediatez de su conciencia podía 


determinar el ser y acontecer del mundo 
bajo los cánones de una ciencia acotada 
a criterios comprobables, lógicos y 


universalmente válidos.' 


Sin embargo, los presupuestos de 


la conciencia racional comenzaron 
a agotarse de cara a los ciclos de los 
progresos científicos, sociales e históricos 
de los que se dio cuenta a finales del siglo 


XIX y durante el siglo XX. 


de la 


ciencia y de las historias culturales se 


La expresión diversificada 


especializó paulatinamente y requirió de 
una mayor precisión metodológica para 
justificar y preconizar sus alcances. Los 
criterios trascendentales que intentaban 
fijarse como la ley omnicomprensiva 
para toda ciencia y para toda lectura 


de los acontecimientos y pensamientos 


1 Por el término “pensamiento” entiendo todo 
lo que se forma en nosotros de modo tal que 
lo percibimos inmediatamente por nosotros 
mismos. Por eso, no sólo “entender”, “querer”, 
imaginar”, sino también 'sentir”, equivalen aquí 
a 'pensar'. René Descartes, Los Principios 
de la Filosofía, tr. Guillermo Quintás, Madrid: 
Alianza, 1995, 1? parte, art. 9. 
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registrados en la pujante diversidad 
textual, pronto vieron sus límites ante 


una pluralidad cada vez más agudizada. 


En 


de la ciencia racional ajustados a la 


este contexto, los criterios 


hermenéutica, y sostenidos en una 


subjetividad  trascendental?, pronto 
fueron abandonados para dar paso 
a un nuevo paradigma de ciencia 
hermenéutica: el giro lingúístico. Aquí 
se intenta hacer un análisis del lenguaje 
como criterio hermenéutico en razón de 
su haber concreto e histórico en el que se 


desarrolla. 


El sujeto “trascendental” deja de 
ser el referente paradigmático para 
convertirse en un referente que depende 


y se expresa de acuerdo a su existencia 


2 En eel contexto de la modernidad analizada 
que nos acomete, utilizamos el sentido 
kantiano del término trascendental” que 
refiere a la condición de posibilidad necesaria 
y universal del conocimiento. 


concreta y su facticidad, es decir, a 
los condicionamientos de su contexto 


histórico?, 


De este sustento hermenéutico darán 
cuenta filósofos de la talla de Heidegger 
y L. Wittgenstein, e incluso, el mismo 
Hans G. Gadamer, para quienes la 
apertura al mundo desde la situación 
epocal y la noción del lenguaje como uso 
restringido a dicha situación determinan 
la significación del discurso o expresión 


de los actores sobre los hechos. 


Fuera de este contexto, sería imposible 
codificar y entender objetivamente, es 
decir, hay una devaluación del poder 
cognoscitivo del intérprete en razón del 


haber temporal de tal o cual significación. 


3 En este tenor, Habermas hace una precisión 
puntual sobre la dislocación del criterio 
trascendental que dio pie al giro lingúístico: 
“El lugar de la distinción trascendental entre 
constituens y constitutum lo ocupa ahora 
otra distinción: la diferencia ontológica entre 
proyección de mundo, que abre el horizonte 
para encuentros posibles en el mundo, y 
aquello con que tácticamente nos topamos o 
encontramos e el mundo.” Júrgen Habermas, 
pensamiento Postmetafísico, México:Taurus, 
1990, p. 52. 
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De este modo hemos sintetizado 
el problema hermenéutico en dos 
grandes tradiciones que de hecho, van 
a continuar con diversas ramificaciones. 
Este problema parece encontrarse entre 
dos opciones que parecen sofocar la 
esperanza de encontrar un sentido o 
significado común en todo discurso 
que asimismo tome en cuenta las 
diferencias propias de cada contexto. 
La inmediatez cerrada de la razón y 
el relativismo del universo contextual 
parecen irreconciliables y con ello, el 
entendimiento del significado común y 
coherente para cualquier individuo que 
se precie de una comprensión más o 
menos aceptable de lo que dice un texto, 
y en el sentido del presente trabajo, de la 


ley escrita y su aplicación correcta. 


Sin embargo, es necesario atender a 
dicha posibilidad si han de plantearse 
caminos de justicia asequible para 
cualquier individuo, sea cual fuere 


el contexto de significación sobre 


su responsabilidad de los hechos 
interpretables por el encargado de la 


implementación de la justicia. 
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II. La teoría estética-existencial de J. 
H. Newman como principio de verdad 


e interpretación 


ohn Henry Newman, filósofo inglés 

del siglo XIX, gesta una apertura 

poderosa a la ciencia hermenéutica 
a partir de su propia teoría del 
conocimiento enraizada en un horizonte 
en el que intenta fundamentar por un 
lado, las claves epistemológicas de una 
auténtica experiencia de los hechos y por 
el otro, la necesidad de acuerdos entre 
los hombres en razón de una vía que 
requiere una conversión en razón de la 
verdad. Ahora bien, J. H. Newman se 
ubica en el contexto de una modernidad 
decimonónica que se expresa en una 
ciencia racional que ha monopolizado 


los criterios de toda verdad verificable. 


En este horizonte, Newman se topa 
con el clásico desdén cientificista hacia 
los argumentos de experiencias no 
demostrables por la vía empírica, pues 


se exigía una rigurosa comprobación en 


el marco del método científico universal, 
lejos del cual, toda otra pretensión de 


verdad era desechable. 


Sin embargo, la empresa de Newman 
se estructura en un largo período para 
dar pie a su gramática del asentimiento, 
en donde contribuye a la explicación 
sobre cómo se gesta el asentimiento de 
la verdad, compilando todas sus fases en 
una descripción básicamente estética y 


existencial. 


Así, el análisis de Newman hace ver 
que las proposiciones lógicas, sobre las 
cuales se fundamentaba la pretendida 
universalidad racional de la ciencia, 
tienen un lugar preponderante en la 
definición de lo que es real y verdadero, 
pero este peso no soporta el carácter 


amplio de la verdad. 


Porlo tanto, será necesario “trasladarse 
de una lógica basada en la elaboración 
de silogismos racionales basados en una 


ley pretendidamente universal hacia un 
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camino verdaderamente más humano 
que debe fungir como condición de una 


verdadera conversión.”* 


Así, laraízdelateoría del conocimiento 
newmaniana exige una mayor apertura 
hacia nuevos horizontes de la realidad 
humana que no deben restringirse a la 
comprobación científica y su normativa 


universal para reconocerse como válidos. 


Y es 


abastecerse a si misma de sentido a través 


que la lógica pretendió 
de un discurso cerrado en sus propias 
causas y consecuencias en un sistema que 
intentaba aglomerar todos los eventos o 
hechos en enunciados de corte universal, 
fuera de los cuales, no podría escaparse 
ninguna cuestión particular susceptible 
de ser agrupada en el todo normativo de 


dicha ley científica. 


4 “The Grammar moves away from a logic 
based on a smart syllogism to a more truly 
human road of understanding which might 
be a condition of a true conversion.” J. H. 
Newman, An essay in aid of a Grammar of 
Assent, London, 1909, 425. 


Según este criterio, toda ley científica 
o reguladora del orden social debía prever 
en sus cánones todas las circunstancias 
factibles que habrían de verificarse sin 


tacha en el marco de sus contenidos. 


Sin embargo, esta percepción de 
“Carácter universal” era incapaz de 
admitir la réplica desde otro margen 
de percepción de la realidad. Newman 
acusa aquí la necesidad de amplitud de 
la comprensión de la verdad más allá de 
las afirmaciones estandarizadas a fin de 


establecer el verdadero sentido de la ley. 


Esto es posible según la capacidad 
del intérprete para reconocer el sentido 
tácito de sus enunciados en relación al 
acaecimiento de los hechos que reclaman 
una noción de verdad más amplia con 
respecto a su configuración y justificación 
en el marco de su verificación que luego 
habrá de ajustarse prudentemente al 


marco de la ley universal.* 


5 “It summarises Newman's goal to show that 
argument or proofs for universal law are 
always secondary to a primordial wavelenght 
of knowing which is both tacit and universal. 
lt invites its audience to recognise how the 
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Ahora bien, el abuso del racionalismo 
cientificista ha convenido, por una parte, 
en afirmar que todo es cognoscible sobre 
la base de una subjetividad desprovista 


de todo sentido histórico y cultural. 


La razón construye a partir de 


principios deductivos sostenidos en 
la ley universal y en la inmediatez del 
Y esto 


restringe o incluso niega a la apertura de 


pensamiento según lo vimos. 


la vasta experiencia como principio de 
conocimiento. 
Estos así 


determinar todo posible hecho bajo un 


principios pretenden 


esquema de poder interpretativo ilimitado 
que sin embargo, no da cuenta de la 
incapacidad humana real de conocerlo 


todo acerca de todo?. 


employ reasoning to reach truths of many 
kinds in daily life without any apparatus 
of argumentative or formal reasoning.” 
Paul Gallagher, “Lonergan's Newman”, en 
Gregorianum, 85: 4, p. 744. 


6 Newman acusa la desproporcionalidad 
entre la intención racionalista y sus fines 
realmente indescriptibles: “That is, a use of it 
for purposes for which it never was intended, 


Es necesario anotar que Newman no 
se pronuncia como un antirracionalista, 
sino que critica la actitud de exclusión 
de este sistema hacia toda propuesta 
de verdad alternativa o variable en su 
expresión, que por otra parte considera 


como principio de acción. 


Newman rechaza así la vía interior 
cartesiana que se proponía como principio 
de legislación universal, abstracta, 
atemporal y ahistórica de certeza para 
el establecimiento de conocimientos 


válidos. 


Así, en vez de una razón universal, 
propone a la particularidad de la 
subjetividad (finalmente, es la única 
sobre la que tenemos certeza inapelable), 
y sobre ella, finca un principio estético 
y existencial concreto a fin de abrir 
un camino hacia la objetividad de lo 
conocido: “¡Oh Criatura! conoce tu 
terrible don, que sin embargo es una 


causa: toda mente es su propio centro 
and is unfited” J. H. Newman, Essays Critical 


an Historical, London: Longmans, 1891, vol. 
1, p.31. 
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y representa su propio hogar para sí 
misma, y moldea en lo que abarcan sus 


pensamientos todas las cosas exteriores.”” 


El límite del conocimiento es el hombre 
mismo, pero no como un paradigma 
de razón y legislación universal, 
sino de existencia. Sin embargo, esta 
autorreferencia no conviene con un 
solipsismo o un individualismo craso, 
pues la epistemología de Newman se 
orienta con una existencia volcada en 
el mundo a fin de promover la acción 
objetiva en éste, y según lo enunciamos 
anteriormente, su teoría conviene con un 


fin de acuerdo entre los hombres. 


El individuo concreto está en un mundo 
que experimenta mientras se experimenta 


a sí mismo. De hecho, el conocimiento 


7 “Know thy dread gift,-a creature, yet a cause: 
Each mind is its own centre, and it draws 
Home to itself, and moulds in its thought's 
span all outward things.”Citado y comentado 
por Roger Sharrock, “Newman's Poetry” en 
Ker y Hill eds. Newman after a hundred 


years, p. 49 


orientado hacia el asentimiento real tiene 
como fin el desarrollo social e histórico, 


así como el bien común.? 


Ahora bien, el cartesianismo con 


su método dubitativo se enclaustró 


en un conocimiento que pendía de la 
inmediatez. Sus fines concretos se dejaron 
de lado para atender al conocimiento 
dado por la necesidad de una estructura 
cada vez más amplia pero desprovista de 


un punto de llegada. 


8 Thomas Karr realiza una precisión con 
respecto a la orientación del conocimiento 
por la cual se supera el solipsismo moderno, 
no obstante la posbilidad de hacer conjeturas 
sobre un solipsismo de carácter estético: 
“Newman assumes that the totality of what we 
know as real knowledge is to be found only 
by first questioning the subtle, 'unfathomable” 
processes of self-understanding; by peering 
into the dark abyss of the selfin orderto inquire 
into its basic constitutional orientation as a 
self-in-the-world” Thomas K. Carr, Newman 
and Gadamer, 
of Religious Knowledge, Atlanta Georgia: 
Scholars Press, 1996, p. 93. 


Toward a  Hermeneutics 
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El conocimiento sostenido en la 
certeza como criterio fundamental fue 
incapaz de proyectar una razón formal 
más allá 


de su propia indagación 


solipsista. 


Así, el proyecto de la modernidad 
perdió el rumbo terminando por balbucear 
solo un ideal abstracto de progreso, y 
con ello, la ley corrió el terrible peligro 
de naufragar en su labor de regulación y 


conciliación. 


Sin embargo, Newman apela a la 
necesidad de superar la inmediatez 
propuesta por Descartes en razón de una 
reflexión de la mente sobre sí misma 
que también fungirá como acceso a la 
realidad y a la postre, como criterio de 
verdad que al fin y a cabo se alcanzará 
en una comunidad que tiende a cierta 


integración universal. 


Justamente, “el ejercicio de la razón es 
una energía vital espontánea en nuestro 


interior, no es un arte. Pero cuando 


la mente reflexiona sobre sí misma, 
comienza a incomodarse con la ausencia 


de orden y método en su ejercicio.” 


9 “The exercise of Reason is a living 
spontaneous energy within us, not an art. But 
whe the mind reflects upon itself, it begins 
to be dissatisfied with the absence of order 
and method in the exercise.” J. H. Newman, 
Grammar of Assent, 189. 
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MI. La experiencia autocognoscitiva 


del sujeto como principio hermenéutico 


ewman no propone un método 

universal en estricto sentido, 

de hecho, podemos advertir 
que establece esta posibilidad como una 
cimiente que posteriormente Bernard 
Lonergan habrá de especificar en su 
método trascendental. Ahora bien, en 
consonancia con el cambio de paradigma 
epistemológico establecido por Newman 
con fines de explicación de la aplicación 
de la ley, podemos hacer mención de la 
necesidad de un cambio de paradigma 
hermenéutico más allá de la pretensión 


científica racionalista o historicista. 


Esta necesidad ha sido tratada ya por 
Nicholas Lash y Thomas Norris, quienes 
se pronuncian por la fundamentación 
de la hermenéutica en la subjetividad 
de cada persona como su propio centro; 


que se experimenta a sí misma como 


conocedora e intérprete, tendiendo 
al entendimiento y acuerdo entre las 


distintas partes." 


La apertura de la experiencia del sujeto 
concreto sobre su propio conocimiento y 
no sobre un ideal abstracto consignado 
en la ley universal, se establece como 


condición fundamental de la verdad. 


Para Newman, en oposición a la 
negación dubitativa cartesiana de todo 
conocimiento previo, el conocimiento 
en realidad representa la síntesis de sus 
probabilidades antecedentes: imágenes, 
sentimientos, opiniones consensuales, 
experiencias análogas y actos de confianza 
que han de integrarse convenientemente, 


generando hábitos individuales. 


10 “We can conclude... that Newman seems to 
have anticipated by a long time the emergence 
of the contemporary problem of interpretation. 
That problem is but the corollary to the 
discovery that every person in reasoning... 
is his own centre, and is not the mechanical 
instrument of a vague abstraction called 
reason.” Thomas J. Norris, Newman and his 
Theological Method, Leiden: E. J. Brill, 1977, 
p. 121. 
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La integración habitual de estos 
elementos formulan lo que Newman 
considera como sentido ilativo. Algunos 
autores lo comparan con la virtud de 
la phronésis o prudencia clásicas. Esta 
virtud o hábito integra estos elementos en 
un acto de gran asentimiento que puede 


ser explicado por sus constitutivos. 


Walter Kasper, de hecho, afirma 
que este hábito conviene con una 
especie de presciencia newmaniana que 
implicará posteriormente a “un método 
de historia dialéctica al que llamamos 
“apropiación histórica de sí mismo” 
trabajado particularmente por Newman. 
Este método soporta una relación con la 
hermenéutica contemporánea de H. G. 
Gadamer.”*! 

El sentido ilativo conviene con 
referencias concretas que no pretenden 
universalizarse. Atiende a determinadas 
11 “This method of historical dialectics (we have 

called it “historical self-appropriation”) was 

worked out by Newman in particular. lt bears 

a relation to the approach of contemporary 

hermeneutic inquiry as exemplified by H. G. 


Gadamer.” Walter Kasper, The Method in 
Dogmatic, Munich: Kósel, 1996, pp. 40-41. 


situaciones sociales y personales que se 
integran por este hábito. Sin embargo, 
Newman afirma que existe una afinidad 
sustancial entre la mente humana 
y la verdad., previniendo así cierto 
subjetivismo relativista. 

En ese sentido, la virtud de la 
prudencia que en términos de derecho 
se establece como jurisprudencia, vista 
desde el horizonte clásico, conviene en 
adecuar los criterios del entendimiento 
facultativo-teórico expresado en cánones 
científicos y de legislación del orden 
social a las situaciones particulares que 
exigen una respuesta ética en un marco de 


ley científica o de derecho conveniente. 


Así, la temática newmaniana tiende 
al bien social y no puede restringirse a 
la mera situación histórica contextual 
que puede relativizar los fines de la 
ley reguladora debido a la carencia de 
referente según lo vimos en la dinámica 


de la apertura epocal del giro lingúístico. 
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El sentido ilativo se instaura como 
un referente hermenéutico que tiende al 
entendimiento común sobre los hechos y 
su expresión textual u oral consecuente; 
también se convierte en un fundamento 
normativo de índole científico o jurídico 
en orden a promover el conocimiento, la 
acción transformadora eficaz del mundo 
y la aplicación correcta de la ley para la 


convivencia humana. 


Aquí el alcance de la verdad será el 
punto de llegada de todo este esfuerzo 
hermenéutico. Para lograrlo, hay que 
considerar a dicha verdad desde distintas 
aristas en referencia al sujeto que 
existencialmente se ha apropiado de sus 
modos de acceso cognoscitivo al mundo, 
de los hechos y sus interpretaciones. Con 
base en todo esto, lo más probable es que 
se logre el acuerdo sobre el significado 
de las diversas narrativas sobre los 
hechos que han de vincularse en un 
marco normativo de forma correcta. 
Así, 


intrínsecamente con el entendimiento 


la hermenéutica se relaciona 


sobre la significación humana y la verdad 


que no es dirigida por la atemporalidad 


del 


conoce; antes bien, es alimentada por 


sujeto-legislativo-universal que 
una comprensión creciente sobre su 
situación enmarcada en tiempo y espacio 


específicos.!? 


12 *“Aristotle calls the faculty which guides the 


mind in matter of conduct, by the name of 
phronesis or judgment. This is the directing, 
contolling and determining principle in such 
matters, personal and social. What it is to be 
viruous, how we are to ain the just idea an 
standard of virtue, what is right and worng in a 
particular case...” J. H. Newman, Grammar of 
Assent, p. 277. 
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IV. El de 


Bernard Lonergan como principio 


método trascendental 


hermenéutico 


l sentido ilativo newmaniano, 

como todo hábito, tiene como 

fin depurar al conocimiento y a 
su proyección para la vida práctica de los 
sesgos u obstáculos que distorsionan la 
comprensión del mundo y su incidencia 
en la vida social. Bernard Lonergan se 
suscribe a esta intención newmaniana 
ubicando también al sujeto cognoscente 
concreto como referente para el encuentro 


con la verdad'”. 


13 Edward Miller establece una conexión 
fundamental en los fines de las teorías del 
conocimiento de J. H. Newman y B. Lonergan: 
“Newman and Lonergan shared certain 
approaches that marked them as critics of 
the narrow agenda of post-Enlightenment 
philosophy; in particular they underlined the 
connection between moral disposition of 
conscience and the self-correcting process 
of movin towards truth.” Edward Miller, “The 
Role of Moral Dispositions in the Cognitional 
Theories of Newman and Lonergan” en 
Thought 67 (1992), 178. 


Lonergan atenderá así a las facultades 
del conocimiento como punto de partida 
de su propia teoría del conocimiento. 


Complementará la visión  estética- 


existencial newmaniana describiendo 
las operaciones del conocimiento tras 
una revisión empírica sobre el propio 
conocimiento'* Esta reduplicación se 
concebirá en cuatro niveles básicos que 
operanentodaestructuradelconocimiento 
humano, y que posteriormente se fijarán 
como la definición misma de su método 


trascendental: 


“Está el nivel empírico en el cual 


tenemos sensaciones, percibimos, 


imaginamos, sentimos, hablamos, nos 


14 Bernard Lonergan convierte la descripción de 
las operaciones del conocimiento con lo que 
denomina Método Empírico Generalizado o 
también llamado Método trascendental. Es 
empírico, pues conviene con la descripción 
de lo que experimentamos al conocer y que 
posteriormente habrá de ser entendido y 
afirmado razonablemente. Es trascendental 
en un doble sentido. Por una parte, en el 
sentido kantiano que apela a la necesidad de 
establecer las condiciones de posibilidad de 
todo conocimiento sobre el ser. Por otra parte, 
es trascendental en el sentido escolástico que 
atiende a los nociones universales que se 
encuentran en todo contenido conceptual. 
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movemos. Está el nivel “intelectual”, en 
el cual inquirimos, llegamos a entender, 
expresamos lo que hemos entendido, 
las 


elaboramos presuposiciones 


implicaciones de nuestra expresión. 
Se da el nivel “racional”, en el cual 
reflexionamos,  ordenamos nuestras 
evidencias, hacemos juicios, ya sea sobre 
la verdad o falsedad de una afirmación, 
ya sea sobre su certeza o probabilidad. 
Se da el nivel “responsable”, en el cual 
nos interesamos por nosotros mismos, 
por nuestras operaciones, nuestras metas, 
etc. Y deliberamos acerca de las posibles 
vías de acción, las evaluamos, decidimos 


y tomamos nuestras decisiones.”'* 


Al referir la estructura cognoscitiva 
inmanente del sujeto como criterio 
de búsqueda y alcance de la verdad, 
Lonergan muestra su herencia 
newmaniana renunciando también a la 
visión moderna subjetivista que transfería 
el conocimiento a la inmediatez del 
pensamiento; pero también renuncia a 
la visión objetivista ingenua que supone 
15 Cfr. Bernard Lonergan, Método en Teología, 


tr. Gerardo Temolina, Salamanca: Sígueme, 
2006, 16-17. 


un conocimiento factual de lo que “está 
ahí, afuera, ahora” y que da por hecho 
que el conocimiento del sujeto es una 
copia exacta de lo percibido. De hecho, 
realiza una denuncia a la visión científica 
clásica que requiere de comprobaciones 
demostrables volcadas en el objeto para 
afirmar que la verdad se halla en el juicio 
elaborado por el sujeto, y que asimismo 
se ha posibilitado por la experiencia y las 
concepciones previas dadas también en 


el sujeto. ** 


Ahora bien, el método trascendental 
tiende también al conocimiento objetivo 
y válido en relación a la verdad y a lo que 
es bueno. Cabe destacar que mientras el 
sujeto efectúa estas operaciones, también 


va haciéndose presente para sí mismo, de 


16 “There are the old scientists who took it for 
granted that the real is what is out there (...) 
There are also the new scientists, and they are 
committed to a quite different view of reality, 
knowledge, and objectivity (...) So it comes 
about that scientific knowledge is a matter of 
knowing what is true, and strangely, what is 
true is not what one can see o imagine, but 
only what one can conceive inteligently and 
affirm reasonably.” B. Lonergan, “Respect for 
Human Dignity” en The Canadian Messenger 
of the Sacred Heart 63 (1953) 413-417. 
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modo que está implicado en un esquema 
de nivel trascendental-histórico en razón 
de una conciencia que se ejecuta mientras 
conoce los objetos. Sin embargo, esta 


conciencia debe apropiarse de sus 


operaciones cognoscitivas” a fin de 
acceder con mayor objetividad al bien y 
a la bondad auténticos que promoverán 


al individuo para autotrascenderse. 


17 Para que el sujeto cognoscente se libere de 
la distorsión del conocimiento, de la falta de 
acuerdos o la pérdida de rumbo en el diálogo 
O la interpretación de otros contextos, con sus 
consecuencias lamentables para el desarrollo 
histórico y social, propone que se ejerza la 
autoapropiación que implica: “Alcanzar la 
estructura dinámica cognoscitiva que es la 
estructura de nuestro propio experimentar, 
de nuestra propia indagación inteligente y 
nuestras intelecciones, de nuestra propia 
reflexión crítica, nuestro juicio y nuestra 
decisión (...) una autoconsciencia racional 
que tome posesión de sí de manera clara y 
distinta en cuanto autoconsciencia racional. 
Todo conduce hasta ese logro decisivo. De él 
todo se sigue (...) El acto es íntimo tanto en 
sus antecedentes como en sus consecuentes; 
pero con manifestación pública.” B. Lonergan, 
Insight, un estudio sobre la comprensión 
humana, tr, Francisco Quijano, México, 
Sígueme, 1999, 21. 


En este sentido, Lonergan también 
se suscribe a la empresa newmaniana 
que tiene como fin la depuración del 
conocimiento en vías de la realización 
de una historia con mayor apego a la 
comprensión de la verdad y del bien 
común. 

El ejercicio adecuado de las 
operaciones del conocimiento garantiza 
la adquisición de la verdad, la cual es un 
punto de coincidencia en los acuerdos 
entre la diversidad de las expresiones. 
De este modo, la estructura dinámica del 
conocimiento por la que se experimenta, 
entiende y afirma cualquier porción del 
Universo del Ser es el punto más radical 
de referencia para el desarrollo de la 
hermenéutica, pues cualquier texto oO 
alocución expresarán de algún modo 
el conocimiento de cualquier realidad; 
aunque las expresiones no siempre se 
acogerán al ejercicio completo de toda 
la estructura cognoscitiva, que en su 
correcta habilitación responde al “deseo 
desasido, desinteresado e irresctricto de 


conocer.”** 


18 Cfr. B. Lonergan, Insight, 734. 
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Así, cuando la estructura cognoscitiva 
se realiza de modo incompleto será 
incapaz de soportar la verdad, y con ello 
se corre el riesgo de enclaustrar cualquier 
expresión en ideologías circulares, 
perspectivas tiranas, políticas sectarias, 


etc. 


Para Lonergan, el libre despliegue 
de la estructura cognoscitiva, además 
de estar determinado por el deseo 
encuentra 


de conocer, también se 


condicionado por el llamado así 
“polimorfismo de la conciencia”. Este 
atiende a distintas configuraciones 
de la experiencia que están presentes 
ordinariamente y de diversos modos en 
el flujo del conocimiento, cualificando 
de modo relevante sus concreciones, 
formulaciones, afirmaciones y 


expresiones. Sin embargo, “estas 
configuraciones se alternan; se combinan 
o se mezclan; pueden interferirse, entrar 
en conflicto, desviarse de su cauce, 


desintegrarse (...) (Su producto) puede 


ser incoherente con respecto a las 
actividades de la aprehensión inteligente 


o la afirmación razonable.”!? 


Este polimorfismo se encuentra 
casi naturalmente presente en 
cualquier referencia cognoscitiva, € 


incluso puede orientar sus motivos 
y alcances. Sin embargo, también es 
la causa fundamental de la distorsión 
del 


consecuencias entre el entendimiento 


conocimiento trayendo graves 


de los hombres, haciéndolos incapaces 
de atender a la verdad y a lo común de 
sus expresiones para volcarse en las 
divergencias y con ello se promueven los 
ciclos de decadencia y de confrontación 


destructiva.? 


19 Cfr. B. Lonergan, Insight, 459. 


20 El polimorfirssmo de la conciencia se 
identifica con las configuraciones de la 
experiencia que está organizada por 
varias configuraciones que se deben a un 
factor inmanente llamado: conato, interés, 
atención, propósito. Existe la configuración 
biológica de la experiencia que conjunta 
relaciones inteligibles que vinculan entre 
sí secuencias de sensaciones, recuerdos, 
imágenes, conatos, emociones y movimientos 
corporales. Estas secuencias convergen en 
actividades terminales de intususcepción o 


“ 
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V. El punto de vista universal y la 


interpretación 


l método de conocimiento 


lonerganeano referido a la 
subjetividad, no obstante 
su carácter trascendental, encuentra 


sustento e incidencia en la realización 
de la historia. Está representado por una 
estructura que, en palabras de Lonergan, 


“gira entre lo concreto y lo abstracto.” 


reproducción y autoconservación. También 
está la configuración estética según la 
cuál hay una admiración muy profunda, 
un gozo espontáneo de la vida consciente 
que se suma a la creación intelectual libre 
por la que el sujeto se expresa. En la 
configuración intelectual la liberación estética 
hace dócil al espíritu de indagación que se 
perfecciona según las aptitudes innatas, en 
el entrenamiento, la edad y el desarrollo, las 
circunstancias externas, la casualidad que 
nos depara problemas para llegar cada vez 
más con precisión a una solución, pues los 
sentidos externos se agudizan para percibir 
el detalle significativo. Finalmente, en la 
configuración dramática el sujeto procura 
actuar en presencia de los demás para ser 
admirado por ellos y obtener así la objetividad 
que da la satisfacción por haber actuado bien 
y eficientemente según ese reconocimiento.” 
Cfr. B. Lonergan, Insight, 232-241. 


Podemos incluso decir que reconcilia 
la oposición entre la visión trascendental 
representada por la racionalidad 
moderna a priori-ahistórica y la visión 
del giro lingúístico que absolutiza a 
la apertura epocal histórica con sus 
signos lingúísticos dependientes única 
y exclusivamente de su situación 


contextual relativa. 


entonces al 
del 


trascendental para la obtención de 


Lonergan apela 


soporte fundamental método 
conocimientos objetivos y válidos; y en 
el tema hermenéutico deriva su postura 
epistemológica hacia la así llamada 
“noción del punto de vista universal” 
como base pertinente para el problema 


de la interpretación. 


Por “un punto de vista universal 
se quiere dar a entender una totalidad 
potencial de puntos de vista ordenados 
de manera genética y dialéctica.”?! Los 
puntos de vista se refieren directamente 
a las significaciones concretas que hacen 


los individuos y que se encuentran 


21 Cfr. B. Lonergan, Insight, 655. 
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cualificadas por el desarrollo de su 
estructura cognoscitiva en sus tres niveles 
del conocimiento y por la intromisión de 
los sesgos dada por los mecanismos del 


polimorfismo de la conciencia. 


Ahora bien, esta totalidad implica 


“virtualmente todas las diversas 
series de alternativas posibles en las 
interpretaciones”? No se refiere a la 
totalidad histórica ni a una estructura 
trascendental ahistórica, sino a todas las 
significaciones posibles que son materia 
de revisión según la aprehensión del 
método trascendental y su aplicación a las 
expresiones documentadas provenientes 


de los distintos interlocutores posibles. 


En este sentido se refiere a la 


atención del significado del sujeto 


interpretado a través del intérprete 


que ha de autoapropiarse”, y no tanto 


22 Cfr. B. Lonergan, Insight, 655. 


23 Para Lonergan, la aprehensión y aplicación 
del método trascendental en la interpretación 
implica a interpretación 
inmanentes en el propio historiógrafo, en su 
habilidad para considerar las posibilidades 


“las fuentes de 


proteicas de la noción del ser, que es el 
núcleo de toda significación, la cual varía de 


el análisis gramatical y lingúístico la 
expresión objetual de los documentos o 


monumentos. 


Este punto de vista, al estar sustentado 
en el autoconocimiento, puede definir y 
dar explicación sobre las diversas series 
genéticas que dieron pie al conocimiento 


actual y a su expresión sobre la realidad. 


Se expande dialécticamente, lo que 
implica la intromisión de los sesgos 
del polimorfismo que han de ser 
revisados según el esquema del método 
trascendental a fin de promover la 
corrección de aquello que resultó erróneo 
por un conocimiento obstaculizado por 


dicho polimorfismo. 


En consecuencia de todo esto se 
estimulará el desarrollo de la historia. 
Finalmente, su carácter universal se 
refiere a que el punto de vista universal 
“es potencialmente completo”, es decir, 


incluye intérpretes entendidos como 


contenido según la experiencia, los actos de 
intelección, los juicios y la orientación habitual 
de cada individuo.” Insight, 655. 
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sujetos con unidades polimórficas y 
conciencias empíricas, inteligentes y 


racionales. 


De hecho, para dilucidar la totalidad 
posible de significados que influyeron 
en tal o cual expresión documentada, ha 
de atenderse a las cuatro dimensiones 
que fungen como la serie íntegra de 


combinaciones posibles: 


“1. De experiencias O carencia 
(Q) de actos de 


intelección o carencia de intelección, 


de experiencias. 


(3) de juicios y de fallas al juzgar, y 
(4) de las variadas orientaciones de 
la consciencia polimórfica del ser 
humano. Ahora bien, en la medida en 
que aprehendemos la estructura de esta 
noción proteica del ser, poseemos la 
base y el fundamento de donde podemos 
proceder hasta el contenido y el contexto 
de todo significado. En la medida en 
que exploramos la experiencia humana, 
los actos de intelección humana, la 
reflexión y la consciencia polimórfica 
humana, acabamos por ser capaces, si 


contamos con los datos convenientes, de 


aproximarnos al contenido y al contexto 
del significado de cualquier expresión 


dada.”2 


Así pues, podemos concluir que 
ambos autores se encuentran con una 
necesidad de restauración de la historia 
a partir del desarrollo de la ciencia y el 
derecho desde la revisión empírica del 
conocimiento del sujeto concreto. Esta 
revisión posibilita el acceso correcto a 
la realidad, identificando sus diversas 
facetas, sus significaciones o intereses 
que permearon los distintos discursos 
que intentan consignarla en un marco 
locutivo que exige objetividad y 
precisión de cara a la necesidad de cierto 


entendimiento común. 


Y es que todo ello tiene como 
fin la verificación de la validez del 
desarrollo de la ciencia y del derecho. 
Por lo tanto, será necesario realizar una 
revisión científica de las operaciones del 
conocimiento: ello ha de fungir como un 
control objetivo de la significación que, 


dependiendo de la situación contextual, 


24 Cfr. B. Lonergan, Insight, 657. 
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puede variar poderosamente. Por ello, es 
necesario identificar lo que es constatable 
a la experiencia, lo que puede formularse 
reuniendo los datos obtenidos en un todo 
coherente y lo que ha de afirmarse en un 


juicio como verdadero. 


Conclusión 


a aplicación de la ley general ha 
de concentrarse en la integración 
de los hechos, los discursos de 
los actores de estos (que han pasado por 
la verificación del método trascendental 
propuesto por este trabajo) y los 


contenidos de los cánones programáticos. 


Con base en esta integración, se 
propone una vía jurisprudencial que no 
se basa en la interpretación relativista de 
los hechos que puede fijar la aplicación 
de la ley en una apreciación parcial 
supeditada a la volatilidad contextual y 


circunstancial de los hechos. 


Tampoco atiende a una casuística 
acrítica que es incapaz de valorar 
los  signficados 


que dieron pie a 


la configuración y/o consumación 
de los hechos valorables a la hora 
de implementar la justicia. Será 
necesario atender, por tanto, al método 
trascendental que desarrolle posiciones 
sobre lo comprobable, formulable y 


verificable, revertiendo lo que no se 
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ajusta a estos criterios a fin de evitar los 
sesgos que pueden configurar una trama 


de injusticia social indeseable. 


Los autores revisados ubican al 
sujeto autoapropiado de sus operaciones 
cognoscitivas por las que accede al 
mundo de lo real como el punto de partida 
hermenéutico y de acuerdo entre los 
diversos discursos que narran los hechos 
que luego han de ser ponderados a la 
hora de implementar justicia, pues todos 
ellos conocen la realidad y se pronuncian 


sobre ella. 


Así pues, este conocimiento sobre el 
propio conocimiento es la base invariable 
de toda aprehensión y expresión que 
han de examinarse a fin de entender la 
significación por la que se suscitaron 
hechos concretos que, en términos 
de aplicación de la ley, deben ser 
juzgados de acuerdo a la comprensión 
de su contexto y su vinculación con la 


normativa general. 
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Prueba 
Análisis de las excepciones a la prueba de referencia. 
Mtra. Rocío Laura Torón Hernández. 


Para la consulta de esta voz, remítase a la página 198 de este tomo 
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El valor probatorio de la 
testifical en materia penal. 
Una opinión a la luz de las 
posturas del razonamiento 

probatorio 


Mtro. Jesús García Márquez 


Introducción 


esde la creación de los procesos 

de juzgamiento, y a lo largo 

de la historia hasta nuestros 
días, siempre ha existido la necesidad 
de saber cómo determinar si una persona 
dice la verdad o miente: ya sea el 
acusado, la víctima o los testigos, pues 
tal conocimiento resulta necesario para 
poder dar solución de una manera justa y 
razonada a la controversia jurídica. 

Al mencionar justa y razonada, 
nos referimos a que la motivación 
que se haga para justificar cuando 
una hipótesis ha sido considerada por 
el juzgador como probada, ésta se 
encuentre vigorosamente justificada, 


a efecto de que, permita a las partes 


conocer el análisis y los puntos tomados 
en cuenta por el órgano jurisdiccional, 
a dicha 


incluso que tal motivación pueda ser 


para llegar determinación, 
examinada claramente por un tribunal 
superior (alzada) y éste pueda revisar 
las inferencias que llevaron al juzgador 
a determinar su grado de alcance y 
eficacia probatoria, al haber presenciado 
de manera directa el desahogo de los 


testimonios. 


Sin embargo, aun así, persiste la 
incógnita: ¿qué se debe tomar en cuenta 
para saber si un testigo miente o dice la 
verdad, y a partir de ahí poder realizar 
una motivación clara, exhaustiva y 
debidamente justificada? Es precisamente 
esa eterna interrogante la que ha llevado 
al ser humano a adentrarse a toda clase de 
estudios e investigaciones, encaminados 
a saber de una manera fiable y objetiva, 
cuándo un testigo está mintiendo o está 
diciendo la verdad. No obstante, los 
resultados de dichos estudios, y según 
los avances científicos, han arrojado 
que aún no es posible saber con certeza 


cuándo una persona está falseando o está 
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diciendo la verdad; es decir, todavía no | o situación de riesgo (amenazas) que 


se cuenta con un método cien por ciento 
efectivo que nos lleve a determinar dicha 
situación; pero lo que sí se ha podido 
establecer de manera precisa es que la 
mentira tiene relación con la intención. 
Al respecto, Giuliana  Mazzoni 
señala que “(...) el ser humano pone en 
funcionamiento la intencionalidad, la 
planificación, la representación mental 
compleja de los sucesos y todas estas 
variables intervienen también cuando 
miente.” mientras que Margarita Diges 
afirma que “la mentira es esencialmente 
una cuestión de intención (de engañar) 
y las intenciones son mentales”, es 
decir, el examinador siempre debe 
tener presentes los posibles motivos, 
traducidos generalmente en beneficios, 
que pudiera tener el testigo para mentir 
en su declaración, o bien, tener en 


consideración cualquier tipo de perjuicio 


1 Mazzoni, Giuliana: Psicología del testimonio. 
Madrid. 2019; p. 36 


2 Diges, Margarita: Testigos sospechosos 
y recuerdos falsos: estudios de psicología 
forense. Madrid. 2016; p. 22 


pueda recibir el ateste en caso de que 


emita su testimonio de manera “natural”. 


Esto último significa que es tal como 
recuerda que percibió el suceso, ya que 
nadie miente por casualidad, y un testigo 
que va a mentir, cambiando o inventando 
su testimonio, o incluso retractándose 
del mismo, ya una vez que lo ha emitido 
en etapas tempranas del proceso, lo va 
a hacer de manera ineludible por un 
motivo, independientemente si lo es para 
ganar algo, para perjudicar o beneficiar 
al acusado o a la víctima, o simplemente 


para evitar un daño personal. 


Por ello, en el presente trabajo, nos 
abocaremos al estudio del testimonio 
desde una concepción racionalista de la 
prueba, en donde analizaremos, desde la 
óptica de la psicología del testimonio, 
los principales factores y aspectos que 
intervienen en las declaraciones de los 
testigos, para así tener bases objetivas 
y poder valorar el testimonio de una 
manera aceptada por la ciencia, acorde 


con el sistema de valoración racional 
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de la prueba, exponiendo todos los 
resultados y parámetros que han derivado 
de las investigaciones al respecto, desde 
cómo se origina el testimonio, hasta 
los procesos mentales que intervienen 
cuando los testigos narran lo que creen 


haber visto u oído. 


I. Corrientes epistemológicas 
ara la epistemología, existen 
dos principales corrientes que 
tratan de explicar bajo qué 

circunstancias se debe de creer en un 

testimonio: el presuntivismo y el no 
presuntivismo. Pero antes de analizar 
dichas corrientes, resulta indispensable 
aclarar que no toda manifestación que 
realice una persona puede ser considerada 


como un testimonio. 


“La afirmación efectuada en un 
testimonio debe referirse a un estado de 
cosas, no a una opinión o un sentimiento. 
Cuando alguien entra en un sitio web 
para comprobar las opiniones de los 
consumidores sobre restaurantes, por 
ejemplo, existe una parte testifical y una 
parte de opinión. Cuando el consumidor 
afirma que el lugar es para no fumadores, 
está dando un testimonio; cuando afirma 
que el restaurante no utiliza cubiertos, 


está dando un testimonio, Cuando afirma 
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que el lugar esta feo o que la comida es 
mala, no está aportando un testimonio, 


está, eso sí, dando una opinión.”* 


Las opiniones de testigos legos no son 
relevantes para el proceso penal, nipueden 
ser sujetas de valoración, puesto que lo 
que interesa al proceso es la búsqueda 
de la verdad como correspondencia, 
no lo que un testigo opina sobre el 
acontecimiento presenciado; además 
de que una opinión está completamente 
llena de subjetividad, y cuando menos un 
testimonio, al ser más objetivo, debería 
estar sujeto a una comprobación mínima 


a través de otras pruebas. 
1.- Presuntivismo 


Es una teoría que se le atribuye al 
filósofo escocés Thomas Reid, que en 


6 


términos generales “...consiste en una 


concepción que defiende que cuando no 


3 De Paula Ramos, 
testifical. 


Vítor: La prueba 
Del subjetivismo al objetivismo, 
del aislamiento científico al diálogo con la 
psicología y epistemología. 1ra. ed. Madrid. 
2019; p. 73. 


hay razones para dudar de lo que se dice 
en un determinado testimonio, se debe 


creer en su veracidad.” 


Esta postura parte de la presunción 
de que los seres humanos, como seres 
sociales, somos buenos, y no fuimos 
creados para mentir, sino para decir la 
verdad y confiar en los demás, justo para 
desarrollar lazos y crecer en sociedad; lo 
que en términos jurídicos se traduce en 
que si no hay pruebas, o que se evidencie 
que el testimonio es erróneo, se tendría 
que creer en él por la simple razón de que 


no hay nada que lo contradiga. 
2.- No presuntivismo 


Es una corriente que se gesta a partir 
de la obra del filósofo David Hume. Dicha 
postura es lo contrario del presuntivismo, 
ya que de manera genérica establece 
que, si no existen razones positivas para 
creer en un testimonio, no habría porque 
creerlo: “(...) para que un conocimiento 
testimonio esté 


obtenido mediante 


4  DePaula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., 
p. 89. 


458 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


epistémicamente justificado, exige que 
sea confirmado por razones positivas 
(...), es decir, que para poder darle 
valor a un testimonio, necesariamente 
debe de existir una corroboración mínima 
con algún otro medio de prueba que lo 


respalde. 


Sin lugar a dudas, desde la postura 
racionalista de la prueba, la corriente 
que iría acorde sería el no presuntivismo, 
puesto que en un proceso penal, al ser 
la consecuencia de un probable error 
judicial la privación de la libertad de un 
inocente, o la libertad de un culpable, no 
sería racional partir de una presunción de 
credibilidad para el testimonio de manera 
automática, sino que el testimonio, para 
ser considerado fiable, tendría que verse 
mínimamente corroborado con algún 
medio de prueba diverso. Lo anterior 
es así, ya que por muy congruente y 
coherente que resulte ser un testimonio, 
ello no garantiza en nada, o al menos 
en un porcentaje muy bajo, que dicho 


testimonio se corresponda con la realidad. 


5  DePaula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., 
p. 89. 


A manera de analogía, una novela 
o una película puede ser congruente y 
coherente, sin embargo, ello no significa 
que hayan sucedido en la realidad, a 


pesar de haber sido coherentes. 
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H. ¿Qué se debe de determinar al 


valorar un testimonio? 


no de los grandes problemas 
a los cuales se han venido 
enfrentando los operadores 
jurídicos, en especial los jueces, es la 
confusión o la ignorancia sobre no saber 
la diferencia entre verdad, sinceridad, 
falsedad y mentira, ya que es muy 
común que al valorar un testimonio sólo 
se ciñan a decir, o que el testigo miente, 
o que dice la verdad, sin ir más allá, sin 
siquiera preguntarse si verdad y mentira 
son conceptos que se contraponen, ni 
si es correcto únicamente tener como 
opciones a la verdad y a la mentira al 
valorar un testimonio, dejando de lado a 
la sinceridad y a la falsedad, que no son 
lo mismo que verdad (con sinceridad) y 


mentira (con falsedad). 


Al respecto, Vítor de Paula Ramos? 
hizo una clasificación de los diversos 
tipos de testimonios con los que nos 


podemos encontrar dentro de un proceso: 


6 Vid in extenso: De Paula Ramos, Vítor: La 
prueba testifical..., pp. 84 y ss. 


1.- Testimonio mentiroso 


Este testimonio se refiere a que lo que 
asevera el testigo es diferente a lo que él 
cree que tiene en su mente respecto a lo 
que se le pregunta. Es decir, de manera 
intencional, el testigo expresa algo 
diferente a lo que él cree con respecto a 
su recuerdo, independientemente de si lo 
que dice se corresponde con la realidad 
o no: la mentira siempre va a ser algo 
subjetivo, porque depende de lo que el 


testigo crea. 


2.- Testimonio sincero 


Este testimonio se refiere a que el 
testigo dice lo que cree, lo que tiene en su 
recuerdo, independientemente de si lo que 
expresa se corresponde con la realidad 
o no. De igual manera, la sinceridad 
siempre va a ser algo subjetivo, porque 
depende de lo que el testigo crea que 
pasó en la realidad, de acuerdo a como 
lo percibió, codificó, almacenó y evocó 
en su memoria, de tal suerte que más 


de una persona pudo haber percibido el 
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mismo evento pero, ninguna lo percibirá 
exactamente igual de acuerdo a sus 
creencias, conocimientos y estereotipos. 
De ahí la subjetividad de un testimonio 
sincero. 


3.- Testimonio verdadero 


El testimonio es verdadero cuando 
lo que dice el testigo se corresponde 
con la realidad, independientemente de 
las creencias o intenciones del testigo 
(sea mentira o sea sincero), pues la 
realidad es sólo lo que aconteció, y si 
el testimonio se corresponde con ella, 
será verdadero aunque el propio testigo 
haya manifestado de manera intencional 
algo diverso a su recuerdo (mentira). Por 
ejemplo: Si un amigo nos pide prestado 
un libro, pero nosotros no queremos 
prestárselo, y por ello le decimos que lo 


hemos perdido. 


Pero cuando regresamos a casa, que es 
donde tenemos los libros, nos percatamos 
que efectivamente ese libro ya no está: 
hemos dado un testimonio verdadero, 
cuando nosotros 


aún y hayamos 


decidido mentir para no prestarlo; es 


decir, nosotros no sabíamos que en 
realidad estaba perdido el libro, porque 
nuestra creencia es que sí lo teníamos; 
sin embargo, por alguna situación que 
desconocemos, efectivamente el libro 
se perdió, y por ello nuestro testimonio 
si se correspondió con la realidad. Por 
lo anterior, se dice que un testimonio 
verdadero se basa en lo objetivo (porque 
sólo importa si lo que se dice sucedió 
o no en la realidad) a diferencia de los 


testimonios sinceros y mentirosos. 


4.- Testimonio falso 


Será falso cuando no se corresponda 
con la realidad, independientemente de 
si el testigo quiere mentir o ser sincero 
(cuestión subjetiva, porque depende de 
lo que el testigo crea), por ejemplo: Si 
el testigo presenció una pelea, pero él no 
se alcanzó a percatar de que el acusado, 
durante la pelea, le rompió la camisa a 
la víctima, y aquel, en la audiencia de 
juicio, al declarar ante el juez, refiere que 
el acusado nunca le rompió la camisa a 


la víctima. 
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Estaremos ante un testimonio falso, 
aún y cuando el testigo haya sido sincero, 
porque la falsedad no depende de lo que 
el testigo crea, sino de lo que en realidad 
sucedió, se haya o no percatado el 
testigo; por ello la falsedad, al igual que 


la verdad, es una cuestión objetiva. 


Evidentemente, lo que se debe de 
tomar en cuenta en un proceso jurídico, 
más allá de identificar si el testigo es 
mentiroso o sincero, es identificar si el 
testimonio es verdadero o falso (esto es, 
qué tanto de lo que refirió el testigo se 
corresponde con la realidad, a partir del 
grado de corroboración que encuentre 
con el diverso caudal probatorio, y que 
a su vez respalda la hipótesis fáctica 
planteada), pues lo que interesa al 
proceso es la búsqueda de la verdad 


como correspondencia” (a partir del 


7 “(...) Esta pertenencia a la tradición 
racionalista conlleva la defensa de algunas 
tesis centrales: a) La averiguación de la 
verdad como objetivo institucional de la 
actividad probatoria en el proceso judicial, 
b) la aceptación del concepto de verdad 
como correspondencia, por ser éste el más 
adecuado para dar cuenta de las exigencias 
de la aplicación del derecho: aplicar la norma 


material probatorio disponible) y no si el 
testigo fue sincero o mentiroso, puesto 
que los testimonios son instrumentos 
para la búsqueda de la verdad como 
correspondencia, y sólo a través de ellos, 
junto con los diversos tipos de prueba 
(documental, pericial, material, etc.) se 
van a poder confirmar o no las hipótesis 
planteadas por las partes (fiscalía o 
defensa). Con esto no se quiere decir 
que en un determinado momento, si es 
que existe tanto prueba de cargo que 
apoya a la versión acusadora, y a la vez 
también existe prueba de descargo que 
apoya la teoría defensiva (por ejemplo 
testigos familiares), como una cuestión 
secundaria no se puedan analizar los 
posibles motivos que tendrían los 
testigos para resultar parciales o no, 
y poder determinar cuál de las dos 
hipótesis resulta más convincente para el 


juzgador, a pesar de encontrarse ambas 


que prescribe una consecuencia jurídica para 
el caso en que se dé el hecho h requiere 
que se haya producido h y, por tanto, que 
los enunciados que se declaran probados en 
el proceso se correspondan con lo ocurrido 
en el mundo...” en Ferrer Beltrán, Jordi: La 
valoración racional de la prueba, Madrid. 
2007. p. 18. 
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hipótesis corroboradas, situación que sin 
duda alguna requiere de un análisis más 


profundo que se abordará más adelante. 


TIL. El uso de la psicología del 


testimonio 


rimero vamos a conocer de dónde 
surge la necesidad de apoyarse 
en el uso de la psicología del 
testimonio, como una herramienta 
objetiva y aprobada por la comunidad 
científica para valorar la prueba testifical, 
es decir, ¿por qué en un proceso penal se 
exige que se valore de manera racional 


la prueba? 


La respuesta la encontramos cuando 
tenemos en cuenta el tipo de sistema 
de valoración de prueba que impera 
en nuestro sistema penal, esto es, que 
contamos con un sistema de valoración 
racional, tasado o de íntima convicción. 
De lo anterior, se desprende que el único 
sistema de valoración que exige una base 
motivacional sólida es el racional, el cual, 
desde luego, es sumamente compatible 
con la concepción racionalista de la 
prueba, que radica en un modelo crítico 


de las motivaciones y justificaciones que 
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utiliza el juzgador al valorar la prueba, en 
donde además, se busca la verdad como 


correspondencia y el cual exige que: 


“(...) El recurso del método de la 
corroboración y refutación de hipótesis 
forme parte de la valoración de la 
prueba; la defensa de una versión débil 
o limitada del principio de inmediación, 
una fuerte exigencia de motivación de la 
decisión sobre los hechos y la defensa 
de un sistema de recursos que ofrezca 
un campo amplio para el control de 
la decisión y su revisión en instancias 


superiores (...).* 


Por lo tanto, al encontrarnos en 
un sistema de valoración racional, 
naturalmente se va a requerir que las 
determinaciones judiciales se encuentren 
motivadas con argumentos suficientes, 
detallados y acordes con los tamices de la 
sana crítica (máximas de la experiencia, 
reglas de la lógica y el conocimiento 
científico), lo que implica que los jueces, 


al valorar un testimonio y decidir sobre 


8 Ferrer Beltrán, Jordi: La valoración racional 
de la prueba, 1ra. ed. Madrid. 2007; p. 2. 


su grado de credibilidad, tendrán que 
sustentar en qué parámetros —desde 
luego objetivos— se basaron para llegar 
a tal determinación, y así poder asumir 
que su valoración (razonamientos e 
inferencias) resulta racional, e incluso 
que sus inferencias y deducciones puedan 
ser fácilmente revisadas, verificadas y 
controladas por un tribunal de alzada, 
siendo necesario tomar, como sustento 
argumentativo, bases y parámetros 
objetivos que puedan ser confrontables y 
de cierta manera medibles, establecidos 


y aceptados por la ciencia. 


Tal es el caso de la psicología 
experimental, que engloba a la disciplina 
de la psicología del testimonio, la 
cual se centra principalmente en 
analizar el propio contenido de las 
declaraciones, estudiando las bases y 
factores objetivos que influyen en la 
creación, almacenamiento y evocación 
del testimonio, dejando de lado falsas 
creencias que, hasta hoy en día, no han 
sido aceptadas plenamente por la ciencia, 
como es el basarse en la conducta no 


verbal o en cuestiones intuitivas (como 
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la experiencia del juzgador valorando 
testimonios), o incluso el dejarse llevar 
por los “sesgos de veracidad o de 
mendacidad”, los cuales parten de la 
tendencia de juzgar las declaraciones 
como verdaderas o falsas, según se 
trate del tipo de persona que emite su 
testimonio, indicadores que son muy 
subjetivos, variables, incontrolables, 
poco fiables, y sobre todo, poco medibles; 
situación contraria a lo que nos marca la 
psicología del testimonio, pues ésta se 
define como: 

La disciplina que representa la 
aplicación de la investigación psicológica 
al ámbito del testimonio y, respecto a la 
investigación psicológica más general, 
examina en particular los procesos 
perceptivos atencionales de memoria 
que forman parte de la codificación de un 
suceso también cargado de emoción; los 
procesos perceptivos y de memoria que 
intervienen en la aplicación del culpable, 
y de la idoneidad de los procedimientos 
adoptados para este fin; la mentira 
las 


intencional: capacidades de la 


persona que miente y la identificación 


de la mentira; los procesos de toma 
de decisiones implicados a la hora de 
establecer la credibilidad de un testimonio 
y la culpabilidad de un individuo; el 
efecto de los interrogatorios (entrevistas 
de investigación) sobre el recuerdo y la 
declaración; la sugestionabilidad y otras 
características individuales y su papel 
en el recuerdo y en el testimonio; el 
examen de la veracidad del testimonio; 
las cuestiones relativas a la valoración 
de la capacidad para testificar y de la 


credibilidad de la declaración del testigo.” 


Como se observa en esta definición, 
se hace referencia de manera reiterada y 
evidente a dos aspectos fundamentales 
en la formación del testimonio, como 
es la percepción y la memoria, pues con 
la percepción inicia todo el proceso de 
creación del testimonio, en tanto que en 
la memoria es en donde va a permanecer 
almacenada la información previamente 
percibida. Tales aspectos han sido 
ampliamente estudiados y contrastados 


por la disciplina de la psicología del 


9 Cfr. Mazzoni, Giuliana: Psicología del 
testimonio. 1ra. ed. Madrid. 2019; p. 18 
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testimonio, que en la actualidad es la | IV. Percepción y memoria, elementos 
más adecuada y objetiva para el estudio | clave en la formación del testimonio 


de este, y por ende, sirve como una de 


las mejores herramientas científicas que ara tener la posibilidad de 
el juzgador puede utilizar para valorar el adentrarnos al campo de la 
testimonio. valoración objetiva y razonada 


del testimonio, necesariamente debemos 
tener claro que el testimonio natural —ese 
que está libre del propósito de inventar— 
se encuentra íntimamente relacionado 
con los procesos de la percepción y de 
la memoria, de tal suerte que no puede 
existir testimonio si no existe la memoria. 
En este sentido, no nos referimos a 
la percepción, porque claro está que 
cualquier persona, aún y cuando no 
haya percibido un hecho, sin problema 
alguno lo puede inventar; pero lo que no 
puede ocurrir es que se pueda emitir un 
testimonio sin hacer uso de la memoria, 
aunque éste haya sido inventado, ya que 
cualquier experiencia o información 
recibida va a quedar almacenada en la 


memoria.' 


10 Cfr. Coon, Denis: Fundamentos de Psicología. 
10ma. ed. México. 2005; p. 175. 
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Por ejemplo: el uso del lenguaje, 
los significados de las palabras, o el 
simple hecho de que sepamos quiénes 
somos, es gracias a la existencia de la 
memoria, ya que es donde registramos 
todo el conocimiento adquirido desde 
que nacemos hasta que morimos, 
como si fuera una especie de biblioteca 
que vamos a poder consultar cuando 
necesitemos recordar cierto tipo de 
información. Es por ello que la memoria 
forma parte esencial del testimonio, 
porque éste trata de lo que un testigo cree 
que recuerda sobre lo que percibió de 
un hecho en específico, el cual sucedió 
en un momento y lugar determinados; 
resultando necesario entonces definir lo 
que es el testimonio: “(...) un testimonio o 
una declaración es un relato de memoria 
que un testigo realiza sobre unos hechos 
previamente presenciados (...)”'!, dicho 
en otras palabras: el testimonio es la 
información que la persona previamente 
cree haber 


percibido,  guardándola 


11 Manzanero Puebla, Antonio Lucas: Psicología 
del testimonio. Una aplicación de los estudios 
sobre la memoria. 1ra. ed. Madrid. 2008. p. 
17. 


en su memoria, y recordándola, para 
posteriormente expresarla. Pero, ¿cómo 


es que la información llega a la memoria? 


Sin duda, la información llega por 
medio de los sentidos, específicamente 
a través de la percepción, la cual es 
definida por Antonio Manzanero como 
“(..) el proceso mediante el cual dotamos 
de significado a las sensaciones (...)”", 
acotando que la percepción funciona a 
través de ellas, ya que nuestros sentidos no 
pueden apreciar aquello que no les genera 
una sensación,'* es decir, lo primero que 
tiene que ocurrir para que la información 
sea apreciada por los sentidos, es que 
ésta (visual, auditiva, sensorial, olfativa) 
les genere una estimulación, que va a 
ocasionar que nuestro cerebro conciba 
una sensación que, para fines prácticos, 
la vamos a definir como la información 
que nuestro cerebro capta del mundo 


exterior, la cual, para entrar a nuestra 


12 Manzanero Puebla, Antonio Lucas: Psicología 
del testimonio..., p. 32. 


13 Cfr. Coon, Denis: Fundamentos de Psicología. 
10ma. ed. México. 2005; p. 17. 


4607 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


mente, tiene que ser percibida; en otras 
palabras, que es dotada de significado, 


interpretada, comprendida y codificada. 


Podemos dar el siguiente ejemplo: 
si estamos viendo una pelota, ese 
simple ejercicio de estarla observando 
es la sensación, y la percepción es la 
interpretación que se le da a dicha pelota, 
esto es, que dicho objeto se le codifica 
como pelota, que sirve para jugar, que es 
blanca, que es similar a la que salió en 
el partido de futbol, etcétera; para que 
ya una vez que fue percibida, pase a ser 
depositada en la memoria, lugar en donde 
va a permanecer almacenada hasta que 
con el paso del tiempo, y dependiendo 
del impacto o la importancia que le haya 
generado al testigo, así como del repaso 
constante que le dé o no a la misma, ésta 


se va a ir desvaneciendo y olvidando. 


Por lo anterior, es dable establecer 
que la percepción y la memoria, son 
dos elementos fundamentales para la 
existencia y formación del testimonio, 
ya que para que éste se haya generado, el 


testigo tuvo que haber percibido el hecho 


para posteriormente evocar lo que crea 
haber presenciado, haciendo uso de su 
memoria al recordar lo que percibió del 
hecho. 
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V. Tipos de memoria que intervienen 
en la formación del testimonio 

omo ya se explicó 
anteriormente, un testimonio 

sincero es un recuerdo, es un 
relato de memoria. Por ello, al menos 
para comprender un poco más respecto 
a la formación del testimonio, y porque 
se dice que éste es un relato de memoria, 
resulta indispensable conocer qué tipo 
de memorias influyen en la formación 
e interpretación de los recuerdos. Al 
respecto se retomará lo referido por la 


Dra. Giuliana Mazzoni!*: 


1.- Autobiográfica 


IÍntimamente relacionada con la 


memoria a largo plazo, en dicha 
memoria, se almacenan la mayoría de los 
recuerdos respecto a quiénes somos, y lo 
que hemos hecho a lo largo de nuestra 
vida, como hábitos, gustos, cumpleaños, 


etc., (de ahí su nombre: autobiográfica) 


14 Cfr. Mazzoni, Giuliana: Psicología del 


testimonio. 1ra. ed. Madrid. 2019. pp. 66 y ss. 


Cuando respondemos a las preguntas 
¿Quiénes somos? ¿Qué hicimos hace un 


mes? Estamos haciendo uso de ella. 


2.- Episódica 


De 


relacionada con la memoria a largo 


igual manera se encuentra 
plazo, o mejor dicho, forma parte de 
ésta. Se refiere a la memoria que guarda 
los sucesos y elementos de los que 
conocemos el lugar temporal y espacial. A 
diferencia de la memoria autobiográfica, 
ésta es más amplia, ya que no solamente 
guarda episodios relacionados con 
nuestra historia de vida, sino que guarda 
cualquier tipo de situación que haya 
sido lo suficientemente relevante como 
para crear recuerdos, como cuando 
se vio una película, cuando se fue a la 
escuela, cuando se sale de viaje etc. 
Esta memoria es la que más se utiliza al 
emitir un testimonio de un hecho dañoso, 
pues recordamos los “episodios” de 
quienes participaron: en donde, a qué 


hora, qué nos encontrábamos haciendo, 
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etc. Igualmente es la memoria que más 
se ve afectada por el factor del paso del 


tiempo. 


3.- Semántica 


Es la más sencilla de explicar, pues 
ésta funciona como una especie de 
“diccionario personal”, ya que es la 
encargada de conservar los significados 
de los objetos, situaciones, emociones y 
todo lo que se pueda observar o conocer 
para darle un significado; además de 
que en ella permanecen conceptos 
organizados y categorías conceptuales, 
que desde luego influyen en el proceso 
de la formación del testimonio, al 
interpretar y dotar de significado lo que 
se está percibiendo, de acuerdo con los 


conocimientos previos adquiridos. 


4 


1) 


í 


VI. Análisis del testimonio 


a valoración del testimonio, 

desde una concepción racional, 

no se limita únicamente al uso del 
conocimiento científico, queenelpresente 
caso es la disciplina de la psicología del 
testimonio; sino que además requiere 
complementar su análisis apoyándose 
de otros parámetros objetivos, como una 
corroboración mínima y un análisis de su 
coherencia,'* tal y como lo refirió Nieva: 
La coherencia de la declaración consiste 
en la ausencia de contradicciones en 
el relato del declarante, de manera que 
todo aquello que haya dicho no contraste 
entre sí, es decir, que no haya partes de 
la declaración que sean completamente 


incompatibles con otras.'* 


Definitivamente, para poder revisar la 
coherencia en el testimonio, requerimos 
de algo más que el sentido común, sobre 
todo al identificar aquello que creemos 


que es contradictorio; es decir, el hecho 


15 Cfr. Pérez, Bermejo, Juan Manuel: Coherencia 
y Sistema Jurídico. España 2006; p. 127. 


16 Cfr. Nieva Fenoll, Jordi: La valoración de la 
prueba. Madrid. 2010. p. 18. 
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de que a nivel personal (de manera 
subjetiva) alguna afirmación nos parezca 
contradictoria, no significa que el testigo 
esté mintiendo, o que lo que nos expone 
no se haya correspondido con la realidad, 
pues ello se puede deber a errores de 
memoria y/o percepción que pueden ser 
producidos por los factores que ya se 
explicaron anteriormente, o incluso, a 
una interpretación personal del testigo 
sobre ciertos significados que difieren 
de los del juzgador. Por ello, resulta 
de suma importancia que las partes 
(defensa, fiscales, asesores jurídicos) 
doten de suficiente información (a través 
del interrogatorio) al juzgador, para que 
cuente con información suficiente para 
poder realizar un análisis objetivo, puesto 
que no se podría analizar un testimonio 


que resulte demasiado ambiguo. 


Es importante que el testimonio aporte 
la mayor cantidad de información posible 
para poder ser sometida a un análisis 
crítico, sin que se caiga en el absurdo 
de incorporar información irrelevante 
(tanto para el caso como para el propio 


análisis del testimonio) o bien esperar 


que todos los testimonios forzosamente 
tengan que ser rigurosos en detalle, 
pues va a depender mucho del tipo de 
testigo (víctima, menor de edad o simple 
espectador) y el tipo de suceso (violento, 
desagradable o traumático) del que se esté 
analizando para poder esperar de manera 
objetiva cuanta información relevante y 
periférica (contextual) hubiera estado en 
posibilidad de aportar. 

Igualmente, el analizar si un 
testimonio es coherente, va más allá de 
analizar si el testimonio es acorde a las 
reglas de la lógica, o de las máximas 
de la experiencia, puesto que como se 
mencionó al inicio (capítulo l, corrientes 
epistémicas), una novela o una película 
puede resultar coherente, sin embargo 
ello no garantiza que por ser coherente 
(por apegarse a la lógica o a las máximas 
de la experiencia), sea una situación 
verdadera. Para analizar la coherencia 
de un testimonio, se deben de utilizar 
los factores que estudia la psicología del 
testimonio, es decir, se debe empezar 
por analizar los factores del testigo, del 


suceso y del proceso/sistema en cada 
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caso concreto, para verificar cuáles de 
estos son aplicables en el particular 
(identificando si el hecho fue violento, 
aconteció muy rápido, existían buenas 
condiciones de luminosidad, etc.) y a 
cada testigo en particular, partiendo en 
un primer momento de si el testigo era la 
víctima o sólo un espectador, para poder 
estimar si durante el evento era probable 


o no que sufriera estrés. 
1.- Errores de memoria 


De Paula!” ha señalado que es muy 
común que las personas cometamos 
errores sinceros, los cuales consisten 
en manifestar información que no se 
corresponde con la realidad (inexactitud), 
pero que a diferencia de la mentira, en 
estos no hay intencionalidad de alterar 
la información que se recuerda; es decir, 
la persona realmente está diciendo 
lo que cree recordar, aún y cuando 
la información resulte falsa por no 
corresponderse con la realidad, debido 


a que existen diversos factores normales 


17 De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., 
p. 84. 


de fallas en la percepción, codificación, 
almacenamiento y recuperación de la 
información, que pueden dar lugar a 
recuerdos falsos, o inclusive, a diversas 


del 


que, de acuerdo con su evolución de 


formas de expresarse testigo, 


experiencias, conocimientos y edad 
(factores del testigo) hayan cambiado las 
palabras o frases que utilizó años atrás al 
rendir su entrevista en una etapa inicial. 
Sin embargo, ello no es motivo para 
considerarlo de manera automática como 
una “contradicción” o un ocultamiento 
de información de forma deliberada, 
sino que simplemente se puede deber 
al normal olvido de información, tan es 
así, que el propio Código Nacional de 
Procedimientos Penales de México prevé 
las técnicas de apoyo de memoria y de 


superar contradicción. 


Rompiendo con la errada costumbre 
y falsa creencia de que el juzgador tiene 
que valorar si el testigo “miente o dice 
la verdad”, lo que en realidad debe 
de valorar el juez, es qué tan exacto 
es el testimonio; esto es, qué tanto se 


corresponde con la realidad. 
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Ahora 


comprobar que ese testimonio va a 


bien, ¿Cómo podremos 
corresponder o no con la realidad?, sin 
duda alguna, a través de la corroboración, 
con un medio de prueba distinto e 
imparcial, que pueda reforzar y confirmar 
los enunciados que está emitiendo el 
testigo sobre el hecho dañoso que ha 
presenciado y recordado, lo cual no 
parece tener ninguna complicación para 
su entendimiento; es decir, a todos nos 
ha quedado claro que para corroborar, 
necesitamos recabar prueba diversa que 
se relacione entre sí, y valide la hipótesis 


planteada. 


2.- La corroboración mínima en el 


testimonio 


Partiendo de que todo hecho sucede 
en un espacio, en un tiempo y lugar 
determinado; es decir, ningún suceso 
ocurre en la nada; por consiguiente, 
siempre van a existir circunstancias 
susceptibles de  corroboración de 
cualquier evento dañoso, que aunque se 


hayan suscitado con ausencia de testigos 


o cámaras, y el interventor no haya 
dejado huellas en la escena; siempre 
se podrá corroborar cuando menos 
la existencia del lugar del suceso, de 
ciertas características que guardaba éste 
y de algunos detalles periféricos como 
lámparas, color de las sillas, diseño de 


las sábanas de la cama, etc. 


Para comprender mejor lo anterior, es 
menester mencionar los diferentes tipos 
de corroboración que existen, esto es, 


qué es lo que se puede corroborar: 


A.- El hecho en su totalidad; 
respaldándose con los medios de prueba 
las circunstancias de tiempo, modo, 
lugar, así como los autores y/o partícipes 
del hecho, como por ejemplo: un video 
del evento de principio a fin (en un robo 
a casa habitación) o testigos presenciales 


de todo el hecho. 


B.- Parte del hecho: El medio de 
prueba respalda sólo algún fragmento del 
hecho, como por ejemplo: en un hecho de 
tránsito, los testigos que sólo alcanzaron 


a percibir las partes finales del evento, 
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pues el ruido del impacto fue lo que llamó 
su atención, y por ende, sólo percibieron 
la parte final; o una grabación en donde 


solo se vea un segmento del video, etc. 


C.- Los resultados del hecho: Se 
refiere a los medios de prueba que dan 
cuenta de los resultados que produjo el 
hecho o los intervinientes en el mismo; 
como por ejemplo: las huellas dactilares 
que dejaron los acusados en el lugar del 
hecho, no nos dan cuenta de cuándo 
o cómo fue el hecho, pero sí indican 
que como resultado de haber robado, 
estos dejaron sus huellas en el lugar; 
igualmente en un delito de lesiones, la 
inspección de las lesiones nos respalda 
el resultado del ilícito, esto es, que la 
víctima obtuvo como resultado de ser 


golpeada una lesión. 


D.- Las consecuencias del hecho: 
Son las situaciones que corroboran las 
secuelas que dejó la comisión del evento. 
A manera de ejemplo, en una violación, 
si el acusado estaba contagiado de 
transmisión 


alguna enfermedad de 


sexual, y resulta que la víctima, a raíz de 


dicha situación, también tiene la misma 
enfermedad, eso es una consecuencia 
del hecho de la violación. Otro ejemplo 
es, si la víctima resulta con una 
afectación psicológica a consecuencia 
de la violación, lo cual también es una 
consecuencia del hecho. Lo mismo 
ocurriría en un delito de lesiones en 
donde se respalde que la víctima ya no 
puede mover el brazo. Más allá de la 
lesión en sí, la consecuencia de esa lesión 


sería la perdida de la movilidad. 


De igual manera, para la corroboración 
del testimonio habrá situaciones en donde 
sí se pueda corroborar que el hecho ocurrió 
como el testigo dice, (corroboración del 
hecho), o parte de él, o el resultado o 
la consecuencia; pero para adentrarnos 
más a la corroboración mínima del 
testimonio resulta indispensable conocer 
los aspectos que consideró y desarrolló 


Ramírez: 


“(...) La corroboración, en sentido 
débil (datos que sin ser propiamente el 
hecho delictivo atañen a algún aspecto 


fáctico, cuya comprobación contribuya 
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a la verosimilitud del testimonio de la 
víctima), corroboración que se desglosa 
en tres aspectos fundamentales que se 


mencionan a continuación: 


a) El objeto de la corroboración es un 
enunciado fáctico emitido por el testigo 
sobre el hecho principal. No, por tanto, 
directamente enunciados sobre el hecho 
principal, ni tampoco enunciados sobre 


los hechos secundarios. 


b) La fuente de la corroboración ha de 
ser ajena al testigo. El dato corroborador 


debe provenir, por tanto de otro lugar. 


c) El contenido informativo del dato 
corroborador no versa directamente 
sobre el hecho principal, sino sobre 
alguna circunstancia que guarde relación 
con él, y cuya consideración reforzaría la 


veracidad de lo declarado por el testigo 


(0 


18 Ramírez Ortiz, José Luis. El testimonio único 
de la víctima en el proceso penal desde la 
perspectiva de género, en revista Quaestio 
Facti. No. 1. Madrid. 2020. pp. 218 y ss. 


En ese sentido, tenemos que la 
corroboración mínima o débil consiste 
en ir verificando el testimonio desde el 
inicio, con lo más general, hasta lo más 
cercano al hecho delictivo. Es decir, 
buscar contrastar preferiblemente con 
otra fuente de información a la testifical, 
lo más que se pueda del relato; desde 
lo más general y de lo que perdura, aún 
terminado el hecho delictivo (como el 
lugar del hecho que difícilmente va a 
desaparecer), hasta llegar a aproximarse 
lo más posible a la corroboración total, ya 
sea con algún elemento que tenga relación 
directa, indirecta, o que incluso no tenga 
relación con el evento dañoso, pero sí 
con alguna circunstancia manifestada en 
el testimonio (algún detalle periférico 
que haya ocurrido momentos previos, 


durante o después del evento). 


A manera de ejemplo, en un hecho 
de violación en donde solo hayan estado 
presente la víctima y el agresor, y éste 
no haya dejado ningún tipo de huellas 
en el lugar ni lesiones en la víctima, la 
manera en que pudiera verse corroborado 


mínimamente el testimonio de la 
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víctima, sería constatando primeramente 
las circunstancias que perduran, aun 
habiéndose consumado el hecho, que 
por lo general son el lugar en donde se 
dijo ocurrió la violación; confirmándose 
dicha 


inspección, de fotografías o videos. 


situación a través de una 


Posteriormente, sería constatar las 
características peculiares tanto del lugar 
como de los supuestos intervinientes, 
como lo pudiera ser la existencia de un 
cuadro, las peculiaridades de la cama 
en donde la violó, el tipo de las sábanas 
(color, tamaño, textura, algún dibujo 
en ellas), o cualquier otra característica 
periférica que la supuesta víctima haya 
mencionado en su relato; y por parte de 
los intervinientes, pudiera ser el constatar 
la existencia de algún tipo de cicatriz, 
lunar o tatuaje, ya sea en la zona genital 
o en el abdomen, que no fuera posible 
que la víctima conociera si no es que 
necesariamente lo viera en dicha zona 
descubierta; la corroboración mínima 
del testimonio la podemos asimilar a 
un juego de “crucigrama”, en donde las 
diversas informaciones que, desde luego, 


derivan de medios de prueba diversos, 


van completando (confirmando) cada 
uno de los enunciados que conforman el 
testimonio del testigo único. 

Igualmente, también se puede 
corroborar mínimamente el testimonio 
de un testigo presencial con medios de 
prueba ajenos al hecho delictivo. Por 
ejemplo: en un robo donde el testigo 
aduce haber visto claramente cuando 
el acusado le arrebató a la víctima su 
bolsa, porque él se encontraba esperando 
el camión justo en la hora y lugar en el 
que aconteció el evento, si se aporta el 
boleto del camión en donde aparezca la 
hora y la ruta por donde pasa el camión, 
se pudiera contrastar si coincide tanto el 
lugar (parada del camión) como la hora 
en que se subió (evidentemente después 
de ocurrido el suceso). Como vemos, el 
boleto como tal no corrobora ni directa 
ni indirectamente el hecho, pero sí el 
testimonio del testigo. También se pudiera 
corroborar un testimonio con un dato que 
dé luz de lo que se hizo inmediatamente 
después de ocurrido el evento delictivo, 
para confirmar mínimamente un atesto 


de un testigo; como, por ejemplo: si 


476 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


una víctima, después de sufrir un robo 
con violencia, acudió a recibir atención 
médica y psicológica, el llevar medios de 
prueba que respalden que ese día acudió 
al médico y al psicólogo, dichos medios 
sería útiles para corroborar mínimamente 


esa parte de su testimonio. 


3.- 


testimonio 


Valoración individual del 


Por muy obvio que parezca que se deba 
de valorar cada testimonio de manera 
individual. Lamentablemente muchas de 
las veces este análisis no se hace, o se 
hace de manera muy general y ambigua 
por parte de los órganos resolutores, 
pues únicamente se limitan a mencionar 
que les pareció creíble o que le dan 
valor probatorio porque lo encontraron 
lógico, coherente, congruente 0 
espontáneo, como si por el simple hecho 
de mencionar adjetivos relacionados 
con la credibilidad, automáticamente se 
justificara la motivación individual. A 


manera de ejemplo: 


-...el testimonio de X testigo 
resultó creíble y se le otorga 
valor probatorio al considerar 


que fue lógico, coherente, 
espontáneo, congruente y libre de 


contradicciones... 


Pero lejos de ser una motivación 
válida, sigue siendo una motivación 
(si es que a ello se le puede considerar 
como tal) demasiado limitada, ambigua 
y subjetiva; porque fácilmente las 
partes pudieran hacerse los siguientes 
cuestionamientos: ¿Por qué el testimonio 
de X 


espontáneo 


coherente, 
libre de 


contradicciones? ¿En qué o de acuerdo a 
¿ 


resultó lógico, 


congruente y 


qué parámetros objetivos se basaron para 
determinar que, el testimonio de X les 
resultaba lógico, coherente, espontáneo, 
congruente y libre de contradicciones? 
¿Cuál fue el análisis que el tribunal 
realizó al testimonio de X para llegar 
a la conclusión de que lo manifestado 
fue lógico, coherente, espontáneo, 
congruente y libre de contradicciones? 


¿Por qué para el tribunal, lo manifestado 
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por el testigo X en tal sentido, o en tal 
parte de su testimonio les pareció lógico, 


o coherente y no contradictorio? 


No lo sabemos. Son preguntas que 
quedarán sin respuesta mientras sigan 
existiendo motivaciones deficientes 
y ambiguas, que incluso poco o nada 
difieren de un sistema de valoración 
de íntima convicción (un sistema de 
jurados) en donde no se exige que exista 
un motivación y se puedan dar respuestas 


como: 


-...porque simplemente me lo 
pareció  así...,  ...porque me 
convencí y listo..., ...porque me 


dio buena sensación..... 


Se deben considerar cuestiones como 
¿cuántas veces el testigo fue entrevistado 
por parte del policía, el ministerio 
público, o la defensa o la víctima? (de 
ahí la importancia de que el litigante sea 
lo suficientemente extenso y completo 
en sus interrogatorios), ello para poder 
estimar aproximadamente con qué tanta 


influencia, o contaminación llegó el 


4 


pr 


testigo al juicio a emitir su testimonio, 
¿Lo que refirió el testigo fue susceptible 


de haberlo percibido como lo expresó?. 


Enmuchasocasiones, nosencontramos 
testigos que dicen haber visto todo el 
hecho criminoso de principio a fin. Es 
muy difícil, de acuerdo a la duración 
del suceso y los grados de atención del 
testigo, que una persona se haya podido 
percatar de absolutamente todo lo que 
aconteció en un evento, ¿Se encontraba 
en las mejores condiciones para haberlo 
percibido como lo indicó? ¿Realmente se 
encontraba a una distancia adecuada, con 
las mejores condiciones de luminosidad? 
¿Existía interferencia de personas u 
objetos en su visión? ¿El testigo durante 
el evento sufrió estrés?. Conocer que los 
efectos del estrés generan ansiedad, y ésta 
a su vez hace que los sentidos disminuyan 
en su eficacia perceptiva es importante, 
pues así, se tendría un panorama más 
amplio para conocer porqué una víctima 
de un evento traumático no aporta 


muchos detalles. 
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Además de realizar un análisis interno 
del propio testimonio, tomando en cuenta 
los factores que propone la psicología 
del testimonio, se debe realizar un 
análisis externo en el sentido de qué 
tanta corroboración mínima tuvo ese 
testimonio en lo individual, pues como 
lo comentamos en líneas anteriores (la 
corroboración mínima del testimonio), 
esos diversos medios de prueba que 
apoyan lo manifestado por el testigo, no 
necesariamente corroborarían el hecho, 
pero sí el testimonio o parte de éste. 

4.- Valoración conjunta del testimonio 

A diferencia de la valoración 
individual del testimonio, esta valoración 
es más común que la encontremos en las 
sentencias, puesto que es un ejercicio 
valorativo más genérico que se realiza 
de todo el caudal probatorio desahogado, 
prácticamente verificando si las 
pruebas se apoyan entre sí, y si éstas 
a su vez respaldan en un cierto grado 
de confirmación la hipótesis fáctica 
planteada, lo cual, indudablemente, va a 


depender del estándar de prueba exigido 


para tener como probado el hecho o no; 
pero más allá de eso, lo que interesa, es 
que dicho ejercicio valorativo implica 
analizar las pruebas, ya no de manera 
individual, sino de manera sistemática, 
comprobando si éstas guardan una 
secuencia y compatibilidad lógica entre 


r 


sl. 
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Conclusiones 


a concepción racionalista de la 

prueba nos exige realizar una 

valoración lo suficientemente 
clara y precisa, que permita a los 
justiciables, y a las partes procesales, 
comprender por qué se dio o no valor 
probatorio a un testimonio, evitando 
motivaciones ambiguas o poco claras 
que dejen a los justiciables, y a las partes, 
con dudas sobre qué fue exactamente 
lo que motivó al órgano jurisdiccional 
a demeritar o no a la prueba testifical, 
resultando indispensable para tal efecto, 
apoyarse en parámetros y bases objetivas, 
los cuales son proporcionados por la 
psicología del testimonio, la coherencia 
en el testimonio y la corroboración con 
otros medios de prueba (documentales, 
periciales, materiales, testificales, etc.), 
realizando así un análisis completo del 
contenido de los testimonios, en el que 
se aduzca qué parámetros de análisis del 
testimonio, de acuerdo al conocimiento 
científico (psicología del testimonio) 
se encuentran presentes en cada una de 
las testificales desahogadas; y si éstos 


son acordes a las reglas de la lógica, 


mencionando a qué reglas de la lógica 
y máximas de la experiencia obedece; 
esto es, analizar su coherencia interna 
y externa; y no solamente limitarse a 
mencionar de manera muy general que, 
de acuerdo con las reglas de la lógica y 
máximas de la experiencia, resultó creíble 
por encontrarlo libre de contradicciones, 
pues tales afirmaciones corresponden a la 
corriente epistémica del presuntivismo, 
la cual no es acorde a un sistema de 
valoración racional, pues lo racional sería 
otorgar valor probatorio al testimonio que 
se encuentra mínimamente corroborado 


(no presuntivismo). 


Adicionalmente, hay que tener en 
claro que existen errores de memoria y 
contradicciones sustanciales, situaciones 
que de ninguna manera deben de 
confundirse, ya que como se abordó en 
el presente artículo, la memoria es muy 
errática, y entre más pasa el tiempo, es 
más susceptible de irse deteriorando y 
modificando de manera inconsciente; con 
lo cual, puede ser que el testigo cometa 


errores de comisión (modificación 
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de información de acuerdo a sus 
conocimientos previos) o de omisión en 


su testimonio (ausencia de información). 


Aquí la gran labor del juzgador es 
desentrañar cuáles de esos errores (de 
comisión u omisión) son sustanciales o 
“normales”, atendiendo al deterioro del 


recuerdo. 


Como se puntualizó en el presente 
artículo, hasta hoy en día no se puede 
saber de manera certera si un testigo 
está mintiendo o diciendo la verdad. Sin 
embargo, sí se pueden tener indicios de 
ello, analizando los posibles intereses con 
los que cuente el testigo para mentir, lo 
cual de ninguna manera esrazón suficiente 
para considerar que está mintiendo, bajo 
el único argumento de que es familiar o 
amigo del acusado, ya que ningún testigo 
es imparcial. Al final de cuentas, todos 
van a reforzar una hipótesis en la que 
creen, independientemente del interés 
personal que tenga, y lo más efectivo para 
poder evidenciar, y ver materializada la 


veracidad de un testimonio hasta hoy 


en día, sigue siendo la corroboración 
con otras pruebas como la científica, 


documental o material. 


Atendiendo a lo susceptible que es la 
memoria de ser modificada, sobre todo 
mediante la formulación de preguntas o 
comentarios sugestivos, se recomienda 
que al realizar las entrevistas a los 
testigos, primero se deje que se expresen 
de manera narrativa, y al último, realizar 
preguntas para aclarar o ampliar en algún 
punto, desde luego utilizando preguntas 


abiertas. 
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